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La inclusión de la paz como valor y deber, pero de manera especial como derecho, en la 
Constitución Política de Colombia de 1991 se erige como una de las más grandes 
innovaciones del derecho constitucional colombiano, e incluso, en general, del 
Constitucionalismo. Sin embargo, aunque el derecho a la paz puede verse como 
fundamental para los seres humanos, en Colombia no es clara su exigibilidad mediante la 
acción de tutela, lo cual puede explicarse gracias a la reglamentación de esta acción 
constitucional, que considera a este derecho como exclusivamente colectivo, y de 
posiciones jurisprudenciales que la validan. Estas limitaciones al derecho a la paz 
desconocen la importancia que reviste a esta clase de derecho, no solo en el imaginario 
social, sino en construcciones teóricas e históricas del Estado y del Derecho, en las que la 
paz ha jugado un rol primordial. Asimismo, estas posiciones restrictivas del derecho a la 
paz, atentan contra las conceptualizaciones vigentes sobre paz, y por consiguiente del 
derecho que ella pregona, debido a que el concepto actual de paz es asociado a ser un 
derecho humano. En vista de todo lo anterior, se propone un estudio reconstructivo del 
significado de paz, junto con uno histórico y teórico del Estado y del Derecho, para que 
esos insumos se utilicen como herramienta analítica con la finalidad de evaluar la 
situación actual del derecho a la paz en Colombia, presentando además soluciones 
teóricas y prácticas para superar la limitación que este presenta. 
 
Palabras claves: Paz, Estado constitucional, Constitucionalismo, derechos humanos, 
derechos fundamentales, acción de tutela.  
 
ABSTRACT 
The inclusion of Peace as a value and duty, but especially as a right in the Colombian 
constitution of 1991 stands as one of the greatest innovations of the Colombian 
constitutional law, and even, in general, of Constitutionalism. However, although the right 
to peace can be seen as fundamental to human beings in Colombia is not clear when due 
by the writ of protection of fundamental rights (called tutela in Colombia), which can be 
explained by the regulation of this constitutional action, which considers this law as only a 
collective right, and legal positions that validate. These limitations on the right to peace 
ignore the importance of this kind of law, not only in the social imaginary, but in 
theoretical and historical buildings of State and Law, where peace has played a major role. 
Also, these restrictive positions of the right to peace, undermine existing 
conceptualizations of peace, and therefore she proclaims the right, because the current 
concept of peace is associated with being a human right. In view of the above, this study 
make a reconstructive study of the meaning of peace, along with the history and theory of 
state and law, it is proposed that these inputs are used as an analytical tool in order to 
assess the current situation of the right to peace in Colombia, also presenting theoretical 
and practical solutions to overcome the limitation that this presents.  
Keywords: Peace, constitutional state, constitutionalism, human rights, fundamental 





"Conviene saber que la guerra es común a todas las cosas y que la justicia es discordia" 
"La guerra es el padre y el rey de todas las cosas; a uno les muestra como dioses y a otros como 
hombres, a unos los hace esclavos y a otros libres" 
 
Heráclito de Éfeso, Aforismos  
Si vis pacem, para bellum (si quieres paz, prepara la guerra) 
Proverbio Latino atribuido a Vegesio 
El tema de la paz, sin duda alguna, es un tema imperecedero, perpetuo, tal vez eterno e 
incluso atemporal. Está exento de todo olvido, especialmente en un país como Colombia, y 
ello quizás obedece a la constante tarea en que el Estado colombiano, entendido en sentido 
amplio, se ha embarcado en aras de garantizar este deber-derecho consagrado en nuestra 
Constitución vigente. No solo ahora, sino incluso más allá de los aproximados 50 años que ha 
durado el conflicto armado interno y mucho más atrás desde la creación del Estado 
colombiano mismo; es decir, la búsqueda de la paz puede asociarse a conflictos o escenarios 
particulares, a partir de los cuales es posible delimitar su ámbito geográfico o temporal de 
aplicación así como otras características, pero como generalidad siempre ha estado presente 
en la naturaleza humana sin importar un espacio definido, ni convicciones ni credos, ni 
género, ni Estado, etc., pues la humanidad en general, y en cualquier Estado actual, tal 
búsqueda se ha intentado a través de toda su historia, es posible indicar que la historia de la 
humanidad es la historia de la obtención de la paz.  
Luego, el problema real que envuelve una búsqueda de este talante, se traduce en la ausencia 
de su obtención, en garantizar la satisfacción de una necesidad humana básica como lo es 
crecer, morir, vivir, amar, ejercer nuestros derechos, etc., en un ámbito propicio que permita 
la maximización de todo ello, para lo cual solo algo como la paz puede lograrlo, lo que 
explicaría el vehemente ahínco con que se intenta lograr su obtención y duración, y ello ha 
implicado, que para lograrla se hayan empleado diferentes herramientas: la guerra, el 
exterminio, la negociación, la política, el Derecho, etc. 
En este trabajo académico se considera que no todas ellas son válidas, puesto que varias 
refuerzan lo incoherente de las acciones humanas, dado que fortifican el ciclo interminable de 
violencia, de dolor, de venganza, de todas aquellas ideas que se contraponen a un ideal de paz 
verdadero. El matarnos los unos a los otros (guerra), como máxima expresión de la violencia, 
no puede ser considerado como una búsqueda real de paz, pues ello choca directamente con 
el núcleo esencial de la misma, ya que los métodos violentos tienen como sustento la 
eliminación del todo, de aniquilar la vida como principio fundamental, siendo la vida uno de 
los derechos básicos para desarrollar la paz, como otros tantos en principio.  
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Increíblemente, y sin sentido, la violencia, ejemplificada mayormente por la guerra, es el 
medio tradicional de obtención de paz, utilizada desde hace miles de años, justificada 
teóricamente (guerra justa) y en el cual la mayoría de seres humanos han depositado sus 
esperanzas, como camino ideal a garantizar la paz de los suyos se ha optado por la eliminación 
del “otro”, del “enemigo”, del “contrario”; pero si la paz nace con la humanidad, debe 
indicarse que la guerra como fin primordial para alcanzarla lastimosamente también nació a la 
par, la guerra nació con la humanidad y morirá con ella, creció con ella, evolucionó con el 
intelecto, masificó la muerte y le quitó ese toque de individualidad con la que en muchas 
ocasiones es asociada, pues la guerra no emplea números de una cifra para contar sus 
botines, o su bajas, o sus muertos o como quieran llamarlos. 
En ese orden de ideas, es posible pensar que solo el ser humano es el único animal capaz de 
hacer guerra, pero también lo es de hacer paz, no puede pensarse que solo sea la guerra 
connatural a la humanidad, también lo es la paz, lo que refleja nuestra naturaleza como 
humanos siempre conflictiva y variando de un extremo (guerra) a otro (paz), solo que la 
guerra es mucho más criticable, incluso puede llegarse a afirmar que a la par del surgimiento 
de la razón se encuentra la guerra, y ese homo sapiens se queda solo en una falsa idea de 
pretender que es un ser pensante, en enmascarar lo bárbaro en lo sabio. ¿En qué ser “sabio” 
o de inteligencia superior puede caber la idea de que la eliminación del otro puede servir para 
algo altruista? Pareciera que en realidad la humanidad se comporta como un homo bellator 
(hombre guerrero), seres confeccionados para la guerra, para no tener compasión por el otro; 
los humanos, tanto de manera grupal como individual, para alcanzar la paz destruyen al otro 
pues resulta ser la vía más “fácil” y más “razonable”, y en eso no hay nada de sapiens (sabio). 
En un escenario como el descrito anteriormente, ¿qué valor puede tener una investigación 
que pretende la búsqueda de la paz por un medio distinto de la guerra? La respuesta es: 
ninguno. La guerra ha existido desde siempre, y no porque se propongan alternativas no 
violentas ella va a ser superada, al menos de momento. No desaparecerá. Siempre surgirá, 
camuflada en el odio de una idea, de un color de piel, de un Dios diferente, de la venganza, 
como fundamento de una llamada "justicia", etc. Es el medio tradicional de paz ¿recuerdan? Y 
mientras se siga asociando erradamente con ella, es apenas lógico que siempre gozará de un 
respaldo inusitado, y si no cabría preguntarles a los millones de colombianos que en el 
período 2002-2010 celebraron la vía guerrerista como la correcta, o al Estado de Israel, que en 
pro de la defensa de sus ciudadanos valida la muerte de mujeres, niños y hombres no 
combatientes, sin que al final de ello haya importado todo lo que ha implicado: toda la 
destrucción, todas las muertes. No quiero decir que la fuerza no debe ser legítimamente 
empleada en ciertos casos específicos y con los límites que establezcan el DIH y la 
Constitución, pero sí, que por ejemplo, si un conflicto se prolonga en el tiempo, casi 
percibiendo que se extiende indefinidamente, sin que se consiga nada, algo está fallando y no 
precisamente las balas.   
Lo anterior se puede respaldar con las cifras del conflicto armado colombiano; según el Centro 
Nacional de Memoria Histórica (CNMH), en su informe ¡Basta ya! Colombia: memorias de 
guerra y dignidad (2013), señala en su capítulo primero unos datos reveladores y 
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desgarradores sobre la violencia en Colombia: desde el 1 de enero de 1958 al 31 de diciembre 
de 2012, el conflicto armado interno colombiano ha dejado un saldo de 220.000 muertos 
(CNMH, 2013:34), de los cuales el 81,5% han sido población civil y 18,5% han sido 
combatientes, siendo mayoritariamente afectados las personas protegidas por el Derecho 
Internacional Humanitario (CNMH, 2013:35). A ello debe agregársele las personas afectadas 
por el conflicto, mutilados, viudas, niños vinculados a grupos ilegales, etc., en general 
personas afectadas en su vida digna y muertes no registradas, quienes engrosarían muchos 
más datos tan estremecedores como los referidos. 
En ese orden de ideas, puede sonar a que un trabajo como este tenga una visión pesimista del 
ser humano, con una introducción como la que se viene desarrollando. Puede que en parte 
ello sea cierto, pero a la vez debe destacarse que lo primero para superar un problema es su 
reconocimiento, y decir que la guerra es atroz y es inescindible a al ser humano es un primer 
paso para superarla, debe reconocerse que el conflicto también hace parte del ser humano, lo 
importante es como se soluciona, como evitar que genere costos irreversibles, allí está 
realmente el quid del asunto, en cómo debe la humanidad resolver esos conflictos sin que se 
generen más problemas; este trabajo rinde un tributo a eso tan poco que nos queda: la 
solución pacifica de los conflictos, pero circunscribiéndose a un medio específico, aunque no 
el único, como lo es la paz por medio del derecho.    
Este derecho fundamental será una de las grandes herramientas para limitar el ejercicio válido 
de la violencia en general, y de la guerra en particular, es uno de los límites más necesarios 
para evitar la destrucción no solo física, sino moral; y si bien el trabajo se circunscribe a una 
vía para garantizarlo como es la vía judicial, no debe pensarse que eso niega las demás, no, 
todas las vías son válidas, excepto la violencia, para alcanzarla, aquí solo se da otro insumo 
más para buscarla, un medio por el que cualquier persona pueda optar, además de las que 
debe proporcionar el Estado y las personas mismas en su diario vivir.                                                                                                                                                                                                                                                                                  
Una de las ideas centrales de este trabajo, es demostrar que el derecho a la paz, como 
derecho complejo, implica la realización de otros más, como la vida, la igualdad, la libertad, 
etc., así como también la garantía efectiva de una justicia real y material que, por ejemplo, 
implicaría suprimir contextos en que se justifique la violencia a partir de la justicia. Sin 
embargo, tal complejidad, no implica que el derecho a la paz no pueda ser considerado como 
un derecho autónomo, pues los derechos en sí mismos no podrían ser catalogados como tal, si 
solo se atendiera a su complejidad y evidente relación entre ellos. En consecuencia, otro de 
los pilares de esta investigación se centrará en la demostración del derecho a la paz como 
derecho fundamental autónomo y en que escenarios es posible concretar su defensa y 
garantía. 
Lo anterior conduciría al principal problema de investigación de este trabajo, y es que si bien 
es posible plantear una solución desde el derecho al conflicto armado interno, a la violencia, a 
la guerra, lo cual implique una participación activa en la construcción de la paz no solo de la 
Rama Judicial del Poder Público sino también de la sociedad, lo cierto es que el papel del 
ámbito judicial en ello es más bien limitado respecto al derecho a la paz. Específicamente en el 
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derecho constitucional tal falta de activismo es marcado, lo que puede obedecer a varias 
razones: 1). El derecho a la paz en Colombia no está asociado a la categoría de fundamental, 
pero sí lo está, 2). Hay una falta de precisión de los escenarios en que su fundamentalidad 
aplica; y 3). Existe una norma legal que indica que él no es fundamental sino colectivo.  Esto 
podría implicar que la paz como derecho no es una característica definitoria del 
constitucionalismo colombiano, pese a ser la paz un claro fundamento de este, pasando a ser 
este derecho un componente de él en una menor medida, pero no al grado de ser parte de su 
establecimiento, situación que va en contravía de lo establecido por el constituyente primario. 
Este problema de por sí es grave, puesto que la vía judicial por excelencia, la que se asume 
como más garantista, eficaz y rápida, como lo es la tutela, en teoría es improcedente en el 
actual escenario colombiano para garantizar la paz, pero igualmente desconoce, entre otros 
temas, toda una historia de la paz como protagonista en la construcción del Estado, en 
general y del colombiano en particular, del Derecho, del Constitucionalismo y de las 
construcciones del concepto de paz tan elaboradas que han logrado muchos investigadores, 
las cuales permiten concluir que es un concepto en realidad bastante amplio y que incluye a 
muchos otros derechos.  
En ese orden de ideas, la hipótesis de trabajo señala que el derecho a la paz no es un derecho 
cualquiera, puesto que tiene una especial relevancia en el contexto colombiano, no sobre los 
otros derechos sino en armonía con ellos, sumado a que el surgimiento del actual Estado se 
vio fuertemente vinculado con él, por lo que, aunque puede relacionarse con un derecho 
colectivo, es necesario identificarlo como fundamental y permitir su garantía por vía tutela. 
Asimismo, también tiene detrás de su historia un amplio recorrido histórico tanto en el 
contexto internacional como en el nacional, en temas como la justicia, el Derecho, el 
Constitucionalismo y el Estado moderno, situaciones que además permiten establecer que el 
derecho a la paz también debe ser entendido como humano. Por todo lo anterior, se afirma 
que el derecho a la paz debe tener una clara exigibilidad por vía de tutela y no solo por las 
acciones populares.  
Debe agregarse, que catalogar el derecho a la paz exclusivamente como derecho colectivo, 
extrayendo de su naturaleza la característica de fundamental, conlleva a varios problemas 
adicionales que pueden desprenderse del problema principal y de la hipótesis: primero, el más 
trascendental de todos, desliga su reivindicación, garantía y protección del mundo judicial, 
permitiendo que se siga pensando que la vía política es la solución exclusiva para la obtención 
de la paz, sin detenerse en que la construcción de ella requiere un dialogo participativo de 
todos y todas, de todos los elementos que conforman un Estado en sentido amplio; ello es así 
puesto que la acción de grupo, protectora de derecho colectivos, no es la más eficaz ni la más 
célere, supuestos que impiden una realización de tal derecho; y segundo, por falta de garantía 
judicial, la búsqueda de eficacia del mismo se radica en instancias diferentes a la vía judicial, 
vías que tienen su sustento en un ideal guerrerista para alcanzar la paz, aunque ello no sea tan 




No sobra aclarar, que lo que se pretende no es que se elimine la vía política como medio para 
lograr la paz, excepto la de la guerra que si debe ser proscrita, sino que se creen nuevas 
alternativas a ella que sean igualmente válidas y que trabajen en conjunto para alcanzarla; ello 
parte de una idea simple, y es que a un problema tan complejo como lo es la obtención de la 
paz, debe darse soluciones mucho más elaboradas que la exclusividad de una sola vía. Se 
requieren soluciones múltiples sin sustento en la violencia.  
Para lograr todo lo anterior existen una serie de objetivos que se han establecido para 
desarrollar en el presente trabajo, uno general, y vinculado a él, cuatro específicos; todos 
interconectados entre sí, lo cuales irradian la totalidad de la investigación y estarán vinculados 
directamente con los contenidos que se establecerán en el cuerpo del trabajo; los objetivos 
son:   
Objetivo general  
Se busca comprobar que el derecho a la paz es un derecho humano y fundamental, y por 
tanto, es exigible por vía tutela, lo cual permite regresar su garantía al escenario judicial, 
buscando con ello niveles más óptimos de justicia y eficacia, y abriendo la posibilidad de 
vincular a todo el Estado en su búsqueda, no delegando la misma a un cuerpo específico; 
desconocer su naturaleza de humano y fundamental implicaría desconocer toda la 
importancia que ha tenido la paz en la construcción del Estado en general, y particularmente 
del colombiano, del Derecho especialmente del Constitucionalismo, además de reducir la 
importancia de un derecho tan importante para todos y todas los colombianos.  
Objetivos específicos 
1. Reconstruir el concepto complejo de paz, evidenciando sus relaciones y las 
implicaciones de pensar una paz en medio de un conflicto armado como el que 
atraviesa Colombia.  
2. Analizar la implicación y el papel que ha jugado la paz, y su concreción en el 
derecho a la paz, con relación a la historia del Estado y su conformación, y la 
utilización del Derecho como herramienta principal de su obtención, no solo de 
manera general, sino específicamente en el caso de Colombia.   
3. Demostrar que el derecho a la paz es fundamental en Colombia, y con ello 
susceptible de garantía por parte del Juez constitucional, mediante acción de 
tutela, lo que permite su garantía por parte del aparato judicial de una manera 
más efectiva. 
4. Establecer que la paz se logra a partir de soluciones propuestas desde todas las 
partes que conforma un Estado, no circunscrita a una en específico, proponiendo 
una nueva forma de participación de la justicia y la sociedad en tal logro. 
A partir de los objetivos descritos, especialmente de los objetivos específicos pues el general 
irradia la totalidad de la investigación, se desarrollará el contenido de los capítulos del 
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presente trabajo, correspondiendo el 1, 2 y el 3 a la reconstrucción del Estado del Arte del 
problema de investigación, y el 4 al marco teórico.    
El primer capítulo de la investigación, denominado Reconstrucción Conceptual: La Paz ¿Qué Es 
Eso Que Tanto Buscamos?, tendrá como fin establecer conceptualmente qué significa paz, 
todo para ir definiendo lo que puede aceptarse como paz en medio de un conflicto, en 
transición hacia la paz y en momento de “paz”; si bien es posible definir lo qué significa la paz, 
no puede establecerse concretamente a partir de la Constitución, las leyes o la jurisprudencia, 
e incluso en ocasiones ellas desconocen que existe un amplio recorrido académico en dicha 
construcción, el cual puede contribuir en la construcción de un concepto mucho más 
elaborado de un fenómeno tan complejo como lo es la definición exacta de lo qué paz 
significa, incluso ello sirve para establecer que la paz tiene un sentido más amplio que el 
simplemente asignado por la Corte Constitucional en sus sentencias, por lo que se realizará 
una reconstrucción de lo que ha considerado la academia como paz en diferentes disciplinas y 
áreas, para llegar a un concepto mucho más elaborado y en cierto sentido, más completo. 
En el segundo capítulo, titulado Las Convergencias Teóricas e Históricas del Estado, el Derecho 
y la paz, busca establecer y resaltar el papel que jugó y juega la paz tanto en el Estado como 
en el Derecho, pues existen encuentros entre estos tres conceptos que permiten evidenciar a 
la paz como trascendental en la construcción de los otros dos. Por ejemplo, al menos en 
filosofía política, el Estado surge como un organismo en pro de la garantía de la paz y su 
defensa, independientemente que aquí se utilice la guerra como medio predilecto.  
En cuanto al Derecho, a partir de éste se intentaron innumerables instrumentos para 
garantizar la paz: tratados, leyes, tribunales, no solo en la época actual sino mucho antes. El 
Derecho era la herramienta tradicional para enfrentar los conflictos internos, como por 
ejemplo en las guerras de religión que vivió Europa, o la creación de tribunales de justicia que 
hacían de la aplicación del derecho el medio para evitar la venganza generalizada, que solo 
conduciría a situaciones internas de inestabilidad, lo cual también nos lleva a referenciar la 
historia del Constitucionalismo, en donde no solo se ha pretendido crear límites al ejercicio 
arbitrario del poder, sino también a partir de ello la garantía de los derechos de los asociados; 
todo ello se profundizará en este capítulo, para rescatar que el Derecho también tiene un 
papel activo en la creación de paz, incluso en las trasformaciones sociales que pueden 
conllevar a un avance de los derechos de las personas, situaciones que puede acercarse a un 
ámbito en que se puede generar paz más fácilmente: en donde se garantiza los derechos. 
El tercer capítulo, Un punto de llegada: Colombia y la paz. La incesante búsqueda de paz 
reflejada en los instrumentos jurídico-políticos, tal y como su nombre lo indica, es un capítulo 
en que confluyen los otros dos, todo se encamina en dirección del escenario colombiano y lo 
que ha implicado la paz en él.  La definición de paz, la creación del Estado, del Derecho, el 
Constitucionalismo, servirán para analizar el derecho a la paz en Colombia y su concepción 
jurídica actual, insumos que contribuirán a presentar una visión crítica del estado actual de 
dicho derecho fundamental por parte de la jurisprudencia constitucional.  
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Los capítulos reseñados anteriormente, tal y como se había anticipado, constituyen el Estado 
del Arte del problema planteado, allí se encuentra una reconstrucción del problema desde 
varios escenarios que permitirán evidenciar que aunque el sistema constitucional colombiano 
fue fundado a partir de una carta de paz (Constitución Política de Colombia) ello hoy día no es 
una característica, pues se sustrajo el carácter de fundamental en el derecho a la paz, siendo 
ello uno de los criterio fundantes de este Estado. 
Siguiendo ese orden, en el cuarto capítulo, La solución del problema desde el Estado, el 
Derecho y la Justicia, se presentara el marco teórico de la investigación, el cual a partir de una 
integración de teorías del Derecho, de los derechos y de la justicia se presentaran unas 
alternativas jurídicas como herramientas para garantizar la paz desde el escenario jurídico; 
dichas teorías significarían el sustento teórico que explica la razón de entender el derecho a la 
paz como fundamental e incluso como derecho humano, el cual, entre otras razones, se eleva 
a dicha categoría para que pueda servir de un real límite al ejercicio tradicional de la guerra 
como forma de paz.   
Por otra parte, se incluye el capítulo quinto denominado Insumos para la superación de la 
crisis del derecho fundamental a La Paz en Colombia. Herramientas jurídicas para la garantía 
de la paz como derecho (Solución Aplicada), en donde a partir de unas breves reflexiones 
jurídicas se plantea los medios para hacer más clara la exigibilidad del derecho a la paz por 
tutela, evidenciados básicamente en dos herramientas: 1). La demanda de 
inconstitucionalidad al Decreto 2951 de 1991, por conceptuar que el derecho a la paz es 
colectivo, más específicamente ser esta la razón que impide emplear la tutela para 
salvaguardarlo; y 2). La presentación de nuevos escenarios en donde se puede predicar la 
existencia de un derecho fundamental a la paz.  
Finalmente, para concluir la investigación se recogen unas conclusiones finales, las cuales 
representaran cada una de las ideas principales a las que se ha llegado en cada capítulo y que 
corresponden al sustento de toda la hipótesis planteada para el presente trabajo, así como la 
ejemplificación del problema y los objetivos propuestos, y ello obedece a que todos los 
capítulos se encuentran interconectados entre sí, no solo por el orden lógico con el que se 
presentan, sino porque todos se encuentran encaminados a un mismo logro: la paz, en este 









CAPÍTULO I. RECONTRUCCIÓN CONCEPTUAL: LA PAZ ¿QUÉ ES ESO QUE TANTO 
BUSCAMOS? 
 
“Para una gran clase de casos de utilización de la palabra «significado» — aunque no 
para todos los casos de su utilización — puede explicarse esta palabra así: El 
significado de una palabra es su uso en el lenguaje” 
Ludwig Wittgestein, Investigaciones Filosóficas 
“El lenguaje es, como saben, el murmullo de todo lo que se pronuncia, y es al mismo 
tiempo ese sistema transparente que hace que, cuando hablamos, se nos comprenda; 
en pocas palabras, el lenguaje es a la vez todo el hecho de las hablas acumuladas en la 
historia y además el sistema mismo de la lengua” 
Michel Foucault, De lenguaje y literatura 
 
La idea trascendental de este trabajo es establecer que el derecho a la paz es un derecho 
fundamental y humano, y a partir de ello, exigible por vía tutela de acuerdo a su carácter de 
fundamental. Uno de los medios analíticos que permiten llegar a tales aseveraciones es la 
reconstrucción conceptual de lo que significa paz. Ello es así, puesto que como se podrá 
evidenciar en este primer tema, este concepto es mucho más amplio de lo que se le ha 
asignado normalmente (paz negativa), lo cual es posible comprobar reconstruyendo el estado 
del arte de su concepción, lo cual incide directamente en qué debería entender como derecho 
a la paz y su efectividad por vía tutela, pues parte de su categoría de fundamental se puede 
desprender de los escenarios esenciales que regula.        
 
En una investigación de esta índole, el establecimiento previo de los conceptos empleados en 
la misma no es un tema superfluo pues ella determina en gran medida el inicio de una 
armonía en el desarrollo del trabajo investigativo, especialmente por la integración lógica que 
debe caracterizar un estudio de este tipo, lo cual se traduce en que exista una correlación 
entre todos los temas que se exponen y la pregunta de investigación, los objetivos y la 
hipótesis formulada inicialmente. Lo anterior indicaría, por ejemplo, que de lo desarrollado en 
este apartado conceptual debería existir una solución al problema plateado, acorde a este 
desarrollo, en el marco teórico.   
No obstante, lo anterior no es tan sencillo como se enuncia, especialmente cuando se trabaja 
con términos en exceso amplios, y de los cuales no hay un consenso estricto a lo que 
significan, no solo en el ámbito académico sino también en la sociedad. Esta problemática en 
realidad no es nueva, de hecho hay varios tratadistas que la resaltan como un primer problema a 
solucionar cuando se intenta abordar un concepto en un trabajo de investigación, especialmente 
en uno que tenga como punto central discutirlo, definirlo, establecerlo, o simplemente cuando es 
un requisito esencial para abordar el estudio; así, esto puede verse en la ciencia jurídica cuando se 
emplean conceptos como Constitución, Constitucionalismo, derechos, Estado, Derecho, etc., los 
cuales lejos de estar definidos uniformemente encuentran una variedad amplia de definiciones.  
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Lo anterior conduciría a pensar que un primer problema radicaría en que el establecimiento 
de una definición de paz, con características de general, universal, aplicable a cualquier 
situación resultaría muy complejo. Puede que ello obedezca a que corresponde a un término 
que abarca un sin número de relaciones humanas a diferentes escalas y que mutan con el 
pasar del tiempo, lo cual no es problemática exclusiva del término paz, pues igual ocurre con 
otros términos generales que planteados haces cientos de años atrás aún son motivo de 
reflexión el asignarles una definición clara y concisa, como sucede por ejemplo con qué es 
Estado, Derecho, Justicia, Amor, Dignidad, derechos, etc. Es decir, que los términos generales 
que engloban variadas situaciones en diferentes espacios sociales, temporales, políticos, 
económicos, etc., se enfrentan al problema de su determinación.  
Por tanto, se está frente a una encrucijada, pues una investigación exigiría trabajar con un 
concepto claro y preciso, lo cual en ciencias sociales representa un verdadero reto; por tanto, 
en lo que respecta al concepto de paz, se empleará una definición que busque abarcar al 
máximo lo primordial que ella implica, pero centrándose especialmente en los elementos que 
ello debería contener.  
Finalmente, cabe aclarar e iterar que lo que se pretende es exponer los diferentes significados 
que le ha asignado la academia a la paz, tal y como es lo procedente en una reconstrucción de 
un concepto y en el estado del arte del mismo, pero siempre pensando que la investigación 
que aquí se desarrolla se hace con la restricción metodológica circunscrita al escenario del 
conflicto armado interno colombiano, es decir, lo que aquí se pretende es pensar la paz desde 
este difícil escenario, hablar de paz en medio de la violencia, lo cual no obsta para que la paz 
pueda pensarse desde un escenario "pacífico", y aunque ello sea otra forma de abordar el 
tema del derecho fundamental a la paz, a lo largo del trabajo se podrá observar que varios 
puntos aquí desarrollados también puede ser empleados en la exigencia de este derecho en 
momentos que exista paz, como por ejemplo la utilización de mecanismos que sirvan para 


















1. PAZ: UN CONCEPTO COMPLEJO, PERO NECESARIO PARA (SOBRE)VIVIR. 
Podemos aventurarnos a esbozar aquí una previsión: en el siglo XXI la guerra no será tan 
sangrienta como lo fue en el siglo XX, pero la violencia armada, que dará lugar a un grado 
de sufrimiento y a unas pérdidas desproporcionadas, continuará omnipresente y será un 
mal endémico, y epidémico por momentos, en gran parte del mundo. Queda lejos la idea de 
un siglo de paz.  
Eric Hobsbawm, Guerra y paz en el siglo XXI 
“La paz no es solamente la ausencia de la guerra; mientras haya pobreza, racismo, 
discriminación y exclusión difícilmente podremos alcanzar un mundo de paz”  
Rigoberta Menchú, Premio Nobel de Paz 
Todo el mundo quiere paz, todo el mundo la desea, pero no todos hablan de lo mismo cuando 
se refieren a ella. Unos quieren paz, y justifican la guerra como medio para alcanzarla, creen 
que la eliminación del "otro" es suficiente para obtenerla; pero existe otro grupo de personas, 
que hablan de ella y creen en la existencia de valores más importantes para alcanzarla, como 
el diálogo, el amor, la justicia, la razón, etc., y emplean mecanismos que buscan dar una 
solución no violenta a los conflictos para llegar a ella. 
Hablar de paz, tal como se anticipó, es un tema complejo, y ello también se ve en el simple 
hecho de existir dos alternativas predominantes para buscarla: por medio de la guerra y por 
medios alternativos a ella; esta división comprueba la eterna naturaleza humana siempre 
conflictiva, la cual se divide entre solucionar los problemas por la violencia o por medios 
pacíficos. Esa realidad se ve fuertemente reflejada en la definición del concepto de paz, la cual 
como se verá oscila entre definirla desde la ausencia de guerra y la ausencia de conflictos, 
extremos que podría pensarse son iguales pero que comportan unas alternativas diferentes a 
la búsqueda y logro de la paz. 
En ese orden de ideas, la literatura académica ha resaltado que la búsqueda de un concepto 
preciso sobre paz es realmente complejo (Brock-Utne, 1998; Sánchez, 2009; 118; Jiménez, 
2004a; 25-26; 2004b; 26), lo cual puede obedecer a que su naturaleza y dimensión ha sido 
diferente según las diversas culturas y civilizaciones existentes a lo largo del tiempo (Tuvilla, 
2004; 25); implicaría lo anterior, que establecer un derecho de tal concepto también trae 
consigo tal dificultad, por lo que debe ser necesariamente construido o investigado desde una 
visión interdisciplinar, transdiciplinar, de acción, institucional y global (Jiménez, 2004, 169-
170; Tuvilla, 2004, 26), tomando para esta construcción del derecho a la paz las herramientas 
que se han empleado primero para abordar la paz, que corresponden precisamente a las 
visiones descritas.  
Asimismo, es posible resaltar que ha existido una gran reflexión en torno al concepto de paz, 
lo que ha conllevado a que exista un amplio conjunto de investigaciones que proponen 
diversidad de clasificaciones, conllevando a una dificultad teórica en ese aspecto, pues no se 
puede hablar de una única y exclusiva clasificación de la evolución del concepto de paz que 
permita cierta uniformidad.  
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Empero, este inconveniente se presenta más en las diferentes denominaciones asignadas a las 
diferentes etapas de evolución del concepto, así como en algunos casos en su inicio y duración 
temporal, más no tanto en su contenido material, es decir, en la esencia que caracteriza los 
diferentes momentos, los cuales sí son claros, pues todas guardan relación con el avance 
acaecido académicamente respecto de la definición de paz, partiendo de la concepción que la 
entiende en sentido negativo y evolucionando hasta los últimos desarrollos teóricos en la 
materia. 
Así, por ejemplo, es posible encontrar las siguientes clasificaciones del concepto paz, que si 
bien no corresponden a la totalidad de universo académico que ha abordado el tema, sí han 
marcado la pauta en los desarrollos investigativos que se han centrado en el mismo.  
En primer lugar, se resalta la propuesta de los académicos Linda Groff y Paul Smoker (1996), 
en donde proponen una evolución del concepto de paz en 6 grandes etapas, las cuales 
además también están ordenadas cronológicamente de la siguiente manera: 1).  La paz como 
ausencia de guerra; 2). La paz como equilibrio de fuerzas en el sistema internacional; 3). La 
paz como paz negativa (No a la guerra) y paz positiva (No Violencia Estructural); 4). Paz 
feminista: niveles macro y micro de la Paz; 5). Holístico Gaia-Paz: La paz con el medio 
ambiente, y 6). Paz holística interior y exterior (Groff y Smoker, 1996). Este trabajo es pionero 
en las clasificaciones del concepto de paz, y puede ser encontrado en muchas investigaciones 
que hablen sobre la conceptualización de ella. Sin embargo, dado el advenimiento de diversas 
formas de entender la paz, actualmente Linda Groff (2008) propuso tres grupos que 
resumirían esta evolución así: A). Paz como prevención de la guerra, que incluiría la paz como 
ausencia de guerra y La paz como equilibrio de fuerzas en el sistema internacional; B). 
Condiciones estructurales para la paz, que abarcaría la diferenciación de Galtung de paz 
negativa y paz positiva, y la paz entendida desde el feminismo; y C). Tendencias Holísticas de 
paz, grupo que incluiría a la paz ambiental o Gaia, paz intercultural y paz interior-exterior 
(Groff, 2008).   
En segundo lugar, existe la clasificación propuesta por el investigador José Tuvilla Rayo (2004) 
que puede describirse de la siguiente manera: 1). Paz negativa; 2). Paz positiva; 3). paz 
imperfecta; y 4). La paz como derecho humano. Finalmente, se encuentra el profesor 
Francisco Jiménez Bautista (2011), quien identifica en una primera fase cuatro etapas de 
evolución del concepto: 1). Paz negativa y estudios científicos para la guerra; 2). Paz positiva, 
cooperación al desarrollo desarme y refugiados; 3). Paz neutra; y 4). Cultura de paz, Derecho 
Humano a la paz; adicionando a estas la Paz imperfecta (como críticas a la misma); señala 
además una segunda fase refiriéndose a ella como las nuevas paces: Social, Gaia, interna, 
multi-inter-transcultural, y finalizando con la paz neutra (Jiménez, 2011). 
Por otra parte, se encuentra otro conjunto de clasificaciones que también son empleadas en 
las investigaciones para la paz; estas tienen exactamente la misma esencia de las anteriores, 
solo que lo presentan generalmente asociado a un número reducido de etapas, pero aun así 
han marcado igualmente las investigaciones sobre la paz.  
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En este grupo es posible hallar, en primer orden, la clasificación del concepto de paz en tres 
tendencias: la minimalista, la intermedia y la tendencia crítica o maximalista (Tuvilla, 2004; 28; 
Sánchez, 2009; 118; Castaño, 2013; 79), tendencia que data de los primeros años 70 del siglo 
XX, y que corresponden a autores como Adam Curle (1976), AbsjornEide (1974) y Dunn (1978) 
(Jiménez, 2011; 91); en segundo lugar, está la clasificación propuesta por Martínez Gúzman, 
Comins Mingol y París Albert (2009), que lo clasifica en las siguientes etapas: 1). Primera 
etapa, etapa violentológica (1930 a 1959); 2). Segunda etapa, paz positiva (1959 a 1990); y 3). 
Tercera etapa, cultura de la paz (1990 a la actualidad), (Martínez, Comins y París 2009; 94).  
También en derecho internacional se pueden hallar tres conceptos anglosajones que se 
refieren a la paz en diferentes momentos y que se encontrarían relacionados con las 
clasificaciones que se están referenciando, estos son: peacebuilding, peacemaking y 
peacekeeping. El primero de ellos, peacebuilding, significaría construcción y consolidación de 
la paz; peacemaking, pacificación o establecimiento de la paz; y peacekeeping, mantenimiento 
de la paz (Castaño, 2013; 78). No obstante, de estos tres conceptos, es importante para esta 
primera parte el de peacebuilding, por ser el que engloba el extenso debate sobre cómo 
definir la paz, desde que principios filosóficos-políticos y como esto puede permitir, desde la 
política local, nacional o regional, implementar medidas para evitar conflictos de cualquier 
tipo degeneren en conflictos armados (Castaño, 2013; 79); por tanto, este apartado puede ser 
considerado como una reconstrucción de lo que implica el peacebuilding, en el sentido de 
construcción del significado de paz, aunque este concepto, según el contexto, también 
implique su consolidación.  
Esta clasificación es especialmente importante en el ámbito del derecho internacional, puesto 
que corresponde a la asumida por las Naciones Unidas como base para desarrollar sus 
programas de paz. No obstante, en esta parte del trabajo es más relevante el término de 
peacebuilding, el cual se encuentra en conexión directa con los debates acaecidos acerca de lo 
que significa paz; en cuanto a los otros dos, ellos serán más pertinentes para el tema del 
conflicto armado interno, pues implican un manejo del mismo.   
Finalmente, más recientemente, Jiménez Bautista y Jiménez Aguilar (2014) ha presentado una 
evolución del concepto retomado una clasificación propuesta por Dogan y Pahre de 1991 para 
la Ciencias Sociales y Humanas, la cual supone cuatro fases: 1). Fase fundacional; 2). Fase de 
expansión; 3). Fase de especialización; y 4). Fase de hibridación o amalgama (Jiménez y 
Jiménez, 2014; 149).  
De lo anterior se puede concluir que las clasificaciones del concepto de paz son variadas y no 
existe una total uniformidad respecto a ellas, aunque como se verá, las discrepancias solo 
surgen del nombre dado a ella y en la duración y origen histórico de las mismas, más no tanto 
de su contenido, por lo que a continuación propongo para abordar de manera más ordenada, 
generar un nuevo modelo que trate de abarcar la totalidad de estas clasificaciones al máximo, 
buscando condensar lo mayor posible de todas ellas, así como presentar nuevas tendencias en 
la configuración del concepto e incluyendo los conceptos de guerra, conflicto y violencia como 
necesarios para comprender la clasificación.  
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1.1. Paz negativa (Paradigma clásico-guerrerista) 
La paz como objeto de estudio no está circunscrita a una o unas ciencias en particular, puesto 
que es una reflexión humana que va más allá de cualquier dogmática, e incluso es posible 
hablar que trasciende la propia reflexión humana para abarcar nuevos actores, como el 
ambiente, por ejemplo. Por ello es que, como se había señalado previamente, las 
investigaciones que tienen como centro a la paz son construidas inter y trasdisciplinarmente, 
además de asignárseles el rótulo de investigaciones para la paz o estudios para la paz.  
Esta clase de estudios reúnen un conjunto de esfuerzos, desde diversas disciplinas, para 
construir la violencia presente en las diferentes dimensiones de las sociedades humanas y 
construir así el concepto de paz como una categoría independiente, compleja y de igual 
multidimensionalidad (Jiménez, 2011; 89). De igual manera, estos estudios abordan una 
multiplicidad de temas, todos ellos diversos pero enfocados a la paz, como lo son “la guerra, 
desarrollo, pobreza, justicia social, género, medio ambiente, educación, democracia, teoría de 
las relaciones internacionales o los derechos humanos; tópicos que han ido incorporándose a 
la investigación y a los estudios para la paz desde su aparición y hasta la actualidad, y que se 
encuentran en constante proceso de interpelación, logrando cada uno desde su disciplina 
encontrar matices, alternativas, carencias o excesos” (Martínez et al 2009, 94).  
Asimismo, Fisas (1997) y Jiménez (2004), consideran que los investigadores de esta disciplina 
son las personas que participan activamente en el desarrollo de proyectos y actividades 
innovadoras que se encargarán de enraizar la nueva cultura de la paz (Jiménez, 2004; 166). 
Puede desprenderse, de lo anterior, que la historia del concepto de paz es la historia de las 
investigaciones para la paz, investigaciones que en el ámbito anglosajón se define 
PeaceResearch. 
Los investigadores de la paz están de acuerdo en situar el nacimiento de estas investigaciones 
en un período relativamente cercano, a mediados del siglo XX, algunos indicando que tiene su 
origen en una reacción académica ante el advenimiento de la I y II Guerra Mundial (Martínez, 
Comins  y París, 2009; 93); o indicando que surgieron solo después del desastre de la II Guerra 
Mundial (Jiménez, 2004; 169); y otros, señalando que la academia había girado sus ojos desde 
los años cincuenta por tal preocupación (Sánchez, 2009; 119).   
Sin atender a esta imprecisión de tiempos, lo cierto es que estos estudios para la paz se 
originaron en mayor medida por el fuerte impacto que causaron las dos contiendas mundiales 
en todos los ámbitos, tanto en el académico, en el social, en el político, en el económico, etc., 
y ello explica en gran medida la primera forma de conceptualizar la paz como paz negativa, 
que significa entenderla como ausencia de guerra, ausencia de conflictos armados a nivel 
internacional, primordial e inicialmente, como ausencia de guerra entre Estados, idea 
primigenia en el colectivo social y centro de estudio del pacifismo por un largo período 
(Jiménez, 2004, 25-26; Sánchez, 2009, 119; Jiménez y Jiménez, 2014; 151). Este concepto de 
paz es considerado negativo puesto que se refiere a lo que no es la paz, a lo que es la ausencia 
de ella, esto es la guerra (Jiménez y Jiménez, 2014; 153).  
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No quiere ello indicar que la reflexión acerca de la paz inicia solo en este momento, hablando 
académicamente podría pensarse que sí, pues hay un consenso en señalar ello, ya que es en 
este momento en que se busca el máximo rigor investigativo de una disciplina específica y 
especializada al respecto (Martínez, et. al 2009; 93). Incluso, para Hobsbawm (2010) “Sería 
más sencillo escribir sobre guerra y paz en el siglo XX si la diferencia entre ambas fuera tan 
diáfana como parecía serlo a principios de siglo, cuando las Convenciones de La Haya de 1899 
y de 1907 dictaban las reglas por las que se regía la guerra” (p. 28). 
Sin embargo, lo que sí es posible afirmar es que existe una preponderancia de la paz en 
sentido negativo en todos estos períodos anteriores. Asimismo, anterior a la primera etapa de 
conceptualización de la paz (paz negativa), existe un gran cantidad de reflexiones en torno al 
tema de la paz en general, el ejemplo más claro son las religiones, que por lo general tienen 
dentro de su dogmática una concreción acerca de lo que significa paz (aunque muchas de ellas 
en pro de esta han degenerado en barbaries), o incluso piénsese en autores clásicos como 
Thomas Hobbes, del cual posteriormente se observará que tiene una reflexión acerca de lo 
qué es la paz y sus implicaciones en la construcción del Estado. No obstante, se podrá 
observar posteriormente que la idea de la paz negativa es la que más se ha mantenido a lo 
largo del tiempo en las diferentes culturas, incluso al día de hoy. Igualmente, si se tiene en 
cuenta que no se siguen en todos los lugares los mismos procesos de construcción pacífica de 
las sociedades, no se puede hablar de paz sino de paces, encontrándose diversas versiones de 
ella: eirene griego, pax romana, santhi hinduista, ahimsa, paz jainista, paz taoísta, shalom 
hebrero, pax hispánica, pax americana, etc., con sus diferentes modos tanto de concebir y 
organizar el mundo como de resolver y enfrentar los conflictos (Tuvilla, 2004; 25).  
Para establecer una claridad respecto de los tiempos en que inició está etapa, lo correcto es 
afirmar que ella hunde sus raíces en trabajos previos a los años 50 del siglo XX, como se verá 
con Wrigth y Richardson, pero formalmente como estudio académico se vendrá a fundar a 
mediados del siglo XX. 
Tuvilla (2004) señala que los orígenes de la paz entendida en sentido negativo se pueden 
hallar en la cultura grego-romana; en cuanto a la primera, esto es, la cultura griega antigua,  se 
relaciona con el origen del término eirene, que tuvo fundamento en las relaciones entre 
naciones-estado, describiendo la unidad interior y social de la polis y designando también  la 
situación temporal entre guerras, lo que implica que tal concepto se refiere a los períodos 
caracterizados por ausencia de conflictos bélicos (p. 25); por otra parte, Tuvilla (2004) indica 
que en la cultura romana del pasado se encuentra el concepto de pax romana, el cual está 
vinculado a pactum, que en sentido literal de las acepciones era la relación legal y recíproca 
entre dos partidos, etimológicamente significando la idea de respetar la legalidad, encarnado 
la ley y el orden; jurídicamente hablando, tales conceptos se referenciaban a la ausencia de 
conflicto o violencia impuesta y asegurada dentro del Imperio romano por su aparato militar, 
indicando el concepto romano pax el dominio político y militar que se aplica para mantener y 
asegurar el statu quo a través de la garantía de un orden interno y externo (p. 25-26).  
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Estas dos formas originarias de entender la paz, y la paz negativa en sí misma, han permitido 
la conceptualización de otras paces entendida desde los Estados; por ejemplo, para 
Hobsbawm (2010) el imperio estadounidense, en el siglo XX y lo que va del XXI, ha fundado 
sus esperanzas de paz en la denominada pax americana, la cual se remontaría a dos formas 
de paz: la pax britannica, la cual constituyó un período de globalización y paz mundial durante 
el largo siglo XIX asociado a la hegemonía del Imperio Británico; y la pax romana del antiguo 
Imperio Romano (garantía de orden externo e interno); sin embargo, para Hobsbawm (2010) 
esto no es más que pompa hueca y pretenciosa, ya que si el término paz tiene algún 
significado en ese contexto estadounidense, se referiría como mucho a la paz dentro del 
imperio, pero no con sus vecinos (p. 71), lo cual, rompería con la idea tradicional de pax 
romana. 
Regresando a los estudios sobre la paz, la forma de entenderla negativamente corresponde a 
la primera etapa del concepto de paz, siendo este hecho consistente en todas las 
clasificaciones propuestas para este concepto. 
Este primer momento correspondería a las primeras etapas propuestas por Groff y Smoker 
(1996), José Tuvilla Rayo (2004) y Francisco Jiménez Bautista (2011); en cuanto al segundo 
grupo, puede observarse que aunque no le asignan la denominación de paz negativa sino 
otros nombres, lo cierto es que esta corresponde al primer momento, lo que puede 
evidenciarse a continuación así: 
1. La tendencia minimalista, la cual corresponde a equiparar la paz con ausencia de 
guerra internacional, buscando evitar los enfrentamientos militares entre 
Estados, siendo una tendencia que se fundamenta en la visión tradicional de la 
paz negativa (Tuvilla, 2004; 28; Sánchez, 2009; 118).En este escenario, también 
conocido como estudios sobre la guerra, las investigaciones se centran en los 
mecanismos que se emplean para impedir el surgimiento de guerras entre 
Estados, el mantenimiento del status quo es imperante puesto que su alteración 
implicaría muchos costos (Jiménez, 2011; 91).  
 
2. La etapa violentológica, que abarca el período comprendido entre 1930 y 1959, 
establecida por Martínez, Comins y París (2009), se centra en el estudio científico 
de la guerra desde la concepción de la paz como mera ausencia de guerra, 
priorizando el estudio de la violencia exclusivamente centrada en la guerra entre 
Estados, al punto que inicialmente fue denominada polemología, término derivado 
del pólemos griego, que significa guerra contra los extranjeros (Martínez, et al 
2009; 94). No obstante esta clasificación, algunos investigadores ubican el 
surgimiento de esta tendencia entre la segunda posguerra y el año de 1970 a partir 
de las discusiones de la investigación para la paz en torno a la guerra y la paz 
(Castaño, 2013; 79), lo cual platea un debate sobre su duración, más no sobre su 




3. Etapa fundacional de los estudios para la paz, Jiménez y Jiménez (2014), 
caracterizada por ser el momento en que se da la formación del capital científico 
de la nueva disciplina, investigaciones para la paz, y que inicia precisamente con la 
concepción de la paz en sentido negativo (Jiménez y Jiménez, 2014; 152).  
A esta concepción tradicional de la paz negativa debe sumarse la concepción intermedia del 
concepto de paz en general, que implica la parte tradicional de la paz negativa de ausencia de 
guerra sumada a una ausencia general de amenazas, incluyendo en ello la violencia 
organizada tanto a nivel interno de un Estado como a nivel internacional (Tuvilla, 2004; 28; 
Sánchez, 2009; 118). Igualmente, esta concepción considera como importantes para su 
estudio los instrumentos y e instituciones que tiene por finalidad la guerra, incluyen la 
violencia organizada intraestatal y la reducción de las amenazas que perturben la convivencia 
de la sociedad (Jiménez, 2011; 91-92; Castaño, 2013; 79). 
Esta forma de entender la paz negativa, uniendo la tendencia minimalista e intermedia 
llegando a una versión ampliada que incluye conflictos a nivel interno, no es generalizada en 
la literatura académica, aunque tampoco existe una negativa a ello en la misma, resaltando el 
hecho que incluso en algunas clasificaciones como las reseñadas en este trabajo se observa 
que hay un salto desde la paz negativa hasta la paz positiva sin detenerse en una visión 
intermedia entre ellas. 
La ampliación de la paz negativa a escenarios interno es especialmente relevante para este 
trabajo investigativo, si se tiene en cuenta que actualmente el principal problema para la paz 
son los conflictos armados al interior de los Estados, evidenciándose que existe una tendencia 
desde mediados de 1970 a la disminución de conflictos armados interestatales y el aumento 
de los conflictos armados internos (Grasa, 2010; 65; Castaño, 2013; 70), transformándose 
estos conflictos en la principal amenaza para la paz y seguridad de los Estados actuales, desde 
el fin de la guerra fría en la década de 1990 (Castaño, 2013; 70), conflictos que también 
incluiría las investigaciones que se sustentan en una idea de paz negativa.  
Hobsbawm (2010) también señala esta tendencia a la disminución de guerras entre Estados y 
el aumento de la violencia a escala interna, siendo el peligro real de la guerra que exista 
intervención de otros Estados o de otros agentes militares, y aunque existen factores que 
imposibilitan la consecución de la paz, como por ejemplo, desigualdades económicas y 
sociales, evitar o controlar la violencia que se presenta al interior de un Estado depende “del 
poder y la intervención eficaz de los gobiernos nacionales y de su legitimidad a los ojos de la 
mayoría de la población” (p. 38-39). Asimismo, cabe resaltar que aunque la tendencia 
académica es resaltar que los conflictos armados internos son la principal amenaza de la paz 
desde el fin de la guerra fría, lo cierto es que nuestro país escapa a esta clasificación general, 
pues el conflicto armado que atraviesa Colombia lleva muchos más años que las fechas 
propuestas de mediados de 1970 y de 1990. 
En esta primera etapa del concepto, puede observarse que la paz se encuentra fuertemente 
vinculada a la guerra, específicamente a la ausencia de la misma. Por tanto, hay un énfasis 
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especial en centrarse en la guerra misma, en sus elementos, en sus causas, en sus métodos, 
en sus herramientas, etc., este enfoque de paz negativa priorizará a la guerra como fuente de 
estudio, e irá de la mano de una gran pregunta en las reflexiones en torno a la paz: ¿es la 
guerra natural a los seres humanos? 
Esta pregunta y especialmente el tema de la guerra no son superfluos para la evolución del 
concepto paz, y eso lo demuestra el hecho de que los análisis de Quincy Wrigth y Lewis 
Richardson, y las teorías sociológicas y culturales de PitirimSorokim de los años 20, centrados 
en el esclarecimiento de los motivos que originaban la guerra, especialmente criticándola 
desde una base científica y no moral, pueden ser considerados como los padres fundadores 
de los Estudios para la Paz en la versión más genuina de paz negativa, así estos hayan 
empezado académicamente entre los años 40 y 50 (Jiménez y Jiménez, 2014; 152), lo cual se 
respalda con la creación de centros o institutos dedicados a la investigación para la paz por 
estas décadas. 
Esto también explicaría la razón de incluir dentro de esta concepción negativa de la paz, la 
clasificación de Quincy Wrigth de asociar la paz a un equilibrio de fuerzas en el sistema 
internacional (Groff y Smoker, 1996), que implica identificar el origen de la guerra en la 
alteración del equilibrio dinámico que debe existir en factores políticos, sociales, culturales y 
tecnológicos, lo cual puede ocurrir a nivel Internacional y dentro de los Estados(Groff y 
Smoker, 1996), concepción de la guerra que es asociada a la paz negativa (Jiménez y Jiménez, 
2014; 151).  
Por tanto, puede hablarse de una paz negativa en el sentido clásico, como ausencia de guerra 
entre Estados, y además ampliar este concepto para incluir la ausencia de un sistema de 
amenazas, sea a nivel interno o externo (enfoque intermedio), y en donde se entiende la 
guerra como el surgimiento de un desequilibrio en factores políticos, sociales, culturales y 
tecnológicos (Wrigth).  
Aunque este concepto de paz fue el primero en elaborarse, no se puede caer en la falsa idea 
de pensar que en nuestros días ha sido eliminado u olvidado, pues la evolución conceptual de 
la paz no ha traído consigo que planteamientos posteriores opaquen o eliminen a sus 
predecesores, sino que ha conllevado a una coexistencia entre ellos en los diferentes ámbitos 
sociales, culturales, políticos, etc. Sin embargo, esta posición en muchos escenarios puede 
representar la mayoritaria acerca de la paz, especialmente porque considera, por ejemplo, 
que la guerra es lo único que atenta contra ella, siendo el fenómeno que se asocia más 
fácilmente como contrario a la paz.  
De hecho, el ideal de paz de occidente se ha centrado en ella, especialmente recogido en el 
proverbio latino: si vis pacem, para bellum (si quieres paz, prepara la guerra), lo que ha 
justificado el fortalecimiento del aparato militar (Tuvilla, 2004; 26), lo cual nos remonta al 
antiguo Imperio Romano, donde la ausencia de guerras y rebeliones estaba garantizada por 
un poderoso aparato militar (Jiménez y Jiménez, 2014; 152). 
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Asimismo, Tuvilla (2004) considera que la paz entendida en sentido negativo se ha apoyado 
en un aparato militar e imperialista (al estilo de la Roma antigua), lo cual ha marcado dos 
tendencias en occidente: 1). La tendencia a mantener la unidad interior frente a una amenaza 
exterior a través de un sistema poderoso de defensa armada; y 2). La necesidad de exportar 
un modelo de paz netamente eurocéntrico que define el “derecho del Estado” y los valores 
de la cultura occidental como los únicos universales y válidos (Tuvilla, 2004; 26). 
No obstante, esta postura ha sido objeto de múltiples críticas, lo cual ha permitido la 
evolución del concepto a espacios más amplios que la sola guerra, entendiendo la paz no solo 
desde este fenómeno sino desde uno más general y que permitirá hablar de paz desde otras 
visiones. La crítica más importante será la generada por Johan Galtung con su propuesta de la 
paz positiva, la cual se erige como la segunda etapa del concepto.  
 
1.2. Paz positiva (Paradigma pacífico) 
La paz entendida negativamente corresponde al primer momento del concepto de paz, pero 
sus planteamientos no han llenado las expectativas de los académicos por lo que se han 
planteado a la misma varias críticas, las cuales han generado un conjunto amplio de enfoques 
nuevos para entender la paz. 
Por ejemplo,  esta concepción de la paz ha recibido críticas que han conducido a nuevas formas de 
entender la paz, una de ellas radica en confundir conflicto con violencia (Tuvilla, 2004, 27), lo que 
también conlleva a diferenciar entre guerra y paz (Montessori, 2003, 23, según cita de Sánchez, 
2009, 118); adicionalmente, se considera que la definición de la paz negativa no responde a los 
diferentes escenarios en que se expresa la violencia, elemento esencial a superar en relaciones en 
que debe prevalecer la paz, no puede predicarse que la paz solo es necesaria en ocasiones de 
guerra; así mismo, el papel protagónico de la paz pasa por el de la guerra, dándole a ésta última un 
elemento necesario que la define, al punto que el concepto de paz ha estado ligado de manera 
subordinada al de la guerra (Tuvilla, 2004, 17). 
No obstante, estas observaciones surgen de la primera crítica, y la principal, que elaboró el 
académico noruego Johan Galtung con la diferenciación que propone entre paz negativa y 
paz positiva. Para comprender esta crítica y el nuevo concepto de paz, debe incluirse o 
preferirse el concepto de violencia frente al de guerra, y agregar a su comprensión dos 
formas más amplias, las cuales Galtung desarrolló para elaborar su nuevo enfoque, el cual 
implicará que la paz deje de estar asociada a la guerra y se empiece a relacionar con la 
violencia. 
Sin embargo, tal parece que la diferenciación propuesta de paz negativa y paz positiva no fue 
presentada inicialmente por Galtung, puesto que Groff y Smoker (1996) señalan que este hizo 
fue una reinterpretación de esta división, a partir del planteamiento original de Quincy 
Wrigth, especialmente reformulando la definición de paz positiva. Empero, como una mejor 
forma metodológica para entender el avance del concepto de paz, es pertinente partir de la 
nueva diferenciación de paces que propuso Galtung, especialmente, como se verá a 
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continuación, por la categoría de violencia que ellas implican, lo cual supuso una nueva forma 
de entender la paz positiva.  
En cuanto a la violencia, aquí se entiende en sentido amplio, “entendiendo ésta como todo 
aquello que, siendo evitable, impide, obstaculiza el desarrollo humano, comprendiendo, por 
tanto, no solo la violencia directa o física, sino también la denominada violencia estructural 
(pobreza represión, alienación, contaminación ambiental)” (Jiménez, 2004; 35); para Galtung 
(2003) la definición de violencia implica dañar o herir (Galtung, 2003; 20). 
En vista de lo anterior, debe indicarse que los conceptos de paz y violencia se encuentran 
íntimamente relacionados, ambos evolucionan en paralelo afectando uno al otro (Jiménez y 
Jiménez, 2014; 154), es así como en un estudio del concepto de paz existirá necesariamente 
una reflexión en torno a la clase de violencia que se refiere determinada definición de paz. Sin 
embargo, esto no era del todo claro en los inicios de las investigaciones para la paz, es decir, 
para la época en que se trabajaba el concepto de paz negativa, lo cual sería transformado por 
Galtung.  
Ahora bien, analizando el significado del concepto paz negativa, se puede concluir que este 
tipo de definición contiene un criterio de violencia referida a la violencia personal directa, 
acentuándose el concepto más en el conflicto que en la paz misma (Sánchez, 2009; 119). Para 
Galtung, este tipo de violencia asociada a la paz negativa, desde la perspectiva de quien la 
recibe, comporta la existencia de un emisor, de un actor intencionado sobre las 
consecuencias de esa violencia (Galtung, 2003; 20). 
Sin embargo, la importancia de Johan Galtung radica en que propuso otras formas de 
violencia diferentes a la inicialmente conocida como personal directa, las cuales, en 
consecuencia, afectaría la conceptualización de la paz, al punto que generaría un nuevo 
entendimiento de la paz del cual se desprenderán una variedad de estudios en diferentes 
disciplinas.  
Centrándose nuevamente en la perspectiva de quien recibe la violencia, las nuevas formas de 
violencia no contienen ese emisor o actor al que se refiere la violencia directa, este nuevo 
modelo se refiere a la violencia indirecta o estructural, indicando Galtung que, por ejemplo, 
la miseria es una forma de sufrimiento, por lo que allí debe existir alguna clase de violencia 
(Galtung, 2003; 20). Igualmente, es posible entender la violencia estructural como todo 
aquello que siendo evitable impide el desarrollo humano: pobreza, represión, alienación, 
contaminación ambiental etc. (Jiménez, 2011; 154).  Esta forma de violencia proviene de la 
propia estructura social: entre seres humanos, entre conjuntos de seres humanos 
(sociedades), entre conjunto de sociedades (alianzas, regiones) en el mundo, e incluso, en el 
interior de los seres humanos existe esta violencia indirecta, no intencionada, interna, que se 
genera a partir de la estructura de la personalidad (Galtung, 2003; 20). 
Pero además debe agregarse otra forma de violencia, pues Galtung considera que tras todo 
esto se encuentra la violencia cultural, la cual es simbólica, la cual se encuentra ubicada en la 
religión, la ideología, en el lenguaje y el arte, en la ciencia y en el derecho, en los medios de 
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comunicación y en la educación, y su función es clara: legitimar tanto la violencia directa 
como la estructural (Galtung, 2003; 20). 
No obstante, Galtung no es el creador del concepto de violencia simbólica, pues el concepto 
original fue formulado por Pierre Bourdieu, lo que sí debe reconocerse es que lo introdujo en 
los debates acerca de qué significa paz, además de darle una definición propia para ello como 
es la violencia cultural. Para Crettiez (2009), el concepto de violencia simbólica adquirió un 
gran impacto por Pierre de Bourdieu, el cual se transformó en uno de los ejes principales de 
sus trabajos investigativos en sociología (p.16), esta forma de violencia igualmente es invisible 
y se fundamenta en la dominación, y funciona, según Crettiez (2009), debido a dos formas: 
por el reconocimiento y por el desconocimiento, lo que significa que las personas dominadas 
“reconocen como legítimo el orden social dominante, [y] al mismo tiempo desconocen su 
carácter arbitrario de orden alienante (…) Bourdieu sostiene que el Estado, las instituciones y 
las prácticas del orden dominante (la escuela, la universidad, los medios de comunicación, el 
lenguaje político) son lugares o expresiones de una violencia simbólica que tiende a ocultar, 
bajo un aspecto de naturalidad, relaciones de dominación invisibles, pero de efectos sociales 
temibles” (p.17).   
Posteriormente, al reunir las nuevas formas de violencia y diagramarlas, Galtung creó lo que 
hoy se denomina el triángulo de la violencia, en cuya cúspide o vértice se sitúa la violencia 
directa la cual se encuentra en relación proporcional con los otros dos vértices, los cuales se 
encuentran más ocultos o menos visibles, y los cuales se encuentran constituidos por las otras 
dos formas de violencia: estructural y cultural (Tuvilla, 2004; 30).  
En ese orden de ideas, no es procedente hablar solo de la violencia directa que plantea la paz 
negativa, tradicionalmente entendida, por lo que se debe complementar la visión acerca de la 
violencia con las dos formas adicionales que presentó Galtung, siendo necesario hablar de 
violencia estructural y cultural (o simbólica), lo cual suponen una revolución en el 
entendimiento de la paz, puesto que estas dos nuevas formas de ver la violencia amplía el 
significado de la paz a escenarios que la paz negativa no había concebido.   
No obstante los planteamientos precedentes, la literatura académica del concepto de paz ha 
considerado uniformemente que la paz positiva, planteada por Galtung, correspondería 
exclusivamente a la ausencia o antítesis de la violencia estructural (Sánchez, 2009; 119; 
Martínez, et al, 2009; 94; Jiménez, 2014; 154), por lo que ella no se referirá directamente a la 
violencia cultural o simbólica,  siendo explicable tal situación por los momentos de 
nacimiento de esta nuevas formas de violencia, las cuales no se da al mismo momento,  
puesto que la violencia estructural Galtiana vería la luz en 1969, y es solo hasta 1989 que 
Galtung comienza a profundizar la violencia cultural (Galtung, 1989; 06).   
Así, la paz positiva, centrada exclusivamente en la violencia estructural, puede entenderse 
como los patrones de cooperación e integración entre grupos humanos de gran tamaño 
(Roach,1993,2), o como el proceso orientado hacia el desarrollo humano (justo y sustentable), 
es decir, al aumento en el grado de satisfacción de las necesidades humanas básicas y, en 
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definitiva, a la creación de las condiciones necesarias para que el ser humano desarrolle toda 
su potencialidad en sociedad (Jiménez, 2004, 170). 
La literatura académica es totalmente uniforme en fijar el origen de esta nueva 
conceptualización, entendida en el sentido de violencia estructural,  en el surgimiento de las 
tesis antes descritas y vinculadas con la fundación del Instituto Internacional de Investigación 
para la Paz, en Oslo, Noruega –Peace Research Institute de Oslo, PRIO- por parte de Johan 
Galtung (Jiménez y Jiménez, 2014; 154; Cortés, 2014; 197), existiendo por ello, una clara 
unificación en las primeras clasificaciones propuestas al inicio de este apartado, pues todas 
indican que esta etapa se denomina paz positiva.  
Bastaría solo aclarar que en las restantes también se habla de paz positiva, entendiéndola de 
la siguiente manera: 
1. La tendencia maximalista o corriente crítica, que parte de los trabajos de Johan 
Galtung, siendo la paz la ausencia de todo tipo de violencia, sea real o no, directa 
o indirecta, estructural o cultural (Tuvilla, 2004, 28).  
 
2. La segunda etapa de los estudios para la paz, referenciada por Martínez, Comins  
y París (2009), que abarca el período comprendido entre 1959 a 1990, a la cual 
nuevamente se referencia los trabajos de Galtung como eje primordial de la 
misma, indicando que este académico propuso ampliar el concepto de paz al de 
paz positiva, entendiéndola no solo como la ausencia de guerra sino que también 
hace referencia a la existencia de las condiciones de justicia y desarrollo 
necesarias para optimizar la realización de las necesidades básicas del ser 
humano(Martínez, et al, 2009,94).  
 
3. Finalmente, este estadio de la conceptualización es denominado como la etapa 
de expansión por Jiménez y Jiménez (2014), donde se produce un 
enriquecimiento del patrimonio inicial de la disciplina con los conceptos de 
violencia estructural y paz positiva mediante la contribución de numerosos 
científicos sociales, lo cual también dio inicio a la proliferación de nuevas 
instituciones (p.152). 
Ahora bien, esta nueva conceptualización de la paz tiene varias virtudes, entre ellas, que la 
reflexión que se suscitó acerca de los conflictos y la violencia, trae consigo que la noción 
tradicional de paz negativa se amplíe, puesto que no solo se habla de violencia directa en la 
guerra, sino que debe incluirse también la ausencia de malos tratos, violaciones, abusos de la 
infancia y matanzas callejeras, es decir, se extiende el concepto a la violencia directa no 
organizada (Jiménez y Jiménez, 2014,p.154).  
Por otra parte, este concepto desplaza del lugar preponderante en que se encontraba la 
guerra como forma de definición de paz, pues como se puede ver en la noción clásica de paz 
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negativa lo importante es la ausencia de guerra centrándose ellos es en la guerra misma y no 
en la paz, sumado a que como se indicó, la guerra no permite referenciar diferentes espacios 
a ella en los que también se pueda hablar de paz. Luego, indica ello que la paz positiva 
transforma el concepto de paz dado que elimina el concepto definidor de guerra de la paz 
negativa y lo substituye por uno más amplio como lo es la violencia, la cual abarca más 
escenarios.  
Empero, el trabajo investigativo de Galtung no se agotó solo con su trabajo de 1969 y la paz 
positiva como ausencia de violencia directa y estructural, puesto que la visión actual de 
Galtung es la de conceptualizar la paz como la ausencia de todo tipo de violencia, por lo que 
es posible hablar de una paz positiva en sentido amplio, y no solo en la forma  restringida con 
la que es aceptada en las investigaciones mayoritarias, debido a que la teoría propuesta por 
él (paz positiva y modelos de violencia) no es en realidad estática sino que es dinámica, y 
debería verse como un conjunto, por lo que se ha ido enriqueciendo con el avance de la 
misma; sumado además, a que la violencia cultural sería el procedimiento que permite 
legitimar la violencia estructural, por lo que no es posible separarlas tan fácilmente del 
concepto de paz, e incluso para el presente caso, para el de paz positiva, teniendo en cuenta 
la fuerte relación que existe entre estas formas de violencia y en general en todas las 
propuestas por Galtung.  
Aquí por tanto se defiende una visión integral de las teorías, que no suponen un momento en 
específico para catalogarlas, el cual sería acabado, final, único, sino que implican el avance 
general de las mismas para darle una visión general. Sin embargo, se hace la salvedad para 
que se vea que la presente investigación señala la corriente mayoritaria en ese punto de la 
paz positiva (solo que no se comparte), para que los futuros investigadores puedan optar 
libremente por la visión imperante que tiene las investigaciones para la paz. 
Es posible evidenciar dos situaciones: 1). Que la literatura académica de los estudios para la 
paz considera que la paz positiva, como teoría aparecida en la historia hacia 1969, es solo 
ausencia de violencia directa y estructural, pero que la visión de Galtung, padre de esta 
teoría, sobre la paz actualmente incluye también la otra forma de violencia, es decir, la 
violencia cultural. Por tanto, aquí se respetará la idea mayoritaria de la paz positiva como 
ausencia de violencia directa y estructural, pero se complementará con la visión vigente de 
Galtung, que podría verse como una paz positiva ampliada; 2). En realidad, la paz cultural 
estaría inmersa en la teoría de Galtung, puesto que para Jiménez y Jiménez (2014) esta forma 
de paz propuesta por Galtung que hace frente a la violencia cultural, hace parte de todas las 
paces lo cual supone “Romper la lógica que venía defendiendo la Investigación para la paz 
(negativa, positiva y quizás neutra), como conceptos abstractos que se venían desarrollando” 
(Jiménez y Jiménez, 2014; 157).  
En ese sentido, Galtung incluirá esta visión al concepto de paz positiva actual de esta manera: 
“(…) la paz positiva cultural sustituirá la legitimación de la violencia por la legitimación de la 
paz: en la religión, el derecho y la ideología, en el lenguaje, en el arte y las ciencias, en las 
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escuelas, universidades y medios de comunicación; construyendo una cultura de paz 
positiva” (Galtung, 2003; 58)1.   
Por tanto, sea que se opte por una u otra situación de las descritas anteriormente, es claro 
que la paz positiva es mucho más que la sola referencia a la violencia estructural, y será más 
acorde que ella se entienda en un sentido amplio o de ruptura lógica con las investigaciones 
para la paz, indicando que ella actualmente también incluiría la violencia cultural.   
Siguiendo los argumentos antes referenciados, la paz positiva correspondería también a la 
ausencia de todo tipo de violencia, sea violencia directa, estructural o simbólica (Galtung, 
1985; 29), por lo que el concepto de paz, en sentido amplio, va más allá de incluir solamente 
la violencia directa que compone el tradicional concepto de paz negativa, e incluye además a 
la violencia estructural (indirecta) y la cultural (legitimadora), siendo la paz una suma de tres 
paces: paz directa + paz estructural + paz cultural (Galtung, 2003; 343).  
Asimismo, Galtung propone adicionar algo a lo anterior, pues considera que la definición es 
demasiado estática, por lo que agrega un componente dinámico a la misma, y es que la paz es 
lo que se obtiene cuando la transformación creativa del conflicto se produce sin violencia 
(Galtung, 2003; 344), principalmente con dos medios para lograrlo: la reducción de la 
violencia y su prevención (Galtung, 2003; 20); quiere decir lo anterior, que la búsqueda de la 
paz se debe dar por soluciones pacíficas, pues es a partir de éstas que se obtiene, ya que por 
vías contrarias, centradas en violencia, siendo la guerra el mejor ejemplo,  solo producen una 
falsa paz, una situación contraria a su significado, a su realidad.  
Para Tuvilla (2004), esta definición de paz, de paz positiva en general, tiene la virtud de 
abarcar un conjunto amplio de fenómenos en el que las personas se ven imposibilitadas de 
realizarse en los diferentes planos del desarrollo de su individualidad por causas visibles 
(violencia directa) o menos visibles (violencia estructural y violencia cultural), en estrecha 
relación con el grado de satisfacción de las necesidades humanas básicas (Tuvilla, 2004; 28), 
además, la paz es entendida como un proceso social permanente, no como un escenario 
acabado e ideal, por lo que también se trata de identificar cuáles son los espacios de la 
violencia construidos históricamente por las sociedades (Tuvilla, 2004; 30). 
No obstante, como toda conceptualización, la paz positiva no está exenta de críticas, pues 
algunos consideran que la utilización ad finitum del término paz positiva absorbería todo 
sueño humano por realizar, absolutamente todo entra en su concepción omnicomprensiva de 
paz, lo que genera que la paz se convierta en un proceso en el cual se lucha contra las 
violencias directas, estructurales y culturales, en sociedades desiguales y pluriculturales, 
haciendo que la paz se convierta en algo inalcanzable (Grasa, 2010;19). No obstante, este 
mismo autor señala la importancia que ha tenido la paz positiva, en donde se incluyen todos 
los valores positivos de las utopías y programas de cambio por los seres humanos, y no solo la 
ausencia de violencia directa (Grasa, 2010; 19). En general, Galtung señalará que un concepto 
                                                          
1
 Negrilla y subraya fuera del texto original.  
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de paz siempre tendrá inconvenientes, puesto que a mayor amplitud de la definición 
generará menor consenso (Galtung, 2003; 27). 
Asimismo, existe una crítica a esta corriente que indica la problemática de sustituir el 
concepto de guerra como definitorio de paz, por el de violencia, genera igualmente que la 
violencia sea el centro de estudio y no la paz en sí misma, avanzando más rápido los estudios 
que tiene como objeto el triángulo de la violencia (directa, estructural y cultural) y no los 
enfocados en la paz (Jiménez, 2004, 172). Este fenómeno, en donde la guerra y la violencia es 
más importante en la definición, es denominado por el investigador Francisco Muñoz como 
disonancia cognoscitiva, en donde se tiene un ideal de búsqueda de paz y de establecimiento 
de la misma, pero pensándola en claves de violencia (Comins, 2008; 63). Por eso se ha 
buscado un giro epistemológico que se traduce en el reconocimiento de la preocupación de la 
violencia, pero bajo la idea de pensar la paz desde la paz misma (Muñoz y Molina, 2010; 47). 
En ese sentido, Comins (2008) resalta el hecho de encontrarse varios investigadores que 
piensan que solo conociendo la guerra y a violencia podremos controlarlas, lo que conllevó a 
que exista una gran investigación sobre la guerra y la violencia, encontrando que, por 
ejemplo, en Antropología las citas referidas a la paz corresponden a una muy baja 
producción, solo el 3.4% (Comins, 2008; 64). 
Finalmente, la evolución lógica del concepto de paz desde este momento, pasa por la visión 
inicial de Galtung de paz positiva, que incluía solo la diferenciación de paz negativa y positiva 
en el sentido de violencia directa y estructural, lo que generó un paradigma en las 
investigaciones para la paz, a partir del cual se desprendieron otros estudios que iniciando 
desde la paz positiva y su diferenciación con la paz negativa, encontraron escenarios en los 
que se puede reflexionar sobre la paz a través de la identificación de nuevos espacios de 
violencia. Los más usuales y más relevantes para este trabajo, aunque no exclusivos por 
supuesto, son los que se centran en los problemas estructurales, en la violencia estructural, 
como por ejemplo en los que plantea las desigualdades sociales(discriminaciones), 
económicas (pobreza), políticas (acceso a la participación), las injusticias, las violaciones de 
los Derechos Humanos o fundamentales, y un largo etcétera; en concepto de Castaño (2013), 
esta tendencia maximalista vincula discusiones sobre desarrollo, relaciones norte-sur, género, 
derechos humanos, ambiente (Castaño, 2013; 79).  
Lo anterior ha generado nuevas investigaciones en donde se ha referido la paz positiva como 
forma de entender la paz, especialmente generando nuevos aportes para ampliarla a lugares 
y sujetos no considerados inicialmente; en este trabajo se resaltan tres de esas 
investigaciones, las cuales también son importantes para la evolución conceptual por sus 
contribuciones e influencia, estas son: 1). La paz feminista; 2). La paz ambiental o Gaia; y 3). 
La paz democrática o liberal.  
Aquí ya comienza a existir cierta diferencia con la literatura tradicional de la evolución del 
concepto, puesto que, si bien hay cierta claridad en señalar que los primeros momentos de la 
evolución conceptual son la paz negativa y la paz positiva, Groff y Smoker (1996), por 
ejemplo, indican que tanto la paz feminista como Gaia son momentos diferentes a la paz 
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positiva. Sin embargo, ello no puede ser del todo acertado, puesto que estas formas de 
entender la paz parten de la paz positiva, no suponen, en consecuencia, una ruptura con ella 
como el caso de la paz negativa entendida en el sentido clásico, sino que toman sus 
postulados y los amplían a nuevos escenarios. Asimismo, existe una razón de orden 
metodológico para presentar estas formas de paz, y es que se puede comprender mejor la 
evolución del concepto si se avanza de una manera lógica, a partir de los fundamentos de las 
diferentes corrientes de pensamiento que reflexionan acerca de qué es paz, las cuales, como 
se ha podido ver, es posible explicar de una manera racional y organizada, dado que el 
concepto se va enriqueciendo a medida que avanza las investigaciones.  
1.2.1. Paz feminista 
Existe consenso en la academia respecto a que es más correcto hablar de feminismos que 
simplemente de feminismo, pues esta disciplina cuenta con varias corrientes que la 
convierten en heterogénea, incluso al punto de encontrarse enfrentamientos teóricos dentro 
de ésta (Villellas, 2010, 16; Medina, 2014, 11). Según Villellas (2010), citando a Bodelón 
(1998), puede resaltarse tres teorías principales de feminismos: 1).  Teoría feminista liberal; 
2). Teoría feminista marxista y socialista; y 3). Teoría feminista radical, a los cuales añade 
Villellas una cuarta posición como lo es el feminismo de la diferencia, que ha adquirido 
suficiente importancia para ser considerado un enfoque distinto de los otros tres (Villellas, 
2010; 16). Santos (2011), señala otra denominación más compacta: el feminismo liberal o 
feminismo de igualdad -primera ola del feminismo-; feminismo de la diferencia -la segunda 
ola del feminismo- y el feminismo post-positivista -tercera ola del feminismo-(Santos, 2011; 
4). Teniendo en cuenta tal circunstancia, se abordará el tema a partir de los postulados 
generales feministas que estén acordes con la evolución conceptual propuesta, que tiene 
claras relaciones con el pacifismo, y en lo posible se evidenciaran sus incompatibilidades 
teóricas en materia de paz. 
Para Groff y Smoker (1996), citando a Brock-Utne (1989), esta tendencia dio surgimiento 
entre los años 1970 y 1980, la cual estaba sustentada principalmente en todos los 
planteamientos referenciados de la paz negativa y positiva, pero extendiendo la violencia 
estructural a nivel individual, lo cual implicó que no solo se tratara la violencia a niveles macro 
(como la guerra) sino que además se incluyeran la violencia a niveles micro, como la violencia 
sexual en el hogar y en la guerra, extendiéndose así la violencia estructural a estructuras 
personales, es decir, se incluyen todos los tipos de violencia que se ejerza contra individuos o 
grupos particulares desde lo individual hasta el nivel mundial (Groff y Smoker, 1996).  
Según Jiménez (2004c), fue la investigadora feminista Elise Boulding quien dio 
complementación a la distinción entre paz positiva y paz negativa introduciendo en ella los 
análisis de la violencia a escala micro como la violencia de género (doméstica) contra las 
mujeres y los niños (p. 32). 
Sin embargo, existen además muchos trabajos investigativos pioneros en la paz feminista. 
Para Santos (2011), las propuestas feministas de BrockUtne (1989), Enloe (1983; 1989; 2000) 
y Tickner (1992; 2001), profundizaron la ruptura introducida por la concepción dualista de la 
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paz de Galtung (paz negativa y paz positiva), responsable de poner fin al nivel de análisis de la 
violencia centrado exclusivamente en el Estado, a fin de incluir en su análisis de todo tipo de 
violencia la que se manifiesta en el plano individual, es decir, toda la (in)seguridad (Santos, 
2011; 7).  
También se debe resaltar que fueron precursoras de las investigaciones para la paz 
feministas, las investigadoras Betty Reardon y BirgitBrock-Utne, quienes introducen la 
perspectiva de género en la Investigación para la Paz, completando el trabajo iniciado por 
EliseBoulding (Jiménez, 2004c; 31). 
No obstante, la reflexión feminista acerca de la paz no solo ha incluido el nivel individual o 
micro de análisis, pues a lo largo de su reflexión teórica ha introducido nuevos conceptos que 
han complementado la visión que debe tenerse de la paz. 
En primer lugar, se encuentra la introducción de la categoría analítica de género en las 
reflexiones de paz. Este término se ha convertido en central para la teoría feminista y que 
ponía nombre a una idea que hundía sus raíces en el feminismo del siglo XVIII (Díez y Mirón, 
2009; 98); la base del mismo es la diferenciación que hace frente al sexo, el cual corresponde 
a la palabra que se emplea para hacer referencia a las diferencias biológicas relacionadas con 
la reproducción y otros rasgos físicos y fisiológicos entre seres humanos, puesto que el 
género, por el contrario, se refiere a las características socialmente atribuidas a las personas 
de uno y otro sexo (Jaramillo, 2000; 29).  Así, género y sexo corresponderían a dos realidades 
diferenciadas, aunque interrelacionadas, y que se explican en que el sexo se referiría a lo 
anatómico-fisiológico (mujer/hombre), y género a lo socio-cultural (femenino /masculino) 
(Díez y Mirón, 2009; 98). 
La base fundamental para la introducción de este concepto, de acuerdo a los planteamientos 
feministas, se sustenta en que la respuesta social que recibe un individuo depende de la 
percepción formada hacia él, la cual se estructura a partir de lo que se espera de esa persona 
según el sexo al que pertenezca (Jaramillo, 2000; 30);así lo masculino y lo femenino serán 
construcciones elaboradas por las sociedades que parten de las diferencias en la anatomía de 
los sexos, llevando esa diferenciación al plano de la desigualdad social y política (Díez y Mirón, 
2009; 98). Por tanto, una de las implicaciones de incluir el género en los estudios feministas, 
corresponderá a que permite el análisis de los sexos a partir de las relaciones de ellos en 
todos los ámbitos (socioeconómico, cultural y político) evidenciando la forma en que se 
desarrolla y construye una sociedad (Martínez y Mirón, 2000; 126).  
A partir del concepto de género y las reflexiones de las que él parte, el feminismo comenzó a 
abordar el tema de la paz resaltando el papel de las mujeres en su construcción, de los cuales 
es posible señalar los que a continuación se enuncian: 
1. Debido al papel asignado por la sociedad a las mujeres, sustentado en el género, 
las mujeres se han visto tradicionalmente excluidas  del ejercicio de la guerra, así 
como los espacios de decisión pública que la gobernaba, oponiéndose su 
condición de madres dadoras de vida a la idea que trae consigo la guerra: la 
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muerte; por lo que el entorno en que se han desarrollado las vidas de las mujeres 
ha sido la paz, entendida en este caso, en el sentido tradicional de paz negativa 
(Martínez y Mirón, 2000, pp.126, 129). Esto indicaría, por ejemplo, que la mujer 
tiene la paz insertada desde su construcción social; por tanto, la mujer es 
contraria a la guerra, la cual considera el feminismo un fenómeno netamente 
masculino.  
 
Incluso, tradicionalmente la representación visual de la paz se da como mujer, ya 
que La paz nació con cuerpo y atributos femeninos en la antigua Grecia, 
encarnada en la diosa Eirene; la paz como abstracción ha sido considerada mujer, 
ha tomado su cuerpo y muchos de los símbolos relacionados con ella, aunque 
sean los varones los que formalmente figuran como hacedores de paz, puesto 
que son quienes han tenido la capacidad de discutir, estipular y firmar las 
«paces» oficiales de las que se habla en la Historia, a través de los mecanismos e 
instituciones de cada Estado (Martínez, 2000; 255-256) 
 
2. Sin embargo, lo anterior no implica necesariamente que las mujeres no hayan 
sufrido las consecuencias funestas de la guerra, o que incluso no hayan 
participado eventualmente en ella, o no hayan contribuido a reproducir los 
valores militares (Martínez y Mirón, 2000; 129). 
 
3. Lo anterior conlleva a que el estudio de las mujeres suele implicar el estudio del 
ámbito de la paz, frente a los que habitualmente han sido considerados objetos 
de estudio más interesantes: los varones y la guerra (Martínez y Mirón, 2000; 
130), puesto que en función del género las mujeres se han implicado y actuado 
activamente en la consecución de la paz y la resolución pacífica de conflictos 
(Díez y Mirón, 2009; 100). En ese sentido, el feminismo no se encuentra alejado 
de los estudios para la paz, puesto que desde sus inicios ha venido reivindicando 
la igualdad, la justicia social y los derechos humanos como principios solo 
realizables en un mundo en paz y sin los cuales este tampoco existiría (Martínez y 
Mirón, 2000; 127). Empero, no se debe caer en la falsa idea inamovible de pensar 
que la mujer significa ser pacífica y el ser hombre significa ser violento, pues a  lo 
largo de la experiencia humana, aparecen mujeres que emplearon la violencia, y 
hombres que regularon pacíficamente los conflictos (Díez y Mirón, 2009; 101-
102) 
 
4. El feminismo contribuyó a la configuración del concepto de paz introduciendo en 
la reflexión de la paz positiva los derechos de las mujeres y los objetivos del 
movimiento feminista, y agregando a la violencia estructural la derivada por 
conflictos de género, es decir, la violencia de género (Martínez y Mirón, 2000; 
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127-128), esta violencia es entendida generalmente por el feminismo como 
violencia contra las mujeres, es decir, es la enfocada directamente contra ellas.  
En resumen, puede verse que los aportes a la concepción de paz por parte del feminismo han 
sido variados, en primer lugar, parten de la diferenciación de paz negativa y paz positiva, 
extendiendo esta separación a espacios individuales; en segundo lugar, los estudios 
feministas y los de paz han ido de la mano en sus postulados, por lo que no pueden verse 
como contrarios; y en tercer lugar, la inclusión del concepto de género implicó un análisis de 
las relaciones sociales a partir de él, en la cual la guerra y la paz tiene un amplio estudio en el 
feminismo, pero además significó que se presentara una nueva forma de violencia, la 
violencia ejercida contra las mujeres, esto es, la violencia de género, como una variante de la 
violencia estructural y cultural.  
Aunque es posible encontrar puntos en discordia, puesto que algunas investigadoras 
feministas consideran que no todas son pacifistas, lo cierto es que se puede encontrar más 
puntos de convergencias que de divergencia entre el pacifismo y el feminismo (Martínez y 
Mirón, 2000; 127). A pesar de ello, algunos puntos en discordia corresponden al 
planteamiento de mujer=paz y hombre =guerra, pues al parecer no existe hoy en día un 
consenso respecto a tal presupuesto, en cuanto al hombre, por ejemplo, se ha encontrado 
que esa asociación con la guerra ha sido primordialmente construida socialmente; sin 
embargo, aun con puntos de controversia, la investigación feminista sobre la paz fue 
fundamental para incluir en el concepto de paz el nivel micro de ejercicio de la violencia 
(individuo-individuo, individuo-internacional) (Santos, 2011; 10).   
1.2.2 Paz Democrática o Liberal 
Esta forma de entender la paz, como su nombre lo indica, se sustenta en asociarla a la 
consolidación, garantía y efectividad de los valores democráticos en un Estado. La idea, mas 
no su aplicabilidad, es sencilla: si todos los Estados del mundo fueran democráticos o al 
menos respetaran y acataran los preceptos de la democracia, seguramente no habría guerra 
entre los pueblos (Rincón, 2011; 64); así, la paz democrática considera que entre los Estados 
democráticos no se hace guerra, precisamente por los valores en que se sustenta la 
democracia (Peñas, 1997; 119);en ese sentido, la paz es igual a democracia, por lo que solo es 
posible hablar de paz en los Estados en donde hay democracia.  
Para Peñas (1997) se puede condensar las ideas centrales de esta tendencia así: “1). 
Históricamente en las democracias liberales nunca o casi nunca se han hecho guerra; 2). Las 
Democracias liberales no son más propensas a la guerra que los Estados no democráticos, 
pero tampoco lo son menos; y 3). Aunque las democracias liberales no se hacen la guerra 
entre ellas, sí han tenido conflictos armados con los Estados no liberales” (Peñas, 1997; 120). 
Su sustrato ideológico es posible encontrarlo, primero, en las mismas bases que sustentan la 
Democracia, especialmente en la defensa de los derechos y libertades del individuo, de 
manera relevante desde la visión de la Declaración del Hombre y el Ciudadano de 1789, a 
partir de la cual se comienzan a asumir principios comunes entre los Estados, lo que se 
29 
 
conocerá actualmente como los Ideales del Constitucionalismo Liberal, los cuales sustentarán 
la paz democrática (Rincón, 2011; 62-63). En segundo lugar, se encuentran en las ideas de 
filósofo Immanuel Kant y su propuesta de paz perpetua, que plantea, de manera general, la 
conformación de una federación de Estados libres, en donde acuerden unos principios 
necesarios para su convivencia, pero sin que cada uno de estos Estados que la conforman 
pierdan su autonomía, su soberanía de legislar, gobernar y administrar (Rincón, 2011; 65). 
Más recientemente, puede encontrarse autores como John Rawls, entre quienes defienden la 
idea de una paz democrática; según Rincón (2011), Rawls consideraba que “si se hacen 
efectivos los términos de cooperación acordados inicialmente bajo una segunda posición 
original, los pueblos van a comenzar a genera una confianza recíproca que podía garantizar, 
finalmente, la paz entre ellos, pues estos principios se harán parte fundamental de su 
naturaleza moral, de su ideal de conducta”, por lo que, para Rawls, “la paz no será sólo un 
ideal de la humanidad sino el estado de cosas de la sociedad mundial” (Rincón, 2011; 66-67). 
Se pueden considerar dos formas de entender la paz democrática: 1). Diádica. Fundamentada 
en la teoría de la paz perpetua de Kant, y que tiene dos puntos básicos; en primer lugar, ella 
se plantea que los Estados liberales no son en sí mismos pacíficos, sino que solo tienen esta 
característica con Estados que hayan adoptado su mismo régimen democrático; y en segundo 
lugar, desprendido de lo anterior, los Estado liberales tienen un comportamiento agresivo 
contra los Estados que no han asumido en su régimen político a la Democracia; y 2). 
Monódica. Esta sostiene que, sin atender al régimen político asumido al interior de un 
Estado, los Estados que poseen la democracia como fundamento a su poder político son 
pacíficos, por lo que solo entraran en confrontación armada con Estados autoritarios en los 
casos que se vean atacados o amenazados (Gobetti, 2010; 40).  
Entendida simplemente así, puede pensarse que la paz democrática se encuentra enfocada 
en evitar la forma tradicional de la paz negativa: la guerra o la violencia directa; incluso en 
este escenario ella se encontraría legitimada al existir amenazas o ataques. Por otra parte, la 
paz democrática indicaría que todo régimen no democrático no puede aspirar a más que 
garantizar pobreza, subdesarrollo, corrupción, agresión e injusticia, por lo que la falta de 
democracia es la causa directa de la guerra en el mundo, por lo que solo será ella la solución a 
este problema (Rincón, 2011; 68).  
Asimismo, la paz democrática se encuentra vinculado directamente con las expresiones 
latinas Ius in bello y Ius ad bellum. El primero hace referencia a las reglas que se deben seguir 
en la guerra, los límites que deben existir en ella, por lo que no se centra en las justificaciones 
que existen para iniciar una guerra sino en la limitación de las acciones en ella, siendo el 
mejor ejemplo de ello el Derecho Internacional Humanitario (DIH). En cuanto a la segunda, 
esta cobra especial relevancia en la paz democrática, pues debe tenerse presente que ella 
admite la guerra como salida en caso de verse amenazados los Estados liberales democráticos 
por un Estado totalitario, y la expresión Ius ad bellum implica las razones legítimas que un 
Estado puede esgrimir para entrar en guerra, o más exactamente, el derecho que le asiste 
para ello. La guerra en este caso será denominada guerra justa, que en palabras de Kolb 
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(1997) “la guerra era considerada como una respuesta justa a la agresión no provocada y, 
más en general, como el último recurso para la prosecución de un derecho violado 
(consecutio iuris) o de sanción. Las causas materiales de la guerra justa se articulan, por 
consiguiente, en torno a cuatro categorías: defensa, recuperación de un bien, prosecución de 
un crédito y castigo. En esas condiciones, la acción bélica emprendida por un sujeto es legal si 
es justa; es justa si se basa en las causas y tiende a la consecución de las finalidades 
indicadas” (Kolb, 1997). Puede también hablarse del ius contra bellum, que correspondería a 
los mecanismos que buscan evitar la guerra. 
Sin embargo, entendida netamente en el sentido tradicional de paz negativa, la paz 
democrática supone varios inconvenientes. En primer lugar, constituiría un enfoque limitado 
puesto que solo se centra en la violencia directa a modo macro, entre Estados, esencia más 
clásica de la paz negativa, pero como se vio con el enfoque feminista, debe observarse 
también relaciones a nivel micro, o al menos más centradas al interior del Estado, y ello no es 
algo superfluo, si se tiene en cuenta que la mayoría de conflictos hoy se dan a nivel interno de 
los Estados; en segundo lugar, supone una excesiva confianza en la Democracia como 
panacea a todos los problemas de las sociedades, y aunque, por supuesto los valores en que 
ella se fundamenta pueden ser una respuesta a ellos, es necesario profundizar en los puntos 
débiles que ésta puede presentar; finalmente, la posición del uso de la fuerza aquí es 
aceptada, es decir, el empleo de la violencia directa o indirecta, es justificada siempre que se 
vea en peligro el Estado.  
Por tanto, la paz democrática incluye muchas más aristas, como por ejemplo, debe hablarse 
de garantía y eficacia de la democracia al interior de un Estado, lo que permitiría catalogarse 
como enfocada a la solución de problemas estructurales, incluso culturales, por lo que sí es 
posible incluirla en este punto de la investigación, dado que partiría de la premisas 
fundamentales de la paz positiva, buscando la superación de todo tipo de violencia, 
especialmente la estructural, a través de la Democracia fuera, pero especialmente, dentro de 
un Estado.  
Esto permitirá hablar de paz desde la garantía de la democracia al interior de un Estado y 
fuera de este, lo que incluye, por ejemplo, la incorporación de posiciones minoritarias en las 
decisiones políticas, la vinculación en la política de actores armados desmovilizados, etc. El 
gran asunto es compatibilizar estas posiciones con el uso de la fuerza, pues esta es posición 
considera el uso de la fuerza como legítimo para alcanzar la paz, algo que puede reputarse 
igualmente de la paz negativa en donde solo se debería eliminar la violencia directa. Sin 
duda, la mejor respuesta serán los medios pacíficos, pero ello será discutido en la segunda 
parte de este trabajo, teniendo en cuenta que esta clase de paz está muy relacionada con 
ello.   
Finalmente, hay que reconocer que la paz democrática plantea serios inconvenientes en su 
ubicación acá como paz positiva. En primer lugar, no se encuentra referenciada en las 
clasificaciones propuesta al inicio de este apartado, pues es más relevante para el área de las 
relaciones internacionales; y en segundo lugar, parece estar más cerca de posiciones como la 
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paz negativa, la violencia directa, la guerra, que de la paz positiva. Empero, no hay que 
desconocer la importancia de sus planteamientos, pues las garantías de los fines de la 
Democracia son indudablemente pacíficas: la participación en las decisiones, el equilibrio de 
los poderes, la garantía de los derechos, etc. Incluso la decisión de guerra, debería pasar por 
la aprobación del pueblo, así sea una salida que genera violencia. 
1.3. Enfoques Holísticos de la paz 
En trabajos recientes Linda Groff (2008) ha modificado su investigación inicial con el 
académico Paul Smoker (1996), lo cual supuso una transformación de la clasificación del 
concepto paz inicialmente propuesta por ellos en 1996, reduciendo a tres grupos los enfoques 
de paz: A). Paz como prevención de la guerra, que incluiría la paz como ausencia de guerra y 
La paz como equilibrio de fuerzas en el sistema internacional; B). Condiciones estructurales 
para la paz, que abarcaría la diferenciación de Galtung de paz negativa y paz positiva, y la paz 
entendida desde el feminismo; y C). Tendencias Holísticas de paz, grupo que incluiría a la paz 
ambiental o Gaia, paz intercultural y paz interior-exterior (Groff, 2008).   
Entre los nuevos aportes que propone para la evolución conceptual de la paz, el que se 
utilizará en esta investigación, es la de agrupar los enfoques que consideran que la paz se da 
en complejos sistemas holísticos basados en la unidad e interdependencias de las diversas 
partes que los componen, las cuales interactúan entre ellas (Groff, 2008; 6).  De estas formas 
de conceptualizar la paz, los enfoques Ambiental e Intercultural, resaltan la diversidad de 
formas de vida y sus interdependencias con el sistema vivo (Tierra), por lo que se centran en 
el mundo externo; en tanto que la paz interior,  se centra en las tradiciones espirituales, 
incluyendo a las dos formas anteriores de paces exteriores el nivel interno de ella (Groff, 
2008; 6).   
Asimismo, se complementará esta división con las propuestas recopiladas por el investigador 
Francisco Jiménez Bautista (2004). Jiménez (2004), citando a Fernández (2004), considera que 
estas formas de comprender la paz constituyen nuevas formas de comprensión, que aunque 
son diferentes, no se pueden considerar separadas debido a su concepción integral de ella 
(Jiménez, 2004; 41).  
Para Jiménez (2004), estas formas de paz componen las tres dimensiones o ámbitos de 
expresión de la paz: 1). Paz de seres humanos entre sí (dimensión social); 2). La paz de los 
seres humanos con la naturaleza (dimensión natural o ecológica de la paz); y 3). La paz de los 
seres humanos consigo mismo (dimensión interna) (Jiménez, 2004; 43). 
En ese sentido, inicialmente Groff (2008) propone tres paces en esta categoría de paz holística: 1). 
Paz intercultural, 2). Paz ambiental (o Gaia) y 3). Paz interna. A las cuales se agregará las 
recopiladas por Jiménez (2004) que corresponden a: 1). Paz social, 2). Paz intercultural, de la cual 
se desprende la paz transcultural. Como se puede observar este grupo de conceptos de paz al ser 
contrastados con algunas de las clasificaciones no se encuentran descritos en ellos o no los 




1.3.1. Paz social  
Esta forma de entender la paz, en palabras de Jiménez (2004) corresponde a un aporte de 
occidente para comprenderla, significando que en ella se genera un proceso sustentado “en 
el desarrollo humano sustentable de los seres humanos y de los pueblos” (Jiménez, 2004; 41). 
En esta forma de paz, Jiménez (2004) entiende que el desarrollo se define a partir del 
desarrollo de los Derechos Humanos de primera, segunda, tercera y cuarta generación, 
aunque, como se verá en el marco teórico, sería más preciso indicar que supone el desarrollo 
de todos los derechos sin atender a su clasificación, claro está que los Derechos Humanos 
suponen un especial punto de partida, lo cual se desprendería de la teoría de la integralidad, 
en donde todos los derechos son iguales e importantes, sin que se atienda al momento 
histórico en que ellos surgieron.  
Como se puede concluir de esta definición, aquí la paz se observa como desarrollo de todos 
los derechos, especialmente de los Derechos Humanos, y aunque tiene una clara relación con 
la definición de desarrollo sostenible, ella ha sido más profundizada por la corriente de la paz 
ambiental.  
Esta visión puede ser desprendida a partir de las grandes conferencias mundiales convocadas 
por la ONU, fijando su inicio en la Declaración de Rio de Janeiro de 1992, y en dentro de las 
cuales es posible evidenciar la relación entre los DD.HH., la Democracia, el Desarrollo, el 
Ambiente y la Paz (Jiménez, 2004; 41); por consiguiente, todas las formas de violencia que 
vienen a reconocer estas declaraciones buscan interconectar todos los grandes desafíos que 
se plantea al mundo, ya que para la visión occidental la dimensión social de la paz es 
indispensable (Jiménez, 2004; 42).  
1.3.2. Paz intercultural y transcultural 
La paz entendida interculturalmente se sustenta principalmente, valga la obviedad, en la 
cultura, en el entendimiento/aceptación que debe existir entre la diversidad de culturas que 
existe en las diferentes sociedades de nuestro planeta.  
Esta concepción tiene particular interés actualmente si se tiene en cuenta que la interacción 
entre diferentes culturas se ha aumentado exponencialmente, de manera particular en las 
últimas décadas (Groff, 2008; 6), lo cual es posible explicarse a partir de la Globalización, la 
cual tiene fuertes efectos en las culturas, entre ellos, la convergencia de culturas que antes 
nunca se habían relacionado, generando que exista diferencias entre ellas y/o entendimiento 
mutuo (Jiménez, 2011; 154), lo cual es posible entender si se tiene en cuenta que “la paz y la 
violencia son experiencias culturales, parte de nuestra herencia cultural que se difunde de 
generación en generación” (Jiménez, 2011; 152).  
Esta interacción cultural ha traído consigo una forma de violencia cultural, pues 
tradicionalmente se ha observado que la cultura militarmente más poderosa o 
económicamente más fuerte tiene subordinada a la cultura más débil, sea militar o 
económicamente (Groff, 2008; 06), lo cual podría también explicarse por la visión de paz o 
violencia que posea una cultura u otra, las cuales pueden entrar en contradicción. Esto 
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conduciría a que se busque la existencia de una cultura dominante que esté por encima de las 
demás y que incluso tenga vocación de suprimir las demás. 
Respecto a esto último, piénsese, por ejemplo, la supremacía cultural que intentó imponer el 
Imperio español en la Conquista de nuestro continente, que pasó además de la violencia 
directa, por la implementación del credo religioso a los indígenas; en ese contexto, para 
Jiménez (2004), se dio una “fusión y nacimiento de formas interculturales, pero en su mayoría 
[estos proceso interculturales] se originaron en un contexto de dominación y subordinación 
de culturas a otras, conservando las huellas de tensión entre culturas” (Jiménez, 2004; 46). 
Hoy en día puede hablarse de las incursiones que ha hecho EE.UU. en otros países, que si bien 
ha sido una incursión armada, parece estar ligada principalmente a la destrucción de ideas 
culturales asociadas a culturas con ideas religiosas extremas, como algunas versiones 
fundamentalistas del Islam; valga aclarar que ello no es plausible, pues no puede generalizarse 
al Islam como una religión per se “mala”, solo podría asociarse ello a ideas destructivas. 
No obstante, la paz intercultural busca la aceptación de la diversidad cultural en el mundo, el 
respeto por las diferentes visiones que ellas implica, y que cada una de ellas tienen dones 
significativos para las demás, por lo que la paz entendida desde la interculturalidad “requiere 
de la co-evolución de positiva de las culturas, tanto macro como  niveles micro y el 
reconocimiento de que toda la diversa mezcla cultural global es una causa de fuerza para la 
humanidad, de la misma manera que la rica diversidad de las plantas y los seres vivos es visto 
como un  fuerza para el ecosistema” (Groff, 2008; 07).  
Por tanto, la paz intercultural busca la construcción de la paz desde una visión conjunta de las 
culturas y sus formas de entender la paz, pero esta forma de paz no fusiona los diferentes 
modelos para crear una nueva forma cultural que no haga parte ni de una ni de otra cultura 
de donde provienen los aportes, lo que podría explicar la constante tensión entre sociedad y 
culturas (Jiménez, 2011; 153). 
Por ello se introduce la paz transcultural en la cual las personas que comparten una cultura 
rompen libremente los marcos prefijados por la cultura a la que pertenecen, dando como 
resultado la conformación de nuevos referentes culturales que trascienden a la cultura a la 
que se pertenencia inicialmente, por lo que esta clase de paz, a diferencia de la paz 
intercultural, busca la ruptura de la clasificación de las culturas en inferiores y superiores, 
vencedoras o vencidas, y con ello conforma un nuevo conjunto de valores culturales que 
superan el contexto multicultural (Jiménez, 2004; 46).  
1.3.2. Paz ambiental 
Esta forma de paz es conocida normalmente como paz Gaia, denominación que hace alusión 
a la diosa griega de la Tierra (Groff, 2008; 7). Sin embargo, esto es una clara visión occidental 
de la denominación de esta forma de paz, lo cual en consecuencia, omitiría visiones no 
occidentales de la Tierra, como por ejemplo la visión indígena Inca de Pachamama, una 
palabra quechua que se compone de dos palabras: pacha (universo, mundo, tiempo, lugar) y 
mama (madre) (Jaquenod, 2014; 42), lo que podría desconocer la reflexión de la madre tierra 
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que ya tiene un amplio desarrollo en las comunidades indígenas, por lo que aquí se opta por 
un término más amplio pero más neutro respecto de la crítica referida, como lo es ambiente. 
En todo caso, esta clase de paz correspondería a la paz con la Madre Tierra, con toda su 
diversidad ecológica sistemas y especies (Groff, 2008; 7).  
Este modelo de paz, al menos históricamente, seguiría posteriormente a los planteamientos 
de la paz feminista; sin embargo, parece más claro, por sus planteamientos, agruparlo en las 
visiones holísticas. Debe agregarse que esta forma de entender la paz también supuso una 
extensión a nuevos escenarios de las visiones de violencia planteadas en la paz positiva, 
especialmente vinculando nuevos actores como lo no humano, por lo que también podría 
ubicarse después de la visión feminista, solo que, como se dijo, es más diáfana su ubicación 
aquí por sus contenidos.  
Esta forma de entender la paz, recogerá todas las reflexiones anteriores del concepto de paz 
pero, como su nombre lo indica, incluirá un nuevo actor como receptor de la violencia: el 
ambiente; por tanto, aquí la paz será también paz con el ambiente. Por esto, también es 
conocida como la dimensión ecológica o natural de la paz (Jiménez, 2004; 42; 2011; 148).  
Como se mencionó,  la paz ambiental incluye las demás visiones de paz vistas previamente, 
pero además también ve al Ambiente o la Tierra como un sistema vivo con una 
autorganización compleja, de la cual los seres humanos son una parte (no separados), y 
ubicará todas las formas de la paz entre las personas en este amplio contexto (Groff, 2008; 
07), pero ello implicará que los seres humanos son vistos como uno de los muchos 
componentes que habitan nuestro planeta, no como el superior o el único, por lo que el 
futuro de este sistema complejo, Ambiente/Tierra, es el objetivo más importante (Groff y 
Smoker, 1996).  
Es posible encontrar las raíces de esta conceptualización en la denominada Hipótesis Gaia, 
propuesta por James Lovelock en 1979 y complementada por Margulis en 1989 (Jiménez, 
2004; 43), que en concepto de Jiménez (2004-2011) es en realidad “una nueva teoría de la 
evolución de las especies con la evolución de su entorno natural, es decir, da una perspectiva 
ecológica a la teoría de la evolución que hace converger en un único proceso la intuición de 
Charles Darwin de la evolución de las especies y de evolución del entorno” (Jiménez, 2004; 
43; 2011, 149-150); pero a ello habrá que agregarle, que ésta aporta un importante paso, 
pues dota de identidad moral a la tierra “en el sentido de considerarla como un ser vivo, 
incluso capaz de sobrevivir a pesar de las agresiones humanas sobre ella, y por tanto, en el 
holismo moral, que es en lo que se convierte esta visión ética, donde los individuos no son 
moralmente relevantes sino que son las totalidades (como los ecosistemas o la misma 
ecosfera), donde se concretaría la idea que el todo es mayor que la suma de las partes” 
(Mesa, 2011; 36).  
Aquí, igualmente debe tenerse en cuenta que los debates ambientales deben ser tenidos en 
cuenta, pues irradiarán la forma en que se entendienda la paz ambiental, por lo que todos 
estos debates deben figurar en una conceptualización de la paz; solo se resaltarán algunos, 
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puesto que el tema es realmente amplio, pues supondría: contaminación, principios 
ambientales, justicia ambiental, desarrollo sostenible o sustentable, derechos de los 
animales, huella ambiental, etc. 
En primera medida, por ejemplo, se encuentra la definición de ambiente. ¿Qué es Ambiente? 
La propuesta de la paz ambiental, supone una perspectiva amplia de su conceptualización. El 
profesor Mesa Cuadros (2013) resalta que este concepto ha sido abordado de diferentes 
maneras, pero que se pueden destacar dos formas principales de entenderlo, que abracarían 
las diferentes significaciones del mismo, las cuales son: 1). La visión sectorial o parcial, en 
donde se reduce a los meros recursos naturales a explotar; y 2). La visión que ve al ambiente 
como ecósfera, como “un todo sistémico, integral y global donde todos sus diversos 
elementos o componentes interactúan, se inter-relacionan (elementos bióticos, abióticos y 
antrópicos), donde este último, que identifica al ser humano como cultura, usa 
adecuadamente la naturaleza y sus elementos” (Mesa, 2013; 23).  
En consecuencia, para Jiménez (2004) la idea de paz ambiental surge como una respuesta a la 
fragmentación, que es la nueva forma de violencia cultural, puesto que está sustentada en la 
ecología como paradigma, en el sentido de “una nueva inteligibilidad sistémica y compleja 
donde se niega la fragmentación de los seres humanos entre sí y su aislamiento del entorno y 
del observador (Jiménez, 2004; 42). Como se puede observar, esta fragmentación hace 
alusión a entender el ambiente sectorialmente, de manera parcial, lo que la paz ambiental  
no concibe, pues ella supone un todo interconectado, una visión integral; visón que incluso a 
llegado a aplicarse a la teoría del Derecho, denominándose integralidad, la cual se abordara 
posteriormente.  
Por otra parte, también debe agregarse la categoría de desarrollo sostenible, puesto que si la 
paz ambiental genera que el ambiente no sea solo un actor más, sino que lo transforma en un 
sujeto de derechos, como los humanos, lo ubica a su mismo nivel (aunque puede pensarse 
también en un nivel superior), no es posible concebir la paz global sin que necesariamente 
exista un respeto por los derechos del ambiente, lo que supondría la existencia de un 
desarrollo humano sostenible (Jiménez, 2004; 42).  
El desarrollo sostenible es un concepto que se puede asociar a un mediador que surge entre 
la tradicional colisión que supone el ambiente vs el desarrollo económico, siendo, por 
ejemplo, una de las grandes pretensiones de la Declaración de Rio de Janeiro de 1992, por lo 
que también implicará un compromiso adquirido con las generaciones presentes y futuras 
(Sánchez y Cabra, 2011; 198-199), puesto que no se puede pensar solo el desarrollo desde 
este momento, actual, sino también a futuro, teniendo en cuenta las implicaciones que ello 
acarreará. Esto nos traería una visión interesante de la paz, pues ella no puede ser pensada 
exclusivamente para la generación presente, sino que debe pensarse especialmente para las 
futuras, por lo que es posible hablar de una paz futura; en Colombia sin duda una visión de 
esta índole tiene una fuerte incidencia, si se tiene en cuenta que nuestra herencia ha sido 
básicamente guerrerista.  
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No obstante, Sánchez y Cabra (2011), citando a Bermejo (2005), indican que el concepto de 
desarrollo sostenible es confuso, contradictorio y de difícil aplicación, por lo que presentan 
mayoritariamente tesis antagónicas, como por ejemplo, las tesis mayoritarias neoliberales 
suponen la compatibilidad entre crecimiento económico y conservación ambiental, cuando 
unos pocos ambientalismos y ecologismos señalan la incompatibilidad entre la sostenibilidad 
con el desarrollo de un sistema que solo se sustenta en homogenización cultural y la 
depredación (Sánchez y Cabra, 2011; 199-200).   
También existirá una preocupación por la denominada justicia ambiental, que tiene claras 
conexiones con el tema de la paz positiva, especialmente porque allí se trata el tema de la 
justicia como una de las condiciones de paz, siendo las injusticias una forma de violencia 
estructural que hay que resolver para generar paz; en ese sentido, la justicia ambiental puede 
considerarse como un componente de la paz ambiental enfocada en la superación de la 
violencia estructural propuesta por la paz positiva.  
La justicia ambiental ha tenido igualmente un amplio desarrollo con un sinnúmero de teorías 
para definirla y comprenderla; sin embargo, para Bellmont (2011) existen elementos 
comunes a este concepto, como lo son: “la no discriminación respecto de los beneficios 
ambientales, la distribución proporcionada de perjuicios ambientales y la existencia de 
mecanismos efectivos de participación en la toma de decisiones, de una comunidad 
compuesta por sujetos actuales y futuros” (Bellmont 2011; 83). 
1.3.3. Paz interna  
Esta forma de paz incluye todas las visiones exteriores de paz anteriores (social y ambiental), 
pero incluye como componente esencial a ellos, y a la paz en general, la visión de paz interior 
como algo necesario para alcanzar un mundo en paz (Groff, 2008; 07).  Esto es algo así como 
que la paz corresponde a la paz consigo mismo. Sánchez (2009), citando a Krishnamurti 
(1973), indica que, en este concepto de paz, los problemas del mundo pueden verse en 
realidad como conflictos personales aumentados (Sánchez, 2009; 121), además esta forma de 
paz admite la existencia natural del conflicto (Sánchez, 2009; 122).  
Esta forma de comprender la paz se sustenta en una variedad de tradiciones religiosas 
espirituales presentes en nuestro mundo, utilizando formas de oración y meditación como 
medios para alcanzar formas más profundas de paz interior (Groff, 2008; 07-08).  No 
obstante, Sánchez (2009) considera, sustentada en los planteamientos de Krishnamurti 
(1973), que la propuesta de la paz interior no se encuentra circunscrita a una religión o 
creencia específica, sino que va dirigida a todas las personas con el interés de transformarse 
por medios interiores (Sánchez, 2009; 121). 
Esta visión busca romper con la posición común con que se asocia a la paz de proyectarse 
hacia afuera, en lo externo, en centrarse en el mejoramiento de las estructuras sociales, lo 
que conlleva a pensar que existe una separación entre lo “exterior” y lo “interior” (Jiménez, 
2004; 44), por lo que esta posición implica la relación también del interior con el exterior y 
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viceversa, pero especialmente es una proyección de la paz desde el interior de las personas 
hacia el exterior, estando la solución al alcance de cada una de las personas. 
Ahora bien, esta posición podría malinterpretarse como una forma meramente de auto 
superación, de hecho, se considera que es una visión netamente individualista que generará 
poco o nada de efectos en la realidad social, por lo que no tiene impacto en las 
transformaciones estructurales, siendo solo una reflexión de pocos (Sánchez, 2009; 122); sin 
embargo, debe pensarse en dos situaciones: 1). Que la paz interior corresponde a una de las 
tantas formas de entender la paz, pero no se erige como exclusiva o imperante sobre las 
demás, ella considera todas las demás reflexiones; y 2). Esta forma de paz tiene importantes 
aplicaciones, por ejemplo, en justicia transicional, en donde es importante valores como el 
perdón, el arrepentimiento, la verdad, etc., los cuales solo se pueden reputar de personas 
específicas, víctimas o victimarios, lo que supone una importante forma de aplicación de esta 
tendencia.  
1.4. Concepto actual y conceptualizaciones más recientes 
En este punto de la reflexión no todas las clasificaciones abordan estas formas recientes de 
paz, puesto que algunas de ellas solo alcanzan a analizar hasta las paces holísticas (Groff y 
Smoker, 1996; Groff, 2208), o incluso solo hasta la paz positiva (corriente minimalista, 
intermedia y maximalista). 
La tendencia actual es ir concretando el concepto de paz al de cultural de paz, y de ella pasar 
a la mayor pretensión de los estudios para la paz, y de esta reconstrucción conceptual, que es 
la de establecer la paz como derecho humano, significando que la paz es un derecho humano. 
Igualmente, en la década comprendida entre el año 2000 y 2010 han existido dos formas 
nuevas de definir paz: la paz imperfecta y la paz neutra. Son tendencias novedosas pero que a 
su vez recogen toda la reflexión teórica que se intentó recabar con la mayor precisión posible 
en los puntos anteriores. 
1.4.1. Cultura de paz y Derecho Humano a la Paz 
El concepto más aceptado de paz es el que corresponde al formulado por Johan Galtung, en 
el sentido de definir la paz como ausencia de toda violencia (sea directa, estructural o 
cultural), en consecuencia, como se había señalado, ella será la construcción de tres paces: 
paz directa, paz estructural, paz cultural (Galtung, 2003; 343). 
En principio, el concepto de cultura de paz buscaría ser la última forma de entendimiento de 
paz, puesto que incluiría todo el desarrollo conceptual de este concepto que se ha 
presentado, este sería, por tanto, un concepto que abarcaría todo este debate; en conclusión, 
esta forma de pensar la paz la vería principalmente como ausencia de toda violencia, es decir, 
en principio, recogería la posición actual de Galtung (paz=paz directa + paz estructural + paz 
cultural). 
No obstante, algunos investigadores para la paz consideran que esta solo se refiriere a la 
violencia cultural; para Martínez, Comins y París (2009) esta corresponde a la tercera etapa de 
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los estudios para la paz, que comprendería desde 1990 a la actualidad, siendo ella una 
alternativa a la violencia cultural, por lo que si la primera etapa, paz negativa, se centraría en 
la violencia directa, y la segunda, paz positiva, en la violencia estructural, la cultura de paz, 
como tercera etapa, responderá a la aparición del concepto de violencia cultural (Martínez, 
et. al 2009; 94-95).  
Ello, sin embargo, no está acorde con la visión que se ha establecido para la cultura de paz, 
dado que, por ejemplo, no puede afirmarse que en atención a la clara remisión en el 
concepto a la cultura implique ello que solo se centre en esta forma de violencia; para 
sustentar ello, se exponen los pronunciamientos de la Asamblea General de la Organización 
de Naciones Unidas (ONU), que mediante algunas de sus Resoluciones se ha pronunciado 
acerca de la cultura de paz, a lo cual se sumarán otros estudios investigativos que difieren de 
dicha posición.  
En cuanto a la cultura de paz, La Organización de las Naciones Unidas (ONU) la ha tomado 
atendiendo a las reflexiones que han conllevado lo que hoy se denomina como estudios para 
la paz, especialmente en lo que tiene que ver con la definición del término paz. Dentro de las 
Resoluciones que ella expide se pueden encontrar varias de las expedidas por la Asamblea 
General que hablan en ese sentido acerca de la cultura de paz, particularmente una de ellas.   
Entre las diferentes Resoluciones de la ONU, será la Resolución de la Asamblea General 
53/243 de 1999 que tiene una importancia vital para definir lo que se entiende, desde esta 
organización internacional, la cultura de la paz. Desde la parte considerativa de esta 
Resolución, se comienza a evidenciar la recopilación de lo que significa la paz cuando indica: 
“Reconociendo que la paz no sólo es la ausencia de conflictos, sino que también requiere un 
proceso positivo, dinámico y participativo en que se promueva el diálogo y se solucionen los 
conflictos en un espíritu de entendimiento y cooperación mutuos (…)” (ONU, 1999), y 
proseguirá para definirla en los siguientes términos: 
“Artículo 1 
Una cultura de paz es un conjunto de valores, actitudes, tradiciones, 
comportamientos y estilos de vida basados en: 
a) El respeto a la vida, el fin de la violencia y la promoción y la práctica de la no 
violencia por medio de la educación, el diálogo y la cooperación; 
b) El respeto pleno de los principios de soberanía, integridad territorial e 
independencia política de los Estados y de no injerencia en los asuntos que son 
esencialmente jurisdicción interna de los Estados, de conformidad con la Carta de 
las Naciones Unidas y el derecho internacional; 
c) El respeto pleno y la promoción de todos los derechos humanos y las libertades 
fundamentales; 
d) El compromiso con el arreglo pacífico de los conflictos; 
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e) Los esfuerzos para satisfacer las necesidades de desarrollo y protección del 
medio ambiente de las generaciones presente (sic) y futuras; 
f) El respeto y la promoción del derecho al desarrollo; 
g) El respeto y el fomento de la igualdad de derechos y oportunidades de mujeres y 
hombres; 
h) El respeto y el fomento del derecho de todas las personas a la libertad de 
expresión, opinión e información; 
i) La adhesión a los principios de libertad, justicia, democracia, tolerancia, 
solidaridad, cooperación, pluralismo, diversidad cultural, diálogo y entendimiento a 
todos los niveles de la sociedad y entre las naciones; y animados por un entorno 
nacional e internacional que favorezca a la paz” (ONU, 1999)2.  
Como puede desprenderse de esta definición, la cultura de paz implica mucho más que 
pensar solo en erradicar la violencia cultural, hay claras referencias a otras formas violentas 
que pueden atentar contra la paz: el respeto por la vida (violencia directa), la defensa de la 
soberanía de los Estados (paz democrática), el respeto y promoción de los derechos humanos 
y las libertades fundamentales, arreglo pacífico de los conflictos, protección del ambiente, 
igualdad de derechos y oportunidades de mujeres y hombres (paz positiva, paz ambiental, 
paz feminista, paz imperfecta, paz neutra), etc. Por tanto, la ONU ha entendido que la cultura 
de la paz comprende una amplia gama de valores o comportamientos, que si bien pueden 
tener una clara referencia a elementos esenciales de toda cultura para desarrollar la paz, lo 
cierto es que no están vinculados a una sola forma de violencia, sino que busca hacer frente a 
todas las formas de expresión de ésta.  
Asimismo, se encuentran un conjunto de investigadores para la paz que definen la cultura de 
paz de una manera más amplia, no solo centrándola como remedio de una violencia en 
particular, sino generalizándola como forma de solución a todo tipo de violencia, como una 
cultura, por supuesto, pero enfocada a la eliminación, erradicación de todo tipo de forma 
violenta que se presente en el mundo.  
Para Tuvilla (2004), la cultura de paz, como momento cumbre del concepto de paz, 
constituye: 
“La Cultura de paz es un concepto síntesis que encuentra en los derechos humanos 
su esencia básica y que se define como el conjunto de valores, actitudes, 
tradiciones, comportamientos y estilos de vida que inspiran una forma constructiva 
y creativa de relacionarnos para alcanzar –desde una visión holística e imperfecta 
de a paz- la armonía del ser humano consigo mismo, con los demás y con la 
naturaleza.  
                                                          
2
 Existen varias Resoluciones de la Asamblea General de la ONU adicionales que tratan el tema de la cultura 
de paz, entre ellas: Resoluciones 50/173 de 1996, 51/101 de 1997, 52/191 de 1997, 52/15 de 1998, 53/25 de 
1998, 53/243 de 1999, 61/45 de 2006, etc.  
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(…) La cultura de paz es por esencia una construcción social basada en los derechos 
de las personas que exige un análisis profundo de las causas de la violencia en 
todas sus manifestaciones y el modo inmoral de operar sobre un concepto 
elaborado de lo que se entiende por ser humano que a lo largo de la historia ha 
influido en la creación del grupo como un hecho diferencial (…)” (Tuvilla, 2004; 11-
55).  
Para Castaño (2013), la cultura de paz será: 
“(…) consiste en una cultura del conflicto constructiva, y en el control de las pasiones 
mediante interdependencias (que quienes eran enemigos tengan que depender 
mutuamente en sentido económico o político por ejemplo, para evitar el 
unilateralismo, contribuir a un comportamiento cooperativo e incrementar los costos 
de volver a la confrontación armada). La cultura de paz entonces es concebida como 
la característica de un orden pacífico consolidado” (Castaño, 2013; 93).  
Por otra parte, y finalmente, para Jiménez y Jiménez (2014) esta corresponde a: 
“La Cultura de paz es el conjunto de valores, actitudes y comportamientos que 
reflejan el respeto a la vida, a la persona humana y a su dignidad, a todos los 
derechos humanos, el rechazo de la violencia en todas sus formas y la adhesión a los 
principios de libertad, justicia, tolerancia y solidaridad, así como la comprensión 
tanto entre los pueblos como entre los grupos y las personas” (Jiménez y Jiménez, 
2014; 159).  
En ese orden de ideas, la cultura de paz es indudablemente más amplia que la mera 
asociación de ella a la ausencia o prevención de violencia cultural, incluye todos los conceptos 
vistos anteriormente, por lo que se erige como una categoría analítica que engloba la 
evolución del concepto de paz, en ella están condensadas las paces que constituyen la forma 
más aceptada del concepto que se ha referido con precedencia en este punto (paz directa, 
paz estructural y paz cultural) y todas las que han sido desarrolladas por otras corrientes de 
pensamiento a partir de ellas (paz feminista, paz ambiental). 
Esta cultura de paz debe ser entendida como una de las grandes concreciones de los estudios 
para la paz, especialmente, para este caso, por recopilar la construcción conceptual que ha 
existido en ella acerca de paz. Ello es especialmente relevante si se tiene en cuenta que la 
ONU ha reconocido a través de ella el importante debate teórico que supone definir la paz.  
Sin embargo, no quiere indicar lo anterior que las Resoluciones expedidas por la Asamblea 
General de la ONU tengan fuerza vinculante con los Estados miembros, es decir, que sean de 
obligatorio cumplimiento, puesto que ellas funcionan más como recomendaciones que 
deberían seguir los Estados, y especialmente para el caso de los tribunales de justicia, cuando 
no hagan parte del bloque de constitucionalidad, serán pautas hermenéuticas o 
interpretativas para resolver los casos, más no criterios legales obligatorios en la decisión.  
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Las reflexiones realizadas por los estudios para la paz, especialmente las que se han recogido 
acerca del concepto de paz, y la concreción de la paz como una finalidad de los instrumentos 
internacionales de derecho, y el reconocimiento de la cultura de paz en estos mismos 
escenarios internacionales, ha conllevado a que desde diferentes sectores se comience exigir 
el reconocimiento internacional de un derecho humano a la paz, lo cual implica que la paz 
debe ser entendida, viendo toda la construcción que precede en este punto como ausencia 
de todo tipo de violencia), y además, como un derecho humano, es decir, como un derecho 
que es fundamental para todos y todas, inherente, y vinculado directamente a la dignidad 
humana, pues la paz es el único escenario en donde ella puede garantizarse. 
Esta forma de concretar todo lo que se ha establecido en esta primera parte, es realmente 
ambiciosa y loable, pues en realidad no solo reconocería esta evolución conceptual, sino que 
incidiría directamente en la exigibilidad del mismo al interior de los Estados, y la base 
fundamental de la cual parte es de la cultura de paz; sin embargo, la resistencia de 
concretarlo en el ámbito internacional continua aun hoy día, lo que ha impedido que sea 
declarado como derecho humano. 
Y es posible explicar esta reticencia de concretar la paz como derecho humano, a partir de la 
economía que se ha creado alrededor de la guerra, lo cual no solo puede verse como un 
antecedente de la conformación del Estado moderno (Heller  1961, 147), sino que hoy día, 
muchos Estados industrializados y desarrollados tienen centrada su economía en el desarrollo 
armamentístico, y se supondría que la concreción de un derecho de esta índole implicaría el 
desarme gradual y la eliminación definitiva de la guerra. El establecimiento de un derecho 
humano a la paz implicaría la reformulación total de todas las políticas estatales, para 
enfocarlas a medios pacíficos, además que desestabilizaría la economía sustentada en la 
guerra que es realmente ampliamente practicada por superpotencias, y que tiene su 
contrapartida en los países en vías de desarrollo que destinan gran parte de su PIB en temas 
militares. ¿Es posible, entonces, crear una economía en torno a la paz? Por supuesto que sí, 
un Estado que se encamine más en una economía de paz que de guerra, tendrá muchas más 
posibilidades de ser viable en materia de justicia, sociedad, cultura, etc. 
Ello es posible vincularlo al caso colombiano, debido a que existe una explicación académica 
acerca de la permanencia del conflicto armado colombiano que presenta Nazih Richani 
(2003), explicación seguida por Hernández (2009), en la cual se indica que el sistema de 
guerra está formado por: 1). El fracaso de las instituciones y de los mecanismos políticos para 
mediar conflictos; 2). Un nivel de éxito de los antagonistas adaptándose al conflicto, al 
establecer una “economía política positiva” que les permite considerar la guerra como la 
mejor opción disponible por el equilibrio de poder y los altos costos de la paz; y 3). Un 
equilibrio de fuerzas de los actores en conflicto que da como resultado un impasse cómodo 
(Hernández, 2009; 182).  
No obstante los obstáculos descritos, en el ámbito internacional se han empleado diferentes 
herramientas para lograr que este nuevo derecho humano a la paz sea positivizado en los 
instrumentos internacionales, de las cuales se pueden resaltar dos: la primera, es la 
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visualización de la importancia que tiene la paz en el derecho internacional, y la segunda, los 
debates académicos que sientan un precedente al respecto, como lo es la Declaración de 
Luarca de 2006, las cuales se desarrollan a continuación.  
En el derecho internacional, se encuentran una amplia variedad de instrumentos que hacen 
alusión a la paz; solo por poner un ejemplo, pues esto será desarrollado con más profundidad 
para resolver el problema de investigación, para el caso de la ONU se encuentra que en la 
Carta de las Naciones Unidas del 26 de junio de 1945 (instrumento que le dio origen) indica 
dentro de su preámbulo las finalidades de “(…) practicar la tolerancia y a convivir en paz 
como buenos vecinos” y “a unir nuestras fuerzas para el mantenimiento de la paz y la 
seguridad internacionales” (ONU, 1945), y dentro de su articulado, en el artículo 1 (propósitos 
de las Naciones Unidas), señala en sus numerales 1 y 2 los siguiente: 
“1. Mantener la paz y la seguridad internacionales, y con tal fin: tomar medidas 
colectivas eficaces para prevenir y eliminar amenazas a la paz, y para suprimir 
actos de agresión u otros quebrantamientos de la paz; y lograr por medios 
pacíficos, y de conformidad con los principios de la justicia y del derecho 
internacional, el ajuste o arreglo de controversias o situaciones internacionales 
susceptibles de conducir a quebrantamientos de la paz; 
2. Fomentar entre las naciones relaciones de amistad basadas en el respeto al 
principio de la igualdad de derechos y al de la libre determinación de los pueblos, y 
tomar otros medidas adecuadas para fortalecer la paz universal (…)” (ONU, 1945)3.  
Y a continuación, en su artículo 2, para dar cumplimiento a estos propósitos señala en los 
numerales 3 y 6, en función de garantiza la paz, indica que las controversias internacionales 
que surjan entre Estados miembros de la Organización deberán ser resueltas por medios 
pacíficos “de tal manera que no se pongan en peligro ni la paz y la seguridad internacionales 
ni la justicia” (numeral 3, artículo 2, Carta de la ONU, 1945), y en el numeral 6 del artículo 
referenciado, indicará que “La Organización hará que los Estados que no son Miembros de las 
Naciones Unidas se conduzcan de acuerdo con estos Principios en la medida que sea 
necesaria para mantener la paz y la seguridad internacionales” (numeral 6, artículo 2, Carta 
de la ONU, 1945). Asimismo, la Carta de las Naciones Unidas considera que solo pueden ser 
miembros de ésta los Estados que cumplan las obligaciones allí contenidas, pero que además 
sean amantes de la paz (Artículo 6). 
Por otra parte, la Carta designa a la Asamblea General de la ONU la competencia para decidir 
los temas relativos a paz, ya sea, por ejemplo, el mantenimiento de la misma o llamados de 
atención de situaciones que la ponen en riesgo (artículo 11), aunque será función primordial 
del Consejo de Seguridad de la ONU el mantenimiento de la paz (artículo 24). Otros artículos 
importantes y relativos a la paz pueden ser: el arreglo pacífico de las diferencias de los 
Estados miembros (artículo 33); investigación por parte del Consejo de Seguridad de toda 
situación que pueda atentar contra la paz (artículos 34 y 39); convenios u organismos 
                                                          
3
 Negrilla fuera del texto original.  
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regionales que tengan finalidad de paz (artículo 52); uso de la fuerza para restablecer la paz 
(artículo 42, 51); paz en territorios no autónomos (artículo 73).  
Como puede verse, en el sistema universal de Derechos Humanos, al menos la carta que dio 
origen a la ONU tiene fuerte interés en la garantía de la paz como elemento fundamental en 
el mundo, en las relaciones internacionales entre los Estados y para los seres humanos, 
aunque habrá que formularnos la pregunta de: ¿a qué clase de paz se refiere este 
instrumento?, pues recuérdese que fue expedido durante el período de prevalencia de la paz 
negativa, es decir, pareciera que se referiría a un concepto guerrerista; sin embargo, para dar 
interpretaciones armónicas debe tenerse presente que la cultura de paz hoy se convierte en 
un concepto integrador de los avances teóricos de lo que significa paz, por lo que debe ser 
tenida en cuenta como guía interpretativa para darle significado a la paz, ello implica, que la 
paz concebida inicialmente en la Carta que da origen a la ONU no puede ser entendida como 
la mera ausencia de guerra, aunque parece que ella es la forma mayoritaria en ese contexto, 
pues el uso de la fuerza para mantenerla o restablecerla es una clara evidencia al respecto.  
Ahora bien, aunque en la Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948  no tiene 
una concreción directa de la paz como derecho, debe indicarse que ella sí está inspirada en la 
dignidad humana, concepto relacionado directamente con los DDHH, como base fundamental 
para la obtención de la paz; indica la Declaración en su preámbulo “Considerando que la 
libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por base el reconocimiento de la dignidad 
intrínseca y de los derechos iguales e inalienables de todos los miembros de la familia 
humana”.   
Adicionalmente se cuenta con una importante Declaración de la Asamblea General de la 
ONU, adoptada en su Resolución 39/11 del 12 de noviembre de 1984 denominada: 
Declaración sobre el derecho de los pueblos a la paz.  En ella se reafirma la esencia que guía la 
existencia de la ONU como es el mantenimiento de la paz y la voluntad y aspiración de todos 
los pueblos de eliminar la guerra (resaltando el hecho de la fuerza nuclear), por lo que 
consagrará: 1). El deber de los Estados de garantizar el derecho a la paz de los pueblos; 2). Es 
obligación fundamental de todo Estado proteger el derecho a la paz y fomentar su 
realización; 3). La política de los Estados debe estar centrada en la eliminación de la guerra y 
la prevalencia de soluciones pacíficas sobre el uso de la fuerza; y 4). Hacer un llamado a todos 
los Estados y Organizaciones internacionales a contribuir al ejercicio de todos los pueblos a la 
paz (ONU, 1984).  
Por tanto, es posible concluir que en el derecho internacional, universal o general por así 
decirlo, se observa que la paz en general y el derecho de la paz en particular, guía las 
relaciones entre Estados y es esencial tanto a nivel internacional como a nivel interno en los 
Estados al punto de considerarlo un derecho que debe ser observado por ellos, por lo tanto, 
la paz como un valor esencial del derecho internacional es innegable, mucho menos, en 
consecuencia, el derecho a esta.   
En nuestro escenario regional también existen referencias a la paz como eje fundamental de 
las relaciones entre Estados, entre las cuales se resaltan las siguientes:  
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1). La Carta de Organización de los Estados Americanos (1948), que en su preámbulo 
señala a la paz como anhelo, y a la democracia y  la organización jurídica como 
condición para la paz; señala a la paz como razón de la consagración de la Carta 
(art.1); como propósito esencial de la OEA (art.2, núm. 1); la justicia y la seguridad 
como principios de la OEA para lograr una paz duradera (Art. 3, literal j.) y la 
orientación de la educación hacia la paz, la justicia y la libertad (Art. 3 literal n.); la paz 
como condición necesaria para la plena realización de las aspiraciones de la personas 
(art. 45).  
2). Protocolo adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en 
materia de derechos económicos, sociales y culturales "protocolo de san salvador" 
(1988), en donde que el derecho a la educación debe encaminarse a la paz, entre 
otros, y a la capacitación de actividades tendientes al mantenimiento de la paz (art. 13 
núm. 2).  
Por otra parte, se han dado dos intentos fuertes para consolidar el derecho humano a la paz 
en materia internacional: 1). La Declaración de Oslo, y 2). La Declaración de Luarca de 2006; 
aunque ninguna de ellas dos ha sido ni aprobada, ni adoptada formalmente, pues en ambos 
casos se trató de proyectos, constituyen valiosos aportes al camino del establecimiento de la 
paz como derecho humano.  
1). Declaración de Oslo de 1997. Aunque de esta declaración alcanzó a existir un debate en la 
29 Conferencia General de la UNESCO, ella no fue finalmente aprobada, pero contienen 
importantes aportaciones a la paz como derecho humano, o al menos son un claro 
antecedente para lograrlo; el proyecto increíblemente recogió la fórmula de la Constitución 
de 1991 de considerar a la paz tanto un derecho como un deber, y consagró a la cultura de 
paz como medio para alcanzarlo, y además implementó la concepción de paz como ausencia 
de violencia en todas sus manifestaciones. El texto constaba de 3 artículos, que indicaban: 
“Artículo 1: La paz como derecho humano  
a) Todo ser humano tiene un derecho a la paz que es inherente a su dignidad de 
persona humana. La guerra y cualquier otro conflicto armado, la violencia en todas sus 
formas y cualquiera que sea su origen, así como la inseguridad de las personas son 
intrínsecamente incompatibles con el derecho humano a la paz.  
b) Todos los Estados y los demás miembros de la comunidad internacional deben 
garantizar, respetar y aplicar sin discriminación alguna el derecho humano a la paz, 
tanto en el plano interno como en el plano internacional.  
Artículo 2: La paz como deber  
a) Todo ser humano, todos los Estados y los demás miembros de la comunidad 
internacional y todos los pueblos tienen el deber de contribuir al mantenimiento y a la 
construcción de la paz, así como a la prevención de los conflictos armados y de la 
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violencia en todas sus formas. Les incumbe en particular favorecer el desarme y 
oponerse por todos los medios legítimos a los actos de agresión y a las violaciones 
sistemáticas, masivas y flagrantes de los derechos humanos que constituyen una 
amenaza para la paz. 
 b) Habida cuenta de que las desigualdades, la exclusión y la pobreza pueden conducir 
a la violación de la paz internacional y de la paz interna, los Estados tienen el deber de 
promover y fomentar la justicia social tanto en su territorio como en el plano 
internacional, en especial mediante una política adecuada encaminada al desarrollo 
humano sostenible.  
Artículo 3: La paz mediante la cultura de paz  
a) La cultura de paz, cuyo fin es erigir todos los días mediante la educación, la ciencia y 
la comunicación los baluartes de la paz en la mente de los seres humanos, ha de ser el 
camino que conduzca a una aplicación mundial del derecho humano a la paz.  
b) La cultura de paz supone el reconocimiento, el respeto y la práctica cotidiana de un 
conjunto de valores éticos e ideales democráticos fundados en la solidaridad intelectual 
y moral de la humanidad” (Conferencia General 29 UNESCO de 1997) 
2). Declaración de Luarca de 2006. El 30 de octubre del año 2006 la Asociación Española para 
el Desarrollo y la Aplicación del Derecho Internacional de Derechos Humanos (AEDIDH) 
adoptó la Declaración de Luarca (Asturias) sobre el Derecho Humano a la Paz, fruto de 
seminarios regionales en donde se debatió el proyecto de una Declaración Universal del 
Derecho Humano a la Paz y como una iniciativa para la consagración de la paz como derecho 
humano en la ONU, aunque por el momento se constituye en un importante hito académico 
no vinculante a los Estados.  
En esta Declaración la definición del derecho humano a la paz es mucho más amplia, 
partiendo de reconocer que la paz no es solo la ausencia de conflictos armados, sino que 
también incluye el desarrollo económico, social y cultural de los pueblos, esta Declaración 
vincula a muchos más derechos en la realización del mismo; indicó esta Declaración:  
“Artículo 1. Titulares Las personas, los grupos y los pueblos tienen el derecho inalienable a una 
paz justa, sostenible y duradera. En virtud de este derecho, son titulares de los derechos 
enunciados en esta Declaración” (Declaración de Luarca, 2006)  
Y posteriormente enumeró como derechos que permiten la garantía del derecho humano a la 
paz los siguientes: Derecho a la educación en la paz y los derechos humanos, Derecho a la 
seguridad humana; Derecho a vivir en un entorno seguro y sano;  Derecho a la desobediencia y a 
la objeción de conciencia; Derecho a resistir y a oponerse a la barbarie; Derecho al refugio; 
Derecho a emigrar a establecerse pacíficamente y a participar; Ejercicio de las libertades de 
pensamiento, conciencia y religión; Derecho a un recurso efectivo; Derecho al desarme; Derecho 
al desarrollo y Derecho al ambiente sostenible.   
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En resumen, atendiendo a todo lo anterior, en materia internacional la paz es un valor 
universal y fundamental, vinculado directamente a la dignidad de las personas, lo que 
permite hablar de un derecho humano a la paz, no solo por los grandes intentos que se han 
impulsado para consagrarlo positivamente como tal, sino por la esencia misma de los 
instrumentos internacionales del que se desprende.  
1.4.2. Paz imperfecta 
Tal concepto fue introducido por el profesor Francisco Muñoz, en el sentido de señalar que la 
imperfección de la paz deviene en que, a pesar de gestionarse pacíficamente las 
controversias, ella convive con los conflictos y algunas formas de violencia (Muñoz, 2004: 
898), no es una paz total, ni está absolutamente presente en todos los espacios sociales, sino 
que convive con la violencia interpretando y tratando de regular el conflicto por la vía pacífica 
(Muñoz, 2004: 51).  
Tal visión nos invita a reflexionar sobre la paz no como un concepto que describe situaciones 
perfectas y perpetuas, sino que debe reconocerse que tal pensamiento es erróneo, pues ella 
coexiste con los conflictos y las diferentes manifestaciones de la violencia. De esa manera, la 
paz se humaniza puesto que representaría la complejidad de las características humanas que 
en ocasiones suponen unas claras contradicciones, pero además nos permite observarnos 
como actores siempre inmersos en procesos dinámicos e inacabados, ligados a la 
incertidumbre de la complejidad del universo (Muñoz, 2004: 898).  
Inicialmente Muñoz (2001) indicaría que la paz imperfecta constituiría un proceso ubicado 
entre la paz negativa y la paz positiva, por así decirlo, entre la ausencia de violencia y la 
justicia, pero también incluiría mucho más, puesto que Muñoz consideraba más preciso hablar 
de paces dada la existencia de múltiples espacios en donde se regulan pacíficamente los 
conflictos, pero aun así seguiría siendo más que la sumatoria de las anteriores paces (negativa 
y positiva), pues constituye la categoría teórica que  permitirá reconocerlas e interaccionarlas 
(Muñoz, 2001; 09).  
Para Tuvilla (2004), esta forma de entender la paz implica que ella no puede ser  considerada 
“como algo perfecto, acabado, perpetuo, sino como un proceso imperfecto, inacabado” 
(Tuvilla, 2004; 40), e incluso la considera una ruptura en el estudio de la paz, puesto que, al 
comparar la ruptura que generó la paz positiva al considerar la relación de la paz no con la 
guerra sino con la violencia, “la paz imperfecta señala un avance por cuanto si bien reconoce 
la imperfección de la condición humana, también percibe que nuestras relaciones están 
caracterizadas por decisiones y acciones guiadas, la mayoría de las veces, por la regulación 
pacífica o noviolenta de los conflictos” (Tuvilla, 2004; 41), 
1.4.3. Paz neutra 
Esta forma de paz se encuentra enfocada en la superación de la violencia cultural o simbólica, 
por lo que sus racionamientos parten básicamente de buscar soluciones pacíficas a ésta. En el 
orden en que se expone la evolución del concepto de paz, la paz neutra supone la 
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complementación a los modelos de paz negativo y paz positiva dando como resultado 
posteriormente la cultura de paz (Sánchez, 2009; 121).  
Es de aclarar que la complementación que se hace de la paz positiva, se realiza en el sentido 
lato en que se entiende normalmente esta forma de paz, es decir, complementa la visión 
netamente de violencia estructural que trae consigo para agregar la violencia cultural, al 
menos es la idea mayoritaria de las investigaciones sobre la paz. No obstante, este trabajo se 
aparta de esta visión, considerando que la forma de conceptualizar la paz (paz positiva) parte 
de un sentido amplio, es decir, que abarca todas las formas de violencia, no solo la directa y la 
estructural, sino que incluye todos los modelos propuestos por Galtung sobre violencia, 
siendo en consecuencia la paz neutra, un modelo que desarrolla profundamente la violencia 
cultural o simbólica la cual fue formulada por Galtung en 1989. 
Ahora bien, para Jiménez (2011), en realidad la paz neutra aunque debe ser considerada 
como una forma de encarar la violencia cultural, lo que pretende principalmente es la 
neutralización de los conflictos, y con ello mediar y eliminar esta forma de violencia, por lo 
que no solo se queda en el escenario descriptivo (Jiménez, 2011; 167); las herramientas que 
utilizará este forma de paz para lograr todo supone emplear el diálogo, la no violencia, la 
regulación pacífica de los conflictos (Jiménez, 2004; 171).  
Para Jiménez y Jiménez (2014), esta forma de entender la paz corresponderá a la fase de 
especialización de los estudios para la paz, en donde se comienza a realizar la “intersección 
de las disciplinas, en el punto de confluencia de dos dominios especializados de disciplinas 
diferentes” (Jiménez y Jiménez, 2014; 156). 
Uno de los grandes teóricos que ha aportado a la construcción y desarrollo de esta forma de 
paz es el investigador para la paz Francisco Jiménez Bautista, quien tiene varios postulados 
que describen las bases fundamentales que la sustentan, los cuales se exponen a 
continuación.  
En primer lugar, Jiménez parte de la aseveración de afirmar que no existe la neutralidad en el 
mundo, así como tampoco existe la objetividad en él, planteamiento que recogerá de Johan 
Galtung cuando indica que el mundo no es neutral, por lo cual, los hechos no pueden ser 
divididos normalmente entre buenos y malos (Jiménez, 2011; 165) 
Lo anterior nos indicaría que todo tiene una posición respecto de un punto en específico; en 
los seres humanos conllevaría a una forma de pensar acerca de determinado fenómeno, no 
existe en realidad una neutralidad para acercarse al mismo, pues la objetividad tampoco 
existe en este escenario. Así las cosas, no existen ni personas ni sociedades neutras, por lo 
cual, esta será la finalidad primordial de esta clase de paz: buscar “neutralizar los espacios, los 
signos, los mitos, las identidades, etc., de violencias culturales y simbólicas” (Jiménez, 2011; 
165) 
En segundo lugar, esta forma de paz tiene una clara remisión al multi-inter-transculturalismo 
(paz multi-inter-transculturalista), considerando que este paradigma de paz neutra puede 
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contribuir al mejoramiento de las relaciones intra e intersociales, es decir, al interior de la 
propia cultura y entre diferentes cultura o sociedades (Jiménez, 2011; 166).  
Lo que precede conllevaría a un tercer fundamento, y es que Jiménez (2011) sostiene que la 
neutralidad debe constituir la base de toda relación social, puesto que ello implica el respeto 
del otro, lo cual conduce a que las diferentes formas de violencia se eliminen (Jiménez, 2011; 
166).  
1.5. Conclusiones preliminares 
Como se puede concluir a partir de todo lo referenciado, la paz no tiene un concepto estático, 
mucho menos singular. La paz significa todo lo que se ha visto en este recuento teórico, 
porque es en realidad un concepto acumulativo, es decir, que se va enriqueciendo con los 
diferentes estudios que se centran en ella, pero ese avance investigativo no implica la 
negación o eliminación de las demás formas de entender la paz, no significa que ellas dejen 
de ser vigentes solo implica que debe existir una armonía con todo lo que se ha trabajado al 
respecto.   
Lo anterior se explica porque la paz es un todo y no solo un hecho singular: es ausencia de 
guerra, es ausencia de violencia (en sus tres formas), es la garantía de estructuras más 
benéficas para los derechos de los asociados, es paz con el ambiente, es tener paz consigo 
mismo, es todo eso y seguramente muchísimo más, lo cual es necesario que se vaya 
descubriendo por parte de todas y todos.  
No es por tanto un estado único, un contexto exclusivo de violencia que se repute como el 
general, es decir, en la forma tradicional, no es solo la ausencia de guerra. Definiciones que se 
defiendan como únicas y totalmente plausibles están condenadas al fracaso, puesto que se 
debe reconocer   
En ese orden de ideas, es muy complejo y realmente difícil trabajar con una única definición 
de lo que significa paz, una definición que sea general y universal para todo y para todas y 
todos,  
Los estudios para la paz no tienen exclusivamente un programa centrado en el aspecto 
conceptual de la paz, si bien puede decirse que ello es acertado en sus orígenes, lo cierto es 
que la evolución del concepto paz, ha conllevado a que estos estudios pretendan más 
implicaciones políticas y jurídicas para la paz, como es el hecho de concebirla como un 







CAPÍTULO II. LAS CONVERGENCIAS TEÓRICAS E HISTÓRICAS DEL ESTADO, EL DERECHO Y 
LA PAZ 
«La guerra nunca desaparece porque ha presidido el nacimiento de los Estados: el 
derecho, la paz y las leyes han nacido en la sangre y el fango de batallas y rivalidades que 
no eran precisamente —como imaginaban filósofos y juristas— batallas y rivalidades 
ideales. La ley no nace de la naturaleza, junto a las fuentes a las que acuden los primeros 
pastores. La ley nace de conflictos reales: masacres, conquistas, victorias que tienen su 
fecha y sus horroríficos héroes; la ley nace de las ciudades incendiadas, de las tierras 
devastadas; la ley nace con los inocentes que agonizan al amanecer. 
Todo esto no significa, empero, que en esta guerra la sociedad, la ley y el Estado sean una 
especie de armisticio o la sanción definitiva de las victorias. La ley no es pacificación, 
porque detrás de la ley la guerra continúa encendida y de hecho hirviendo dentro de todos 
los mecanismos de poder, hasta de los más regulares. La guerra es la que constituye el 
motor de las instituciones y del orden: la paz, hasta en sus mecanismos más ínfimos, hace 
sordamente la guerra. En otras palabras, detrás de la paz se debe saber descubrir la 
guerra; la guerra es la clave misma de la paz. Estamos entonces en guerra los unos contra 
los otros: un frente de batalla atraviesa toda la sociedad, continua y permanentemente, 
poniendo a cada uno de nosotros en un campo o en otro. No existe un sujeto neutral. 
Somos necesariamente el adversario de alguien».  
Michel Foucault, Genealogía del racismo. De la guerra de razas al racismo de Estado. pág. 59 
2. Estado y paz  
Establecido el recuento conceptual de lo que significa paz, es posible que a partir del mismo 
se estudien los diferentes escenarios en los que se ha hablado de ella. Uno de esos escenarios 
es el que busca evidenciar esta segunda parte de esta investigación. En ella se pretende 
comprobar, en primer lugar, la importancia que ha tenido la paz en las reflexiones, 
teorizaciones y concreciones en torno a la organización denominada Estado.  
Asimismo, se pretende, en segundo lugar, a través de ese recuento de ideas, de concreciones, 
de historia del Estado, se vincule el Derecho en ese recuento, puesto que como se podrá 
observar, será uno de los medios principales para garantiza la paz en los Estados, siendo la 
historia de ambos coincidente en muchos aspectos si se reflexiona a partir de la paz. 
En ese orden de ideas, y como se ha venido destacando, la reflexión acerca del tema de la paz 
ha sido una constante humana, no circunscrita a una disciplina o ciencia en particular, sino a 
todas.  Ello implica que construcciones como el Estado y el Derecho tiene también un punto 
de encuentro con el tema de la paz, punto especial de reflexión de ellos para lograr sus 
postulados fundamentales, ya sea como medio o como fin en sí mismo.  
Por ejemplo, si se analiza la cita con que se abre este apartado, de Michel Foucault, es posible 
concluir que es realmente devastadora, no solo porque provenga de uno de los autores más 
prolíficos y citados de las ciencias sociales, sino debido a lo que ella envuelve: la guerra es el 
real origen de todo, no la paz. Ello es perfectamente comprensible si se tiene en cuenta que 
los planteamientos respecto al Estado y el Derecho tiene predominantemente una base que 
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parte de la concepción negativa de la paz: la paz es ausencia de guerra, en donde como se vio 
en la primera parte, la guerra es el elemento esencial definitorio y no la paz en sí misma. 
Sin embargo, el ejercicio que se defiende es el de resaltar la paz como mecanismo generador 
del Estado, y del Derecho como herramienta principal para ello, y si bien es cierto que la 
guerra y la violencia han motivado, lastimosamente, avances en estas dos estructuras, debe 
verse que la paz, como concepto vinculado a ellos, también puede resaltarse como  elemento 
que supuso avances importantes en ellos, viéndose como un fenómeno mucho más amplio 
que la guerra, se refiere a ella es cierto, pero no es posible fijar su definición exclusivamente 
en ella.  
Todo lo anterior estará encaminado a concluir, que la paz como concepto global, amplio, 
acumulativo, no como una definición exclusiva y singular, ha jugado un rol primordial en la 
conformación del Estado y del Derecho, siendo este último una de los principales medios para 
alcanzarla, y que, aunque no se puede negar que la guerra y sus consecuencias negativas ha 
traído consigo impactos en el desarrollo de ellos, lo que en realidad genera las concreciones 
jurídicas y avances en éstos es la necesidad de paz y el hastío de la guerra, aunque esta última 
aun subsista como vía principal para alcanzar a la primera.  
Por tanto, esta segunda parte cuenta de dos herramientas primordiales: 1). Una 
reconstrucción teórica acerca de la relación del Estado, el Derecho y la paz; y 2). Un recorrido 
histórico del surgimiento del Estado y el Derecho en donde se también se observa su relación 
con la paz.  
2.1. Ideas en torno al Estado y la Paz (pensamiento político).  
"Soldados, hierro, plata y pan; he aquí el nervio de la guerra; de 
entre estos cuatro objetos, los dos primeros son los más necesarios, 
puesto que con soldados y hierro se encuentra pan y plata, en tanto 
que con plata y pan no se encuentran ni hierro ni soldados" 
 
Nicolás Maquiavelo, El arte de la guerra 
“Se ha dado a la guerra misma una interior dignidad, y hasta ha habido filósofos que la 
han encomiado como una honra de la Humanidad, olvidando el dicho de aquel griego: 
«La guerra es mala porque hace más hombres malos que los que mata.» Basta lo dicho 
acerca de lo que hace la Naturaleza para conseguir su fin propio, considerando a la 
Humanidad como una especie animal”. 
Emmanuel Kant, La paz perpetua 
En esta parte de la investigación, trataré de realizar un resumen de las ideas centrales que han 
rodeado al fenómeno estatal a lo largo de la concepción de éste. Luego, ello implicaría, 
inicialmente, acércanos a autores clásicos que han sido particularmente trascendentales para 
pensar acerca del Estado.  
Varios tratadistas han abordado el tema de la paz y el Estado, aunque debe advertirse que, 
aunque el Estado como concepción moderna no existía en el momento de algunas de estas 
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reflexiones, ello no implica que no existiera el mismo, solo significa que para esos momentos 
la figura del Estado era diferente en su entendimiento. Aunque es claro que es algo 
eurocéntrico, siguiendo a Marquartd (2011), representado su génesis en el absolutismo como 
centralización del poder, no puede desconocerse que existen fenómenos anteriores que 
sirven de base para tal proceso dentro de Europa, pero incluso fuera de ella en tiempos 
anteriores, como puede ser el caso del Estado egipcio antiguo.  
Sin embargo, sin opacar los invaluables aportes de estas formas previas al Estado Moderno 
occidental, se trabajará por ahora con autores clásicos que permiten ver las ideas principales 
de un Estado occidental como elemento garantizador de paz. 
El ejercicio que lo anterior implica, es acorde con las líneas de pensamiento de la filosofía 
política; para Norberto Bobbio (2010) la filosofía política se encarga de tres tipos de 
investigación: 1). La mejor forma de Gobierno; 2). Fundamento del Estado; y 3). La esencia de 
lo político (p.71). Por otra parte, Mejía (2013) plantea que la supremacía con que ha contado 
la filosofía analítica ha implicado que la filosofía política haya sido despolitizada, y solo se le ha 
asignado una papel de metarreflexión, no en cuanto a la realidad sino solo sobre el lenguaje 
político (p.18), por tanto, aunque este trabajo tenga un fuerte componente en el significado, 
lo cual podría implicar que se toma una visión reducida de la filosofía política, lo que se busca 
es que sus proposiciones se trasladen a las regulaciones legales, y que, por tanto, incidan 
directamente en la realidad social (mediante la existencia de la tutelabilidad del derecho a la 
paz), para lo cual se vale de muchas reflexiones teóricas en torno a la relación del Estado, el 
Derecho y la paz; resumiendo, aquí no se verá a la filosofía política solo como un regulador de 
conceptos, sino como una herramienta teórica capaz de generar transformaciones sociales.   
Según Botero (2005), citando a Van Parijs (1991), “(…) la filosofía política contemporánea (…) 
se ocupa de ejercer un escrutinio minucioso sobre las instituciones morales espontáneas más 
expandidas relativas a lo que para nosotros es justo o injusto, admirable o inaceptable, 
indignante o exaltante, en nuestra sociedad, con el fin de tratar de darles una formulación en 
forma de principios claros, sistemáticos y coherentes, que permitan alcanzar una situación de 
equilibrio reflexivo” (Van Parijs, según la citación hecha en Botero, 2005, 27-28). Así 
entendida, para Botero (2005) la “filosofía política es ante todo una empresa de aclaración y 
sistematización, y no de prescripción normativa (…) [e]s, hablando figuradamente, más una 
herramienta para evaluar opciones, que una fuente generadora de propuestas” (p.28). 
Aunque esta definición parece ser un poco limitada, lo cierto es que los trabajos en filosofía 
política pueden tener fuerte impacto en la realidad (Botero, 2005, 28), lo cual es más acorde 
con un papel activo que se le debería otorgar a ella, más que solo dejarla como un observador 
que evalúa y no actúa 
Para algunos teóricos una de las pretensiones fundamentales de la filosofía política es la de 
vincular sus debates a los asuntos de la sociedad internacional, siendo el problema 
fundamental de esta última la guerra y la paz (Truyol, 1979, 47); no obstante, ello debe ser 
ampliado, pues aquí no se da una prevalencia exclusiva a asuntos netamente internacionales, 
ya que tanto la guerra como la paz también operan como fenómenos internos (al interior de 
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los Estados y al interior de las personas), por lo que se estudiarán la paz y la guerra como 
elementos amplios sin atender a un contexto específico de su gestación, pero dándole un 
lugar especial a la paz en esta reflexión.  
En ese orden de ideas, es posible distinguir en la filosofía política dos tendencias que vinculan 
la guerra y la paz con la relación tripartita de Estado, Derecho y paz, y que pueden ser situadas 
en extremos diferentes: 1). Una corriente que denominaré de guerra o de la violencia, que se 
centra en la lucha, la violencia y la guerra como fuente de esta triple relación, y que en 
algunos casos pretende la solución de los conflictos a través de la guerra (Schmitt); esta 
corriente abarcaría autores como Maquiavelo, Marx, Weber y Schmitt, entre otros; y 2). Una 
línea de pensamiento pacífica, que aunque no pretende la eliminación total de la guerra, ella 
se encuentra limitada y no es la fuente primordial de esta relación trilemática, y se encuentra 
encaminada para que al final de las reflexiones se busquen herramientas para la consecuente 
eliminación de la guerra (Kant).  
Por tanto, tal y como se realizó en la reconstrucción conceptual que se basó en herramientas 
teóricas elaboradas desde el pacifismo, analizaré aquí brevemente las ideas centrales de los 
autores que se enmarcan en la segunda línea de pensamiento, la da un lugar principal a la paz, 
y que abarcará, entre otros, autores clásicos como: Agustín de Hipona, Tomás de Aquino, 
Marsilio de Padua, Thommas Hobbes, Jean Jacques Rousseau y Emmanuel Kant; todos ellos 
enfocados desde la perspectiva de la importancia de la paz, así tengan relaciones claras con la 
guerra.  
2.1.1. Agustín de Hipona 
Agustín de Hipona se toma como primer autor por la relevancia de su obra y por la clara 
relación de ella con la paz.  
No obstante, no debe perderse de vista que existen importantes ideas en las reflexiones del 
Estado anteriores, lo cual es posible comprobar en filósofos como Sócrates, Platón y 
Aristóteles, quienes influirán mucho en los trabajos que se desprenden sobre el Estado en la 
Edad Media, dado que como se sabe, estos filósofos griegos son rescatados en este período, 
por lo que sus ideas serán referente principal para los autores del Medioevo. Indica en ese 
sentido Mejía (2013), que “El modelo ético católico, cuya máxima expresión se concreta en la 
escolástica medieval, es la cristalización de la ética griega. Primero, con Agustín (siglo IV) y 
más tarde con Tomás de Aquino (siglo XIII), Platón, Aristóteles y elementos aislados del 
estoicismo y el epicureísmo, se yerguen eclécticamente como los pilares donde la ética 
católica habría de sustentar su estructura fundamental” (Mejía, 2013; 69). 
Del pensamiento medieval (aprox. Del S. V al XV), la obra de Agustín de Hipona es la primera 
de gran trascendencia en materia política, y sin duda alguna, en materia de paz. Su obra 
principal, para los objetivos de este apartado, es La ciudad de Dios (412-426). En ella, y por lo 
que más se le conoce, Agustín de Hipona hace una comparación entre 2 clases de ciudades; la 
primera, la ciudad de Dios, la cual se encuentra sustentada en la religión cristiana, o más 
concretamente en la fe, la que sigue los preceptos de Dios; por otra parte, en segundo lugar, 
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está la ciudad terrenal humana, esto es, la ciudad pagana, la que no sigue la fe. Empero, no 
obstante que se hable de dos ciudades como realidades materiales, lo cierto es que “a ojos 
humanos, ambas ciudades son constructos abstractos, en el sentido de no referirse a ninguna 
asociación especificable (…) Todas las ciudades humanas contienen ambas ciudades: sólo en el 
juicio final se separará a los justos de los injustos” (Chuaqui, 2005, 280).  
Asimismo, aunque este tratado monumental tiene un sinnúmero de temas, se puede 
considerar que la idea principal de este texto es la de demostrar la mayor eficacia de la ciudad 
cristiana frente a la pagana; pero ello también incluye importantes reflexiones frente al 
Estado, el Derecho y la paz, lo cual analizará a partir de la invasión al Imperio Romano en 410 
por parte de los Visigodos, comandados por Alarico I, lo cual podría llegar a explicarse al 
seguimiento mayoritario de preceptos propios de la ciudad pagana y no de la ciudad de Dios. 
Entre estas dos ciudades, para este autor solo una puede hablar realmente de garantizar la 
paz, la paz última por así decirlo, y ella es la ciudad de Dios; esta ciudad celestial es la única 
que tiene como finalidad la paz eterna en la tierra, pues ella parte del respeto de la diversidad, 
que aunque no se refiere explícitamente a la diversidad religiosa, sí hace alusión a la 
aceptación de costumbres y leyes diversas, expresado esto en palabras del autor “Esta ciudad 
celeste, durante el tiempo de su destierro en este mundo, convoca a ciudadanos de todas las 
razas y lenguas, reclutando con ellos una sociedad en el exilio, sin preocuparse de su 
diversidad de costumbres, leyes o estructuras que ellos tengan para conquistar o mantener la 
paz terrena. Nada les suprime, nada les destruye. Más aún, conserva y favorece todo aquello 
que, diverso en los diferentes países, se ordena al único y común fin de la paz en la tierra. Sólo 
pone una condición: que no se pongan obstáculos a la religión por la que —según la enseñanza 
recibida— debe ser honrado el único y supremo Dios verdadero” (Hipona, 2005; 368-369). Por 
tanto, esta ciudad de fe, partiría de la construcción pacífica desde la aceptación de la 
diversidad, siendo, al parecer, una condición indispensable para alcanzar la paz, lo cual es 
también un antecedente de posturas modernas de entender la paz como algo multi-inter y 
transcultural. 
La concepción de paz, sin embargo, es mucho más compleja en este autor, pues él hace 
referencia a dos clases de ellas, que parten precisamente de la diferenciación entre las dos 
ciudades enunciadas, y que por consiguiente, serán presentadas como como diferentes, 
siendo ellas: la paz terrena y la paz eterna. Como se pudo observar, en el párrafo anterior, la 
ciudad celestial se encuentra encaminada a la paz eterna, la finalidad real que hay que 
alcanzar, para comprenderla hay que separarla de la paz terrena, fin de la ciudad terrenal, por 
lo que ellas constituyen los caminos que toman las dos ciudades que presenta San Agustín, 
quien considera que “Toda utilización de las realidades temporales es con vistas al logro de la 
paz terrena en la ciudad terrena. En la celeste, en cambio, mira al logro de la paz eterna” 
(Hipona, 2005; 363). Otra traducción habla de la utilización de las cosas temporales, 
refiriéndose, al parecer, a las realidades de esta vida terrenal, que son consumibles y no 
eternas, son temporales y no, por ejemplo, como el alma, la cual en esta línea de pensamiento 
cristiana afirma que es eterna. La otra traducción indica: “Todo el uso de las cosas temporales 
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en la ciudad terrena se refiere y endereza al fruto de la paz terrena, y en la ciudad celestial se 
refiere y ordena al fruto de la paz eterna” (Hipona, 1796, 399). 
Por consiguiente, para estas dos formas de ciudades, la paz partirá de supuestos diferentes; 
para la ciudad pagana, la terrenal, la que no vive de la fe, la paz será entendida como 
concordia, el ejercicio del poder está encaminado a la unificación, la unión, la concordia entre 
las voluntades que debe existir respecto de asuntos terrenales; pero para la ciudad de Dios, la 
basada en la fe, la paz parte de este mismo precedente, pero solo hasta que “pasen las 
realidades caducas que la necesitan” (Hipona, 2005; 368). Es decir, la paz eterna, a la que 
pretende la ciudad de la fe, es algo relacionado con la trascendencia a las condiciones que 
generan la paz terrenal, es una emancipación de lo terreno, es la superación de las 
condiciones terrenales, por lo que Agustín la considera como una paz perfecta, la cual es el 
único y real fin de todo.  
En definitiva, la paz para Agustín de Hipona implicará el encausamiento de las ideas de la paz 
terrenal de la ciudad pagana hacia los ideales de la paz eterna de la ciudad de Dios, por lo que 
tendrá un fuerte componente de fe, pues “sola ella debe llamarse paz de la criatura racional, 
es a saber, una bien ordenada y concorde sociedad que sólo aspira a gozar de Dios y unos de 
otros en Dios”. (Hipona, 1796, 417).  
Asimismo, Echavarría (2008) considera que la paz para San Agustín constituye “(…) el mayor 
bien al que el hombre aspira, que ella se presenta como el medio idóneo para realizar 
cualquier acción, que ella constituye la meta de las acciones propias y colectivas (…) lo que el 
hombre siente por la paz no es más [que] deseo (….) el hombre sólo desea aquello de lo que 
carece, la vehemencia con la que desea la paz demuestra con claridad que ésta se le presenta 
como un bien esquivo y difícil de alcanzar” (p. 195). Habría que agregar que para San Agustín 
la paz no solo es practicada por el ser humano, no parece ser un monopolio exclusivo de este, 
pues en la parte destinada a la paz (capítulo XIX libro XII) indicará que también los animales 
aspiran a la paz, con comportamientos como construir familias y cuidar de ellas.  
Esta última idea de San Agustín podría ser considerada como un antecedente directo de la paz 
ambiental, dado que los animales hacen parte del ambiente, entendido en este trabajo como 
algo integral en donde interactúan y se interrelacionan varios actores como lo son lo biótico, 
lo abiótico y lo antropobiológico; por tanto, por hacer parte del componente biótico, los 
animales serán partes integrantes del ambiente, siendo posible encontrar un precursor a la 
idea de paz con el ambiente esta reflexión de San Agustín, aunque habría que aclarar que en 
la paz que propone en ese sentido el autor es la que se refiere entre ellos, no en la relación 
humanos-animales, o humanos-ambiente. 
Ahora bien, en cuanto a la guerra, para San Agustín de Hipona existe una fuerte relación entre 
esta y la paz, aunque, como se verá al final, también propende por salidas pacíficas a ella, 
como por ejemplo el diálogo, la guerra en esta línea de pensamiento, y muy seguramente en 
la historia del Estado, es válida y tiene claras implicaciones en la búsqueda de la paz. De 
hecho, partiendo del fuerte vínculo presente entre su pensamiento y lo religioso, estaría a 
favor, no sin contradicciones, de la represión por parte del Estado político “de aquellos que se 
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rebelaran contra la Iglesia católica, en el entendido de que los movimientos que resistían a la 
autoridad de la Iglesia y que inducían al error a los fieles, obstaculizaban el peregrinaje de la 
ciudad de Dios” (Chuaqui, 2005, 282). Esto conllevaría a concluir, que la aceptación del otro, 
referida con precedencia, fundamentada por San Agustín, no implica la aceptación de ideas 
contrarias a la fe cristiana de la época. 
En La ciudad de Dios esta pensador considerará que la finalidad misma de la guerra es la paz, y 
con ella todos los seres humanos lo que buscan realmente es la paz, aunque nadie utiliza ello 
en sentido inverso, es decir, nadie busca la guerra con la paz  (Hipona, 1796); en ese sentido, 
San Agustín válida el ejercicio de la guerra con un fin específico, como lo es la paz, y defenderá 
la construcción teórica que supuso la denominada guerra justa, esto es, la aceptación de la 
guerra pero con condicionantes.   
De hecho, algunos investigadores consideran a San Agustín como el padre de la doctrina de la 
guerra justa, aunque existen varios referentes anteriores a él, por ejemplo en la Roma 
antigua, siendo Marco Tulio Cicerón el que posiblemente primero haya hablado de esta forma 
de ejercer la guerra, puesto que Ruiz (2004) considera que este dirigente presentó como 
requisitos para ella “que las guerras  legítimas  deben  ser  abiertamente  declaradas,  abrigar  
una  causa  justa  y  ser conducida de manera justa” (Según citación hecha en Arbeláez, 2012: 
275); este mismo argumento, que San Agustín no es el creador de esta doctrina, se presenta 
en los trabajos de Vidal (2001) y Arbeláez (2012), el primero indicando que además de no ser 
el creador de esta idea lo que trató fue de incluir las enseñanzas de Jesús en ella (Vidal, 2001), 
y para la segunda investigadora, considera que aunque exista un referente previo, como 
Marco Tulio, lo cierto es que la definición de guerra justa “apareció como un cuerpo 
coherente de pensamiento durante la Edad Media, a través de los escritos de los teólogos San 
Agustín de Hipona (354-430) y, mucho más adelante, Santo Tomás de Aquino (1225-1274)” 
(Arbeláez, 2012: 275). 
Actualmente, se han criticado los postulados básicos de la guerra justa; para Vidal (2001), la 
doctrina de la guerra justa viene a ser un ejemplo claro de una contradicción del pensamiento 
humano, pues se acepta la guerra como algo malo y nocivo pero a la vez se justifica debido a 
que ella protege de males mayores, lo cual se puede evidenciar si se detiene en su 
surgimiento, proveniente de una religión básicamente pacifista pero encaminada a defender a 
Occidente de las peligrosas amenazas que se ciernen sobre él (Vidal, 2001). Asimismo, para el 
mismo Vidal (2001), San Agustín “admitía el pacifismo privado (todos debemos perdonar a los 
que nos ofenden y orar por nuestros enemigos), aceptaba el pacifismo total de unos pocos 
(los monjes llamados a seguir el camino de perfección, por ejemplo) pero indicaba que el 
imperio no podía incorporar ese punto de vista como política pública y que su defensa era 
lícita. Aún más, los cristianos debían contribuir a ella como buenos ciudadanos” (Vidal, 2001). 
En Cuanto a la justicia y su papel en todo esto, Chuaqui (2005) considera que para San Agustín 
no es suficiente con que existan reglas o leyes como condición necesaria para hablar de 
pueblo, y con ello hablar de una República, puesto que en realidad, para que esto proceda 
debe hablarse de una justicia real, la cual solo es posible hallar en Dios, por lo que solo es 
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posible hablar de una República en la medida que exista una justicia verdadera, es decir, la 
que deviene de la divinidad, siendo en resumen la República  “solo aquella en la cual la 
verdadera justicia está perfectamente realizada” (p. 283).  
Finalmente, aunque en el pensamiento de Agustín de Hipona existe una aceptación de la 
doctrina cristiana de la guerra justa, la cual será una idea imperante hasta nuestros días, hay 
que resaltar que también tiene un fuerte componente de pacifismo, aunque su identificación 
parece partir de la paz en sentido negativo (ausencia de guerra), a lo cual hay que agregar 
ciertos aportes a la paz multi-intercultural, aquí se resalta el dialogo para alcanzar la paz, 
como algo más glorificante que la guerra para alcanzarla; en sus Epístolas, un conjunto de 
cartas que redactó para diferentes destinatarios, puede verse la epístola 229, dirigida al Conde 
Darío, que allí indica “Acabar con la guerra mediante la palabra, y buscar o mantener la paz 
con la paz y no con la guerra, es un título de gloria mucho mayor que matar a los hombres con 
la espada. Ciertamente, incluso quienes combaten, si son buenos, buscan sin duda la paz, pero 
a costa de derramar sangre. Tú, por el contrario, has sido enviado precisamente para impedir 
que haya derramamiento de sangre” (Hipona, epístola 229, sección 2). 
No obstante, la guerra en este pasaje es algo en verdad nocivo, pues implica un claro 
derramamiento de sangre, y aunque existen salidas más gloriosas que ella para alcanzar la 
paz, la obra de Agustín de Hipona también relaciona fuertemente la paz con la guerra, al 
menos, parece ser, la paz terrenal.  
Esto ha conllevado a que actualmente exista un debate entre quienes consideran que San 
Agustín de Hipona es el fundador de una línea de pensamiento denominada realismo político, 
la cual parte de la base “de asumir con escepticismo todos los proyectos teóricos que 
formulen la posibilidad de una paz duradera” (Echavarría, 2008, 191). 
2.1.2. Tomás de Aquino  
En Santo Tomás de Aquino (hacia 1224/25), se encuentra también un amplio desarrollo de la 
paz, en cuanto a su significado, y como a partir de allí ello es llevado al plano de reflexionar 
sobre el Estado, las leyes y el ejercicio del poder por parte del gobernante.   
Para Santo Tomás, en su libro Suma Teológica (1265 a 1275), al reflexionar acerca del 
significado de la paz como concordia (Segunda sección de la segunda parte –Secunda 
secundae-  cuestión 29), planteamiento original de San Agustín de Hipona, señala que la paz 
se entiende como concordia entre los seres humanos (inicialmente designaba hombres), 
concordia que significa la unión de las voluntades, consenso, pero el problema surge cuando 
esta forma de entender la paz (igual a concordia) se lleva al plano de los impíos en el mal, pues 
resultaría que también existe concordia entre ellos, en términos castizos, ello indicaría la 
existencia también de concordia entre personas “malas”, aunque para ellas, según los textos 
bíblicos, no existe paz (Santo Tomás de Aquino, 1265 a 1275). 
Esto último es relevante para Santo Tomás, puesto que la paz implica concordia, es decir, es 
posible concluir desde la paz la concordia, pero resulta que ello no funciona en sentido 
inverso, dado que la concordia no implica per se paz, aunque para llegar a esto Santo Tomás 
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se vale de una metáfora al indicar que el corazón de las personas tiende a dos apetitos o 
impulsos diferentes: 1). El apetito sensitivo tiende a ir en contra del racional; y 2). Cuando el 
apetito se dirige a varios objetos a la vez pero no es posible alcanzarlos, conllevando un 
enfrentamiento entre los movimientos (pensaría que se refiere a la acción) del apetito (Tomás 
de Aquino, 1981); finalmente, para Tomás de Aquino, la paz será la ausencia de estos dos 
impulsos, la calma que debe existir entre los deseos o impulsos apetitivos, lo cual conllevará a 
la tranquilidad, “ya que el corazón del hombre, aun teniendo satisfechos algunos de sus 
deseos, no tiene paz en tanto desee otra cosa que no puede tener a la vez (…) De ahí que la 
concordia entraña la unión de tendencias afectivas de diferentes personas, mientras que la 
paz, además de esa unión, implica la unión de apetitos en un mismo apetente” (Tomás de 
Aquino, 1265 a 1275)  
Pareciera que, para Santo Tomás, la paz no fuera un asunto exclusivamente colectivo, como lo 
puede ser la concordia o consenso, pues también implica un nivel individual interno que surge 
del equilibrio entre deseos y acciones para alcanzarlos, la paz deviene, y sería definida, con el 
apaciguar de todos los impulsos apetitivos, oponiéndose a ella dos disensiones: 1). La del ser 
humano consigo mismo, y 2). La del ser humano con lo demás seres humanos, considerando 
Santo Tomás que la concordia solo se referirá al segundo disenso (Tomás de Aquino, 1981).  
Por lo anterior, en realidad la paz de Tomás de Aquino debe ir más allá de una dimensión 
colectiva (concordia), para pasar también por un nivel individual.  
Ahora bien, en su obra Del gobierno de los príncipes (De regimene Principum hacia 1266) 
Tomás de Aquino va a establecer más claramente su visión acerca del Estado y de quien debe 
manejarlo, su gobernante o príncipe.  
En este texto, Tomás de Aquino toma la paz como el bien o la salud de la multitud que vive 
junta (noción tomada de los clásicos griegos), que corresponde a conservarse unida y 
conforme, considerando que faltando la paz se pierde la utilidad de vivir en compañía; 
siguiendo ello, considera Aquino que la finalidad del gobernante debe ser siempre procurar el 
bien de los que tiene a cargo, es decir, procurar la paz, pero con la advertencia que no puede 
reprochársele a nadie la consecución de la finalidad, en este caso la paz, sino los medios que 
se empleen para lograrla (Aquino, 1786, 08). Pero además de ello, agregará una forma de 
evaluación del gobierno, que a mi juicio constituye un claro antecesor de la legitimidad del 
Estado, pues considera que “(…) cuanto el gobierno fuere más eficaz para conseguir esta 
unión [paz],tanto más será útil”(Aquino, 1786 08), por tanto un Estado será útil mientras 
pueda conseguir o garantizar la paz, de no ser así en realidad no tiene justificación su 
existencia pues no sería útil, entendiendo Tomás de Aquino que útil será lo que es más óptimo 
para lograr la finalidad que se busca , en este caso la paz (Aquino, 1786,08). 
En cuanto a la mejor forma de Gobierno para garantizar la paz, una pregunta recurrente en la 
reflexión política, considerará Tomás de Aquino que ella debe ser el gobierno de uno 
(Monarquía), pues él consideraba que era evidente que “lo que es uno, tiene en sí más poder 
para producir la unidad, que lo que es múltiple (…) el gobierno de uno solo, es preferible al de 
muchos. (Aquino, 1786, 14).  
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Con lo que precede es posible tener una idea clara de lo que propone Tomás de Aquino 
respecto del Estado, el gobernante y el papel que juega la paz en ello, que no es más que el fin 
en sí mismo de ellos.  
No obstante, Tomás de Aquino no solo reflexionó acerca del Estado y el gobernante, la paz, la 
mejor forma de gobierno, sino que incluyó entre sus cavilaciones la guerra, lo que nos hace 
pensar que para este autor será un medio válido para lograr obtener la paz, es aceptada pero 
siempre que exista el cumplimiento de unos requerimientos, lo que vendría a conocerse como 
guerra justa, teoría de una clara construcción clerical, y además se erige como el antecedente 
directo de la concepción moderna de la guerra justa del ius ad bellum y el ius in bello, el cual 
es importante en la conformación del actual DIH y la idea de la paz democrática. 
En Suma Teológica Tomás de Aquino le dedica la cuestión 40 (Segunda sección de la segunda 
parte –Secunda secundae-), preguntándose si pudiese existir una guerra justa o si toda guerra 
es pecado, a esto responderá Aquino que existen unas condiciones especiales para que una 
guerra pueda ser catalogada como justa: 1). El mandato del príncipe, pues la guerra privada 
no es permitida ya que para Aquino el particular puede hacer valer su derecho ante un 
Tribunal Superior, además de carecer éste de poder de convocatoria de la colectividad; aquí 
además considera que el príncipe debe guardar el orden interior, con la espada material, y 
defender el bien público con la espada de la guerra, usada contra amenazas externas; 2). 
Causa justa, es decir, que a quien está dirigida la guerra lo tenga merecido; y 3). La intención 
de los contendientes debe ser enfocada a promover el bien o a evitar el mal, aquí 
básicamente lo que plantea Santo Tomás es que la única intención válida será la búsqueda de 
paz (Aquino, 1981) 
Así las cosas, para Tomás de Aquino la idea de la paz en el ejercicio del poder por parte del 
gobernante toma una especial consideración, situándola en la finalidad misma del gobierno, 
haciéndolo útil o no dependiendo de su garantía, ubicándola en consecuencia en un lugar 
preferente en las actuaciones que debe desplegar el gobernante, teniendo en cuenta que ella 
debe ser siempre la que guía tales decisiones. Aquí la paz es entendida como el bien de la 
comunidad, es decir, la unidad de ella, aunque también implica un nivel interno de los seres 
humanos y en algún sentido, un equilibrio de sus pasiones, por lo que este autor no parte 
totalmente de una concepción de paz negativa, pues ella no está fincada solo en la ausencia 
de guerra sino en la unidad de la comunidad y en un nivel interno de todos los seres humanos. 
Sin embargo, para este autor la guerra es válida si se cumplen con exigencia para su 
realización, pero aun con ello, sigue siendo un medio válido para alcanzarla.  
2.1.3. Marsilio de Padua 
Marsilio de Padua, con fecha incierta de nacimiento y muerte (aprox. 1275-1280 a 1342-
1343), fue un pensador italiano que reflexionó acerca de la política y la religión, lo que le llevó 
a desarrollar su trabajo en torno al Estado (Reino), el gobernante, las leyes y, en general, 
acerca de la iglesia y su relación con ellos. Su principal obra se denominó Defensor Paciso 
Defensor de la paz (1324).  
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En este texto, Marsilio de Padua desarrolla una amplia visión acerca de la paz, el poder y el 
gobierno, pero de manera especial plantea una forma remota de la laicidad del Estado 
(Reino), un claro antecedente de la separación de los poderes divino y terrenal; para Martínez 
(1989), esta obra “es ante todo una requisitoria al electo emperador Luis de Baviera dándole 
motivos de reflexión y estímulo para mantenerse firme frente a las pretensiones políticas de 
Juan XXII, Papa”  (p. 13), lo cual es explicable a partir del contexto en que Marsilio escribió 
este texto, momento profundo de crisis en todos los escenarios “(…) sobre todo, en el aspecto 
humano y político, la unidad de la vida pública dominada por los dos centros de decisión, el 
Papado y el Imperio” (Martínez, 1989, 15).  
En estos momentos ya se comenzaba a ver la incorrecta “distribución” de poderes terrenales y 
divinos, es decir las competencias con que debían actuar tanto el rey como el Papa; Martínez 
(1989) indica que “El fondo latente y permanente de la crisis habrá que ponerlo en la fusión 
poco discriminada de los poderes supremos, que no siempre supieron moverse dentro de sus 
límites respectivos” (p. 15).   
Sin embargo, lo anterior debe complementarse con las propias palabras de Marsilio, pues si 
bien la finalidad primordial fue darle consejo a Luis de Baviera, lo cierto es que este tratado 
también se encuentra dirigido al pueblo; Marsilio (1989) indicará que “(…) la comunidad 
sometida, o cualquier individuo de ella puede tener conocimiento, por este libro, de cuál y 
cuáles gobernantes convenga instituir, y que está obligado a obedecer sólo a los preceptos de 
la parte gobernante en lo que tienen de coactivo, para el estado y en el estado de la vida 
presente, y sólo de acuerdo con las leyes promulgadas, y sabrá también en qué cosas están 
éstas determinadas y en cuáles no (…) (p. 541-542). 
Asimismo, Marsilio de Padua clarifica la razón de darle el título de Defensor de la paz a este 
estudio, además de conllevar ello a la definición de paz que considera es la acorde a su 
pensamiento, indicando que se llamará de esta forma “porque en él se tratan y se explican las 
principales causas por las que se conserva y se da la existencia a la paz civil o tranquilidad, y 
aquellas también por las cuales la opuesta contienda nace, se impide y se suprime” (Marsilio 
de Padua, 1989, 541). Para Marsilio, la paz tiene su contrario, el cual es identificado en la 
discordia, la cual trae serios inconvenientes a orden civil y en general al Reino, siendo el mejor 
ejemplo para este auto el reino itálico (Marsilio de Padua, 1989, 4), lo cual nos podría 
remontar al análisis de San Agustín en su Ciudad de Dios. 
En ese orden de ideas la paz para Marsilio de Padua está asociada a la paz civil que significa la 
tranquilidad, la cual, según Marsilio de Padua citando a Cassiodoro, se convertirá en el deseo 
primordial de todo reino, dado que es solo en este contexto en donde los pueblos pueden 
progresar y asegurar las utilidades de las naciones (Marsilio de Padua, 1989, 3). Pero esta 
tranquilidad, asociada a la paz, no se encuentra encaminada a determinar fenómenos 
externos que la desestabilicen, por lo que no se refiere a la forma clásica de comprender la 
paz negativa, es decir, como la ausencia de guerra entre Estados; para Bayona (2006) esta paz 
o tranquilidad en Marsilio “(…) no está fundamentada en la ausencia de ataques externos, 
sino que ha de ser entendida como el orden social interno (…) [e]l conflicto 
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tranquillitas/intranquillitasque Marsilio propone considerar y resolver remite al orden o 
desorden, según haya o falte la buena disposición interna, es decir la institución racional de 
sus partes y el establecimiento de las instituciones políticas y del gobierno desde dentro” 
(p.49). 
Aquí debe entenderse que la “buena disposición interna”, es considerada por Marsilio como 
una comparación con el cuerpo animal, “(…) la sociedad humana se compara en Marsilio a la 
estructura y funcionalidad de  un animal” (Martínez, 1989, 22), idea que tomará de Aristóteles 
y que para Padua significará “(…) como el animal bien constituido según su naturaleza se 
compone de ciertas partes ordenadas entre sí con proporción, y con sus funciones 
combinadas entre sí y en orden al todo, así la ciudad se forma de determinadas partes cuando 
está bien constituida según razón” (p.10); y así como para los animales la mejor disposición 
posible es la salud, así será la tranquilidad la disposición optima de la ciudad instituida 
(Marsilio de Padua, 1989, 10).  
En conclusión, la paz será para Marsilio de Padua “el resultado de la “buena ordenación (bona 
dispositio)” como la salud del organismo resulta del buen funcionamiento de sus órganos y 
miembros; y la enfermedad, que es el mal funcionamiento, puede llevar a la muerte, es decir, 
a la destrucción de la comunidad” (Bayona, 2006, 49).  
Ahora, teniendo claro lo anterior debe indicarse que Marsilio de Padua es un autor 
fundamental, no solo porque sus textos en muchos casos parecen verse como lecturas 
modernas de la teoría política actual, sino porque es un punto de inflexión en el 
entendimiento de la paz dado que supuso una nueva forma de comprenderla.   
Para Bayona (2006), la fórmula tradicional de entender la paz en el tardo Medioevo  
corresponde al binomio paz/tranquilidad, lo cual es especialmente presente en el ámbito 
germano, en donde la paz se representaba como “la situación en la que no se ejerce la 
violencia, porque no se ha lesionado el derecho, y ella reina como la normal condición de las 
cosas “entre amigos”” (p.50); y para la tradición medial latina, la paz (con fuerte influencia del 
estoicismo), quiere indicar convivencia ordenada, inspirada en una ley natural ubicada 
superiormente que las normas positivas (Bayona, 2006, 50). En ese sentido, siguiendo lo 
establecido por San Agustín y Santo Tomás, se observa que la paz tiene un fuerte componente 
espiritual, ligado directamente con la divinidad; la paz es posible afirmar que es la concordia 
de los seres humanos encaminada hacia Dios; pero para Santo Tomás ello es igual de válido 
pero agregando algo adicional: la existencia de la paz exterior al alma la cual “se asegura en la 
ciudad por exigencia de la ley y que no es un fin sino un medio para sortear los obstáculos en 
el camino hacia Dios” (Bayona, 2006, 50).  
En conclusión, la paz medieval expresada por los dos autores anteriores, San Agustín y Santo 
Tomás, quienes rescataron autores clásicos como Platón, tendrá un fuerte componente de fe, 
lo que en general sería asociado a darle a la paz un valor especialmente ético, lo cual se 
convertirá en el elemento que guiará el alma (Bayona, 2006, 52).  
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Sin embargo, para Marsilio de Padua la paz no está encaminada primordialmente a que sea 
fundamentarla en una paz espiritual, o al menos su garantía y su camino no solo pasa por el 
camino divino, sino que la paz está basada en la ley positiva, en la ley expedida por el 
legislador; la paz deja de ser una referencia religiosa proveniente de las leyes divinas, a ser 
una referencia humana, concretada en las leyes humanas; la paz, por tanto, para Marsilio de 
Padua según Toscano (1981) estará vinculada al “comportamiento de los hombres entre sí 
dentro de la sociedad” (p. 40-47, según citación hecha en Bayona, 2006, 51), y se diferenciará 
de la visión religiosa-ética medieval en que la paz de Padua “no trata de auspiciar en términos 
morales o religiosos la instauración de una paz universal por obra de la Providencia, sino que 
analiza racionalmente el procedimiento para conseguir la paz y sostiene que su defensa 
requiere la decidida intervención de los mecanismos de poder, para desarticular la infernal 
máquina teocrática y reforzar la potestas de la autoridad civil (…) la paz radica en la 
ordenación política [f]uera de la cual no existe más que inseguridad” (Bayona, 2006, 52-53). 
Ello supone una clara influencia de la concepción predominante en el siglo XIII “de que la tarea 
fundamental del Estado era asegurar la paz y el único medio, [para lograrlo era] hacer reinar la 
justicia mediante la ley” (Bayona, 2006, 51).  
Teniendo definido lo que la paz significa para Marsilio de Padua, este busca determinar a 
quién se le debe otorgar el papel de defensor de la paz, algo que nos recordará el debate 
schmidt-kelsen y quién debe ser el guardián de la constitución, solo que a acá se trata del 
enfrentamiento del Gobernante y el Papa, especialmente de lo que compete a cada uno a 
partir de la ley humana.  
El defensor de la paz para Marsilio de Padua debe ser el Gobernante y no el Papa, y ello puede 
explicarse a partir de las competencias asignadas a cada uno: al Gobernante la defensa de la 
tranquilidad a través de la garantía de la ley humana expedida por el Legislador, y al Papa la 
defensa de la ley eclesiástica; igualmente, tan fuerte era la división propuesta por Marsilio que 
para el momento político y social que atravesaba su Reino, marcado por el enfrentamiento 
entre el Rey Luis de Baviera y el Papa  Juan XXII, que este autor al escribir su texto considerará 
que el verdadero desestabilizador de la paz es el Papa.  
Por otra parte, como la ciudad se encuentra dividida en partes, las cuales se realiza por la 
acción de una fuerza motora que se denomina Legislador (Marsilio de Padua, 1989, 32), la 
parte judicial es identificada por Marsilio con el Gobernante, y ella es la encargada de 
“atemperar los excesos de los actos que vienen de las fuerzas motivas [desestabilizadoras de 
la ciudad] (…) [y] por el que se corrijan los excesos de tales actos y sean reducidos a la equidad 
y proporción debida; de otro modo se seguiría de esos actos la lucha, y de ahí la división de los 
ciudadanos, y al fin la ruina de la ciudad y la privación de la vida suficiente” (Marsilio de 
Padua, 1989, 21), por lo que la idea de tribunales de justicia independientes al Rey o soberano 
aun no era una forma válida de ordenar el Estado o reino en esta época, ello se irá clarificando 
poco a poco. 
Aunque para Marsilio la paz debe ser garantizada por el Gobernante, no es un monopolio 
exclusivo de éste como figura del castigo de situaciones que alteren la tranquilidad social, 
62 
 
pues Marsilio también requerirá la búsqueda de ella a todas las personas, “a ella [la paz] cada 
uno de los hermanos ha de contribuir, y mucho más las agrupaciones y comunidades entre sí, 
tanto por el afecto de la caridad como por el vínculo o el derecho de la sociedad humana” 
(Marsilio de Padua, 1989, 6).  
Finalmente, es posible concluir que: la paz para Marsilio es una paz civil, que significa la 
tranquilidad interior del Reino o ciudad, la buena convivencia entre las personas que las 
componen, la cual es garantizada por el gobernante a la cabeza de la parte judicial de la 
ciudad, poder que solo puede ejercer a partir de las leyes establecidas por el Legislador, que 
vendría a ser el representante de la comunidad, y estas leyes serán el marco de acción del 
Gobernante y exclusivamente la ley natural o evangélica.  
2.1.4. Contractualistas  
Hasta principios del siglo XIX la idea generalizada era que el Estado se asimilaba a un contrato, 
el cual estaba sometido a condiciones y restricciones legales morales (Mejía, 2013, 82); el 
grupo de pensadores que acuñó esta idea de configurar el Estado asimilándolo a un contrato 
recibirá el rótulo de contractualistas, y la paz no pasará desapercibida en sus ideas acerca de 
su función en el contrato que originará el Estado.  
Estos autores clásicos tendrán un fuerte impacto en las teorizaciones posteriores acerca del 
Estado, el Derecho y la paz. Sin embargo, la uniformidad del grupo se desprende de concebir 
el Estado como una construcción contractual, mas no tanto en la unidad de sus ideas, las 
cuales serán diferentes en todos aunque partan de supuestos metodológicos iguales, como 
por ejemplo, del estado de naturaleza, ideas que influirán posteriormente en autores 
modernos como John Rawls y Jurgen Habbermas.   
2.1.4.1. Thomas Hobbes 
Sin duda alguna, el primero de los contractualistas tendrá una relevancia especial con el tema 
de la paz y el Estado.  Este corresponde a Thomas Hobbes (1588), quien plantea un 
iusnaturalismo moderno en el cual el derecho positivo depende del natural, no en cuanto a su 
contenido sino en cuanto a su validez (Mejía, 2013; 83). El libro que se utilizará para explicar 
las relaciones del estado y la paz, será su ya conocido y clásico El Leviatán (1651).  
La propia definición que propone Hobbes del Estado en este texto tiene una clara alusión a lo 
que éste implica con respecto a la paz; Hobbes (1994) indicará que el estado es “una persona 
de cuyos actos una gran multitud, por pactos mutuos, realizados entre sí, ha sido instituida 
por cada uno como autor, al objeto de que pueda utilizar la fortaleza y medios de todos, como 
lo juzgue oportuno, para asegurar la paz y defensa común. El titular de esta persona se 
denomina SOBERANO, y se dice que tiene poder soberano; cada uno de los que le rodean es 
SUBDITO suyo” (p.141), y respecto a las funciones del Soberano acerca de la guerra y la paz, 
según Hobbes (1994), estás serán: 1). Decidir acerca de lo que se considera necesario para 
garantizar la paz y la defensa de sus súbditos, lo que incluye la soberanía de ser juez de qué 
“opiniones y doctrinas son adversas y cuáles conducen a la paz” (p.18); 2). La soberanía de 
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hacer la guerra o la paz con los demás Estados (p.147); 3). Elección de todos los consejeros, 
ministros, magistrados y funcionarios ya sea en época de paz o de guerra. 
Se establece, entonces, que el Estado se origina como una persona que condensa el poder 
común para garantizar la paz y la seguridad, lo cual puede explicarse a partir del contexto en 
que vivió Hobbes, guerra civil inglesa, pues desde allí propone el surgimiento del Estado 
(Leviatán), indicando Hobbes (1994) que este es el único camino para poder defenderse de la 
invasión extranjera y las injurias ajenas “asegurándoles de tal suerte que por su propia 
actividad y por los frutos de la tierra puedan nutrirse a sí mismos y vivir satisfechos, [es 
necesario] conferir todo su poder y fortaleza a un hombre o a una asamblea de hombres, 
todos los cuales, por pluralidad de votos, pueda reducir sus voluntades a una voluntad” 
(P.140). Según Ardila (2011), este establecimiento del Leviatán se realiza “como un camino 
para la paz, a través de la organización de la violencia y su monopolio por parte del Estado, 
como base para darle seguridad a todos los súbditos a través de un sistema jurídico 
monolítico que sirva de soporte a las relaciones entre ellos” (p.163).  
Sin embargo, para que Hobbes llegue a esta conclusión, de cómo debe entenderse el Estado, 
siguiendo a Mejía (2013), Hobbes utilizó tres presupuestos metodológicos: el estado de 
naturaleza, el derecho de naturaleza y la ley natural (p. 84), los cuales, como se verá, tienen 
como eje trasversal a ellos la búsqueda de la paz.  
En primer lugar, debe definirse que entendía Thomas Hobbes por paz; para ello Hobbes indicó 
claramente en un párrafo lo que considera como paz, o más exactamente, lo que no es ella, 
pues nos dice “(…) la naturaleza de la guerra consiste no ya en la lucha actual, sino en la 
disposición manifiesta a ella durante todo el tiempo en que no hay seguridad de lo contrario. 
Todo el tiempo restante es de paz” (Hobbes, 1994, 102). 
Como se puede concluir de esta cita, la paz en Hobbes está fuertemente vinculada al 
entendimiento clásico de la paz negativa, esto es, la ausencia de guerra. Sin embargo, la 
concepción de guerra de Hobbes no parte del simple entendimiento de considerarla como 
batallar, lo que modificaría el sentido de paz, pues para este autor la guerra va más allá de 
ello, indicando: 1). Que corresponde al lapso en que las personas viven sin un poder general 
que les atemorice a todos ellas, lo que considerará como la guerra de todos contra todos; y 2). 
Ella se presenta en los momentos “en que la voluntad de luchar se manifiesta de modo 
suficiente” (Hobbes, 1994, 102). Por tanto, la paz para Hobbes debe ser entendida como 
ausencia de guerra, pero guerra entendida en el sentido de, uno, la inexistencia de un poder 
común, y dos, a la ausencia de la disposición manifiesta a ella.  
Pero, debe agregarse una condición adicional que Hobbes resalta de las pasiones de los seres 
humanos (originalmente hombres), pues allí Hobbes encontrará las razones por las que se 
inclinan las personas hacia la paz; Hobbes (1994) indica “Las pasiones que inclinan a los 
hombres a la paz son el temor a la muerte, el deseo de las cosas que son necesarias para una 
vida confortable, y la esperanza de obtenerlas por medio del trabajo. La razón sugiere 
adecuadas normas de paz, a las cuales pueden llegar los hombres por mutuo consenso” 
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(p.105). Estas normas que Hobbes señala serán lo que entenderá posteriormente como leyes de la 
naturaleza (Hobbes, 1994, 105). 
Aquí ya resulta una clara contradicción, debido a que si, por ejemplo, nos impulsa hacer la paz 
el temor a la muerte, no se entendería por qué la guerra, como se verá posteriormente, sea el 
camino que hay que seguir cuando ella es esquiva, siendo que la guerra misma entraña la 
muerte, es como si nos diera miedo morir pero no por causa de la guerra, la cual parece ser un 
medio exento de temor. 
Ahora, teniendo en cuenta ello, es mejor proponer una interpretación armónica de la paz para 
Hobbes, pues evidenciada esa contradicción, en primera medida, la paz puede es entendida 
como ausencia de voluntad de guerra, pero siendo el temor a la muerte una pasión que inclina 
la voluntad humana a la paz, pero ese temor no está presente en la guerra, pues ella es el 
medio último para alcanzarla, de hecho teniendo en cuenta que la guerra es una función 
propia del Soberano, sería en principio él quien elimina ese miedo, o al menos, el único que 
podría sentirlo.  
Por otra parte, aunque existen estudios en los que se defiende la idea de paz en este autor 
como la forma negativa de ella, como por ejemplo en Walteros (2011, p.19), lo cierto es que 
también Hobbes presenta varias reflexiones que podría servir como antecedentes de la paz 
positiva, puesto que, por ejemplo, indicará que el poder común, que conduciría a la ley, es un 
componente esencial para la existencia de justicia, “donde no hay poder común, la ley no 
existe: donde no hay ley, no hay justicia” (Hobbes, 1994, 104). Ello podría dejar entrever que 
aunque existe una reflexión de paz en muchos autores desde la perspectiva de la paz negativa, 
inconscientemente también hablaban de fenómenos externos a ella que consideraban como 
la mejor forma de conducir una sociedad, como la justicia, que precisamente son elementos 
constitutivos de nuevas formas de entender la paz; aunque esta recopilación de autores se 
presenta de manera objetiva a sus planteamientos, no debe perderse de vista que en muchos 
de ellos pueden hallarse ideas modernas de entender la paz, no solo como ausencia de guerra 
sino mucho más. 
Dejando claro lo anterior, puede pasarse a los tres presupuestos metodológicos: el estado de 
naturaleza, el derecho de naturaleza y la ley natural.  
El primero de ellos, el estado de naturaleza, provendrá de la concepción de Hobbes acerca de 
la condición de las personas sin la presencia de un Estado, fuertemente influenciado por su 
época (guerra civil), que para Hobbes corresponde a “(…)una condición de guerra de todos 
contra todos” (Hobbes, 1994, 106), y que se verá reflejado en la frase que popularizó de Homo 
homini lupus o el hombre es un lobo para el hombre, incluso porque en esta situación “cada 
hombre tiene derecho a hacer cualquier cosa, incluso en el cuerpo de los demás” (Hobbes, 
1994, 107); para Mejía (2013) este estado de naturaleza estará caracterizado por “un estado 
de guerra permanente, local e internacional, donde los hombres viven en constante temor a 
una muerte violenta” (p. 84). Tal condición representa un escenario en el cual cualquier 
persona puede ser objeto de intromisión y violación a sus derechos, teniendo en cuenta que 
cualquiera puede hacer lo que a bien plazca, lo que permitirá a Hobbes poner este escenario 
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para concluir la necesidad de superar tal situación, pues ella es contraria a la paz, la cual debe 
ser la finalidad principal de la búsqueda del ser humano (Mejía, 2013).   
Siguiendo lo anterior, el estado de naturaleza en Hobbes servirá para desprender de él lo que 
significa el derecho natural y la ley natural.  
En cuanto al primero de ellos, el derecho natural, Hobbes (1994) indicará que “(…) es la 
libertad que cada hombre tiene de usar su propio poder como quiera, para la conservación de 
su propia naturaleza, es decir, de su propia vida” (p.106); y en cuanto a la ley natural nos dirá 
que “es un precepto o norma general, establecida por la razón, en virtud de la cual se prohíbe 
a un hombre hacer lo que puede destruir su vida o privarle de los medios de conservarla; o 
bien, omitir aquello mediante lo cual piensa que pueda quedar su vida mejor preservada” 
(Hobbes, 1994, 106).  
En este último escenario Hobbes (1994) plantea que existe una ley fundamental de la 
naturaleza, o más exactamente una regla general de la razón, que consiste en el esfuerzo de 
cada quien por alcanzar la paz, y en el evento en que esta le sea esquiva, utilizar todas las 
ayudas y ventajas que da la guerra (p.107), considerando que esta regla contiene dos fases: 1). 
Buscar la paz y seguirla; y 2). Que las personas se defiendan así mismas con todos los medios a 
su alcance (p.107). De esta primera ley, además, se derivaría una segunda ley general: Ceder, 
mientras los demás lo hagan, a   la libertad, entendida como la ausencia de impedimentos 
externos de hacer lo que se quiere (p.106-107).  
En resumen, Mejía (2013) considerará que esta ley natural se erige como un conjunto de 
reglas prescriptivas las cuales se encuentran encaminadas a la consecución de la paz, lo cual 
significa dejar atrás las acciones que por naturaleza nos empujan a hacer contra los demás 
para la preservación de la paz y la limitación de la lucha contra otros, siempre y cuando los 
demás hagan los mismo, lo cual se traduce en dos momentos: el primero, un acuerdo 
concertado, donde se renuncia por todos a los derechos de naturaleza al mismo tiempo, y el 
segundo en que todos esos derechos renunciados (excepto el de resistencia) se trasferirán a 
una persona o institución, el soberano o Estado, quien garantizará el cumplimiento del 
acuerdo y evitará por ello recaer al estado de naturaleza (pp. 84, 85, 86).   
Siguiendo lo anterior, el Estado es la persona con el poder común suficiente para garantizar la 
paz y seguridad, lo cual supone evitar el regreso al estado de naturaleza y las amenazas 
exteriores que atenten contra la paz, siendo la guerra un medio válido cuando la paz nos es 
esquiva. Aquí en realidad la paz es una clara finalidad de todo, especialmente del Estado, pero 
también de la guerra, la cual es el mecanismo último, en teoría, cuando a ella no se puede 
acceder.   
Teniendo en cuenta ello, Foucault (2008) situará a la guerra en Hobbes en un punto más 
importante del estudio, al verla como herramienta de análisis del poder, situándola en el 
fundamento y principio de dichas relaciones (p.87), en esa reflexión la guerra es el marco 
esencial de las ideas del Estado, y no la paz. Aunque ello puede ser una forma más que válida 
de interpretar las ideas hobbesianas, lo cierto es que la paz también sirve como un criterio de 
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validez y eficacia de un Estado, no la guerra necesariamente, pues puede afirmarse que un 
Estado que garantiza la paz y la seguridad es un Estado válido porque eficazmente garantiza la 
paz, aunque ello lo haga principalmente con la guerra, pero también por otros medios, 
modernamente hablando, como la garantía de la justicia.  
2.1.4.2. John Locke 
La última reflexión acerca del estado de naturaleza en Hobbes, en cierto sentido, tendrá que 
ver con un contractualista posterior: John Locke. Para dicho tratadista, el estado de naturaleza 
se entiende de una manera totalmente opuesta a la línea argumentativa de Hobbes, pues 
para Locke éste concepto implica un estado de paz, buena voluntad, asistencia mutua y 
conservación, el cual se rompe por el surgimiento de un estado de guerra, el cual está 
originado en el derecho de cada cual a repeler los ataques contra sí mismo (Mejía, 2013; 88). 
Lo anterior indica que Locke parte de la paz como estado natural, la cual se ve rota por la 
guerra generada al momento en que las personas se defienden de los ataques de los demás, 
dado que en dicho estado se encuentra la libertad absoluta, por lo cual es procedente la 
defensa de las agresiones hacia cada uno, pues hay que preservarse a sí mismos y castigar a 
quien traspasa esa ley (Mejía, 2013; 88).  
Ello se traduce en que el estado de guerra que vulnera el estado de paz (estado de naturaleza 
en Locke) se ve originado en el derecho que asiste a cada uno de defenderse de los ataques de 
otros, por lo que el paso del estado natural a la sociedad civil implica la renuncia de 
abandonar la capacidad de hacer cualquier cosa para la preservación de sí mismo, pasando 
por el sometimiento de las leyes creadas por la sociedad, e igualmente renunciar al poder de 
castigar, que le asiste a cada uno, las afrentas que se sufren por parte de otros (Mejía, 2013; 
90-91). 
Es posible, entonces, ver la importancia que tiene la paz para Hobbes y Locke; pero habrá que 
señalarse que también existen diferencias surgidas por observar la paz en perspectiva del 
surgimiento estatal. En Hobbes la garantía de la paz y la vida es una necesidad que permite 
evidenciar la legitimidad o no del Estado en sus acciones; pero para Locke, estas garantías se 
encuentran inmersas en el ordenamiento jurídico pero la validez de los actos estatales no 
depende de ellos sino de la voluntad expresada por las decisiones de la mayoría (Mejía, 2013; 
91). 
2.1.4.3. Rousseau  
En cuanto al tema de la paz, el Estado y el Derecho, Jean Jacques Rousseau (1712-1778) puede 
ser leído en integración con Kant, pues la línea de pensamiento que ellos van abordar tendrá 
que ver con la idea pretérita de la paz perpetua, la cual tiene claros antecedentes con la paz 
eterna planteada por San Agustín de Hipona, aunque la paz perpetua deja de lado las 
pretensiones de paz eternas sustentadas en que ellas sean obtenidas en la “eternidad” o en el 
encuentro con lo divino, y en cambio, propone su obtención aquí, en la vida terrena.  
Para Villegas (2014), no es coincidencia que estos dos autores hayan escrito acerca de la paz, 
pues ello está acorde con el espíritu de la época, en la cual las ideas de la Ilustración se 
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consolidaban en Europa, las cuales incluían ideas pacifistas y antibélicas, las cuales se 
fundamentarán principalmente en la paz perpetua (p.18).    
De todas maneras, la concepción general de paz en estas conceptualizaciones se basa 
principalmente en entender la paz como la tradicional paz negativa, y aunque algunos autores 
puedan presentar ideas cercanas a una paz positiva, lo cierto es que la paz será entendida más 
directamente con la ausencia de guerra entre Estados.  
La paz perpetua, en realidad no fue presentada por Rousseau o Kant, sino que pretendieron 
estos pensadores con sus reflexiones fue analizar sus postulados y complementarla, las cuales 
marcarán muchas investigaciones posteriores debido a que se encuentran en escenarios 
opuestos; para Rousseau, la paz perpetua no será una idea que comparta en su trabajo a la 
cual le encuentra serias limitantes, pero Kant, en cambio, la aceptará e irá más allá al 
complementar su visión. Aquí la paz, deja de ser un asunto al interior de los Estados, para 
centrarse más su reflexión en las relaciones internacionales entre ellos, una forma de 
garantizar la paz internacional partiendo de la unión de los Estados para ello. 
Dentro de los proyectos de paz perpetua anteriores a Rousseau y Kant el que más se destaca, 
no solo por ser pionero sino porque será retomado por estos autores, es el del abate de Saint-
Pierre que para Truyol (1979) propuso tres ideas centrales de ella: 1). La asociación de Estados 
europeos que pasaba por la renuncia de la guerra; 2). El arbitraje obligatorio; y 3). La creación 
de una fuerza internacional (p.53-54). La primera de las condiciones, la renuncia a la guerra, 
será un importante aporte para las relaciones de Estado, Derecho y paz, ya que no existía una 
referencia tan explícita encaminada a la eliminación de la guerra, lo cual particularmente será 
importante en Kant, pues él presentará unos supuestos para alcanzar ello.  
Rousseau retomará este trabajo de Saint-Pierre, según Villegas (2014) con un doble propósito, 
por un lado corregir su legibilidad, y en segundo lugar, presentar su propia postura al respecto 
(p. 18), la cual, según Truyol (1979) se basa en considerar a este proyecto como irrealizable, 
pues la instauración de una sociedad civil por medio de un contrato social universal, implica 
costos humanos muy altos, pero especialmente Rousseau desconfiará de los monarcas en esta 
instauración, pues sería como extender su dominio exterior pero descuidando el Estado 
interior (p. 55). Asimismo, para Villegas (2014) Rousseau va a reconocer el peligro que 
evidencia el poder de Estados fuertes sobre débiles en las confederaciones, lo cual terminaría 
generando desigualdades y dominación (p.20).  
Para Truyol (1979), algunos puntos adicionales a las ideas propuestas de Rousseau, en cuanto 
a la paz y la guerra, pueden ser los siguientes: 1). La teoría del Estado propuesta por Rousseau 
vio una conclusión lógica de ella en la filosofía de los Estados, lo que sucede es que no 
desarrolló ello de manera sistemática en su trabajo (p.48); 2). La guerra para Rousseau no es 
una condición natural al hombre, y el estado de naturaleza teorizado por él es pacífico (p.48); 
3). Para Rousseau, la guerra en realidad surgió en el momento en que se sustituye el estado 
de naturaleza pacífico (primera etapa) por el estado civil de facto, que corresponde a una 
segunda etapa del desarrollo humano la cual es previa al contrato social (p.49); 4). La guerra 
en Rousseau es una forma cualificada de violencia entre grupos humanos diferentes e 
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independientes (p.49); 5). La tercera etapa del desarrollo de la humanidad, esto es, el 
contrato social propiamente dicho o la creación de sociedad civil legítima, en realidad no 
soluciona la situación de guerra entre Estados (paz negativa) pues solo se centra en la paz civil 
(p.50), por lo que es necesario que los Estados soberanos salgan del estado de naturaleza en 
que se encuentran unos a otros, que es más asociado a la guerra, mediante un segundo 
contrato social entre ellos (p.54), por lo que en realidad se habla de dos contratos sociales: a). 
el de las personas que dan surgimiento al estado; y b). el de los Estados soberanos para salir 
de la guerra; 6). Para Rousseau, las relaciones entre Estados no carecen en su totalidad de 
norma jurídica que las regulen, pues se había ido desarrollando el derecho de gentes, un 
antecedente del derecho internacional, pero éste es débil e inoperante (p.52); 7). La guerra 
tiene un fuerte impacto negativo al interior de los Estados; y 8). Aunque no comparte la idea 
de la federación de Estados que origine un Estado mundial, considera que lo mejor son las 
confederaciones limitadas, idea que no desarrolló a profundidad (p.55). 
En cuanto al estado de naturaleza en este autor, Mejía (2013) considera que esta posición en 
realidad es una debilidad metodológica si se compara con la posición de Hobbes, puesto que: 
1). El estado de naturaleza pacífico de Rousseau carece de realismo, algo que sí es posible 
observar en el caso de El Leviatán; 2). El estado de naturaleza de Hobbes tiene mayor fuerza 
para justificar la creación de un pacto; y 3). El pacto de Hobbes es posible que sea revocado si 
no se cumplen los términos en él contenidos, pero en el caso de Rousseau esta revocación no 
es posible, pues la voluntad mayoritaria es infalible, el pronunciamiento minoritario no existe 
ni el derecho de resistencia a decisiones arbitrarias (p.95) 
2.1.4.4. Emmanuel Kant 
En oposición a las ideas de Rousseau, otro pensador esencial para el estudio de la paz, el 
Estado y el Derecho será Emmanuel Kant (1724-1804). Aunque este autor es conocido 
mayoritariamente por sus posturas filosóficas, es coincidente la literatura académica acerca 
de él en afirmar que como teórico político también tuvo sus aportes trascendentales, lo cual 
vertió principalmente en su obra denominada Sobre la paz perpetua (1795), la cual le dio su 
prestigio como filosofo político (Höffe, 2009, 13), y también en ensayos críticos destinados al 
gran público (Hoyos, 2006, 18). 
Kant constituye un autor fundamental para este trabajo, y ello obedece a que puede ser 
catalogado como un nuevo punto de transformación en la relación trilemática Estado-
Derecho-paz, pues si Marsilio de Padua, al que se señaló de ser el primer punto de 
transformación, va a entender la paz como algo terreno y que puede ser alcanzado por medio 
de las diferentes instituciones humanas no correspondiendo en exclusiva a una reflexión 
celestial vinculada a la eternidad, Kant propondrá específicamente su consecución por medio 
del Derecho, y desarrollará una posición contraria a la guerra como forma de alcanzar la paz, 
siendo ello su otro aporte fundamental, y aunque una parte de la guerra sea aceptada (por 
defensa), en general la rechazará y propondrá formas para su paulatina eliminación.  
Asimismo, debe rescatarse otro gran aporte de este filósofo, y es que incluirá una referencia al 
conflicto, considerándolo como una parte fundamental de la política, y no solo asimilándolos 
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como situaciones positivas, pero enfatizando el rechazo tajante de la violencia como 
herramienta para su solución (Höffe, 2009, 24-26).  Ello deviene de una característica nueva 
que le da Kant a la paz, pues para Garzón (2008) aunque la guerra hace parte del estado de 
naturaleza kantiano, la paz en Kant se erige como un imperativo moral (p.70), lo cual para 
Truyol (1979) constituye también en Kant un imperativo de la razón o imperativo categórico, 
es decir, un deber, el cual considera Kant como un medio para salir del estado de guerra para 
construir una sociedad civil a través de un contrato originario, pues Kant indicará que la razón 
practico-moral impone un veto irrevocable: no debe haber guerra (p.57). 
En el texto Sobre la paz perpetua, Kant (2003), tomará mayoritariamente el concepto de paz 
correspondiente al cese de toda hostilidad (p.2), ello implica, que la concepción de paz en 
Kant parte del supuesto tradicional de paz negativa, por tanto, la originalidad del autor en 
realidad no radica en la conceptualización que presenta de la paz, pues ella es la forma 
tradicional de entendimiento, sino, como se mencionó anteriormente, en reflexionar sobre la 
guerra y su relación última con la paz; deberá agregarse que aunque se parte de una paz 
negativa, en este autor la paz también dará visos de paz positiva, pues existen reflexiones que 
la presentan como el bienestar social entre las personas, así como que la paz también parte 
de proponer una mejor estructura para el ejercicio del poder como lo será la democracia 
basada en la constitución. 
En ese sentido, algunos autores consideran que Kant también habla de paz positiva; Höffe 
(2009) considera que existen cuatro puntos de vista de aseguramiento de la paz en Kant: 1). 
Federación de pueblo o República mundial; 2). Constitución democrática, democracia 
constitucional de los Estados; 3). Las penalidades de la guerra; y 4). El espíritu comercial 
(p.20); gracias a que los seres humanos buscan bienestar y comercio para vivir en paz, esos 
cuatro elementos conducen al desprecio incondicional por la guerra, por lo que en Kant 
complementa la visión negativa de la paz hacia la paz positiva entendida en el irenismo griego, 
“schalon” hebreo, pax romana y friedegermana (Höffe, 2009, 20). 
Asimismo, hay que resaltar que Kant recoge el debate que se ha tratado de reconstruir en 
torno a la paz y sus conceptos, pues la definición de la paz como paz perpetua, de la que 
partirá él para elaborar su tratado, en realidad no es algo nuevo o que propone Kant; la 
primera referencia de ésta, es el trabajo de San Agustín y su paz final o paz eterna, la cual 
podría traducirse igualmente como paz perpetua, la cual es destinada al “más allá” como 
forma de superación de todo lo terreno. Sin embargo, tal como inicialmente Marsilio de Padua 
presenta algo similar, para Höffe (2009) Kant no reserva la paz para la otra vida, “sino que la 
piensa como tarea para la vida presente y la hace inclusive tarea del derecho, de acuerdo con 
su concepto de moral (…) la primera gran innovación de Kant: la paz se convierte en puro 
concepto fundamental filosófico, ya no es también teológico pues su peso esencial se 
encuentra en la filosofía del derecho y del Estado” (p.15).  
Siguiendo esto último, para Hoyos (2006) la vigencia del trabajo político de Kant también 
radicará en que fijó un criterio de legitimidad política denominado el primado del derecho, 
que significa “que ningún pacto entre hombres o entre las naciones puede tener la garantía de 
70 
 
ser perdurable y de fomentar la prosperidad y la paz, si no está fundado en el derecho, el cual 
ha de tener una base racional, no divina, ni tampoco meramente emocional o subjetiva” 
(p.19). En una visión global de las ideas de Kant acerca de la paz, deberá complementarse su 
visión clásica negativa de ésta, que implicaría una obtención tradicional de ella a través de la 
guerra, incluyendo “(…) la impresionante vigencia del concepto kantiano de la paz, no por la 
fuerza, sino por el derecho” (Hoyos, 2006, 20).  
En ese sentido, Höffe (2009) considera que Kant plantea un “universalismo jurídico y moral 
pacífico: una paz global tanto en el tiempo como en el espacio universal” (p.24), que puede 
partir de entender la paz como un trabajo jurídico encaminado a la defensa y seguridad de la 
vida y la libertad, además de situar a la paz en el Derecho, pero entendiendo este como un 
operador ausente de actitudes personales (Höffe, 2009, 24, 25).  
Partiendo de la paz negativa, entendida tradicionalmente como ausencia de guerra entre 
Estados, y con algunos antecedentes de paz positiva, Kant en la paz perpetua plantea la 
esencia principal del texto de la paz perpetua: la creación de un conglomerado de Estados a 
nivel internacional en función de la eliminación de la guerra y encaminada a la paz. Para Höffe 
(2009) ello implicaría la existencia de una república mundial y no de una monarquía universal, 
en la cual se unifican los Estados en uno solo, puesto que Kant parte de la idea de comprender 
que ningún Estado renunciaría a su soberanía, por lo que es mucho mejor optar por una 
federación de pueblos (p.16).  
Para determinar lo anterior,  Kant (2003) iniciará considerando a los Estados como individuos 
en el estado de naturaleza, independientes de toda ley externa, siendo esa posición 
perjudicial para todos, conllevando a que los Estados busquen garantizar la seguridad a través 
de una Constitución, semejante a una Constitución Política que garantice sus derechos, lo que 
sería equivalente a una Sociedad de Naciones, pero no fundiéndose ellos en un solo Estado 
(p.9), siendo más asimilable la posición de Kant a un Estado federado, por lo que siguiendo a 
Truyol (1979), así como la paz (Constitución) es la exigencia racional (o imperativo categórico) 
que contribuye a la superación del estado de naturaleza (guerra) y conlleva a las personas a 
asociarse en el Estado, igualmente ella actúa en ese sentido en el estado de naturaleza en el 
que viven los Estados (p.57).  
En cuanto a la guerra, como se anticipó en la idea principal del texto, ella tendrá que ver como 
algo principal en relación con este nuevo estado federado internacional, y aquí existe un gran 
aporte de Kant pues parece ser el primer teórico, en la línea de pensamiento que se viene 
enunciando, que va a plantear la necesidad de la eliminación de la guerra como un supuesto 
natural; en el pensamiento kantiano lo verdaderamente importante es la paz, no la guerra, 
acabar con toda clase de guerra, indicando Kant (2003) que “(…) la razón, desde las alturas del 
máximo poder moral legislador, se pronuncia contra la guerra en modo absoluto, se niega a 
reconocer la guerra como un proceso jurídico, e impone, en cambio, como deber estricto, la 
paz entre los hombres; pero la paz no puede asentarse y afirmarse como no sea mediante un 
pacto entre los pueblos. Tiene, pues, que establecerse una federación de paz –
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faeduspacificus-, la cual se distinguirá del tratado de paz en que éste acaba con una guerra y 
aquella pone término a toda guerra” (p. 10).   
El problema en este razonamiento resultará de la exigibilidad de las decisiones del “poder 
supremo”, la que haría eficaz el Estado federado internacional, pues a ningún Estado que lo 
compone le gustaría verse obligado a determinada situación, aunque ello implique la finalidad 
de la paz; para Kant la respuesta se encuentra en el derecho de gentes¸ al cual considera un 
derecho de guerra, pero reconfigurando su conceptualización de derecho encaminado a 
determinar lo justo y lo injusto a partir de la fuerza bruta, a un medio por el cual los Estados 
renuncian a su libertad, como lo harían los individuos en el estado de naturaleza, “(…) y 
reducirse a publicas leyes coactivas, constituyendo así un Estado de naciones –civitasgentium- 
que, aumentando sin cesar, llegue por fin a contener en su seno a todos los pueblos de la 
tierra [pero de no aceptar eso] para no perderlo todo, en lugar de la idea positiva de una 
república universal puede acudirse al recurso negativo de una federación de pueblos que, 
mantenida y extendida sin cesar, evite las guerras y ponga un freno a las tendencias perversas 
e injustas, aunque siempre con el peligro constante de un estallido irreparable” (Kant, 2003, 
11), ello al final de cuentas se referirá a la conformación del Estado federado, encaminado a la 
paz y no a la guerra, así ella sea una amenaza constante.   
Adicional a ello, Kant (2003) se referirá en varios pasajes a la guerra con importantes 
innovaciones que conducirán a una postura en busca de su paulatina eliminación, y resaltará 
igualmente las consecuencias de ella, ideas que brevemente se sintetizan a continuación: 
1). Como se refirió en línea precedentes, ella es asociada al estado de naturaleza, 
que en este caso corresponderá a un estado en donde las hostilidades aunque no se 
hayan roto, existe la constante amenaza de ello (p.7), y de allí se podrá desprender 
la idea de ver la paz como algo que se puede instaurar, para lo cual no solo basta el 
cese de hostilidades sino que entre las personas debe darse una seguridad, lo cual 
solo es posible en el estado “civil” (p.7), lo cual se opondrá a la guerra. 
2). En segundo lugar, el pensamiento kantiano considera que los ejércitos 
permanentes deben desaparecer, pues son una amenaza constante de guerra para 
otros Estados pues siempre estarán dispuestos para ella, además de ser un gasto 
que al final de cuentas desencadena agresiones y no estar conforme a los derechos 
de las personas la utilización del ser humano como máquina en manos del Estado 
(p.4);  
3). Debe prohibirse la emisión de deuda externa para fines bélicos, pues ello implica 
que los fondos para ella la conviertan en un fenómeno al que fácilmente pueden 
acceder los Estados, lo que sumado a la naturaleza humana de los más fuertes para 
hacerla, se convierten en las grandes talanqueras para la paz perpetua (p.5). 
4). Incluso durante el desarrollo de la guerra debe existir ciertos límites morales en 
las acciones desplegadas en la misma, para Kant son inadmisibles ciertos métodos 
que influirán a futura en la confianza de una eventual paz futura, como pueden serlo 
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los asesinos, los envenenadores, el quebrantamiento de capitulaciones, la animación 
a la traición (p.5). 
5). La Constitución republicana es la más idónea para la consecución de la paz 
eterna, y uno de los motivos de sustentar ello es que la declaratoria de guerra debe 
contar con el consentimiento de los ciudadanos, a quienes directamente afecta la 
guerra, cosa que no ocurre en las constituciones en las cuales el súbdito no es un 
ciudadano, pues allí el jefe de Estado es un amo a quien la guerra no toca su 
desarrollo de vida (p.8). 
6). La situación en que ha puesto la naturaleza a los seres humanos se encuentra 
relacionadas con la guerra, pues si la naturaleza ha permitido a las personas vivir en 
todo lugar del mundo, ello se ha logrado gracias que la guerra sirve como 
herramienta de la naturaleza, lo cual ha permitido la expansión a lugares inhóspitos 
y el establecimiento de relaciones más o menos legales (p.14), e incluso es el medio 
de la naturaleza para poblar la tierra entera (p.15).  
7). La guerra exterior actuaría como aliciente de los pueblos que no quieran 
someterse a leyes públicas pues el temor a esta clase de guerra es mayor al de las 
discordias interiores (p.15) 
8). Para Kant (2003), el debate de si la guerra es o no connatural al ser humano se 
resuelve afirmativamente a lo natural, pues considera que ella parece insertada en 
la humanidad, dado que el hombre la enaltece y la admira (p.15). 
Si se repasan las propuestas generales de paz perpetua kantiana, se encuentra que ellas son 
un claro referente del pacifismo, el cual constituye la misma línea de pensamiento que 
permitió la construcción de la primera parte (reconstrucción conceptual), pues los estudios 
para la paz tienen una fuerte base de éste, por lo que la línea teórica que sigue este trabajo es 
armónica; para Garzón (2008), “La propuesta Kantiana de la paz perpetua condensa in nuce 
las bases filosóficas del pacifismo: toda guerra es un mal, y se debe evitar porque la razón 
dicta el imperativo moral de la paz, la cual llegará como consecuencia de una profunda 
aspiración humana” (p.72).  
Finalmente, para Mejía (2013), Kant constituye “(…) el último eslabón de la tradición clásica 
del contractualismo” (p.96), y para nuestro caso, corresponde al último autor clásico que se 
referirá explícitamente a la relación entre el Estado, el Derecho y la paz, siendo el punto 
máximo de estas reflexiones, las cuales influirán positivamente investigaciones subsiguientes, 
y  que puede ubicarse en oposición a la línea de pensamiento que tiene la guerra, la lucha o la 
violencia como guía constructora del Estado y Derecho.  
En esta línea opuesta se encontrarían a Maquiavelo, Marx, Weber y Schmitt, entre otros; 
puede ser resumida de la siguiente manera:  
1). Maquiavelo; quien para muchos está incluido en el grupo del realismo político, en 
donde se parte de la idea de la inexistencia de la paz duradera en los Estados. En 
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Maquiavelo no parece encontrarse, en realidad, un componente de pacifismo, si bien 
algunos de los autores anteriores centraban la paz en otras alternativas a la guerra como 
las leyes y seguir los preceptos de Dios, aunque validaban la misma con 
condicionamientos, no parece existir esta tendencia en este autor; para Maquiavelo, 
siguiendo a Bayona (2006), a diferencia de Marsilio de Padua que optó por una paz civil, es 
decir, al interior del Estado (Reino), la paz dependerá de las complejas relaciones entre los 
Estados y los Reinos, entre los gobernantes y los reinos (p. 54); esto indica, que la paz para 
Maquiavelo implica más centrarse en factores externos que internos, pero además 
tendremos que decir que ella es entendida como la ausencia de guerra, es decir, 
Maquiavelo defenderá la idea clásica de paz negativa, esto es, la ausencia de guerras entre 
Estados. Esto lo podemos concluir a partir de lo recomendado al Príncipe o Gobernante en 
tiempos de paz; Maquiavelo indicará “El príncipe no debe cesar, pues, jamás, de pensar en 
el ejercicio de las armas y en los tiempos de paz, debe darse a ellas todavía más que en los 
de guerra” (p.103), y para sustentar su argumento,  Maquiavelo indicará que “entre las 
alabanzas que los escritores dieron a Filopemenes, Rey de los [A]cayos, es la de no haber 
pensado nunca, aun en tiempos de paz, más que en los diversos modos de hacer la guerra” 
(p.104). En ese orden de ideas, para Maquiavelo la paz no es más que un escenario en el 
que no hay guerra entre Estados, pero dentro de la cual es necesario pensar más en la 
guerra que en la misma paz, es un claro ejemplo del  proverbio latino “si vis pacem para 
bellum” (si quieres paz prepara la guerra); aquí parece evidenciarse un concepto de paz 
transitoria y no eterna, asociada a la estabilidad que pueda existir externamente a partir 
de las relaciones entre Estados, pero además, que prepararse para la guerra es más 
fundamental que trabajar en la paz lograda, pues pareciera ser una realidad más estable 
que la paz, o al menos, más probable. Pareciera que la paz en este caso es solo un 
momento transitivo a la guerra, es como si ella fuera la forma principal para adquirirla. 
2). Aunque en el marxismo, muy reducidamente, es posible encontrar algunas líneas 
ideológicas que pueden conectarse con el pacifismo, en general parece que esta corriente 
de pensamiento no está totalmente de acuerdo con sus planteamientos; así mismo, su 
fundamentación ideológica partiría de considerar que solo puede haber paz en el contexto 
de un programa socialista instaurado en un Estado, aquí lo fundamental es la eliminación 
de la lucha de clases para lograr la armonía requerida para la paz, y ello se puede 
encontrar resumida en una frase que presuntamente dirá Marx: “El significado de paz es la 
ausencia de oposición al socialismo"; si bien hay que rescatar que el programa marxista 
contiene valiosos aportes a la crítica del derecho en general, lo cierto es que parte de la 
imposición de un sistema político-económico como necesaria para la paz, lo cual, al igual 
que la paz democrática, no puede considerarse como panacea al problema de la violencia, 
pues no existen sistemas perfectos. 
3). Weber; este autor es primordial, pues ha marcado mayoritariamente la líneas 
investigativas del Estado y Derecho, con su formulación de considerar al Estado como el 
ente detentador del monopolio exclusivo de la violencia (entendida ampliamente y no solo 
de manera directa) y los medios de coacción; ello implica que la definición propia del 
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Estado parte de la violencia y no de la paz, que aunque relacionados no funcionan a la 
manera inversa, pues mutuamente implica una la negación o ausencia de la otra; Weber 
(1919) indicará que el Estado es “es aquella comunidad humana que, dentro de un 
determinado territorio (el territorio es un elemento distintivo), reclama (con éxito) para sí 
el monopolio de la violencia física legítima. Lo distintivo de nuestro tiempo es que a todas 
las demás asociaciones e individuos sólo se les concede el derecho a la violencia física en la 
medida en que el Estado lo permite. El Estado es la única fuente del derecho a la violencia. 
Entonces política significaría pues, para nosotros, la aspiración (Streben) a participar en el 
poder o a influir en la distribución del poder entre los distintos Estados o, dentro de un 
mismo Estado, entre los distintos grupos de hombres que lo componen” (p.2);  
4). Carl Schmitt, quien para Garzón (2008) concibe la guerra como un supuesto de la 
política, en la cual es posible distinguir entre amigo y enemigo como característica de ella, 
además de empalmar la noción de conflicto con la de guerra (p.75).   
 
2.1.5. Comentarios preliminares  
Revisando el recuento de autores clásicos que toman la paz como factor determinante en la 
relación de Estado y Derecho, puede arribarse a varias conclusiones en este apartado, que 
pueden enumerarse de la siguiente manera: 
1). No existe una efectiva revolución en el concepto de paz, puesto que se parte del 
paradigma asociado generalmente a la paz negativa clásica, esto es, la paz es ausencia de 
guerra entre Estados. Sin embargo, hay que resaltar que varios autores reflexionaron acerca 
de antecedentes de paz diferentes a la asociación de ausencia de guerra, como por ejemplo la 
paz interna (Tomás de Aquino), la paz ambiental (San Agustín), la justicia como condición para 
ella (Hobbes) y los medios pacíficos para superar la guerra (Kant), y aunque muchos autores 
consideran que algunos de estos tratadistas hablaron de paz positiva, como por ejemplo 
Hobbes y Kant, lo cierto es que no se refieran textualmente a nueva forma de comprender la 
paz, pues lo que impera es el concepto negativo; lo que sí supone un antecedente de ella son 
las propuestas de condiciones necesarias para alcanzar la paz, por lo que es más acorde 
pensar que son un claro precedente de la paz positiva y no son reales fundadores, pues se 
itera, ellos parten de concebir la paz negativamente.  
2). Parece ser que el Derecho es un mecanismo idóneo para garantizar la paz, como se ve en la 
culminación de la reconstrucción, Kant le da un lugar preponderante a este medio para 
alcanzarla; no obstante, no quiere ello indicar que sea la única vía, la verdad es que existen 
medios alternativos al mismo derecho para lograrla, lo cual es vital, pues no pueden 
pretenderse soluciones exclusivas para el logro de la paz, pues ello debe partir de múltiples 
vías articuladas entre sí para ello, solo que esta investigación se circunscribe a la vía pacífica 




3). En principio, lo propuesto por Kant será una extensión del papel pacificador del Derecho en 
un Estado, puesto que todo el debate que puede haberse originado con el surgimiento de este 
último se trasplanta al escenario internacional, para que el derecho cumpla este papel de 
medio para alcanzar la paz desde la óptica internacional, es decir, todo lo reflexionado acerca 
de cómo surge un Estado es trasladado a relaciones externas, para enfocarse en eliminar el 
estado natural, según Kant, entre Estados, que corresponde a la guerra.  
 
 2.2. Surgimiento del Estado y el Derecho en relación con la paz 
"Otros habrá -lo creo- que con rasgos más mórbidos esculpan bronces que espiren hálitos de 
vida y que saquen del mármol rostros vivos, que sepan defender mejor las causas y acierten 
a trazar con su varilla los giros en el cielo y anuncien la salida de los astros. Tú, romano, 
recuerda tu misión: ir rigiendo los pueblos con tu mando. Éstas serán tus artes: imponer 
leyes de paz, conceder tu favor a los humildes y abatir combatiendo a los soberbios" 
Virgilio, La Eneida 
“Todo está conmovido, todo está próximo á caer. La vieja Europa, como loca 
desatentada enciende sus palacios, sus pueblos, sus plazas fuertes y sus chozas con la 
antorcha que lleva en una mano, y maltrata y asesina á pontificas, á reyes, á 
sacerdotes, á mugeres, á ancianos, á soldados indefensos y á niños con el puñal que 
esgrime en la otra. El mundo es campo estrecho para satisfacer las ambiciones que se 
abrigan allá, a donde un hombre dijo Paz, y desde que lo dijo, han surgido guerras que 
sin cesar anegan en sangre todas las partes del globo” 
León Carbonero y Sol, PROSPECTO en El gobierno monárquico, Tomás de Aquino  
Las ideas de los tratadistas anteriores no son los únicos espacios en que se evidencia una 
conexión del Estado y el Derecho en función de la paz, pues ello también fue concretado en 
diferentes instrumentos expedidos por el Estado, anteriormente el soberano, en pro de la 
búsqueda de la paz. Ello también se fundamenta en un cambio de metodología de estudiar al 
Estado, en la búsqueda de acercarnos a él y al Derecho desde la paz. 
Sin embargo, previo a ello, se presenta nuevamente el problema conceptual, en este caso el 
de definir qué es Estado, porque debido a que ha sido un concepto de especial relevancia en 
la preocupación filosófica, teórica, científica, etc., existe un sin número de definiciones del 
mismo. Inicialmente, aquí se referirá al Estado Moderno, concepto que influirá 
posteriormente en las investigaciones del Constitucionalismo, por lo que se abordará una 
breve historia de su configuración, en la cual el Derecho y la paz han sido esenciales; pero 
además, se irá avanzando a ideas nuevas de entender el Estado solo en los aspectos que 
revista importancia a la paz, para que al final se hable del Estado constitucional.  
No obstante, tal y como lo resalta Passerin (2001), previo a que se evalúe la historia del 
surgimiento del Estado Moderno es necesario determinar a qué se refiere el mismo, lo cual se 
entiende más claramente desde una perspectiva del Derecho, pues se considera que el Estado 
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moderno es un ordenamiento jurídico, en donde el poder que se ejerce no es solo la fuerza 
física, sino la que se desprende y se pone en práctica a partir de un conjunto de normas, las 
cuales además permiten concluir la existencia del Estado (p.123).  
Aunque esta no es la concepción definitiva del Estado por parte de Passerini (2001), pues su 
estudio se funda en tres perspectivas que se han ido desarrollando de él, esta investigación 
opta por la definición jurídica estatal; además de la visión que aquí se acoge, Passerini (2001) 
considera que hay tres formas de conceptualizar el Estado: 1). Estado como fuerza; propio del 
realismo político, que considera la existencia del Estado desde la existencia de la fuerza, 
siendo ella la base de las relaciones entre Estados y de éste con las personas (p.20); 2). Estado 
como poder; que corresponde a la consideración jurídica de este, en este caso el estado es 
fuerza pero no cualquier fuerza, sino fuerza cualificada ejercida por la ley (P.21), aunque en 
realidad se debe hablar en este caso de una doble cualificación: a). por la ley misma, y b). por 
un “valor”, que se puede asociar a la justicia, y se presenta inconscientemente en las personas 
en quienes consideran la fuerza como condición necesaria para una convivencia pacífica 
(p.21), es decir, esto se basa en el cumplimiento de la ley; y 3). Estado como autoridad, el cual 
indica que Estado no puede encontrase exclusivamente solo en la fuerza o solo en el ejercicio 
del poder (p.25).  
Teniendo en cuenta lo que precede, y teniendo en cuenta que este trabajo parte de una 
concepción jurídica del Estado moderno, es posible también dar una respuesta amplia a la 
búsqueda de la paz, pues ella ha de lograrse, en el nivel externo, por el Estado en comunidad 
con los otros Estados, y a nivel interno, con la variedad de herramientas que se emplearán 
para ello, dentro de la cuales el Derecho es una de muchas, pero no es la única, y las que 
incluirán, de manera especial, a las personas pertenecientes al Estado que pueden partir de 
una cultura de paz para ello.  
Como se ha venido reiterando, éste trabajo solo centra su atención en un mecanismo 
empleado por el estado para la pacificación interna, como es la vía judicial para lograr la paz, 
haciendo hincapié en que deben conjugarse un sin número de herramientas adicionales para 
conseguirla, como la acción de las personas en su diario vivir; en ese sentido, ninguna 
concepción de paz puede ser denigrada u olvidada, todas las acciones que conduzcan a tal 
objetivo son válidas; excepto, la de su búsqueda a través de la guerra, de la violencia, de la 
violación de derechos, las cuales no están de acuerdo con un postulado de paz que debe partir 
por medios pacíficos y respetando los derechos humanos.  
A continuación, teniendo una definición del Estado Moderno se presenta una breve referencia 
histórica a su formación en función del Derecho y la paz, prosiguiendo, a partir de lo anterior, 
con un análisis del surgimiento del Constitucionalismo, ver como fue el desarrollo de la paz 
interna en Latinoamérica, para cerrar con el análisis de los denominados Estado de Derecho y  
Estado Constitucional, resaltando la búsqueda de la paz, y el Derecho como medio primordial 




2.2.1. Breve historia del Estado, el Derecho y la paz 
La historia del surgimiento de estos tres elementos es realmente extensa, por lo que es 
necesario delimitarse exclusivamente a ciertos escenarios y momentos históricos, lo cual ya 
ido prefijándose con el establecimiento de la importancia del Estado Moderno para esta 
relación tripartita (Estado, Derecho y paz), por lo que se partirá de él para realizar este repaso 
de formación del Estado y el Derecho en función de la paz.   
Hernández (2011) considera que en el lenguaje común el Estado es entendido “como el 
cuerpo político de una nación” (p.131), pero a partir de la Teoría General del Estado, 
esencialmente sustentada en las visiones jurídicas del siglo XX, esa visión es superada por ser 
imprecisa y sin contar con un punto claro en la historia, desde el punto de vista de su 
formación, “para restringir el concepto al tipo de organización política que surge en la 
modernidad europea occidental, con características muy precisas” (p.131). 
Pueden verse dos perspectivas en este tema, precisamente dos formas, de muchas que 
existen, de abordar el tema del Estado. La primera, que puede llamarse tradicional, es la que 
funda el estudio de éste en el continente europeo, es un estudio del Estado eurocéntrico, la 
cual puede verse como una línea investigativa predominante y por tanto con un sinnúmero de 
defensores; la segunda, es más general y considera al Estado como una universalidad no 
circunscrita a un escenario especifico sino que abarca a muchos más que solo el europeo, 
viendo en la historia estatal una historia de la humanidad en general no solo de “occidente” o 
de Europa, línea de la cual es representante el profesor Bernd Marquardt (2009). 
Para esta última tendencia, el profesor Marquardt (2009) señala cuatro fases o escalones por 
los que ha transitado la evolución del Estado, que no han ocurrido al mismo tiempo en todos 
los lugares, las cuales son: 1). Las sociedades preestatales (la cual contienen varias etapas en 
ella); 2). El Estado dinástico; 3). El Estado de la paz interna; y 4). El Estado de la doble 
revolución ilustrada e industrial (p.7); como puede verse este apartado desarrolla la tercera 
fase, la del Estado de la paz interna, lo cual no solo ocurriría en Europa sino en otras latitudes. 
En esta perspectiva universal del Estado, Marquardt (2009) considera que Europa, con 
respecto a otros escenarios de desarrollo estatal, en realidad no fue una pionera sino una 
atrasada (p.4). 
No obstante, ambas formas de entender el estado, euro céntricamente y de manera general, 
convergen en un punto y es la consolidación del Estado a través de la búsqueda de la paz 
interna y posteriormente de una paz externa, lo cual se resume a continuación, tratando de 
ver ambas perspectivas juntas, que como se verá en este punto no se encuentran muy 
alejadas.  
2.2.1.1. Paz interna y Paz externa estatal  
Lo primero que debe mencionarse, es que el Estado Moderno, como un ente centralizador del 
poder, puede verse como opuesto a la organización política que le antecede en la Edad Media, 
la cual tenía un fuerte base feudal, y en donde existía una multiplicidad de poderes que regían 
la vida en sociedad; en el caso de la Edad Media, para Hernández (2011) “(…) el poder estaba 
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completamente diseminado en muchas instancias locales y territoriales” (p.131), lo que Hegel 
denominaría poliarquía (según cita realizada por Hernández, 2011, 131), por lo que, según 
Heller (1961) al confrontar el Estado actual “con las formaciones políticas medievales, 
llamadas entonces reino o territorio, se ve en seguida que la denominación “Estado medieval” 
es más que cuestionable (…) su poder estaba limitado, en lo interno, por los numerosos 
depositarios de poder feudales, corporativos y municipales y, en el exterior, por la Iglesia y el 
Emperador” (p.142).  
En ese orden de ideas, es totalmente uniforme la literatura académica respecto de asociar la 
pluralidad de poderes como característica de la Edad media, sustentada en un sistema feudal 
como característica de la organización política de la época; Matteucci (2010) indica 
igualmente la diferenciación del Estado Moderno frente al sistema feudal, debido a que en 
esta última existía “(…) una complicada trama de derechos de soberanía de los distintos 
señores en los diferentes países, por lo que falta la unidad territorial del Estado, y, por otro, 
un poder atomizado y difuso en la sociedad, o, mejor, muchos centros de poder ordenados 
jerárquicamente, cada uno de ellos soberano en el ámbito que el derecho le ha asignado” 
(p.21). 
Siguiendo lo que precede, en la Edad media, no obstante la pluralidad de poderes presente en 
ella, una Institución representó en cierto sentido una clase de poder centralizado, a la que 
algunos autores consideran como el verdadero Estado moderno inicial, esta es: la Iglesia. Para 
Heller (1961) “la Iglesia reclamó una obediencia, aunque extraestatal, política, de todos los 
hombres, incluso de los que ejercían poder político, obligando a ella, en muchos casos, por 
eficaces medios coactivos espirituales y aun físicos” (p.143), y no obstante que como se 
mencionó la época de la Edad media era acorde con los poderes difuminados y no 
centralizados, la Iglesia representó por muchos siglos la única organización monista de 
autoridad en este período (Heller, 1961, 143).  
No obstante, siguiendo a Berman (2001), es necesario detenerse en la importancia de la 
Iglesia en la configuración del Estado pero especialmente en el Derecho, en este período 
feudal, pues allí es posible encontrar las propias raíces de la tradición jurídica occidental.  
En concepto de Berman (2001) el primer sistema occidental moderno, tanto de gobierno y de 
derecho, fue la Iglesia (p.553), y ello no está en contradicción con lo que se expuso al inicio de 
este punto, puesto que Berman partirá de la modernización del sistema de derecho por parte 
de esta institución como forma para determinar su “modernidad”; sin embargo, su trabajo va 
más allá, pues considera que el Estado moderno, la filosofía moderna, la literatura moderna 
tiene su origen en el lapso comprendido entre 1050-1150 d.c. y no antes (p.14).  
Ello se entiende, a partir de lo que Berman (2001) considera como la primera de las grandes 
revoluciones de occidente, esto es, la revolución papal, la que en realidad fue un proceso que 
abarcó varias importantes reformas, guiada por el movimiento occidental que pregonaba al 
obispo de Roma como cabeza única de la Iglesia, buscando la emancipación del clero del 
emperador, reyes y señores feudales, buscando la independencia de la Iglesia como 
institución política y legal, lo cual culminaría con la denominada Reforma Gregoriana y la 
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“Querella de las Investiduras” -1075-1122 d.c.-(p.12). Esto conllevó a la creación “del primer 
sistema jurídico occidental moderno, el “nuevo derecho canónico” (iusnovum) de la Iglesia 
católica romana y, con el tiempo, también a nuevos sistemas jurídicos seculares: el real, el 
urbano y otros” (Berman 2001, 12). 
Lo trascendental de todo esto para nuestro estudio es que según Berman (2001), la revolución 
papal conllevó a varias implicaciones en materia de paz: en primer lugar, el Rey dejó de ser 
cabeza suprema de la Iglesia, siendo supremo en cuestiones espirituales el obispo de Roma, 
incluso en sobre los reyes y el Emperador; y en segundo lugar, se consideró al  Emperador y el 
rey como gobernantes seculares “cuyas tareas eran: primera, mantener la paz dentro de los 
reinos respectivos, es decir, contener la violencia; y segunda, hacer justicia, es decir gobernar 
en las esferas política y económica” (p.424), esto indica que la función principal del Emperador 
y el Rey comienza a ser la garantía de la paz y el ejercicio judicial, pero habrá que agregar un 
punto adicional y es que la función legislativa en los siglos XII y XIII necesitó ser reconocida al 
rey (p.424), por lo que los reyes europeos comenzaron a generar un amplio número de leyes 
siendo justificadas las mismas no ya en costumbre pretéritas o en situaciones de urgencia, 
“sino como parte esencial de la responsabilidad de un rey por mantener la paz y hacer 
justicia” (p.424). 
La paz en este período comienza a ser una asunto del gobernante, él es quien la debe 
garantizar, aquí se comienza a delinear las competencias gubernamentales especialmente en 
materia de garantía de paz; ahora, aunque Berman (2001) propone una nueva caracterización 
del Estado moderno, la cual estaría en contravía de la corriente mayoritaria de situarlo entre 
los siglos XV y XVI, pues sitúa como su origen la revolución papal, haciendo en consecuencia 
que la Iglesia pueda ser considerada como el primer Estado moderno, lo cierto es que en 
materia de paz ello no alcanza a tener la idea moderna de su garantía en general por el 
Estado; sin embargo, hay que resaltar en esta época el papel histórico del Emperador o rey 
como pacificador, como principal responsable de la garantía de la paz en el reino o territorio. 
En ese sentido, por ejemplo, Ardila (2008) considera que el poder del Rey-Soberano en la alta 
edad media se va consolidando y ampliando gracias a que se le reconoce como responsable 
de la paz en sus territorios, no necesariamente con el poder de sus armas, que le harían valer 
su paz a la fuerza, sino con el “gran” poder de comunicarse con Dios para rogar por paz, pero 
tal concepto es tan trascendental que las atribuciones jurídicas del Rey en la edad media se 
circunscriben a garantizar la paz y la justicia en el reino (p. 150-156).  
En todo caso, la crisis del feudalismo generó otra importante implicación en materia de paz, 
que puede definirse como una especialidad de la competencia en la pacificación; entre 
algunos hechos relevantes para la crisis de aquella forma de organización política, Matteucci 
(2010) indicará la pluralidad de poderes, señalada anteriormente como característica propia 
de la Edad media, la cual permitía la práctica de la guerra privada, como un medio de rebelión 
contra el superior, cuando se consideraba que había violado el derecho (p.21), y Heller (1961) 
agregará que en este período la independencia de la pluralidad de instituciones que producían 
el derecho era casi absoluta y partía de percepciones jurídicas propias (p.144), pero, 
80 
 
especialmente, el clima de intranquilidad, que implicó la ausencia del Derecho, producto de la 
separación política y los recurrentes enfrentamientos entre los estamentos entre ellos y 
contra el príncipe (p.145). 
Es así como comienza a evidenciarse la principal característica del Estado moderno: la 
centralización del poder, aunque ello aparece de manera gradual tanto por etapas como en 
diferentes naciones (Heller  1961, 145).  Siguiendo a este autor, Heller (1961), los contornos 
con los que se va ir conformando el Estado moderno tienen que ver mucho con el aspecto 
organizativo del mismo, de lo cual se puede resaltar las siguientes pautas que se emplearon 
para la consolidación de esta clase de Estado: 1). La posesión privada de la autoridad y de la 
administración se transforman en propiedad pública (p.146); 2). La creación de un ejército 
permanente, en atención a las nuevas técnicas de guerra que eran más costosas (p.147); 3). La 
creación de la burocracia, ordenando el Estado con jerarquía de autoridades, con 
competencias definidas y funcionarios especializados, nombrados por el superior y 
dependientes económicamente del Estado (p.147); y 4). La creación de un patrimonio y “el 
aseguramiento de una tributación regular (…) el príncipe, pasando por alto todos los 
privilegios, (…) [obligó a] las asambleas, a las corporaciones estamentales, muy debilitadas ya 
desde el siglo XV, a dar su aprobación al establecimiento de impuestos generales y aplicables 
a todos los súbditos, sin tener en cuenta su nacimiento ni el estamento al que pertenecían” 
(p.149), siendo esto último uno de los elementos más trascendentales para la consolidación 
del Estado en la Edad Moderna.  
Ahora bien, aunque existen avances financieros, en burocracia, en impuestos y en la 
conformación de un ejército permanente, lo cierto es que faltaba además un avance necesario 
para que el Estado lograra erigirse como una nueva forma de organización política más 
independiente y con la centralización del poder: “(…) la independización como unidad de 
decisión jurídica universal” (Heller 1961, 150). Ello debido, como se señaló anteriormente, a la 
dispersión jurídica que existía en le Edad media, y lo que se podía observar el desintegración 
jurídica germana a lo cual se le oponía el Derecho romano sistematizado como 
juscertum(Heller  1961, 150); pero igualmente fue necesaria una burocracia especializada en 
temas de derecho para que aplicaran la justicia, especialmente formados en Derecho Romano 
creándose un grupo especializado de juristas que decidían en derecho, a partir de normas 
racionales (Heller 1961, 151); para Heller (1961) esta innovación y centralidad de la justicia, 
sumada a la fortaleza ejecutiva del funcionario, trajo consigo el fortalecimiento de la 
seguridad jurídica estableciéndose por ello la paz territorial perpetua(1495), algo que fue 
temporal en la Edad Media, además de eliminar la ejecución del derecho a través del método 
“del más fuerte”, y reservando para el estado el poder físico como ejercicio legítimo de él (p. 
151).   
Esto también es reconocido por Marquardt (2009), quien indica que cerca del año 1500 puede 
ser establecido el primer intento sustancial de concretar la idea de la paz interna en el Estado 
“frente al derecho tradicional a la guerra de todos los poderes medios y pequeños. La 
estrategia clave consistió en la pacificación por medio del derecho y la justicia” (p.25), lo cual 
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también implicó la creación de límites a la violencia permitida compensada con el surgimiento 
de los tribunales de justicia (p.25).  
Así, la codificación y unificación de un único Derecho que rigiera al Estado, y la especialización 
en el ejercicio de la justicia por parte de juristas calificados para ello, además de la creación de 
tribunales de justicia, no solo contribuyeron en gran parte a la surgimiento del Estado 
moderno, sino que evidencian que el papel del derecho, cedido por el Estado, es el de dar 
orden interno, de dar garantías jurídicas para el desarrollo social, si antes era el rey o el 
soberano el encargado de pacificar el reino o territorio, esa función pasa a manos del Estado 
moderno, el cual delegará dicha función al derecho, a sus funcionarios especializados en ello 
(principalmente en derecho romano), el que se convierte en el nuevo garantizador de paz, lo 
cual subsiste hasta nuestros días.   
Habrá que agregarse dos elementos adicionales que desencadenaron esta postura, pues 
siguiendo a Marquardt (2009) muchos autores, de la línea tradicional, consideran que la 
formación del Estado europeo se puede situar también a raíz de las transformaciones 
ocurridas en la modernidad temprana (S. XVI), especialmente con dos hechos: 1). Las guerras 
religiosas; y 2). La teoría de la soberanía de Juan Bodino (p.5).  
Para Martín Kriele (1980) estos dos fenómenos serán esenciales y vitales para el surgimiento 
del Estado moderno, puesto que la soberanía constituirá un requisito fundamental para la 
configuración de la paz interna (p.54). Kriele (1980) considera además que las diferentes 
formas de alcanzar la paz pueden ser reducidas a cuatro modelos partiendo de considerar a 
dos personas en conflicto (A y B): 1). Paz por medio del terror, A mantiene impotente a B a 
través de medios policiales; 2). Paz en virtud del compromiso, las dos partes en conflicto se 
percatan de la importancia de la paz por encima de sus fines personales; 3). Paz por arbitraje, 
las partes en conflicto se someten a la decisión de su conflicto por un tercero, pero para este 
caso Kriele considera que existe previamente un marco de paz preexistente al conflicto, 
implicando que el conflicto no se desborde por el fanatismo y la polarización total gracias a la 
razón y la moderación; y 4).Paz por medio de la soberanía, en este caso un tercero somete 
tanto a A y a B, y los obliga mutuamente a tolerarse mutuamente, en este caso el tercero no 
presta interés a ninguna de las dos partes, pues inclinándose para alguno de los dos lados se 
decaería en la primera situación (p. 54-55). 
Siguiendo a Kriele (1980), este último modelo es el aplicado en el Estado constitucional 
democrático, en donde se impide la solución de conflictos entre las partes por el uso de la 
fuerza, dado que el monopolio de ella lo tiene el orden público (Estado), no de la fuerza física 
sino de la cualificada (ley), quien crea además mecanismos y procedimientos para regular los 
conflictos (p.55). 
Asimismo, esta última forma de alcanzar la paz es posible de explicar a partir de los elementos 
de la garantía de la paz interna del Estado, los cuales se habían mencionado: las guerras 
religiosas y la soberanía.   
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La guerra religiosa tiene un referente en el enfrentamiento acaecido en Francia entre los 
católicos y los Hugonetes (protestantes), en donde según Kriele (1980), los reyes franceses se 
encontraban entre dos extremos: eliminar a los protestantes o aceptarlos; para esto último 
expidieron los edictos de tolerancia, buscando mantener la paz en el reino, los cuales fueron: 
los edictos de Antoine (1563), de St. Germain (1570) y de Poiters(1577) (p.56); pero por otra 
parte, en el otro extremo participaron activamente en la eliminación sangrienta de los 
protestantes, prueba de ello es la Noche de San Bartolomé (p.57).   
Ante la situación de guerra civil que desencadenó en el enfrentamiento religioso, algunos 
juristas e intelectuales, denominados politiques, buscaron una tercera vía de solución a este 
conflicto, más allá del extermino o la división territorial para uno y otro bando, partieron de 
una idea esencial: la terminación de la violencia era necesaria para alcanzar los demás fines de 
la vida, incluyendo ejercer la religión en paz (Kriele 1980, 57); este grupo buscaba que la 
autoridad del rey se fortaleciera al grado de poder garantizar los edictos de tolerancia, y entre 
los politiques había un pensador que trataría de teorizar al respecto, su nombre era,  Juan 
Bodino quien creó una especie de estratificación de los intereses humanos, estando en la base 
de este se encontraba la garantía de la vida, viendo ella asociada a la paz y la alimentación 
ciudadana, y solo cuando esta base está garantizada los seres humanos pueden buscar los 
otros intereses (Kriele 1980, 59), ello explica porque en la jerarquía axiológica de este grupo, 
el valor superior corresponde a la intervención activa en pro de la paz sacrificando otros 
interés considerados como más básicos como la religión que profesaban (Kriele 1980, 60).  
La conclusión a la que arribaron los politiques fue que el único medio para garantizar la paz 
era hacer efectivos los edictos de paz, y el medio para ello solo podía existir si el rey era lo 
suficientemente poderoso para ello, habría que dotarlo de la fuerza suficiente para ello, por lo 
que, en primer lugar, se eliminó el derecho a la guerra de los Guise (católicos), el cual estaba 
fundado en los viejos preceptos feudales, se transformó en “monarca absoluto”, y en segundo 
lugar, y como consecuencia de lo anterior, surgió la base para la legitimidad de un ejército real 
superior, que permitió no solo hablar de tolerancia sino imponerla (Kriele 1980, 60); con el 
ascenso de Enrique IV al trono francés esta idea de los politiques cobró fuerza, pues este rey 
expediría el edicto de Nantes (1598), el cual proclamaba la tolerancia religiosa en Francia, pero 
además se basaría en la teoría de la soberanía para imponerla (Kriele 1980, 60-61).  
De todo esto puede extraerse otra idea adicional, y es que si bien las guerras religiosas fueron 
un elemento necesario para el avance de la teoría de la soberanía, característica propia del 
Estado actual, lo cierto es que ello partió de una base racional como fue la eliminación del 
derecho de guerra de actores que pudieran disputarla a la soberanía estatal, aunque al final la 
idea para garantizar ello pasó necesariamente por el respaldo de la fuerza física, la cual para 
conceptualizaciones posteriores, sería fuerza proveniente de la ley y no de la fuerza en sí 
misma.  
Por otra parte, en todo este largo período, Edad media y Edad Moderna, puede identificarse 
las ideas anteriores a partir de las leyes promulgadas en busca de la pacificación interna; para 
el profesor Bernd Marquardt (2009b) existen documentos o escenarios trascendentales que 
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han buscado la paz por medio de diferentes estrategias, entre ellos: 1). Las paces de Dios; 2). 
La Paz territorial de Maguncia (1235); 3).  La Liga intersegmentaria de la Paz territorial; 4). La 
paz eterna en la tierra y la paz del monarca soberano; 5). La Paz de westfalia.  
1). Las paces de Dios, la obtención de la paz por medio de la represión religiosa, de la iglesia 
católica, basada en que el incumplimiento a la inviolabilidad de las prohibiciones de hacer 
daño a ciertos actores (mujeres, niños, monjes) y lugares (Iglesia, molinos y campos de arado), 
lo cual desencadenaría la excomunión y el no acceso al cielo, así como también la 
imposibilidad para los católicos de ocasionar guerras en pro de conquistar territorios 
(teniendo justificación en el mandamiento de “No robar”), lo cual sería recogido por el Estado 
monárquico, especialmente el Sacro Imperio Romano Germánico de 1103, lógica que se 
continuaría en la recopilación jurídica denominada Espejo Sajón que presentaría la protección 
en tiempos de guerra de personas sin armas, lugares específicos y épocas sagradas 
(Marquardt, 2009b; 20-21). 
2). La Paz territorial de Maguncia (1235), fue un intento de cambiar el juicio divino por la 
justicia de los tribunales estatales, constituye un documento fundamental del 
constitucionalismo antiguo (protoconstitucionalismo), el cual buscaba la paz y justicia 
basándose en el Derecho y las cortes, específicamente del establecimiento de la Corte 
Imperial del Consejo Áulico, encargada de castigar a las personas que infringía la paz , lo cual 
se vio como “paz por cortes de justicia”, la cual se consideró como camino exitoso, hasta la 
crisis imperial del Gran Interregno lo que conllevaría a las guerras internas (Marquardt, 2009b; 
24-25); no obstante, para Marquardt (2009) los intentos por pacificar los imperios del SXIII, la 
guerra al interior de los mismos continuó por más de tres siglos, e incluso la Paz de Maguncia 
reconoció la guerra interlocal como mecanismo para sanear la falta de protección eficaz en las 
cortes de justicia (p. 26). 
3). La Liga intersegmentaria de la Paz territorial, lo que se traduce en “una alianza 
mutuamente juramentada durante algunos años o de forma permanente, con el fin de 
desterrar la guerra entre los miembros y de liderar la guerra conjuntamente en contra de 
enemigos comunes” (Marquardt, 2009b; 27); para Marquardt (2009b) esta etapa tuvo más 
bien resultados ambiguos puesto que las alianzas concentraron una gran cantidad de poder lo 
que originó el surgimiento de actores bélicos más fuertes (p. 28). 
4). La paz eterna en la tierra y la paz del monarca soberano, aquí nuevamente la idea 
principal fue lograr la paz por medio del Derecho y la justicia (como en el segundo intento –La 
paz territorial de Maguncia-), en el Sacro Imperio Romano se buscaron definir los límites a una 
violencia permitida con lo cual se buscaba excluir los poderes regionales y locales del derecho 
a la guerra, sustituyendo el mismo por el establecimiento de cortes de justicia jerarquizada, lo 
cual implicaba al soberano la pacificación del territorio con dos opciones la de la hegemonía 
unilateral o paz por tratado multilateral (Marquardt, 2009b; 29-30).   
5). La Paz de Westfalia, en el siglo XVII se presentó una violenta guerra denominada Guerra 
Germánica o Guerra de los treinta años, en donde el empleo de la justicia y el derecho sirvió 
más como medio para imponer los intereses del Emperador sobre los detractores, lo cual al 
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final de la guerra no generó ningún bando victorioso, sino por el contrario ejerció un cambio 
de mentalidad en las personas que conllevó a valorar la paz como un bien sagrado, lo que 
sería recogido en La Paz de Westfalia (Marquardt, 2009b; 44-47).   
Posterior a este último documento, ya para la mitad del siglo XVII, el estado de la paz interna 
señalado por Marquardt (2009b), comenzó a dejar de ser cuestionado y fue aceptado (p.48), 
aunque con variaciones, las instituciones estatales surgidas de esta forma de Estado tuvieron 
fuerte impacto en la concreción del mismo, por ejemplo, para Marquardt (2009b) la paz por 
soberanía unilateral, misma de la que hablaba Kriele (1980) y la soberanía del Rey, provocaría 
la Revolución Francesa de 1789 pues esta se generará en contra de sus postulados, situación 
que no aconteció con la paz por tratado de la cual no se debatieron sus fundamentos 
(Marquardt 2009b, 50).  
Pasando a fechas más cercanas, Marquardt (2009b) realiza un examen de lo que puede verse 
como la pacificación estatal, que puede resumirse así: 1). La pacificación del antiguo régimen 
no estuvo directamente vinculado a la fuerza del Estado sino a acuerdos entre los gobiernos 
políticos de la época, la dinastía del monarca y la de los segmentos feudales (p.50); 2). Con la 
eliminación revolucionaria de las instituciones del antiguo régimen, ese acuerdo se hace 
innecesario y ya para la cuarta fase de la evolución del Estado, la doble revolución ilustrada-
industrial en el siglo XIX, se presentó una ideología política idealista y polarizante, en la que 
los actores optaron por el planteamiento de exigencias maximizadas a acuerdos entre ellos 
(p.50); y 3). Sin embargo, en esta misma fase fue necesario el desarrollo de una nueva forma 
de cultura de paz pública sustentada en la paz democrática, con una sociedad participativa y 
pluralista, y una paz por soberanía fundada en el absolutismo burocrático (p.51).  
Ahora bien, todas las referencias anteriores del Estado moderno es posible trasladarlas al 
escenario internacional, lo que equivaldría a hablar de un deber de pacificación externo o 
internacional, dando como resultado la búsqueda de una paz externa o internacional; para 
Kriele (1980) se puede distinguir los problemas centrales de la soberanías interna y externa, 
para la primera es la guerra civil o la paz interna, y para la soberanía externa es la guerra o paz 
externa, aunque la paz interna se busca con la centralización y monopolio de la fuerza en 
cabeza del Estado, pero en el caso de la paz externa, ella es buscada a través del respeto de 
los estados considerando a los demás como iguales e independientes (p.81).   
En el caso de la paz externa o internacional, la idea de conseguirla parte de un ideal kantiano, 
que corresponde al respeto de las normas internacionales, lo que a nivel interno se entiende a 
partir de la conciencia de libertad y justicia, pero para el caso internacional además significaría 
que los Estados no pueden hacer referencia a condiciones internas de legitimidad (Kriele 
1980, 81). En ese sentido, la soberanía externa o internacional, según Kriele (1980), puede ser 
considerada como una no-soberanía pues implica situaciones diferentes a la soberanía interna 
como el reconocimiento de poderes iguales y no de uno superior, en ese caso se habla de 
relaciones de poderes más no de un poder central (p.82-83), al menos aquí, la obligatoriedad 
del derecho internacional devendría de una inteligencia política (p.83), a lo cual es posible 
sumarle, en muchos casos, una centrada en el aspecto económico. 
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Finalmente, para Heller (1961) el surgimiento del Estado moderno como “unidad autónoma 
de poder” centralizado, implicó que se le viera como un sujeto de derecho caracterizado por 
su autoridad (p.151), pero, especialmente desde el absolutismo, no podía ser suficiente con 
regular los asuntos privados y la generación de una norma general, sino que habría que hacer 
lo mismo con aquellos escenarios en donde intervenía esta autoridad, lo cual originaría las 
Constituciones escritas como exigencias organizativas de ella (p.152), situación que nos 
conllevaría a hablar del denominado Constitucionalismo.  
2.2.2. Constitucionalismo  
Aquí nuevamente está presente el problema de la indeterminación, pues también existe un 
amplio debate respecto a lo que significa Constitucionalismo, hay definiciones rígidas, que ven 
la Constitución como una norma trascendental pero sin mayor interpretación de la misma, o 
como un período exclusivo en el tiempo bien definido, y hay otro tipo de definiciones más 
amplias y no solo circunscritas al texto constitucional exclusivamente. 
En primer lugar, puede encontrarse una visión axiológica del mismo; para Marquardt (2011), 
el constitucionalismo es “un sistema de valores que se formó en el proceso histórico, se 
transformó en ciclos complejos de retroalimentación y, en general, se difundió en 
movimientos de recepción y adopción en el espacio trasnacional del continente europeo, del 
mundo neo-europeo en las dos Américas y de las otras partes del planeta” (p. 30).  Aquí es 
posible realizar un paralelismo entre las ideas de Juan Bodin, y su estratificación de valores, y 
el Constitucionalismo como sistema de valores, que tendría como punto inicial la 
consolidación de una sociedad en paz, único presupuesto que permitiría que fueran efectivos 
los demás valores que vienen incluidos en el constitucionalismo.  
El profesor Marquardt (2011) considera que si se habla del constitucionalismo moderno como 
un sistema de valores es posible fijar unos criterios cualitativos para evaluar un Estado en la 
historia (p.31), entre esos criterios es posible resaltar los siguientes para nuestro estudio: “El 
reconocimiento de los derechos humanos –con base en el derecho natural- como derechos 
fundamentales (…) La calidad del Estado protector y su habilidad a garantizar la seguridad y 
paz interna (…) El constitucionalismo social para garantizar la seguridad y justicia 
socioeconómica contra los riesgos del empobrecimiento y de la marginalización de la sociedad 
industrial” (p.32-33).  
Como se puede ver, en estos valores hay claras referencias a la paz negativa y paz positiva, 
pues se busca la garantía de la paz interna, pero se habla también de la justicia para evitar la 
pobreza, claro rasgo asociado a la paz positiva. Sin embargo, el criterio de garantizar la paz 
interna debe entenderse como principio, a realizar en la mayor medida posible, si ello fuese 
general para todos los Estados, el ideal hobbesiano de evaluar el Estado por su garantía de paz 
y seguridad sería imposible de cumplir por cualquier Estado actual, es mejor pensar aquí en 
una paz imperfecta, lo que implicaría reconocer que el Estado no es competente para 
garantizar la paz y la seguridad pero que emplea las vías propias para ello, prefiriendo los 
medios pacíficos para tal fin. 
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En segundo lugar, también se encuentra el Constitucionalismo entendido como un tipo ideal o 
una categoría para analizar la experiencia política, esta definición puede ser asociada a 
Matteucci (1998), que propone una definición del Constitucionalismo no asociada a un 
momento histórico concreto “ni una corriente de ideas políticas y sociales, en la que 
encontrase su propia unidad, sino un “tipo ideal” para reflexionar sobre la realidad histórica, o 
una categoría analítica para sacar a la luz y mostrar aspectos particulares de la experiencia 
política: de esta concepción derivan, con un notable nivel de abstracción, algunos elementos 
que permiten cribar el material histórico” (p.23), pero agregando un ingrediente adicional al 
Constitucionalismo, y es que este se encarga también de los derechos constitucionales, 
viéndolos como fines de la sociedad política y como “una técnica de la libertad contra el poder 
arbitrario” (p.24).  
Para Matteucci (1998) los escritores constitucionalistas se preguntan cómo establecer un 
orden político mejor, no se preguntan por el quién, sino por cómo “se debe decidir en política 
y en el procedimiento jurídico que hace legítima una decisión para los súbditos, y se 
preocupan de los fines que la sociedad política debe asegurar, es decir, los derechos 
constitucionales” (p.24). Siguiendo lo anterior, este trabajo es una auténtica investigación 
sobre el constitucionalismo pues se pregunta acerca de un derecho constitucional específico, 
la paz, y de cómo se debería decidir en torno del mismo. 
En ese orden de ideas, el Constitucionalismo también puede entenderse como un límite al 
ejercicio arbitrario del poder por partes de los estamentos que lo detentan, pues el 
“constitucionalismo tiene una esencial cualidad: implica una limitación jurídica del gobierno; 
es la antítesis del gobierno arbitrario; es lo contrario al gobierno despótico, del gobierno del 
capricho en vez del derecho” (MacIlwain 1991, 37), pero habrá que agregar que también 
permite la colaboración armónica de las ramas del poder,  supuesto que tiene especial 
relevancia en el presente trabajo, puesto que la paz debe buscarse desde diferentes personas 
(naturales o jurídicas) con la colaboración armónica entre ellas, pues la idea de dejar una 
solución tan compleja al exclusivo campo de la política, ha resultado más bien en lentos 
avances, no desconozco los que se hayan logrado pero considero que se pueden lograr más 
entre todas y todos.  
Inicialmente, en este trabajo investigativo se entenderá al Constitucionalismo como límite, 
como talanquera al ejercicio del poder, pero no cualquier poder sino al desproporcional; 
Fioravanti (2014) es partidario de esta definición del Constitucionalismo, indicando que este 
es  “(…) desde sus orígenes, una corriente de pensamiento encaminada a la consecución de 
finalidades políticas concretas consistentes, fundamentalmente, en la limitación de los 
poderes públicos y en la consolidación de esferas de autonomía garantizadas mediante 
normas” (p.17).  
No obstante, no debe dejarse de lado la definición histórica-axiológica que presenta 
Marquardt (2011) pues ella permite entender que el Constitucionalismo ha sido un proceso 
histórico complejo que tal como el Estado europeo ha sido implementado en otros lugares, así 
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mismo por ello el Constitucionalismo se ha ido extendiendo alrededor del mundo, no de las 
mismas maneras, pero sí reconociéndose como indispensable en los Estado actuales.  
La propuesta en este punto del trabajo es que el constitucionalismo habla de paz, al 
considerarse como un límite al ejercicio del poder es claro que ello busca la consolidación de 
una paz en los Estados; la historia misma del Constitucionalismo es también la historia de la 
paz, la relación triada del Estado-Derecho-paz, debe complementarse con los postulados del 
Constitucionalismo pues esté busca un limitante a los dos primeros en pro de la última.  
En la línea de pensamiento que se viene exponiendo, partiendo de la Era Moderna, puede 
establecerse que el Constitucionalismo también se ha presentado históricamente como un 
garante de la paz y promotor de ella. 
Para Matteucci (1998), hablar de constitucionalismo moderno significa referirnos a un período 
específico comprendido entre el siglo XVI al XVIII (p.24), y del cual puede resaltarse tres 
características fundamentales: 1). La creación de una Constitución escrita, que contiene un 
conjunto de normas relacionadas, frente a la tradición de “leyes fundamentales” 
consuetudinarias del medievo (p.25); 2). La legitimidad de la Constitución escrita, sustentada 
en racionalidad intrínseca y la justicia, situación diferente que se presentaba en la Edad 
Media, en donde la legitimidad se desprendía de la tradición así como la razón y la voluntad 
divina (p.25); y 3). La función de la Constitución escrita, encaminada a la fundación de un 
gobierno limitado y la protección de los derechos ciudadanos impidiendo que el Estado los 
violente (p.25).  
Aquí se encuentra que el desarrollo constitucional implicó un apoyo a la consecución de la paz 
interna, puesto que al crearse una constitución escrita comenzó a tenerse certeza del derecho 
o derechos a aplicar, se retoma la idea de un cuerpo jurídico general para la sociedad, del cual 
se puede partir la seguridad jurídica, además de darse una trasformación en las relaciones de 
poder que ya no solo implicaban una concentración del poder de una manera desbordada, 
sino con límites. 
Ahora si se realizara un análisis a los debates que se realizaron en la Edad Moderna también 
allí se encuentran no solo los antecedentes claros del Estado actual, sino nuevas herramientas 
que no solo van configurando el Estado, sino que van con ello buscando vías de paz; estos 
debates, según Matteucci (1998), pueden evidenciar tres principios: 1). El de la constitución 
equilibrada, principio que se origina a partir de una reinterpretación del Estado mixto clásico 
(p.27); 2). La soberanía de las leyes, proveniente de la Edad Media (p.27); y 3). La separación 
de poderes, propio de momentos más recientes que comenzará con las revoluciones 
americana y francesa (p.27).  
A todo lo anterior, especialmente al tema conceptual, debe agregarse un elemento que 
resalta Fioravanti (2014) como definitorio en el Constitucionalismo, pues no puede solo 
pensarse en que el constituya un límite exclusivamente al poder; para Fioravanti (2014) el 
constitucionalismo es una corriente que actúa en un doble óptica: en sentido “negativo” 
generando libertades, y en sentido positivo contribuyendo a la formación y fortalecimiento de 
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la voluntad política (p.10), por lo que el Constitucionalismo “defiende espacios de autonomía, 
pero también construye unidades políticas. Sitúa los primeros dentro de las segundas y al 
mismo tiempo impide a las segundas absorber a los primeros. Una tarea da lugar a otra, de 
modo circular y fundamentalmente indisoluble” (p.10). Resulta que este fenómeno cíclico, de 
garantía de derechos como límite al poder y el favorecimiento de la fortaleza de la voluntad 
política, ha contribuido al desarrollo del Estado enormemente, no solo en el Estado Moderno 
abordado, sino en general en la construcción del mismo, lo que ha permitido consolidar las 
bases del Estado actual vigente.  
De esa manera, finalmente, es posible hablar del Constitucionalismo como equilibrio entre 
esas dos funciones que cumple, pues no puede ser desproporcional e irrazonable el privilegio 
una de las dos acciones, sino que en principio debe haber cierta igualdad en ellas, y aunque es 
cierto que dicho equilibrio se puede romper, solo la ruptura injustificada sería censurable. 
Como se podrá ver en esta investigación, ello conduce a hablar de paz, especialmente porque 
ésta puede significar lo que implica el Constitucionalismo: el equilibrio de la consolidación 
política y la garantía de los derechos, lo que podría denominarse una paz constitucional.  
Continuando en ese orden de ideas, todas las ideas precedentes llegaron, como es conocido, a 
América a través del vínculo de Europa con sus colonias. Sin embargo, las experiencias son 
variadas y se le imprimió su propio sello característico dependiendo del lugar a donde 
llegaron, ello implica ver brevemente el intento de la formación del Estado de la paz interna 
en América, especialmente en américa latina lo que permite ver su paso a nuestro país.  
2.2.3. Una búsqueda de la paz en Latinoamérica  
Previamente se mostraron intentos del Estado a través del derecho de conseguir la paz, 
aunque acá no se valora su eficacia, sin duda alguna esto corresponde a un avance que han 
permitido un desarrollo en ese camino tan difícil que es lograr la paz; en primer lugar, la 
búsqueda se centrará en la consolidación de la paz interna, tal y como en los Estado europeos 
surgió tal necesidad, para posteriormente seguir con la paz externa, y aquí se describirá una 
nueva clase de paz: la paz pública.  
Para Marquardt (2011), uno de los grandes desafíos del constitucionalismo moderno fue la 
inclusión del proyecto de la paz interna proveniente del antiguo régimen, lo cual no fue fácil si 
se tiene en cuenta que varios principios clásicos del Estado entraron en contradicción con las 
ideas políticas del liberalismo ilustrado (p.343).  
Estados Unidos es uno de los países Americanos que ofrece un gran ejemplo en la 
construcción del constitucionalismo moderno, incluso al grado de considerársele como la cuna 
del mismo, por ejemplo, si se tiene que la primera Constitución escrita y moderna se gestó allí, 
puesto que “(…) la Declaración de Derechos de Virginia pregonó al mundo la soberanía del 
pueblo, principios universales, y derechos humanos inherentes, declarados en una 
constitución escrita como “la base y fundamento de gobierno”, fue el verdadero nacimiento 
de lo que se entiende hoy como constitucionalismo moderno” (Dippel 2008, 17). Empero, 
América latina también tiene mucho que ofrecer, pero solo se presentará su desarrollo a lo 
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referente al tema de la obtención de la paz por medio del derecho como herramienta 
principal del Estado, aunque en materia constitucional, como se verá, Colombia es una 
pionera respecto al derecho a la paz.  
El profesor Horst Dippel (2008) señala que a pesar de que el rechazo de la Constitución de 
Cádiz fue unánime por las Provincias Unidas de Nueva Granada, sí acogió uno de los principios 
esenciales del constitucionalismo moderno, como fue la facultad de darse el gobierno que 
más le convenga a las circunstancias pero siempre representativo, garantizando cierta suerte 
de derechos inalienables pero sin tener claro en cabeza de quien estaban los mismos, lo cual 
fue contestado por la Constitución de Colombia de 1821 que señaló el establecimiento de la 
soberanía en la nación  (p. 21).  Así mismo, en Colombia -1858- la competencia de para 
guardar el orden y la tranquilidad en el Gobierno general pero la sensacional norma que 
otorgaba a la Corte Suprema el poder de dirimir conflictos entre estados miembros, lo que se 
traduce en la idea de que la justicia, a través del Derecho, puede lograr la paz (Marquardt, 
2011; 345).   
Por otra parte, en otros países el intento por lograr la paz interna fue la principal finalidad,  así 
por ejemplo, Argentina -1860 a 1880- y México -1857- (ambos Estados en modelo federado), 
tuvieron similitudes en que prohibieron las tropas permanentes y armas a las provincias 
reservando ese privilegio al Estado  federal y la utilización del estado de sitio como mecanismo 
para conjurar las revueltas internas, lo que implicaba la supresión de garantías 
constitucionales, lo cual no ocurrió en Venezuela -1864- en donde se concedió la posibilidad a 
las provincias de defenderse contra toda violencia y de usar la fuerza pública en caso de 
alteración del orden pero sin suspender garantías constitucionales (Marquardt, 2011; 344-
345). Aunque para el mismo profesor Marquardt (2011) Argentina presentó un avance 
significativo con la Constitución para la confederación Argentina de 1853, debido a que ella 
consideró una paz por medio de cortes de justicia, reemplazando la decisión unilateral de 
guerra de las provincias por la decisión del Juez federal, así como también se desarrolló la 
institución del estado de sitio (p.343). 
Ahora bien, existe un nuevo paso hacia la paz desde el Estado que Marquardt (2011) identifica 
como la nueva cultura de la paz pública, que implicaba elementos de la paz interna anterior, 
pero fundamentada en nuevos valores: en la socialización educativa, en ideas menos heroicas, 
moderación, tolerancia, en la dignidad humana, lo que consistiría básicamente en los patrones 
de una paz democrática participativa y pluralista (p.349); ello  puede haber surgido por el 
regreso de una falta de tolerancia religiosa antiguamente conseguida, pero enfocada por unas 
percepciones secular-religiosas y tradicional-religiosas (p.349). 
No obstante algunos avances, en casi todos los Estados hispanoamericanos en el siglo XIX las 
normas sobre la paz pública quedaron como un elemento débil de la calidad constitucional 
(Marquardt, 2011; 346). Aunque para el mismo profesor Marquardt (2011) Argentina 
presentó un avance significativo con la Constitución para la confederación Argentina de 1853, 
debido a que ella consideró una paz por medio de cortes de justicia, reemplazando la decisión 
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unilateral de guerra de las provincias por la decisión del Juez federal, así como también se 
desarrolló la institución del estado de sitio (p.343). 
Este nuevo constitucionalismo Hispanoamericano sustentado en la cultura de la paz pública 
tendrá como máximo rasgo característico las amnistías o indultos para reintegrar rebeldes 
vencidos, lo que implica necesariamente la reconciliación, el perdón, olvido y la reintegración 
de los actores bélicos vencidos a la sociedad civil, herramienta que fue otorgada 
generalmente al Congreso o al Presidente (Marquardt 2011, 349).   
Tal característica de la paz pública, tiene una clara relación con una herramienta que se ha 
convertido en vía por excelencia para la obtención de la paz, y que se ha extendido a todos los 
conflictos internos que se presentan en un Estado, ella es, la justicia transicional. Brevemente 
es preciso hablar acerca del tema, puesto que ello hoy en día es uno de las incógnitas 
principales del proceso de paz colombiano y debe examinarse el papel del juez y del derecho 
en este tipo de contextos. 
Finalmente, Marquardt (2011) hablará de la paz externa, criticando la posición idealista que 
considera que la guerra no se hace presente en los Estados democráticos, algo ya presentado 
en la parte de la paz democrática, aunque resalta el hecho de ser menores las guerras en 
nuestro continente que en la Europa monárquica dictatorial, existiendo en este lado una 
estabilidad más grande en cuanto a fronteras, lo que puede explicarse a partir de lo 
establecido en 1890 en la Primera Conferencia Panamericana en donde se estableció la 
prohibición, en derecho Público, del principio de conquista y cesión de territorio en América, 
lo que podría considerarse como una antecedente claro de la configuración del ius contra 
bellum, propio del sistema internacional de la ONU(pp.351-352).   
2.2.4. El mecanismo preferido: La justicia transicional    
Cuando se habla de justicia transicional, puede referirse a “los procesos a través de los cuales 
se realizan transformaciones radicales de un orden social y político, bien sea por el paso de un 
régimen dictatorial a uno democrático, bien por la finalización de un conflicto interno armado 
y la consecución de la paz” (Uprimny 2006, p.13). Es decir, tal mecanismo no se presenta en 
una línea singular sino en un conjunto amplio de diferentes medidas que buscan lograr la paz, 
principalmente la paz interna, garantizando la justicia para las personas que sufrieron 
atentados a sus derechos durante un conflicto, para nuestro caso puntual, interno.  Ella por 
tanto puede incluir entre los actores del conflicto: acuerdos, indultos, reparaciones, verdad, 
etc.  
Una importante investigación sobre justicia transicional se sustenta en la diferenciación de 
paz negativa y paz positiva la se encuentra en algunos trabajos sobre justicia transicional. Para 
Rama Mani (2005) el objetivo principal de la justicia transicional es la búsqueda del equilibrio 
entre los requisitos imprescindibles para la paz negativa y la paz positiva, a veces 
contradictorios entre sí, lo cual implicaría el equilibrio entre el cese de la violencia directa y la 
justicia (Mani, 2005; 158 – 161). 
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Por otra parte, para Saffon (2012) “durante muchos siglos, la cuestión de cómo lograr una 
transición de regímenes fue definida casi enteramente por la política, lo cual se vio 
dinamizado en el aspecto jurídico, por cuatro tendencias: El derecho Internacional 
humanitario, el derecho penal internacional, el derecho internacional de los derechos 
humanos y los principios del derecho internacional” (p. 13-14). En ese orden de ideas, esta 
tratadista señala que los derechos de las víctimas sirven como restricción a que las 
condiciones políticas pesen totalmente en las fórmulas que se empleen para una transición, 
no queriendo indicar que el derecho impere por completo sobre la política, sino a que se 
creen procesos o mecanismos específicos tendientes a lograr un equilibrio entre ambos, de 
forma tal que haya justicia pero que no se ponga en riesgo la paz en el corto plazo (Saffon 
2012, 16-17). 
Es plausible esta posición en el sentido que no debe primar la política o el derecho sobre el 
otro, pero debería ser más riguroso en el asunto de considerar que los derechos de las 
víctimas, incluso los fundamentales, sirvan como límite al accionar político, pues ello es 
considerar que la eficacia de los derechos se da con la simple inclusión de los mismos en, por 
ejemplo, un acuerdo de paz. Ello indicaría que todos los gobiernos de turno en el poder están 
obligados a conseguir la paz, y si la mayoría considera que la vía es la guerra, eliminar al 
adversario olvida un derecho fundamental tan básico como lo es la vida, pues no hay derecho 
humano o fundamental que soporte una bala; es decir, los derechos no obligan a los 
gobiernos a lograr la paz, ni tampoco a que sea a través del diálogo.  
Sin embargo, este trabajo pretende que ello sí sea exigible por medio del derecho; primero, 
revindicando el carácter de derecho humano y fundamental de la paz, haciéndola exigible por 
cualquier ciudadano, a través de tutela, hablando de paz en el marco de un conflicto armado 
interno, pues para los conflictos “privados” entre personas hay otras acciones judiciales 
(medida de protección, tipos penales, etc.); segundo, exigiendo que ello no se haga por medio 
de la guerra puesto que solo conduce a la exterminación de seres humanos y por consiguiente 
al olvido de los derechos consagrados por varios siglos de avance; no obstante, lo que se 
postula es que debe reformularse el monopolio exclusivo de la violencia legítima, no buscando 
que el Estado se convierta en un ente inactivo ante la violencia que se presente, pero sí que 
debe tener prioridad los asuntos de paz sobre los de guerra, paz entendida en sentido amplio 
y no solo como un tema de guerra sino de injusticia.     
Debe agregarse, que aunque el derecho en el ámbito internacional ha avanzado en la 
consecución de la paz por medio de diferentes mecanismos, la vía política en Colombia 
permanece como el medio por excelencia, lo cual no es malo, pero si debe vincularse a todo el 
Estado para que la eficacia de la consecución de la paz se potencie.   
2.2.5. Concepción actual del Estado  
Finalmente, se abarcan las definiciones más recientes del Estado, pero resaltando 
nuevamente que ellas son variadas y parten de diferentes disciplinas para abordarlo, aunque 
aquí se asume una perspectiva jurídica, la culminación del concepto se puede ver reflejado en 
el llamado Estado Constitucional.  
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El profesor Bernd Marquardt (2009), considera que el Estado es “una organización jurídico-
política duradera con una extensión supralocal y algún grado de complejidad social, que 
coordina la convivencia humana en el interior y brinda protección militar y diplomacia frente 
al exterior” (p.7), como se observa la garantía de la paz interna se hace aquí evidente, parece 
ser un vincula ya inescindible el de la garantía de la paz y el Estado, siendo ello tan obvio que 
las Constituciones no hablan explícitamente de la paz, el cual es un concepto inherente al de 
Estado (Marquardt 2009b, p. 18); aunque el mismo autor señala como excepción el caso de la 
Constitución de 1991 de Colombia, la cual tiene finalidades del Estado basadas en la paz, así 
como también la ha elevado a un derecho constitucional (art. 22). 
En ese sentido, integrando todas la visiones anteriores, puede indicarse que el Estado utiliza 
su poder público a través de diferentes herramientas, siendo una de ellas el Derecho, para la 
garantía de la paz interna, de la convivencia, del buen vivir entre las personas, lo cual es una 
fórmula que igualmente se emplea en materia internacional, en donde es el Derecho, en 
principio, el que debe regular las relaciones internacionales, no viéndose exclusivamente aquí 
el Derecho como una herramienta del Estado que busca la pacificación solo por la coacción 
violenta sino también como un medio de paz  por las salidas pacíficas y por la fuerza que 
representa el conjunto de reglas que él representa.   
Adicionalmente, a continuación se enuncian otras características del Estado, que aunque no 
se erigen como las únicas, sí son importantes para esta investigación por lo que se verá al final 
de este capítulo.  
Para los tratadistas Pactet y Mélin-Soucramenien (2011) el Estado es una comunidad nacional 
particularizada por su pasado y por cierta unidad, que se puede deber más a la voluntad y al 
esfuerzo de los seres humanos que a los datos naturales solamente, en especial de los grupos 
vulnerables y diferentes en el plano étnico y lingüístico que cohabiten en el marco de una 
misma comunidad (p. 31). Lo anterior incluye, caracteres políticos y jurídicos que la vuelven 
diferente de las otras comunidades infra o supra-estatales, por lo cual, quien asume la 
dirección de Estado dispone, en nombre de este último, del monopolio de la promulgación de 
las reglas de derecho y del empleo de la fuerza pública (Pactet y Mélin-Soucramenien, 2011, 
p.32).  
Debe agregarse a lo anterior, que para la existencia de un Estado, y como parte de él, se 
necesita de un territorio, la población y la organización política jurídica (Pactet y Mélin-
Soucramenien 2011, p.33), idea de vieja data propuesta por George Jellinek, traducida a tres 
elementos que definen el Estado: un territorio estatal, un pueblo estatal y un poder estatal, 
posición que incluso es la aceptada en derecho internacional.   
El mejor ejemplo es la Convención sobre Derechos y Deberes de los Estados también conocida 
como la Convención Panamericana de Montevideo de 1933 que en su artículo 1 señala: 
“Artículo 1. El Estado como persona de Derecho Internacional debe reunir los siguientes 
requisitos: 1). Población permanente. 2).Territorio determinado. 3). Gobierno. 4). Capacidad 
de entrar en relaciones con los demás Estados”. De igual manera en esta Convención se señala 
otros requisitos relevantes para los Estados en el ámbito internacional, para resaltar el 
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artículo 3, en donde se establece que la existencia política de un Estado es independiente al 
reconocimiento por parte de otros, el 6, “Artículo 6. El reconocimiento de un Estado 
meramente significa que el que lo reconoce acepta la personalidad del otro con todos los 
derechos y deberes determinados por el Derecho Internacional. El reconocimiento es 
incondicional e irrevocable”; pero para nuestro estudio debe ser de especial relevancia el 
artículo 10, en donde se indica que interés de los Estados es la conservación de la paz y que 
toda diferencia debe solucionarse por medios pacíficos: “Artículo 10. Es interés primordial de 
los Estados la conservación de la paz. Las divergencias de cualquier clase que entre ellos se 
susciten deben arreglarse por los medios pacíficos reconocidos”. 
Ahora bien, se ha determinado algunas características generales que pueden definir a un 
Estado, pero también se puede definir a partir de su organización político-jurídica, y tal como 
se efectuó en el caso del Estado Moderno, que se partió de una definición normativa, el 
modelo preponderante hoy día también parte de una definición jurídica, denominada Estado 
de Derecho, pero teniendo en cuenta que ello hace parte del desarrollo del marco teórico allí 
es donde será profundizado. 
2.2.6. Conclusiones preliminares al capítulo  
1. La relación del Estado, el Derecho y la paz es realmente fuerte y en muchos sentidos ha sido 
causal, pues el surgimiento del Estado y del Derecho ha tenido como razón el alcance de la 
paz. En orden de aparición, por así decirlo, ha surgido primero los vínculos entre del Estado y 
la paz, lo que demuestra que siempre ha existido dentro las finalidades del este la garantía de 
la paz, y que posteriormente el Estado utilizó una variedad de herramientas para alcanzarla 
siendo el derecho el medio que permitió mayor estabilidad para el alcance de la paz interna, y 
aunque la negociación política ya había sido utilizada como elemento para lograrla, esta forma 
es la utilizada mayoritariamente por Estados latinoamericanos para alcanzarla, dejando un 
papel secundario, aunque trascendental, al derecho. 
2. Hablando teórica e históricamente, ha existido una uniformidad en el sentido de la 
búsqueda de la paz e incluso en su significado; en primer lugar, se hizo necesaria la búsqueda 
de una paz al interior del Estado asociada a la llamada paz interna, para posteriormente pasar 
a una necesidad de garantizar a nivel internacional o externo, transformación que puede verse 
tanto en los autores reseñados como en la historia estatal; no obstante, en ambos casos se 
parte de la concepción tradicional de paz negativa, salvo algunos casos teóricos ya precisados, 
la paz es entendida como ausencia de guerra entre Estados, aunque ello no es del todo 
acertado, puesto que en muchos casos la necesidad de paz devino de un freno a la guerra civil 
o interna, es decir, a una paz negativa ampliada, aunque sigue siendo la base para pensar la 
paz la ausencia general de guerra.  
3. Asimismo, hay uniformidad en darle el principal papel pacificador al derecho; tanto a nivel 
interno como externo, el derecho se presenta como el mejor medio para alcanzar la paz o al 
menos eso es en lo que confía el Estado, pero no tanto en un sentido de negociador del 
conflicto sino más en su prevención y solución.  
94 
 
CAPÍTULO III. HASTA AQUÍ HEMOS LLEGADO: COLOMBIA Y LA PAZ.LA INCESANTE 
BÚSQUEDA DE PAZ REFLEJADA EN LOS INSTRUMENTOS JURÍDICO-POLÍTICOS 
 
“Quien no ha vivido una guerra civil y tampoco la ha “contemplado” en virtud de los 
informes históricos, tiene que esforzar su fantasía para imaginarse lo que ella 
significa: peligran lo intereses más importantes, tales como la vida, la libertad, la 
seguridad y sucesivamente se produce el embrutecimiento moral por el miedo, odio, 
traición, desconfianza, venganza, sadismo. A ello se agrega el inevitable 
desplazamiento de la razón, del conocimiento, del enfoque justo y diferenciado por 
esquemas simplistas amigo-enemigo [Schmitt] y el fanatismo. Lo peor son la 
desesperación, y el bien fundado miedo del fin de la guerra civil. Pues cuando una de 
las partes vence a la otra, no termina en modo alguno la miseria, ya que continúa  
bajo la forma del terror. El vencedor ha de mantener en impotencia al enemigo 
vencido y para eso necesita la policía política, de la tortura, de las ejecuciones, de los 
campos de concentración, del sistema de delación” 
Martín Kriele, Introducción a la Teoría del Estado 
“El equilibrio entre guerra y paz en el siglo XXI no dependerá de la creación de 
mejores mecanismos de negociación o resolución de conflictos sino de la estabilidad 
doméstica y de la capacidad para evitar enfrentamientos militares” 
Eric Hobsbawm, Guerra y paz en el siglo XXI 
3. Colombia y la paz  
La historia de Colombia, es la historia de la guerra y de la paz. Podría penarse que un poco 
más de la primera, pero también debe decirse que la paz ha sido un gran motor político y 
normativo para nuestro país. Muchos han nacido en medio del conflicto armado interno y no 
han visto una época de paz, entendida inicialmente como ausencia de guerra, por lo que el 
primer camino que debe seguir el derecho a la paz es el de la eliminación de la guerra, para 
posteriormente continuar con el gran reto de la consolidación de la paz fuera de ella, con más 
justicia social, más equidad económica, menos injusticias, con la transformación a una 
economía de paz y no de guerra, etc.  
Por otra parte, muchas personas argumentan que en realidad el derecho colombiano, y en 
general todo el derecho latinoamericano, adolece de alguna innovación, pues todas las 
instituciones jurídicas con las que cuentan suponen un mero trasplante jurídico de otros 
ordenamientos jurídicos que sí han sido verdaderamente los que han marcado la pauta en la 
generación de nuevas instituciones. Matteucci (2010) parece confirmar esta posición, pues 
considera que el movimiento constitucionalista tuvo su máxima expresión con las 
revoluciones americana y francesa y “(…) después en los siglos XIX y XX tendremos solamente 
una imitación de los grandes modelos (inglés, francés, americano) o simples variaciones en 
temas que tienen ya su gramática bien consolidada” (p.24).  
Sin embargo, el planteamiento que aquí se defiende es que Colombia, el constitucionalismo 
colombiano, es pionera y en muchos sentidos ha superado a sus viejos influjos institucionales. 
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Ello se sustenta en dos instituciones innovadoras que no tienen paralelo en el 
Constitucionalismo; la primera, y la más conocida, además de ser la más antigua (105 años, 
creada por la reforma de 1910 a la Constitución de 1886) es la acción pública de 
inconstitucionalidad,  sin duda alguna la más fiel expresión del Constitucionalismo, en donde 
se vincula a las personas en el control de las leyes, en el control del poder institucional; para 
Mendieta (2010), Colombia estaba realizando control abstracto de las leyes 10 años antes del 
surgimiento del tribunal Constitucional austriaco y 19 años antes de que Kelsen formulara su 
teoría del legislador negativo (p.62); para Villa (1997) el nuevo sistema de control 
constitucional presentado en 1910, “es probablemente la única contribución significativa del 
derecho colombiano al derecho occidental” (p.46). 
No obstante, existe una segunda institución jurídica que también proviene del 
Constitucionalismo colombiano, y que no tiene registro alguno en otras cartas 
constitucionales, pues si bien la acción pública de inconstitucionalidad fue replicada en otras 
cartas (como en Venezuela), esta nueva institución no ha sido implementada en ningún lugar 
del mundo. Mientras en derecho internacional los teóricos y activistas buscan por diferentes 
medios la concreción de un derecho humano a la paz que sirva como medio real para frenar el 
avance de la guerra, en Colombia ya está positivizado un derecho de esta clase. La segunda 
gran innovación, es el derecho a la paz, aunque muchas cartas constitucionales alrededor del 
mundo hablan de la paz como una finalidad, como un valor, como un principio, etc., solo 
Colombia lo ha establecido como un derecho, y aunque puede pensarse que este derecho es 
una forma criolla inexacta, imprecisa o con falta de eficacia jurídica, lo cual aquí se discutirá, 
ello no quita el gran mérito de ser una institución constitucional novedosa, y totalmente 
necesaria para la existencia de un verdadero límite a la guerra, un presupuesto para el 
derecho internacional y su ius contra bellum (derecho contra la guerra). 
El profesor Carlos Gaviria Díaz (2011) también resaltó esta innovación de la Carta del 91 
indicando que esta “(…) contiene una disposición insólita, una disposición un tanto extraña, el 
artículo 22, creo que no está consignado en ninguna otra Carta, en ninguna Constitución del 
mundo: la paz es un derecho y un deber de obligatorio cumplimiento” (Según citación hecha 
por Sánchez 2015, p.5) 
Este nuevo derecho se plasmó en la Constitución de 1991 pero tiene claros antecedentes 
políticos y sociales anteriores que justificaron su implementación en Colombia, lo cual se pasa 
brevemente a explicar. 
3.1. Antecedentes 
El más claro de los antecedentes puede ser la historia violenta de Colombia, la cual ha 
marcado hondamente al Constitucionalismo colombiano; para Villa (1997) “Cada una de las 
constituciones del siglo XIX fue consecuencia de una guerra y la causa de otra. Cada una de las 
reformas del siglo XX ha sido la consecuencia de un conflicto y la causa de otro” (p.149).  
Para Sánchez (1996) esto también es posible de ver en el desarrollo histórico de la sociedad 
colombiana, en donde “Forma parte de la personalidad histórica de Colombia la presencia, 
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más o menos permanente de Guerras, en los diferentes períodos de nuestra historia (…) 
Vistos los hechos y sus manifestaciones históricas en una perspectiva general, hay que señalar 
que la sociedad colombiana ha desarrollado como parte de su personalidad histórica lo que 
podríamos llamar una cultura popular de la violencia o una subcultura de la Rebelión Armada 
(…) se da una primacía de estados de fuerza y de estados de hecho en la sociedad colombiana, 
sobre las formas democráticas y constitucionales” (pp.9, 11, 16); e incluso para este autor, la 
paz será definida a partir de ello,  pues la paz significa tregua, y su duración depende de la 
voluntad colectiva para ello, la cual es posible de garantizar por medios políticos e 
instrumentos legales (p.12-13).  
No obstante, la historia social y política de Colombia no solo es violencia, también se puede 
caracterizar por intentos de consolidar la paz en nuestro país, aunque la salida militar sea una 
opción, también lo ha sido el dialogo, en ocasiones exitoso, y diversas formas políticas para 
enfrentar la violencia, como el Frente Nacional; esto es reconocido brevemente por Sánchez 
(1996) que considera de todas formas a Colombia como una sociedad pacífica, en donde no 
funcionan bien son las instituciones (p.13); igualmente, para Vargas (2009), la tradición 
colombiana se debe fijar en un amplio espectro, puesto que si bien existe en la historia de 
Colombia un eje transversal que la atraviesa fundamentada en los conflictos armados, 
también es posible encontrar la alternativa de la paz por la vía negociada (p.163), por ejemplo, 
es posible asociar el Frente Nacional como “el verdadero pacto de paz entre liberales y 
conservadores” (p.163), así como también terminaban mediante fórmulas de negociación los 
conflictos entre liberales y conservadores de la segunda mitad del XIX (p.163).  
Aunque es posible también poner en duda la efectividad de éste pacto, pues muchos 
tratadistas lo consideran como parte del origen del conflicto armado interno (CAI) que 
actualmente se vive en Colombia, lo cual también resalta Vargas (2009), debido a que el 
Frente propició una democracia restringida (p.164) y no participativa, sumado este autor otros 
factores que desencadenaron el actual CAI, unos externos, como las influencias doctrinales del 
exterior (guerra fría, revolución cubana), y unos internos, como el problema agrario (p.164).  
En ese sentido, consideran Rampf y Chavarro (2014) que durante las décadas del 70 y el 80, 
pero especialmente en los ochenta, el país atravesó una profunda crisis política, que podría 
explicarse en la herencia de una cultura política clientelista y corrupta que se heredó del 
Frente Nacional (p.5), situación que se agravó en los años 80 debido a la intensificación de la 
violencia, que buscaban la consolidación de la influencia política, sumado a la guerra civil que 
provocó el narcotráfico debido al intento de  imponer su agenda política (p.6); en 
concordancia, Vargas (2009) complementa esta agudización de los 80, debido a la 
conformación de grupos paramilitares “y el posicionamiento del narcotráfico como actor y, 
sobre todo, como mecanismo de financiación de los diversos actores de violencia” (p.165).  
Empero, en este período de los ochentas, también se propendieron salidas de paz, para 
Vargas (2009) especialmente porque en el gobierno del presidente Betancur se intentó la 
promoción de una amplia ley de amnistía para los grupos alzados en armas, aunque después 
de un intento fracasado por el dialogo vendría la Toma del Palacio de Justicia (p.165) 
97 
 
Para Rampf y Chavarro (2014) se hizo palmaria la imposibilidad estatal para dar solución a 
todos estos problemas (p.6), sumado al asesinato del líder político Luis Carlos Galán, generó 
en la sociedad el clamor de reformas políticas urgentes (Buenahora 1991, 140; según citación 
de Rampf y Chavarro, 2014, 6).  Todo este periodo de violencia coincide con la dirigencia del 
presidente Virgilio Barco quien impulsará una política de paz exitosa con organizaciones 
guerrilleras que fue denominada “iniciativa para la paz” (Vargas, 2009, 166).   
No obstante, muchos consideraban al poder legislativo como la talanquera para el cambio, lo 
que se concibió desde que el presidente Barco intento una reforma constitucional desde el 
Congreso que fue fracasada (Rampf y Chavarro, 2014, 6), lo que generó la búsqueda de 
alternativas para la modificación constitucional por otras vías, pues debe tenerse presente 
que la Constitución de 1886 no permitía su reforma por Asamblea Nacional Constituyente solo 
por Acto Legislativo, lo que en concepto de Zuluaga (2011) se realizó a través de un proceso 
constitucional sui generis entre 1990 y 1991, que se ha denominado como la Revolución 
Pacífica, lo que tuvo su punto hito cuando las fuerzas sociales se condensaron en lo que se 
denominó como la séptima papeleta (p.54), una iniciativa estudiantil para “incluir un 
plebiscito no oficial en las elecciones municipales y legislativas de marzo de 1990 con el ánimo 
de crear la opción de un voto a favor de la convocatoria a una Asamblea Nacional 
Constituyente” (Rampf y Chavarro, 2014, 6), la cual fue aprobada por la mayoría de los 
votantes aunque no estuviera autorizada formalmente.  
Esto conllevó a Barco a expedir un primer Decreto relevante en este asunto: el 927 del 03 de 
mayo de 1990, el cual sería complementado por el recién presidente electo Cesar Gaviria 
Trujillo, con la expedición del Decreto 1926 del 24 de agosto de 1990. Estos Decretos tuvieron 
control constitucional por parte de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. 
Para el primero de ellos la Corte Suprema expidió la sentencia del 24 de mayo de 1990; este 
Decreto estaba destinado a dictar medidas con el fin de restablecer el orden público, 
especialmente con la posibilidad de la integración de una Asamblea Nacional Constituyente a 
través del voto de un articulado presente en las elecciones presidenciales de 1990. El texto, 
contenido en el artículo 2 del Decreto 927 de 1990, indicaba: 
“Artículo 2° La Tarjeta Electoral que contabilizara la organización 
electoral, contendrá el siguiente texto: 
Para fortalecer la democracia participativa, vota por la convocatoria de 
una Asamblea Constitucional, con representación de las fuerzas sociales, 
políticas y regionales de la Nación, integrada democrática y popularmente 
para reformar la Constitución Política de Colombia? 
SI                              NO” 
La Corte Suprema de Justicia reconociendo la multiplicidad de expresiones violentas que 
aquejaban al país por ese momento, consideró que el orden público estaba alterado y que las 
instituciones estatales tal como se encontraban diseñadas no permitían enfrentar las formas 
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de violencia que aquejaban al país, por lo que era entendible la restructuración de ellas para 
atender mejor la necesidad de manejar la violencia de esa época, en ese sentido decidió que 
“(…) decreto que se revisa, por una parte ordena a la organización electoral que contabilice los 
votos sobre la posibilidad de integrar la Asamblea Constitucional, para realizar la Reforma a la 
Constitución, y por otra parte hace una invocación al pueblo para que se manifieste sobre la 
posibilidad de convocar una Asamblea Constitucional, lo cual constituye un hecho político que 
traduce un verdadero mandato de igual naturaleza y sobre el cual la Corte no encuentra 
ningún reparo de constitucionalidad” (Corte Suprema de Justicia de Colombia, 24 de mayo de 
1990). 
Por otra parte, en sentencia del 09 de octubre de 1990 la Corte suprema se pronunciaría 
respecto a la constitucionalidad del Decreto 1926 de 1990, el cual también tenía como 
finalidad la promulgación de medidas para el restablecimiento del orden público fundado 
principalmente en la convocatoria a una Asamblea Nacional Constituyente que sesionaría 
entre el 5 de febrero y el 4 de julio de 1991. Esta sentencia tiene un amplio debate 
argumentativo, pero decidió específicamente a partir de los límites que deben existir para el 
poder constituyente primario u originario, los cuales en realidad son totalmente inexistentes, 
o al menos, solo podrían existir si es él mismo quien los establece; así indicó de manera 
poética esta sentencia: “En pocas pero trascendentes palabras, el Poder Constituyente 
Primario, representa una potencia moral y política de última instancia, capaz, aun en las horas 
de mayor tiniebla, de fijar el curso histórico del Estado, insurgiendo como tal con toda su 
esencia y vigor creativos. Por esto mismo, sabe abrir canales obstruidos de expresión, o 
establecer los que le han sido negados, o, en fin, convertir en eficaz un sistema inidóneo que, 
por factores diversos, ha llegado a perder vitalidad y aceptación” (Corte Suprema de Justicia 
de Colombia, 09 de octubre de 1990). 
Aquí en realidad hay un doble respaldo popular y judicial; primero, en la necesidad de validar 
la existencia de una Asamblea Nacional Constituyente que permitiera la restructuración de 
andamiaje institucional lo cual permitiría conocer el interés del pueblo en ello, para, en 
segundo lugar, respaldar directamente ya la conformación y fecha en que ello se haría, pero 
de manera especial a una preponderancia por la participación popular en la configuración de 
un nuevo Estado.  
Así, aprobadas ambas propuestas por la mayoría de votantes, se procedió a la conformación 
de la Asamblea Nacional Constituyente de 1991 que terminaría expidiendo nuestra actual 
carta constitucional.    
Debe resaltarse, que la verdad de los avances constitucionales son una mezcla de violencia y 
paz, una representación abstracta de nuestra realidad como seres humanos, amalgamados 
entre lo “bueno” y lo “malo”, entre la paz y la guerra y la violencia. Esta es en verdad la razón 
de los avances constitucionales, no puede pretenderse fenómenos exclusivos como la 
violencia en sus progresos, pues aunque hay que reconocer que nuestra historia se encuentra 
vinculada a la violencia, también debe resaltarse que ha existido la vía pacífica en un país 
donde parece cada vez más olvidada, de hecho, la generación de esta ANC se debe a la 
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necesidad de paz no de guerra, al hastío generalizado de la muerte, de la inseguridad, de la 
violación de los derechos, de la ausencia institucional, aun se confía en que las 
transformaciones jurídico-políticas nos permite vivir en paz.  
3.2. Asamblea Nacional Constituyente y reflexiones de paz 
La Asamblea se organizó con 70 constituyentes elegidos por votación popular, quienes se 
dividieron en 5 Comisiones permanentes, cada una de ellas encargada de temas específicos 
como se observa a continuación: 
Primera: Principios, derechos, deberes, garantías y libertades fundamentales. 
Mecanismos e instituciones de protección. Participación democrática. Sistema 
electoral. Partidos políticos. Estatuto de la oposición. Mecanismos de reformas 
constitucionales. 
Segunda: Ordenamiento territorial del Estado. Autonomía regional y local. 
Tercera: Gobierno y Congreso, fuerza pública, régimen de estado de sitio y 
relaciones internacionales. 
Cuarta: Administración de justicia y ministerio público. 
Quinta: Asuntos económicos, sociales y ecológicos. 
Como se puede establecer de la división que tuvo la ANC puede concluirse que la relevante 
para este trabajo de investigación es la Comisión primera, pues es allí en donde se 
presentaron las ponencias correspondientes a derechos fundamentales, en donde debería 
estar contenido el derecho a la paz, por lo que se enfocará en ella para establecer que 
buscaron los constituyentes con este artículo, y se establecerá lo discutido en plenaria 
respecto al derecho a la paz. 
Teniendo eso claro existen dos ponencias que fueron presentadas para ser discutidas en la 
Plenaria de la Asamblea, las cuales tienen relación con la nueva carta de derechos en general, 
y especialmente con el derecho a la paz: 1) La ponencia del 10 de abril de 1991 de la 
constituyente Dra. Aida Abella Ezquivel; y 2). La del constitucionalista Dr. Diego Uribe Vargas 
del 22 de mayo de 1990.  
La primera de ellas, indica que la redacción que se elaboró de los derechos fundamentales en 
su ponencia busca ser sobria para que todas las personas la puedan entender, y el criterio 
que emplearon para fijar qué derechos fundamentales se deberían incluir obedeció a la 
evolución de concepto de derechos fundamentales, especialmente en lo referido a su 
evolución histórica, indicando: 
“La evolución histórica ha llevado a diferenciar la concepción clásica liberal de los 
derechos humanos, frente los derechos sociales, económicos y culturales, cuya 
aparición es posterior. Mientras los primeros dan a las personas un poder para 
actuar, los segundos le otorgan la facultad de reclamar determinadas prestaciones al 
Estado, y tienen que ver con los grupos sociales en los que la persona se sitúa. Así, los 
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derechos sociales, económicos y culturales constituyen un conjunto de exigencias que 
imponen el reconocimiento de la dignidad humana a la organización política de la 
sociedad” (Asamblea Nacional Constituyente, Ponencia Dra. Aida Abella Ezquivel, 
1991, 2) 
Asimismo, indicaron que los derechos individuales y los derechos sociales son 
complementarios, especialmente porque los derechos sociales amplían el ámbito de 
protección de las personas, e incluso propician las condiciones materiales para el disfrute de 
los derechos individuales, es decir, la relación entre estos derechos es armónica y no están 
desvinculados.  
Finalmente, indicaron respecto a la naturaleza jurídica de los derechos sociales que se 
centraron en su alcance o eficacia jurídica considerando que ellos correspondían a auténticos 
derechos, muchos de ellos ya habían sido desarrollados normativamente, pero en el caso de 
los derechos sociales que carecía de una ley que los desarrollara, indicó que: 
“Tal circunstancia no debe inhibir para reconocerlos en la Constitución, ya que ello se 
debe a condicionamientos accidentales impuestos por el momento concreto de 
desarrollo que atraviesa el país y es de esperar que en un futuro próximo las 
condiciones económicas, sociales, políticas y jurídicas cambien, y así esos derechos 
encuentren las vías institucionales paca su realización. El paso de los valores a las 
normas depende de la voluntad política del sistema. La posibilidad para el 
constituyente debe estar abierta, mediante el reconocimiento también de aquellos 
derechos no desarrollados aún por normas jurídicas, con el fin de que sirvan como 
directrices para la sociedad, el legislador y el gobierno” (Asamblea Nacional 
Constituyente, Ponencia Dra. Aida Abella Ezquivel, 1991, 3) 
Esta ponencia propuso que el derecho a la paz quedara redactado de la siguiente manera:  
“ARTICULO 3o. DE LA PAZ La paz es un derecho y es un deber de obligatorio 
cumplimiento para todos”. 
La segunda ponencia del Dr. Diego Uribe Vargas, se refiere también a los derechos 
fundamentales, pero va a desarrollar especialmente el derecho a la paz, y como se verá más 
adelante en el siguiente capítulo, ello no será coincidencia, pues este constituyente planteará 
un enfoque teórico acerca del derecho a la paz que aquí se recogerá posteriormente. 
Para este constitucionalista el derecho a la paz es un avance importante para la Constitución 
pues dado que en la parte del preámbulo se hablaba de la paz como valor inescindible del 
pueblo de Colombia, es menester que se hable de ella como un derecho de cada uno de los 
colombianos, y retomará un concepto que más adelante se abordará: considera al derecho a 
la paz un derecho síntesis, que implica considerarlo como un derecho que plantea la condición 




“No cabe duda que la paz constituye un derecho de todas las personas y 
simultáneamente deber para el Estado y todos los componentes de la comunidad. Es 
afortunada la expresión que reclama para la paz el carácter de derecho síntesis, ya 
que sin él sería imposible ejercer a cabalidad el resto de las prerrogativas ciudadanas. 
Las incitaciones a la guerra y a la violencia, la predica del odio y de las soluciones de 
fuerza, son descaradas violaciones al derecho a la paz, que debe ser respetado tanto 
por cada ciudadano, como por los órganos del Estado. La paz es condición de la vida 
civilizada y sustentáculo del orden jurídico y de las libertades públicas. El compromiso 
de mantenerla no corresponde solo a los poderes públicos, sino que se toma en 
acción solidaria de todos los que conforman el tejido social” (Asamblea Nacional 
Constituyente, Ponencia Dr. Diego Uribe Vargas, 1991, 3). 
Ya en la plenaria de la ASN, como todo debate democrático, el que suscitó el derecho a la paz 
tuvo tantos partidarios en pro de su establecimiento en la Constitución Política, como sus 
opositores. De todas formas, el primer grupo (a favor) era la abrumadora mayoría, prueba de 
ello es que el artículo fue aprobado, el 14 de junio de 1991, por 40 votos a favor, 1 en contra  
y una abstención.  
En particular son de interés las posturas presentadas en las sesiones plenarias, que discutían 
las ponencias de los constituyentes, pues algunas de ellas evidencian no solo su postura 
favorable a la institución de un derecho a la paz, sino que incluyen situaciones concretas para 
su exigibilidad, e incluso se presentó lo que se debería considerare como el núcleo esencial de 
este derecho, aunque también se defendió la idea de asociársele como derecho colectivo; 
asimismo, es de resaltar la posición en contra de este derecho. 
La primera referencia es la de distinguir entre deber y derecho, lo cual lo ejemplifica un 
constituyente en el debate de la siguiente manera: 
“(…) el concepto de la paz como un derecho y un deber, tiene una connotación 
diferente (…) porque en un mundo donde la violencia tiene tantos y tantos 
partidarios, el deber de mantener la paz, va paralelo con el deber de evitar la 
propaganda bélica, de evitar la propagación del odio, de evitar que las guerras se 
vuelvan una consigna nacional; el individuo por tener derecho a la paz, exige que la 
sociedad, el Gobierno y las autoridades eviten todo aquello que la perturbe; la 
propaganda de guerra es algo condenado en el mundo entero” (Plenaria Asamblea 
Nacional Constituyente, del 6 de junio de 1991) 
Esta primera referencia ya nos conduce a pensar la concepción que tenían los constituyentes 
en plenaria respecto a la paz en general, y como derecho en particular, puesto que la asocian 
principalmente a la prevención y apología de la guerra, es pues, en sus inicios, la paz 
considerada en la constituyente un ejemplo de paz negativa en general: la paz es ausencia de 
guerra. Sin embargo, es posible encontrar otros aportes, puesto que la posición del 
constituyente Uribe Vargas es un poco más amplia pues al ejemplificar las acciones que 
atentan contra el derecho a la paz, no solo señala a la guerra como factor determinante, sino 
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que también relaciona a la violencia, al odio y a vías de fuerza, lo que supone un escenario 
más cercano a la paz positiva, e incluso, es probable, a la paz estructural.  
También se encuentra otra aplicación del derecho a la paz, pero considerándolo más 
vinculado a partir de un derecho colectivo, aunque, por supuesto, se resalta la trascendencia 
del mismo:  
“(…) como no va a ser un deber de las autoridades evitar la propaganda a la guerra y 
como no va a ser un derecho, colectivo, de los ciudadanos, crear las condiciones para 
que la paz pueda ejercerse; el derecho a la paz es quizás el más importante de todos 
los derechos, porque sin él no habría la vigencia del resto” (Plenaria Asamblea 
Nacional Constituyente, del 6 de junio de 1991) 
La posición contraria al establecimiento del derecho a la paz recoge las críticas recurrentes 
que se le presentan a él, su impresión y su aplicación práctica, temas que son recurrentes en 
el establecimiento de un derecho de esta índole. Puede resumirse las ideas centrales de la 
posición en los siguientes apartes:  
“(…) hablar de que la paz es un derecho y es un deber de obligatorio cumplimiento y 
los derechos están en cabeza de las personas, pero yo no le veo cómo esa formulación 
tenga una traducción práctica, la paz es un objetivo, es un bien inestimable; muchas 
la definen como la ausencia de la violencia y la paz es algo que las autoridades deben 
garantizar, para eso está el Estado, para eso se constituye, para que los ciudadanos 
disfruten de tranquilidad, me parece pues muy antitética la formulación aunque el 
espíritu y la intensión sean evidentemente claros y aunque todos estemos de acuerdo 
con el propósito (…)”(Plenaria Asamblea Nacional Constituyente, del 5 de junio de 
1991) 
En primer lugar, curiosamente, la posición que va en contra del establecimiento del derecho a 
la paz es la que conoce su desarrollo conceptual como ausencia de violencia, solo que 
consideró que ello es un mero proceso conceptual sin aplicación práctica. 
Puede verse, en consecuencia, que los debates se centraron especialmente en la definición 
del derecho, que transitan desde la paz negativa como ausencia de guerra y paz como 
ausencia de violencia, un debate, que debe decirse de paso, es de calidad, pues presenta 
posturas que incentivan el debate racional; no obstante, parece que la inclinación inicial era a 
asociarlo a un derecho colectivo y a ser la contraposición a la guerra, aunque hay algunos que 
lo refieren a la ausencia de violencia.  
Con todo, para algunos no era muy claro lo que implicaba el derecho a la paz, pues lo 
confundieron con el principio establecido inicialmente en los debates acerca de la paz, es 
entendible si se analiza que la paz tiene múltiples referencias en la Constitución; para la 
votación final del artículo que contenía el derecho a la paz ocurrió lo siguiente: 
 “(…) continuemos con el derecho a la paz (…) 
-No, no, no, ya está aprobado en principios. 
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-Hay un principio de estos ya aprobado, señora Presidenta.  
-Es como derecho, es que esto es un derecho y un deber (…)”.  
(Plenaria Asamblea Nacional Constituyente, del 14 de junio de 1991) 
Sin embargo, la Constitución finalmente establecida en Colombia, le dio más de una sola 
óptica a la paz, lo cual se estudiará a continuación, centrándose en una de ellas: el derecho a 
la paz. 
3.3. Constitución de 1991 y la paz 
Es posible detectar dos tendencias respecto de la relación que existe entre las Constituciones, 
la paz y la guerra, de lo cual no puede escapar la Constitución Colombiana de 1991. 
Algunos están de acuerdo en señalar lo que Bobbio (1986) indicó acerca de las Constituciones: 
“La vida política se desarrolla mediante conflictos que jamás son resueltos definitivamente, 
cuya solución se da mediante acuerdos momentáneos, treguas, y aquellos tratados de paz 
más duraderos que son las constituciones” (p.104), acá se entendería a la paz como un 
acuerdo de paz, como algo pacífico; sin embargo, otros consideran a las Constituciones como 
“cartas de batalla” (Villa, 1997), o sientan una posición crítica respecto de lo que significa el 
“mito de la constituyente” indicando que en realidad fue un pacto parcial de paz que declaró 
la guerra, pues se hizo la paz con algunas fuerzas insurgentes pero a las otras se les 
deslegitimó, por lo cual, más que un pacto de paz la Constitución sería la implementación de 
una fase de guerra en desescalamiento (León Moncayo, 2001, 150-151).     
Sea como sea, lo cierto es que la Constitución de 1991 no es una carta fundamental que hable 
exclusivamente de paz, es verdad que ella es el origen y parte de la esencia de la misma, y que 
mayoritariamente se refiere a ella, pero también reconoce el fenómeno de la guerra; sin 
embargo, es posible indicar que es una Constitución pacífica, pues es más preponderante el 
desarrollo de la paz en ella, además que ese duplicidad demuestra el reconocimiento del 
conflicto como algo connatural al ser humano, así como lo es la paz a la cual le dedica mucho 
más articulado. 
Por otra parte, entre los antecedentes históricos de la carta, para Vargas (2009), con la 
constitución del año 91, la sociedad colombiana pareció entrar en un período de 
consolidación de su democracia, lo que alguno consideraron un proceso hacia la 
profundización democrática, puesto que en la historia colombiana las reformas han sido vistas 
como respuestas a las crisis del Estado, pero más allá de ello, es menester que la democracia 
en Colombia de respuesta a una serie de retos, entre los cuales el primero de ellos es la 
consolidación de la paz política y la superación del conflicto armado (p. 174).  
La paz en general tiene una multiplicidad de apariciones en la carta constitucional de 1991, es 
obvio, pues como se ha visto fue el origen mismo de toda la constituyente, tema primordial en 
los debates constituyente, y además será uno de los elementos básicos o pilares 
fundamentales de la Constitución, al punto de que debe ser considerada como la esencia 
misma de ella.  
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 La misma Asamblea Constituyente y la Constitución que se produjo, han sido también 
llamadas "la Constituyente de la paz" y la “Constitución de la paz”, pues hay que ver que el 
clima social que se vivían antes era de extrema violencia, la cual se intentó superar con una 
nueva carta constitucional, la cual sería la herramienta de paz, vinculando a grupos armados 
desvinculados y estableciendo al Estado en pro de su consecución.  
Para hacer una presentación esquemática puede seguirse los enunciados que trae la propia 
Constitución en los que se encuentra la paz referida: 
1). El preámbulo; aquí la paz se presenta como unos de los fines por los cuales se 
establece el nuevo orden constitucional, lo que permite pensar que ello también 
implica que es finalidad de la nueva estructura estatal, idea de antaño formulada 
por Hobbes. La paz es una finalidad.  
2). El título II, Capítulo I (De los derechos fundamentales); se ubicó el derecho a la 
paz en el capítulo de los derechos fundamentales, con el texto: “ARTÍCULO  22. La 
paz es un derecho y un deber de obligatorio cumplimiento”. La paz es un derecho 
y un deber.  
3). El título II, Capítulo II (De los derechos sociales, económicos y culturales); no lo 
ubicó en el sentido de otorgarle las características de estos derechos, sino en 
función de uno de ellos: la educación, la cual debe estar encaminada también en 
el respeto a la paz, los derechos humanos y la democracia. La paz es base del 
enfoque educativo.  
4). El título II, Capítulo V (De los deberes y derechos); la Constitución definió el 
deber de las personas a propender por el logro y mantenimiento de la paz, es 
decir, también vinculo en el logro de la paz a la sociedad y no restringió su alcance 
solo a las instituciones del Estado.  La paz es un deber.  
5).El título VII, capitulo 1 (Del presidente de la República); en este capítulo se 
observa una doble óptica: primero, el presidente es quien puede declarar la 
guerra, es decir, la Carta del 91 no es exclusivamente pacífica pues también 
acepta la existencia de la guerra; y segundo, desde la otra orilla, la de la paz, es el 
único que puede convenir y ratificar tratados de paz.    
6). El título VII, capitulo 7 (De la policía); la policía, entre otros fines, tiene la 
finalidad de asegurar la convivencia en paz de las personas.  
7).  Título XII, capítulo 1 (De las disposiciones generales); los tiempos de paz 
define las autoridades autorizadas para la imposición de tributos: el Congreso, las 
asambleas departamentales y los concejos distritales y municipales.  
8). Título XII, capítulo 2 (Del presupuesto); en tiempo de paz, no se puede fijar 
impuesto o contribución que no exista en el presupuesto de rentas, ni egresos al 
tesoro público que no estén en el presupuesto de gastos.  
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Como se puede ver, la paz en Colombia tiene múltiples visiones o al menos escenarios en que 
es imperiosa su observación, por ejemplo, una de las principales puede ser la finalidad del 
nuevo orden constitucional, es decir, es la razón que sustenta el origen de la nueva 
constitución y del nuevo orden estatal. 
Es posible que atendiendo a la multitud de formas que reviste la paz en Colombia, se pueda 
agrupar en tres visiones, que aunque no son exclusivas, son las más representativas, que son: 
la paz como valor, la paz como deber y la paz como derecho. 
La paz como valor: La Corte Constitucional en sus inicios, definió los valores constitucionales, 
partiendo de lo propuesto por Ronald Dworkin, como “(…) el catálogo axiológico a partir del 
cual se deriva el sentido y la finalidad de las demás normas del ordenamiento jurídico, pueden 
tener consagración explícita o no; lo importante es que sobre ellos se construya el 
fundamento y la finalidad de la organización política” (Corte Constitucional de Colombia, 
Sentencia T-406 de 1992, M.P. Ciro Angarita Barón), entonces,  la paz corresponde a uno de 
los elementos que compone el catálogo de valores (o axiológico) que guía la construcción de 
lo político, lo social, etc. Esto puede ser una clara referencia al trabajo académico de Ronald 
Dworkin, pues para Pietro Sanchis (1983), Dworkin propone que el Derecho no puede ser 
considerado como un sistema cerrado exclusivamente a las normas jurídicas, sino que además 
le obliga a la persona que busque interpretarlo un entendimiento de los valores morales que 
lo edifican (p.354).   
La paz como valor puede ser entendida desde la idea de pensar que tuvo múltiples 
implicaciones en la construcción del nuevo orden constitucional, por ejemplo, haber sido la 
guía para la estipulación de la nueva Carta del 91 (preámbulo), y las múltiples referencias 
hechas en ella a la paz, lo que nos lleva a pensar que la paz aunque en igualdad con los demás 
presenta una ligera importancia mayor. No obstante la Corte Constitucional ha resaltado que 
este valor de paz no puede ser absoluto, como no existe derecho absoluto, y tiene claros 
límites en otros valores como la justicia, la verdad, etc., ello lo ejemplifica en el caso de la Ley 
de Justicia y Paz (Sentencia C-370 de 2006), en donde dice que él debe estar acorde con dicho 
valores, luego la desmovilización de paramilitares en pro de conseguir la paz también debe 
estar acorde con los derechos de las víctimas.  
La paz como deber: Se entiende en cabeza tanto del Estado como de los ciudadanos, siendo 
obligación de todos y todas al alcance de la paz y su mantenimiento; es interesante pensar 
que la norma constitucional nos exige ser pacíficos, es decir, prefijar siempre nuestra 
conducta en un sentido de alcanzar la paz, pero ello debe ser armónico con la naturalidad 
humana, donde el conflicto se presenta como algo natural en las relaciones humanas, es por 
tanto, un deber de buscar la paz siempre solucionando los conflictos de manera pacífica.  
La paz como derecho: esta será abordado a partir de la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional, quien definirá su alcance, lo cual se realiza más adelante4.  




Por otra parte, Colombia, al igual que muchos estados actuales, adoptó la forma de 
pacificación referenciada en el segundo capítulo, paz por medio del derecho, siendo el papel 
principal de este la pacificación de la sociedad, a través, por ejemplo, de la solución de los 
conflictos de manera pacífica y por la fuerza que le otorga la Constitución y la ley.  
No obstante, también incluyó mecanismos diferentes al ejercicio del derecho por medio de su 
burocracia especializada, pues también se incluyeron los particulares como medios de 
pacificación interna; ello debido a que según el canon 116 superior pueden ser investidos de 
funciones jurisdiccionales, lo cual amplía más los mecanismos de pacificación interna estatal 
por medio del derecho, como lo es la conciliación y el arbitraje (que según la Constitución 
puede practicarse sin ser abogado). Asimismo, creó una nueva jurisdicción para dirimir los 
conflictos comunitarios y particulares como es la jurisdicción de paz. Ello quiere decir que el 
nuevo modelo constitucional amplió las bases tradicionales de pacificación interna, a través 
del derecho, ampliando la aplicación del mismo a sujetos particulares no especialistas en él, 
como en el estado Moderno que se buscaban juristas especialistas en derecho Romano, sino 
personas con competencias para la solución de conflictos.  
3.4. Corte Constitucional de Colombia  
A la Corte Constitucional se le ha confiado la guarda y supremacía de nuestra Constitución 
Política, según lo contenido en el artículo 241 superior; en se sentido, ella es la autorizada 
para interpretarla y velar por su prevalencia, siendo por tanto, la encargada de establecer los 
criterios jurídicos con que debe ser entendido el derecho a la paz. 
A raíz de ello la Corte tiene un amplio desarrollo de este derecho, por lo que es necesario 
reconstruir sus pronunciamientos, pero circunscrito a las situaciones que regula e ir 
delimitando claramente su significado, su exigibilidad y sus implicaciones en la sociedad.  
3.4.1. Estudio jurisprudencial  
En su artículo 22 la Constitución Política indicó que “La paz es un derecho y un deber de 
obligatorio cumplimiento”; la paz es un deber puesto que todos los miembros la sociedad 
deben respetarse y abstenerse de perturbar el orden social, no cometiendo delitos ni 
infracciones policivas, y el Estado debe igualmente garantizar el derecho a la paz a todos los 
habitantes (Olano, 2002; 108). Igualmente, hay que señalar, que tal derecho se encuentra 
ubicado en el capítulo referido a los derechos fundamentales, que aunque no es un 
argumento de peso alto, pues no es obligatorio que un derecho fundamental debe estar 
taxativamente en una determinada posición en la Constitución para ser considerado de dicha 
magnitud, si deja entre ver que la idea de la Asamblea al establecer la Constitución fue la de 
ubicarlo en tal espacio y dotarlo de un categoría de derecho denominada: fundamental.  
No obstante, la Carta no nos dice mayor cosa acerca de lo que implica este derecho. Ello se 
debe a la forma en que se presentan los derechos en la carta fundamental, pues tienen una 
construcción de principios y no de normas en el sentido tradicional (supuesto de hecho-




consecuencia jurídica). Siguiendo a Robert Alexy (1983), las normas jurídicas se pueden dividir 
en principios y reglas jurídicas, siendo los primeros, normas que ordenan que algo sea 
realizado en la mayor medida posible, dentro de las posibilidades jurídicas y reales existentes 
(p.86). En ese sentido, los principios son normas generales de aplicación inmediata, para ser 
cumplidas y aplicadas en Colombia de la mejor manera posible, aun en condiciones de 
conflicto armado, permanente en el país (Quinche, 2011, p. 33). 
Así las cosas, el derecho-principio-deber de la paz, debe aplicarse como un principio, en la 
mayor medida posible en nuestro sistema jurídico; empero aún no se puede establecer qué 
significa la paz en nuestro modelo jurídico colombiano, lo cual será establecido por la 
interpretación que la honorable Corte Constitucional le haga a tal derecho.  
Las interpretaciones deben mirarse en conjunto con otros artículos de la Constitución, pero 
especialmente con el artículo 85, en donde se señalan cuáles son los derechos de aplicación 
inmediata, en donde no se encuentra referenciado el derecho a la paz, por lo que se 
entendería que es un derecho fundamental pero no de aplicación inmediata, o que es lo 
mismo, requiere de desarrollo legislativo.  
En ese sentido, parece ser que lo estipulado en el artículo 85 de la Constitución Política, 
estaba destinado inicialmente para los casos en que un derecho fundamental debería ser 
desarrollado legislativamente, en contraposición a los derechos que no requerían de ello, los 
denominados de aplicación inmediata.  
En ese orden de ideas, algunos tratadistas indican que la razón de no ser el derecho a la paz 
fundamental, radican en que el mismo no tiene aplicación inmediata (Quinche, 2011; 62); 
situación que refuerza el hecho de la posición asumida en algunas sentencias que se verán de 
la Corte Constitucional. Esta situación es muy reiterativa en derechos colectivos, para Mesa 
(2010), la crítica a la reivindicación del derecho al ambiente sano parte de considerarlo como 
un interés difuso, “caracterizado por la impresión subjetiva, objetiva y formal, los cuales son 
tutelados mediante mecanismos como el Ministerio Fiscal, Defensoría del Pueblo o las 
acciones Populares” (p.98), misma que es asociada al derecho a la paz. 
No obstante, existen varias leyes que pueden verse como relacionadas con el derecho a la paz, 
y que en consecuencia lo desarrollarían. Ellas pueden ser: Las leyes que buscan la convivencia 
pacífica y la justicia, Ley 104 de 1993 derogada por la Ley 418 de 1997 que tiene la misma 
finalidad; Leyes que ha aprobado tratados acerca de la paz: Ley 251 de 1995 por medio de la 
cual se aprueba la "Convención para el Arreglo Pacífico de los Conflictos Internacionales", Ley 
438 de 1998, por medio de la cual se aprueba el "Convenio entre el Gobierno de la República 
de Colombia y la Universidad para la Paz para la creación de un Centro Mundial de 
Investigación y Capacitación para la Solución de Conflictos"; la Ley 497 de 1999, que desarrolla 
la jurisdicción de paz; Ley 975 de 2005, o Ley de Justicia y paz, por la cual se implementaron 
disposiciones para la reincorporación de miembros de grupos armados organizados al margen 
de la ley, que contribuyan de manera efectiva a la consecución de la paz nacional, modificada 
por la Ley 1592 de 2012; la Ley 1156 de 2007 por la cual se aprobó el protocolo adicional de 
energía nuclear; la Ley 1448 de 2011, o Ley de víctimas del conflicto armado interno; el 
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Decreto 1038 de 2015 que regula la catedra para la paz. No parece, por tanto, muy 
convincente el argumento de considerar el derecho a la paz como de falta de aplicación 
inmediata sustentada en que carece de leyes que lo desarrollen, pues en materia legislativa es 
amplia su proclamación, concepción y desarrollo; ello implica que en realidad la falta de 
exigibilidad no está en la ausencia de leyes sino en otro lugar.  
Ahora, si se aborda el tema jurisprudencial sentencia por sentencia sería un verdadero caos 
pues ello podría distraer la atención en puntos centrales para nuestro estudio, especialmente 
por el volumen tan alto de jurisprudencia que se ha pronunciado respecto al derecho a la paz, 
por lo que es aconsejable presentar este estudio de manera sistemática. 
La más aceptada para el análisis de precedentes jurisprudenciales es la del profesor Diego 
López Medina (2006), que propone una metodología para la construcción de líneas 
jurisprudenciales, que puede presentarse de la siguiente manera: 1). El planteamiento de un 
problema jurídico que encabezará la gráfica de la línea y el diagrama de la misma; 2). Las 
diferentes clases de sentencias en la línea; 3). Los problemas que enfrenta la elaboración de 
una línea.  
¿Qué categoría de derecho le asigna la Corte Constitucional al derecho a la paz, contenido en el 
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1). Sentencias fundadoras.  
Problema jurídico: ¿Qué categoría de derecho le asigna la Corte Constitucional al derecho a la 
paz, contenido en el artículo 22 de la Constitución política?  
La sentencia que inicia el desarrollo jurisprudencial es la T-008 de 1992, M.P. Dr. Fabio Morón 
Díaz. En ella la Corte comienza a fijar su posición hermenéutica respecto del derecho a la paz, 
considerándolo como un derecho colectivo y por ende exigible por la vía de las acciones 
populares; para llegar a tal conclusión la Corte utilizará dos argumentos: 1). Lo delimita como 
un derecho de tercera generación, pues por su naturaleza requiere el concurso de una 
variedad de factores para que sea efectivo; y 2). Con un doble fundamento normativo; 
primero, el artículo 88 de la C.P., en donde se indica que las acciones populares son las que 
garantizan los intereses y derechos colectivos, como la paz, además, en este sentido, la Corte 
parece asociar la paz a la seguridad, pues ella es uno de los elementos que vinculan a los 
derechos colectivos (junto con el patrimonio, el espacio y la salubridad pública); y segundo, 
indicará que la legislación nacional reconoce esta posición de entender el derecho a la paz 
como colectivo, pues el Decreto 2591 de 1991 (que reglamenta la tutela), indicó la 
improcedencia de la tutela para la protección de derechos colectivos como la paz (art. 6 
núm.3). Adicionalmente, la Corte considerará que esta clase de derechos tiene un carácter 
proclamatorio, debido a que presente un serio problema para otorgarle eficacia jurídica, 
además de no ser un derecho natural que pueda ser exigido inmediatamente por vía tutela. 
Para la Corte, la categoría de aplicación inmediata contenida en el artículo 85 de la 
Constitución implica que los derechos contenidos en ese artículo no necesitan de una ley que 
permita su desarrollo, ámbito dentro del cual cae inmerso el derecho a la paz, pues no se 
encuentra en dicho artículo, es decir, se considerará que medie una ley para el desarrollo del 
derecho a la paz, no siendo exigible por tutela, además, pues ella se contempla solo para la 
protección inmediata de derechos, inmediatez de la cual parece carecer el derecho a la paz. 
En ese mismo año la Corte Constitucional se pronunció nuevamente en sentencia T-439 de 
1992 acerca del derecho a la paz, con ponencia del Dr. Eduardo Cifuentes Muñoz. En esta 
sentencia hay una ligera variación a la sentencia anterior fundadora, pues se reconoce que 
una parte del derecho a la paz sí es fundamental. Esta sentencia reconoce el papel 
preponderante de la paz en la Constitución del 91, y le agrega un ingrediente adicional y 
trascendental, no la asocia exclusivamente a la seguridad sino que habla de la convivencia 
pacífica, además de convertirse en una regla necesaria para la participación democrática; 
indica la sentencia: 
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“La organización política tiene como fin primordial la convivencia pacífica. La paz fue 
uno de los principales fines buscados en el nuevo consenso social, al punto de ser 
llamado ese cuerpo "la Constituyente de la paz". (Intervención del constituyente Misael 
Pastrana Borrero ante la Plenaria de la Asamblea Nacional Constituyente). La 
convivencia pacífica es un fin básico del Estado y el móvil último de la actividad militar 
de las fuerzas del orden constitucional. La paz es, además, presupuesto del proceso 
democrático, libre y abierto, y condición necesaria para el goce efectivo de los derechos 
fundamentales. El lugar central que ocupa en el ordenamiento constitucional llevó a su 
consagración como derecho y deber de obligatorio cumplimiento. El mínimo de paz 
constituye así un derecho fundamental ya que de su garantía depende la efectividad de 
los demás derechos civiles y políticos de la persona” (Corte Constitucional de Colombia, 
Sentencia T-439 de 1992, M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz). 
2). Sentencias que confirman las líneas  
Que definen al derecho a la paz como fundamental y procede tutela:  
En sentencia T-605 de 1992, M.P. Dr. Eduardo Cifuentes Muñoz, la Corte tuteló el derecho a 
la paz del accionante, al considerar que en ese caso se vulneraba este derecho por parte del 
accionado al imponer medidas de fuerza tendientes a evitar el uso de la única carretera con 
acceso al mar por parte de los accionantes para desarrollar su labor pesquera artesanal; aquí 
nuevamente se reafirma la posibilidad de acceder a la tutelabilidad del derecho a la paz 
vinculándolo a la convivencia pacífica, afectada por la fuerza (violenta) que pueden poner lo 
particulares en sus actos. 
Posteriormente, en sentencia T-188 de 1993, M.P. Dr. Eduardo Cifuentes Muñoz, una 
comunidad indígena solicita la protección de su derecho a la paz debido a que no existían 
unos resguardos indígenas por ellos solicitados al antiguo INCORA, situación que ponía en 
peligro su vida debido a las presiones por la fuerza que estaban recibiendo para abandonar el 
territorio que ocupaban actualmente. Aquí parece continuarse con la idea de la paz 
entendida como convivencia pacífica, y ya comienza a verse que este magistrado va a fundar 
una línea de reconocimiento del derecho a la paz como fundamental y referido a la 
convivencia, así la Corte considerará que al no realizarse el trámite efectivo de la creación de 
los resguardos solicitados, se afecta el derecho a la paz y a la vida, debido a que se había 
sometido a la comunidad a una situación de conflicto con otros individuos que se presentaba 
como propietarios del lugar que habitaban. De todas formas hay que agregar que la visión de 
la Corte también incluye un componente de violencia como forma de afectación a la 
convivencia pacífica, tal y como lo había referido en sentencia T-605 de 1992.  
Tanto en sentencia T-025 de 2004, M.P. Dr. Manuel José Cepeda Espinosa, como en la T-367 
de 2010, M.P. Dra. María Victoria Correa, se resaltó que uno de los derechos fundamentales 
que podía ser violando a los desplazados es el derecho a la paz, “cuyo núcleo esencial abarca 
la garantía personal de no sufrir, en lo posible, los efectos de la guerra, y mucho menos 
cuando el conflicto desborda los cauces trazados por el derecho internacional humanitario, 
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en particular la prohibición de dirigir ataques contra la población civil” (Corte Constitucional 
de Colombia, sentencia T-025 de 2004, M.P. Dr. Manuel José Cepeda Espinosa).  
Que definen el derecho a la paz como colectivo y procede es acción popular:  
Sentencia C-055 de 1995, con ponencia del Dr. Alejandro Martínez Caballero, la cual 
determinó concretamente que el derecho a la paz no era fundamental; taxativamente indicó 
que “(…) Si bien el derecho a la paz ocupa un lugar trascendental en el ordenamiento 
constitucional colombiano, puesto que es de obligatorio cumplimiento, no es, en sentido 
estricto, un derecho fundamental, por lo cual no tiene reserva de ley estatutaria” (Corte 
Constitucional de Colombia, Sentencia C-055 de 1995, M.P. Alejandro Martínez Caballero); la 
posición anterior fue confirmada por sentencia T-066 de 1995, en donde se dijo que los 
derechos a la paz y a la seguridad eran colectivos por lo que su defensa correspondía a la 
acción popular, lo que se reiteraría en sentencia T-226 de 1995.  
3). Sentencias importantes (con peso estructural fundamental) 
La sentencia C-370 de 2006, es trascendental pues ella va dar solución a los extremos 
decisionales que parecen irreconciliables; en dicho pronunciamiento, la Corte estableció que 
la paz es (i) uno de los propósitos fundamentales del Derecho Internacional; (ii) un fin 
fundamental de Estado colombiano; (iii) un derecho colectivo en cabeza de la Humanidad, 
dentro de la tercera generación de derechos; (iv) un derecho subjetivo de cada uno de los 
seres humanos individualmente considerados; y (v), un deber jurídico de cada uno de los 
ciudadanos colombianos, a quienes les corresponde propender a su logro y mantenimiento 
(Corte Constitucional, C-370 de 2006), pero además esta sentencia no solo resolvió la tensión 
que había entre extremos contrarios, sino que también puede ser considerada como 
arquimédica, pues es reciente y hace un recuento de las posiciones observadas en la 
jurisprudencia respecto el derecho a la paz; esta sentencia fue confirmada integralmente por 
la C-771 de 2011 del M.P. Dr. Nilson Pinilla Pinilla, la cual recogió absolutamente todos los 
argumentos de la de la C-370 de 2006.   
En este sentido, la paz es un derecho fundamental y colectivo, explicado este comportamiento 
del derecho en que es un derecho complejo; con ello intentó conciliar las diferentes posturas 
en cuanto al tema en las que se ha pronunciado la Corte Constitucional, estando las 
posiciones en el extremo de señalar que es un derecho fundamental (T-439 de 1992) y las que 
niegan tal concepción (C-055 de 1995). 
En realidad, esta postura de ver con una doble óptica al derecho a la paz, como colectivo y 
fundamental, no es novedosa y tiene una clara referencia en la doctrina; Del Arenal (1987) ya 
había señalado esta naturaleza compleja del derecho a la paz, indicando que “Los titulares del 
derecho serían los individuos, los pueblos, los Estados y la humanidad, por lo que se presenta 





4). Sentencias aquí denominadas conceptuales  
Hay otro grupo de sentencias que no se encuentran en la metodología propuesta por el 
profesor López Medina, pero que para nuestro estudio resultan relevantes dado que la Corte 
Constitucional no ha partido exclusivamente del paradigma negativo de la paz, de hecho lo ha 
ampliado notablemente a escenarios impensables, al punto de haber considerado a al paz 
como la que garantizaba los derechos humanos, una idea muy contemporánea.  
Mediante sentencia T-103 de 1993, M.P. Dr. Carlos Gaviria Díaz, la Corte resaltó la amplia 
variedad de situaciones que puede implicar el ejercicio del derecho a la paz; este 
pronunciamiento contiene importantes argumentaciones para este trabajo investigativo, 
pues muchos planteamientos parecen realmente de avanzada. Uno de sus principales aportes 
es a la definición de paz, pues considera radicalmente que no es la sola ausencia de guerra, 
sino que indicará: 
 “La paz, en definitiva, no es otra cosa que el respeto efectivo de los derechos 
humanos. Cuando la dignidad humana es atropellada por la violencia o el terror, se 
está dentro de una situación de guerra contra lo más sagrado e inviolable del hombre. 
No puede haber paz mientras a nuestro alrededor hay quienes asesinan, secuestran o 
hacen desaparecer” (Corte Constitucional de Colombia, Sentencia T-103 de 1993, M.P. 
Carlos Gaviria Díaz). 
Esta sentencia está acorde con las exigencias pretendidas en los estudios para la paz, en 
donde en últimas se solicita la concreción del derecho a la paz como derecho humano, 
aunque ella parte de considerar a este derecho como necesario para la defensa en general de 
los derechos humanos. Adicionalmente, indicará esta providencia que este derecho puede 
caracterizarse así: 1). Es un derecho de autonomía, pues se encuentra vedado a la injerencia 
del poder estatal y de otros particulares; 2). Es un derecho de participación, pues el titular 
tiene derecho a participar en los asuntos públicos; 3). Un poder de exigencia, teniendo la 
capacidad de exigir la realización de obligaciones de hacer; 4). Presupuesto para el proceso 
democrático libre y abierto. Asimismo, también caracterizará a este derecho con la 
convivencia pacífica, implicando la eliminación de la violencia como forma resolutiva de los 
conflictos, y haciendo prevalecer las salidas pacíficas. 
No obstante estas reflexiones, ellas fueron utilizadas para negar la tutela, que giraba en torno 
a la construcción de un comando de policía en una población, debido a que precisamente de 
no existir el comando se haría nugatorio este derecho.  
En sentencia T-503 de 1999, M.P. Dr. Carlos Gaviria Díaz, la Corte indico que las relaciones 
familiares pasaban por la realización del derecho a la paz en ellas, indicando que  
“Es claro que la realización general del derecho a la paz, pasa por el logro de ese 
orden armónico en las relaciones hogareñas y, para procurarlo dentro del marco del 
ordenamiento vigente, los miembros de toda familia están llamados a participar en 
el ejercicio de la autonomía comunitaria reconocida por la Carta Política, es decir, 
deben tomar parte en una normalización tal de sus relaciones cara a cara, que a 
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cada quien se le hagan efectivos sus derechos individuales y, en especial, la opinión 
de los niños sea oída, y atendida de manera creciente, hasta que de la participación 
política extrafamiliar del adolescente, se pase al pleno ejercicio de la ciudadanía por 
parte del joven mayor de edad” (Corte Constitucional de Colombia, Sentencia T-503 
de 1999, M.P. Carlos Gaviria Díaz). 
Por otra parte en sentencia C-283 de 1995, vinculo las acciones propias para la paz a todos los 
colombianos y no solo a los entes estatales,  es decir, extendió la búsqueda de la paz a todo el 
Estado, lo cual coincide con lo aquí planteado teniendo en cuenta que el Estado incluye a las 
personas que lo componen. 
Finalmente, en sentencia C-328 de 2000 le otorgará al derecho su núcleo esencial que será 
tomado por las sentencias T-025 de 2004 y T-367 de 2010, el cual corresponderá a la 
proyección de la humanización de la guerra, además de prevenirla; indica e esta sentencia “El 
principio de dignidad humana y el derecho a la paz no sólo imponen el deber de prevenir la 
guerra sino que, en caso de un conflicto inevitable, obligan al Estado a morigerar sus efectos. 
Así como no toda guerra es legítima, no todo medio utilizado puede admitirse como legítimo. 
La humanización de la guerra, lo ha señalado la Corte, constituye una proyección del derecho a 
la paz” (Corte Constitucional de Colombia, Sentencia C-328 de 2000, M.P. Eduardo Cifuentes 
Muñoz). 
Así las cosas, finalmente, el derecho a la paz es conceptualizado en su versión negativa, como 
paz negativa, vinculado directamente a la guerra, la cual es el escenario que al parecer la 
Corte va a reconocer como lugar en donde se puede exigir este derecho. 
No obstante, la posición ha sido más amplia, anteriormente con la sentencia T-503 de 1999 la 
Corte se aproximó a definir a la paz como un derecho humano, solo que allí lo consideró como 
medio para la realización de ellos, lo cual supuso un gran avance, muy cercano a lo que se 
plantea hoy día que es el derecho a la paz.  
De todas formas, debe reconocerse que mayoritariamente la Corte le ha dado a la paz como 
derecho la categoría de fundamental, lo cual se vino a resolver para ambas partes 
declarándose a la vez fundamental y colectivo; el problema, entonces, no radica 
absolutamente en su reivindicación por tutela, aunque el problema se incrementa si se tiene 
en cuenta que el Decreto 2951 de 1991 lo prohíbe, sino más en la falta de claridad en los 
escenarios en que él es exigible, pies la Corte solo ha reconocido uno: cuando hay violación a 
derechos de los desplazados; eliminó la reivindicación por tutela en relaciones familiares (más 
por aspectos procedimentales) yasociándola a la tranquilidad (Marsilio de Padua seguramente 
no estaría muy de acuerdo).  
3.5. Conclusiones preliminares al capítulo  
No es exagerado afirmar que la paz es un criterio definitorio del Constitucionalismo 
colombiano, por ella se dio inicio a la Asamblea Nacional Constituyente, además de tener una 
triple condición en nuestro ordenamiento como derecho, deber y como valor, lo que la hace 
una base esencial de la arquitectura constitucional colombiana. 
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Como se señaló en el apartado conceptual, la concepción de paz influye directamente en la 
definición del derecho a la misma. En Colombia, la paz ha sido entendida en sus orígenes, por 
la constituyente, como la ausencia de guerra, aunque hay algunos constituyentes que 
ampliaron el concepto a la ausencia de violencia; el mayor avance en cuanto al concepto, se 
encuentra en la jurisprudencia constitucional que reconoce que no es solo ausencia de guerra 
o conflicto, y llegó a calificarla como la garantía efectiva de los derechos humanos, definición 
que se perdió en el tiempo y no ha sido retomada.  
En realidad se pueden hallar líneas decisionales en la Corte Constitucional que permiten la 
defensa del derecho a la paz como fundamental, tal y como lo estableció el constituyente 
primario u originario, pero aún persiste dos inconvenientes: 1). La falta de determinación de la 
procedencia de tutela, aunque sea un derecho fundamental, especialmente por la carencia de 
la definición de los espacios concreto en que este se reclama; y 2). El Decreto que desarrolló la 
tutela  
Estos inconvenientes hacen que la reivindicación del derecho a la paz por medio de la acción 
de tutela se torne imposible, especialmente porque aún se considera como válida la teoría de 
la improcedencia de esta acción, lo cual es un claro atentado contra una de las más grandes 
innovaciones del derecho constitucional colombiano, la cual fue estructurada para que fuera 

















CAPÍTULO IV. LA SOLUCION DEL PROBLEMA DESDE EL ESTADO, EL DERECHO Y LA 
JUSTICIA 
"Muchos espíritus dados a la filantropía podrían fácilmente imaginar que existe una 
manera artística de desarmar o abatir al adversario sin un excesivo derramamiento de 
sangre, y que esto sería la verdadera tendencia del arte de la guerra. Se trata de una 
concepción falsa que debe ser rechazada, pese a todo lo agradable que pueda resultar. En 
temas tan peligrosos como es el de la guerra, las falsas ideas surgidas del sentimentalismo 
son precisamente las peores. Siendo así que el uso de la fuerza física en su máxima 
extensión no excluye en modo alguno la cooperación de la inteligencia, el que se sirva de 
esta fuerza sin miramiento ni recato ante el derramamiento de sangre habrá de obtener 
ventaja sobre el adversario, siempre que éste no actúe del mismo modo. Así, cada uno 
justifica al adversario y cada cual impulsa al otro a adoptar medidas extremas, cuyo límite 
no es otro que el contrapeso de la resistencia que le oponga el contrario." 
Carl Von Clausewitz, De la Guerra (1816-1830) 
 
"Los muertos son la únicos que ven el final de la guerra" 
Platón 
 
"El problema es: que uno se muere para toda la vida" 
El flaco, Apocalipsur, 2007, guion: Javier Mejía 
4. Marco teórico  
Teniendo en cuenta que se resaltan dos problemas fundamentales en el presente trabajo 
investigativo, los cuales impiden la reivindicación judicial plena del derecho a la paz en 
Colombia, es necesario partir desde diferentes teorías para poder proyectar una solución a 
esta falta de defensa judicial que existe respecto a la paz en general y en específico sobre el 
derecho a ella. 
Aquí se partirá de 3 teorías para tal fin: una teoría del Estado, buscando establecer lo que hoy 
día debe significar este con respecto a la paz; una teoría del Derecho y de los derechos, viendo 
el papel actual que ellos representan; y finalmente, una teoría de la justicia, que nos permita 
entender por qué el derecho a la paz debe ser reivindicado como una condición necesaria 
para desarrollar nuestros demás derechos.  
4.1. Estado Constitucional  
Tal y como se había mencionado en el segundo capítulo, la actual forma de entendimiento del 
Estado pasa por una concepción normativa, que hoy día se puede denominar Estado de 
derecho, el cual nos puede conducir a lo que también se ha denominado Estado 
constitucional, de hecho, como se verá, este último es una vertiente del primero.  
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Para Burgos (2010), de manera general esta forma de entender el Estado como estado de 
derecho, implica la utilización del derecho como límite al ejercicio del poder estatal, lo que 
supone el paso del gobierno de los hombres al de las leyes (p.231), además de considerar 
como base el principio del imperio de la Constitución y la ley (p.234); es decir, es una 
aplicación del ideal moderno de ir limitando la autoridad a través de las leyes;  igualmente, 
para Burgos (2010) existen una amplia variedad de definiciones acerca de cómo se puede 
considerar el Estado de derecho (p.232), pero es posible agruparlas en dos vertientes: 1). Las 
formalistas, que se centran específicamente en temas procedimentales como límites al 
Estado; y 2). Las sustanciales, vinculadas a la defensa de específica de un conjunto de 
derechos (p.233), siendo la pretensión principal de esta corriente la de generar un ambiente 
general de garantía “que haga posible el reconocimiento y goce de las libertades individuales 
en sus dimensiones negativa y positiva” (p.44). 
En este trabajo, se estudiarán principalmente las vertientes sustanciales pues ellas al final nos 
conducirán al tipo de Estado que se busca exponer: el Estado constitucional.  
El paso de la primera a la segunda vertiente puede explicarse por una razón sustancial, si bien 
cabe recordar que es necesaria la primera para comprender todo lo que implica el Estado de 
derecho, para Burgos (2010) aun cuando se busque entender el papel de limitante del 
derecho al poder, ello no siempre se ha vinculado dos espacios concreto: uno, a la defensa y 
protección de un conjunto de derechos, catalogados como fundamentales, y dos, la inclusión 
de criterios de justicia en temas sociales, aunque no exclusivamente en ellos (p.236); además, 
esto no es una situación superflua si se tiene en cuenta que el derecho puede ser empleado 
con todos sus formalidades para la violación de derecho humanos (pp.236-237). 
La nueva fundamentación del Estado de derecho, pasa por considerarlo como un Estado 
sustancial de derecho, es una transformación de los límites formales del derecho a los límites 
sustanciales del mismo, que corresponden a los derechos, pero no de cualquier clase de ellos 
sino de un catálogo específico: los derechos fundamentales, los que al final de cuentas son la 
guía de funcionamiento de los poderes del Estado, por lo que el reconocimiento de estos 
derechos es la esencia de la fundamentación del Estado, lo que implicaría necesariamente 
partir de una división de poderes y la garantía del ejercicio democrático  (Burgos, 2010, pp. 
237, 239, 240). 
No obstante, aquí puede hablarse de una doble fundamentación teórica en este trabajo. En 
primer lugar, la línea que se va a desplegar desde el contenido del Estado sustancial de 
derecho anterior, que seguiría la línea de los derechos fundamentales como esencia del 
mismo, dentro de los cuales se hallaría el derecho a la paz. Pero también es posible ver una 
segunda línea, la línea de la integralidad, en ella los derechos no son unos más importantes 
que otros sino que todos están situados iguales en un mismo plano, por lo que la 
fundamentación del Estado sustancial de derecho no pueden ser solo y exclusivamente los 
derechos fundamentales, sino todos los derechos, y no solo los de los actores humanos sino 
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también de lo no humano (paz ambiental). Posteriormente se observará que ambas 
soluciones son teóricamente válidas, y conducen a mejorar la situación de decadencia que 
atraviesa el derecho a la paz en nuestro país.  
De todas formas, el Estado sustancial de derecho nos lleva a la figura del Estado 
constitucional; para Häberle (2003) este se compone de elementos ideales y reales, que se 
encuentran encaminados al Estado en general y a la sociedad, y que pueden resumirse así: la 
dignidad humana; el principio de soberanía popular; la Constitución como contrato; el 
principio de división de poderes; los principios del Estado de derecho y el Estado social; las 
garantías de los derechos fundamentales; la independencia de la jurisdicción, etc. (p.1).  
Colombia se estructura en un Estado Constitucional, más exactamente en cuanto a un Estado 
sustancial de derecho, especialmente por la “protección” de los derechos fundamentales (en 
teoría), pues nadie puede negar que ello fue una de las grandes implementaciones de la Carta 
constitucional del 91, que amplió el catálogo de derechos y los fortaleció con acciones 
procedimentales, en cierto sentido, más céleres que permiten tener una eficacia mayor en 
cuanto a derechos. 
Sin embargo, es necesario establecer a qué se hace referencia con derechos fundamentales, 
pues en realidad la teoría los ubica como fundamento esencial del Estado, pero no  cuenta con 
una herramienta clara que permita identificarlos, aunque ya se ha dado un primer vistazo a 
ellos y la noción de límite que traen consigo. 
4.2). Derechos (fundamentales y humanos) como límites 
Si se entendiera la paz como un derecho subjetivo, en el sentido lato e inicial de su entendimiento 
en la doctrina, correspondería simplemente al derecho que corresponde a un individuo, los cuales 
son posiciones jurídicas de un sujeto de derecho dentro de un orden jurídico con respecto a la cual 
es posible dar razones válidas y suficientes (Arango, 2005; 61). Para Habermas (2010) un derecho 
subjetivo “Se corresponde con el concepto de libertad subjetiva de la acción: los derechos 
subjetivos (en inglés rights) fijan los límites dentro de los que un sujeto está legitimado para 
afirmar libremente su voluntad” (p.147); así, para Arango (2012) algunos autores consideran que 
la exigibilidad judicial de los derechos es un requisito sustancial para definirlos como derechos 
subjetivos, citando a Kelsen como uno de los defensores de esta tesis (p.5). 
Sin embargo, tal categoría abarca grupos más complejos como los derechos fundamentales, 
colectivos e incluso los derechos humanos.  
Para profundizar y ver las diferencias pueden distinguirse rápidamente:  
1). Derechos humanos: Es una categoría del Derecho Internacional público, los cuales 
pueden verse desde una esfera política, como reivindicaciones sociales expresadas a modo 
de derechos y a la vez como criterio de la evaluación de la legitimidad de un régimen 
político; en la esfera ética, como enunciados que permiten el ejercicio de la convivencia 
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pacífica en una democracia secularizada; y como un conjunto de obligaciones de respeto y 
garantía que tiene el Estado, frente a las personas (Uprimny, 1996; 20). 
2). Derechos constitucionales: Perteneciente a una categoría del derecho público interno, 
correspondientes a distintos derechos humanos positivizados en los sistemas estatales, a 
través de Constituciones Políticas, dichos derechos pueden ser o no fundamentales 
(Uprimny, 1996; 21). 
3). Derechos fundamentales: Nuevamente determinados por el derecho público interno, 
son derechos humanos positivizados pero con garantía reforzada, diferencia básica entre 
los derechos constitucionales y los fundamentales, pues tienen garantías suplementarias 
(Uprimny, 1996; 22).  
Ahora bien, como el derecho a la paz ostenta una situación compleja como derecho, pues puede 
estar incluido en los tres, se abordarán tres posiciones teóricas para presentarlo como límite al 
ejercicio del poder y como exigible por vía tutela.  
4.2.1. La paz como derecho humano 
Como se ha visto en la reconstrucción conceptual (capítulo I), en donde la más reciente 
conceptualización de la paz indica que ella es un derecho humano, existen amplias relaciones 
de la paz con las finalidades del sistema internacional, lo cual se evidenció al ver en múltiples 
referencias en instrumentos internacionales, y en reflexiones académicas, que permiten 
concluir la importancia de ella en derecho internacional, lo cual incluso nos lleva a afirmar que 
como valor unido inescindiblemente a la dignidad humana, puede transformarse en el 
derecho humano a la paz, constatable ello hermenéuticamente hablando.  
Igualmente, en la teoría es posible hallar varios apoyos a esta posición especialmente en lo 
que se denomina un derecho síntesis, planteamiento que fue acuñado precisamente para el 
derecho a la paz. 
Del Arenal (1987) plantea que “Las nociones de paz y derechos humanos significan 
prácticamente lo mismo. La paz supone los derechos humanos y éstos suponen la paz. Hoy los 
derechos humanos son la paz” (p.18), esto lo plantea defendiendo una historia paralela entre 
ellos (paz y derechos humanos) acentuada por la II Guerra Mundial, así como señalado que la 
gran conexión institucional entre ellos se da con la Carta de las Naciones Unidas (p.13).  
Pero además de ese avance histórico e institucional paralelo y que en un momento se juntan, 
los derechos humanos y la paz se pueden vincular por el concepto que implicaría el derecho a 
la paz, el cual se refiere al avance conceptual indicado en el primer capítulo, el paso del 
concepto de paz negativa al de paz positiva, lo que va significar que sea entendido como un 
derecho síntesis, es decir, un derecho que abarca a todos los demás y los garantiza, siendo 
condición necesaria el derecho a la paz para la garantía de todos los derechos; Del Arenal 
(1987) indica que: 
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“El derecho a la paz, en cuanto derecho autónomo, con contenidos propios, se ha 
ido configurando en los últimos años, no solo como un derecho a vivir en paz en 
el sentido tradicional de la noción de paz, es decir, a vivir en un mundo sin 
guerras ni amenazas de guerra, que coexiste en el marco de los derechos de la 
solidaridad con el derecho al desarrollo, a la libre determinación, a un medio 
ambiente sano y equilibrado y al patrimonio común de la humanidad, sino 
también como un derecho síntesis, que incluye y engloba prácticamente todos los 
demás derechos humanos, por cuanto su realización efectiva supone la 
afirmación de todos los demás” (p.15).  
Esta sería la fundamentación teórica, sumada a la interpretación de los instrumentos 
internacionales que permiten entender a la paz como derecho humano, si bien puede parecer 
que el establecimiento del mismo en un tratado u otro instrumento internacional es requerido 
para su exigibilidad y su reconocimiento, siendo ella la corriente mayoritaria, debe indicarse 
que no puede pensarse que la vinculación de un derecho humano necesariamente debe pasar 
por su establecimiento en instrumentos de derecho, cuando la humanidad universalmente lo 
ha establecido desde su conciencia como tal. El derecho a la paz es un buen ejemplo de ello 
en materia internacional, puesto que no obstante que no existe su establecimiento taxativo 
como derecho, es una verdad irrefutable que la humanidad lo acepta como tal solo que 
interese “superiores” no piensan en ese mismo sentido, pues la guerra es un negocio 
lucrativo.  
Por otra parte, Diego Uribe Vargas (1995), recogerá todas estas reflexiones, y además de 
confirmarlas implementará estas ideas en nuestro país, en la Asamblea Nacional 
Constituyente. Uribe Vargas (1995) considera que existen dos formas de fundamentar los 
derechos humanos: 1). Por una voluntad divina, y 2). Por la historia con que ellos aparecieron, 
esta última versión es la que es la más aceptada y la que genera los derechos por 
generaciones (p.177). Asimismo, resalta que el primer documento que aplica el derecho a la 
paz es la Carta Africana de Naciones (p.187-188), y que este debe ser considerado como 
derecho síntesis, pues sin este no pueden las demás prerrogativas individuales tener 
expectativa de realizarse (p.189). 
En cuanto a esto último, la innovación en la Carta Constitucional colombiana respecto del 
derecho a la paz, tiene dos precedentes explícitos; uno, como ya se mencionó, es un 
instrumento internacional: La Carta Africana sobre Derechos Humanos y de los Pueblos, 
aprobada el 27 de julio de 1981 y que entro en vigor el 21 de octubre de 1986, la cual en su 
artículo 23 indica: “Artículo 23. 1. Todos los pueblos tendrán derecho a la paz y a la seguridad 
nacional e internacional. Los principios de solidaridad y de relaciones amistosas implícitamente 
afirmados por la Carta de las Naciones Unidas y reafirmados por la de la Organización para la 
Unidad Africana gobernarán las relaciones entre Estados”. 
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La segunda, corresponde a la Constitución de Japón (1947) que también ha sido denominada 
la Constitución de la Paz o la Constitución de Posguerra, precisamente porque fue redactada 
después de la derrota militar de este país en la II Guerra Mundial; vista desde una concepción 
de paz negativa, de manera especial debe citarse de ella el prólogo y el artículo 9, en los 
cuales se observa la paz como aspiración del pueblo japonés, reconoce el derecho de los 
pueblos a vivir en paz, pero incluye una cláusula constitucional trascendental: la renuncia 
absoluta de la guerra; el preámbulo y el artículo en mención indica:  
“Nosotros, el pueblo japonés, deseamos una paz duradera y, profundamente conscientes 
de los altos ideales que controlan las relaciones humanas, hemos resuelto preservar 
nuestra seguridad y existencia, confiados en la justicia y la buena fe de los pueblos 
amantes de la paz (…) Reconocemos que todos los pueblos de la tierra tienen el derecho de 
vivir en paz, libres de temor y de necesidades” (…) ARTÍCULO 9. Aspirando sinceramente a 
una paz internacional basada en la justicia y el orden, el pueblo japonés renuncia para 
siempre a la guerra como derecho soberano de la nación y a la amenaza o al uso de la 
fuerza como medio de solución en disputas internacionales. Con el objeto de llevar a cabo 
el deseo expresado en el párrafo precedente, no se mantendrán en lo sucesivo fuerzas de 
tierra, mar o aire como tampoco otro potencial bélico. El derecho de beligerancia del 
estado no será reconocido”  
Sin embargo, no debe perderse de vista que no obstante estas exigencias de derecho 
internacional y constitucionales, el verdadero sentido de ellas debe darse por la eficacia de 
estos preceptos constitucionales.   
4.2.2. La paz como derecho fundamental 
Teniendo impresiones respecto a lo que significa un derecho fundamental, existen varios 
teóricos que se han referido al respecto, entre ellos Luigui Ferrajoli (2001), quien propone una 
definición amplia que indica: 
“(…) son derechos fundamentales todos aquellos derechos subjetivos que 
corresponden universalmente a “todos” los seres humanos en cuanto a dotados 
del status de personas, de ciudadanos o personas con capacidad de obrar; 
entendiendo por “derecho subjetivo” cualquier expectativa positiva (de 
prestaciones) o negativa (de no sufrir lesiones) adscrita a un sujeto por una 
norma jurídica; y por “status” la condición de un sujeto, prevista asimismo por 
una norma jurídica positiva, como presupuesto de su idoneidad para ser titular 
de situaciones jurídicas y/o autor de los actos que son ejercicio de éstas” (p.19) 
La definición tiene la ventaja de asociar los derechos a todas las personas por la misma 
condición de ello, de ser personas, además no parece que exista una estratificación al estilo 
liberal, de derechos de primera, segunda o tercera categoría, sino que aquí se incluyen todos 
los derechos; el problema radicaría su vinculación exclusiva a textos jurídicos, situación que 
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no se aplica a nuestro ordenamiento puesto que la Carta constitucional trae el artículo 95 o 
cláusula de derechos innominados.  
No obstante, Ferrajoli (2001) se apresura a aclarar que la definición es teórica y prescinde de 
la existencia positivizada de dichos derechos, por lo que no sería una definición dogmática, 
que él entiendo como referenciada a textos normativos de un ordenamiento en concreto, por 
lo que complementa su definición indicando que son fundamentales “(…) los derechos 
adscritos por un ordenamiento jurídico a todas las personas físicas en cuanto tales, en cuanto 
ciudadanos o en cuanto capaces de obrar” (p.20).  
Esta teoría propuesta por Ferrajoli tiene la virtud adicional de presentarse desde una 
perspectiva de Teoría General del derecho,  por lo que abarca un amplio espectro de derechos 
y no solo los que hayan aparecido en primer lugar en el tiempo (supuesto del que parte la 
teoría de los derechos por generaciones), todos los derechos, en principio, asociados a la 
persona serían fundamentales, pero se agrega un condicionante y es que deben ser 
reconocidos universalmente, explicando ello en que sean o no alienables e indisponibles de 
los “intereses sustanciales en que los mismos consisten” (pp.20, 21).  
Esta doble concepción para Ferrajoli (2001) implican que “(…) si son normativamente de 
“todos” (los miembros de una determinada clase de sujetos), estos derechos no son 
alienables o negociables sino que corresponden, por decirlo de algún modo, a prerrogativas 
no contingentes e inalterables de sus titulares y a otros tantos límites y vínculos insalvables 
para todos los poderes, tanto públicos como privados” (p.21).  
Por otra parte, hay definiciones que incluyen a la paz como parte de la definición de los 
derechos fundamentales; De Páramo (2004) indica que los derechos fundamentales pueden 
ser concebidos de dos formas: “(…) o bien conforman el perímetro normativo que proyecta 
un único régimen político a todo el mundo, o se considera que son elementos convenientes 
de paz que permiten que los individuos y comunidades con valores e intereses en conflicto 
acepten convivir, como mecanismos y piezas que permiten cambiar de gobierno sin recurrir a 
la violencia”(p.195), lo cual está muy relacionado con la visión de la Constitución como pacto de 
paz (Bobbio), allí estaría los acuerdos que serían los derechos; en ese sentido, De Páramo (2004) 
considera que la primera definición corresponde a entender los derechos fundamentales 
como convicciones, y la segunda como convenciones, lo cual implicará que las soluciones que 
se apliquen a los problemas de la sociedad serán diferentes si se parte de esas definiciones 
(p.195), aunque en todo caso, “(…) los derechos fundamentales han incorporado siempre 
exigencias morales muy fuertes que tienen pretensión de ser reconocidas como derechos 
subjetivos frente a los poderes público, es decir, como limitaciones al ejercicio del poder” 
(p.196).  
Por otra parte, Madrid (2005) define el derecho a la paz como el “Derecho fundamental de 
toda persona a disfrutar de la ordenada tranquilidad que surge del orden justo, y a unirse al 
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empeño de cuantos se esfuerzan por conseguir la interdicción efectiva de la guerra y el logro 
de la armonía en las relaciones de los hombres y de los pueblos” (p. 100). 
En consecuencia, estos derechos se convierten en límites al ejercicio del poder, tal como se 
viene exponiendo desde el apartado anterior; pero en específico, para Ferrajoli (2015) la 
concepción actual del derecho a la paz debe ser necesariamente la de un derecho 
contramayoritario, es decir, que como ha sido definido en nuestra Constitución como 
fundamental implica que no está sujeto a su especificación por parte de las mayorías, 
ejemplificando ello en los casos de no poderse hablar de consulta popular relacionada con la 
dignidad, la igualdad y la vida de las personas.  
La concepción de los derechos fundamentales como alejados de la mayoría, también se 
presenta en Alexy, citado por Arango (2012), en sentido de indicar que son “(…) posiciones 
tan importantes que su otorgamiento o no otorgamiento no puede quedar en manos de la 
simple mayoría parlamentaria” (Alexy, según cita de Arango 2012, p.31). 
Esto es posible de relacionarlo con la teoría del Neoconstitucionalismo, parte de donde 
proviene el debate conocido como contramayoritario, que además concuerda con los 
postulados del Estado Constitucional de Derecho.    
En cuanto a la garantía del derecho a la paz, pareciera circunscrito especialmente a solo el 
escenario Ejecutivo del poder, y no tanto al escenario judicial, aunque ello en parte es por la 
interpretación de la Corte Constitucional que solo ha evidenciado un solo escenario de su 
fundamentalidad (derechos de los desplazados), pero quizás también porque las vías de paz 
generalmente están asociadas al Presidente quien está a la cabeza de las eventuales 
negociaciones de paz en un CAI.      
La doctrina en materia constitucional, ha señalado que existe una colisión entre democracia y 
constitucionalismo que puede ser explicada “la democracia es el simple gobierno de la 
mayoría sobre la base del principio: una persona un voto, pero en el caso del 
constitucionalismo este alude a aquellos limites sobre las decisiones mayoritarias” (Bazán, 
2011; 29-33). Siguiendo lo anterior el constitucionalismo podría ser representado por un 
tribunal supremo (en nuestro caso la Corte Constitucional), y  la democracia por una asamblea 
elegida por voto popular (en nuestro caso el Congreso y el Presidente), lo que la colisión 
ejemplifica,  es que la asamblea y el Presidente son elegidos por participación popular, en 
cambio, el tribunal supremo representa las restricciones constitucionales a ésta voluntad 
“mayoritaria”. 
Esta rama del poder público, la legislativa, puede ser vista como la que más pesa sobre las 
demás, pero en producción de normas no puede olvidarse que también el poder judicial 
contribuye a la construcción del Derecho, “En el Estado democrático de derecho la legislación 
política se considera la función central y en ella (la legislación política) no solamente están 
implicados hoy los partidos, el cuerpo electoral, los organismos parlamentarios y el gobierno, 
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sino también la práctica de las decisiones judiciales, que sirven al desarrollo del derecho” 
(Habermas, 1998; 265).  
Así las cosas, Prieto Sanchís ha señalado que la idea de los principios y el método de la 
ponderación (que generalmente están unidos y al parecer inseparables) representa un riesgo 
para el poder del legislador, y consecuentemente para la regla de las mayorías la cual es el 
fundamento de la democracia (Bazán, 2011; 29). Lo que se indica aquí es que el 
constitucionalismo actúa como un limitante y un controlador de la actuación del poder 
ejecutivo y legislativo. Sastre Ariza (2003) señala que el neoconstitucionalismo se trata de un 
nuevo modelo jurídico que representa el Estado Constitucional de Derecho, en el cual el eje 
principal de todo es la Constitución, y lo que busca es también dar una solución al 
enfrentamiento de democracia y constitucionalismo, lo que pasa es que se le da cierta 
preponderancia al papel del constitucionalismo para solucionarla (p. 239). 
Adicionalmente, Prieto Sanchis (2003) indica que el Neoconstitucionalismo es la unión de 2 
tradiciones de análisis constitucional que generalmente han estado separadas: 1). La que ve la 
Constitución como una regla de juego que define el marco de actuación de los sectores 
sociales y políticos, lo anterior supone que esta Constitución goza de una superioridad tanto 
de las otras normas como de los que participan, la protección de esta Constitución se le confía 
al más neutro de los poderes, aquel que debe y mejor puede mantenerse al margen del 
debate político, es decir, al poder judicial. En esta tradición el poder constituyente se traduce 
en una limitación al poder político, y al poder más amenazador el Legislativo. Y 2). En la 
segunda tradición se ve la Constitución como un proyecto político bien articulado, no se limita 
como la anterior tradición a establecer reglas, sino que tiene la idea de actuar directamente 
en el proyecto. La idea del poder constituyente en esta tradición implica no solo un límite al 
poder sino la pretensión de perpetuidad de este ejercicio (por parte del pueblo). Pero aquí se 
ve la actuación del pueblo a través de sus representantes, que a la final es el órgano 
legislativo. En la primera tradición se responde a las preguntas ¿Quién manda? ¿Cómo 
manda? Y ¿hasta dónde se manda?; la segunda tradición responde a la pregunta ¿Qué debe 
mandarse?, se refiere más a la orientación política (Prieto, 2003; 123-131).  
Concordante con lo anterior, el neoconstitucionalismo reúne partes tanto de una como de la 
otra tradición, pues tomó de la primera la idea de garantía jurisdiccional y una correlativa 
desconfianza ante el legislador, y de la segunda, un ambicioso programa normativo que va 
bastante más allá de lo que exigiría la mera organización del poder, por lo que el 
neoconstitucionalismo puede entonces explicarse basándose en una constitución 
transformadora que pretende condicionar de modo importante las decisiones de la mayoría, 
pero cuyo protagonismo fundamental no corresponde al legislador ni al ejecutivo, sino a los 
jueces (Prieto, 2003; 126). 
En esta teoría, el papel de la protección de la constitución recae en el mundo judicial, 
limitando el desborde de las mayorías; no hay que pretender que tal garantía pueda recaer en 
exclusividad del juez, pero sí que por ejemplo, se pueda exigir por medio de los jueces que el 
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Gobierno o el Congreso genere herramientas para lograr la paz efectivamente, y no se 
convierta en una simple promesa que no lleva a nada.  
Por otra parte, la Corte Constitucional de Colombia indicó que “(…) ha reiterado que uno de los 
elementos centrales que le da sentido al uso de la expresión ‘derechos fundamentales’ es el 
concepto de ‘dignidad humana’ (…) son derechos fundamentales 1). Aquellos derechos respecto 
de los cuales existe consenso sobre su naturaleza fundamental y 2) todo derecho que esté 
funcionalmente dirigido a lograr la dignidad humana y sea traducible a en un derecho subjetivo” 
(T-760 del 2008 Magistrado Ponente: Manuel José cepeda). 
En realidad, el problema solo surge con la traducción del derecho a la paz como un derecho 
subjetivo, puesto que como derecho fundamental esta caramente a la protección de la dignidad 
humana representando una talanquera al ejercicio de la violencia, que no es más sino la máxima 
herramienta de atentar contra la dignidad humana. De todas formas, esa inconveniente se puede 
solucionar demostrando como la paz puede ser exigible en escenarios democráticos, en post-
acuerdos de paz, y en el conflicto mismo, siendo este último el que ya reconoce la jurisprudencia 
constitucional.  
En conclusión, visto el derecho a la paz como fundamental, teóricamente puede hablarse de 
un límite de este al poder, ¿al poder de qué?, al poder del ejercicio de la violencia desde el 
Estado y desde la propia sociedad. Esta vertiente, en realidad solo chocaría con el Decreto 
2951 de 1991 y con cierta jurisprudencia de la Corte Constitucional que considera colectivo al 
derecho a la paz, aunque debe recordarse que la última decisión es considerarlo como de 
ambas categorías, por lo que en realidad es la más plausible de alcanzar, dado que no existen 
tantas talanqueras al respecto.  
4.2.3. La paz como derecho colectivo fundamental   
La primera parte que antecede está enfocada a partir de concebir el derecho a la paz como 
fundamental: está en el capítulo de los derechos fundamentales (aunque ello no es de peso 
hoy día), existe jurisprudencia que resalta ese carácter, las teorías de los derechos permiten 
entrever que es un límite al poder y asunto del poder judicial, etc. Pero qué pasaría si se 
considerara como un derecho colectivo, ¿es posible su reivindicación por vía tutela?, en la 
lógica que se viene presentando, en la que los derechos son límites al poder, solo 
encuadrarían en ella los derechos fundamentales, al parecer no los colectivos, ni ningún otro 
de categoría diferente. 
Desde las propuestas teóricas de Arango (2012) ello no es procedente, pues los derechos 
colectivos también son derechos subjetivos e incluso fundamentales; así primero parte de la 
definición de derecho fundamental como “derechos subjetivos con un alto grado de 
importancia (…) El concepto de derecho fundamental se compone entonces de las 
características del derecho subjetivo y de su importancia” (p.32), para decir que los derechos 
colectivos, que él agrega como derechos fundamentales, serían “(…) derechos fundamentales, 
es decir, derechos subjetivos con un alto grado de importancia. Pero lo que distingue a los 
derechos sociales fundamentales de otros derechos fundamentales (…)  es que son “derechos 
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de prestación en su sentido estrecho”, es decir, derechos generales positivos a acciones 
fácticas del Estado” (p.38); para Arango (2012) la fundamentación filosófica de esta clase de 
derechos se la da los derechos humanos (p.38).  
La idea primordial de este autor es la de vincular los derechos sociales a los derechos 
individuales, una suerte de teoría de conexidad, lo cual no se ha visto en nuestra 
jurisprudencia, pues no se ha apelado a la tutelabilidad del derecho a la paz con respecto a 
otro derecho fundamental, como la vida (el más evidente), sino que se ha visto netamente 
independiente (como derecho colectivo) de la vinculación o relación con otros derechos.     
Esta concepción teórica es la que tiene menos viabilidad para este trabajo, puesto que aunque 
se reconoce como colectivo el derecho a la paz, debe verse que también es fundamental, 
siendo un derecho realmente complejo, por lo que su decisión pasa por tutela y por acción de 
grupo; sin embargo, es de resaltar que este teoría nos permite ver la fundamentalidad total 
del derecho a la paz, no importa si es considerado como colectivo exclusivamente, siendo 
igualmente procedente la acción de tutela desde esta perspectiva.  
4.2.4. La superación de la diferenciación de derechos: la integralidad 
Esta teoría parte de la idea de, como precisamente su nombre lo indica, integra todo a un 
mismo nivel de importancia, en consecuencia, derechos fundamentales serían todos los 
derechos, puesto que todos los derechos son importantes para las personas. 
Luego, no existe una clasificación coherente que indique que un derecho es necesariamente 
más importante que otro para las personas, por lo que debería tener ciertos privilegios al 
momento de su exigibilidad.  
El profesor Gregorio Mesa (2010) plantea que esta perspectiva de integralidad en ver a los 
derechos implica “la concepción de los derechos humanos que los concibe como un conjunto 
compuesto por la multiplicidad de sus contenidos, por las demandas concretas de nuevas y 
diversas subjetividades, seres y sujetos situados en tiempos y espacios concretos que desde el 
reconocimiento y la protección efectiva tanto de la diversidad cultural como natural en la que 
se sustenta, asume como propias las ideas de todos los derechos como interdependientes, 
complejos, globales, universales, indivisibles interrelacionados”.  
Asimismo, reiterará que los derechos trascendentales son todos y no un conjunto específico 
de ellos, entendiéndolos como derechos ambientales, que abarcarían todo el conjunto de 
derechos, pero agregando a los derechos de lo no humano (paz ambiental); señala el profesor 
Mesa (2011), “consideramos que los derechos deben ser todos los derechos y n solo unos en 
particular y, en tal sentido, los derechos deben ser necesariamente derechos ambientales, que 
se desenvuelven en el ambiente como un todo y en su integralidad, complejidad y globalidad. 
Por ello, además, los derechos podrían agruparse en dos grandes categorías, lo derechos de 
los humanos y los derechos de los no humanos” (p.30). 
En ese sentido los derechos de lo no humano cobran una relevancia importante pues también 
se vuelve actor por lo que es posible la asignación de derechos a estos, entre ellos la paz, ella 
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no es una exclusividad humana, en este sentido sino también hace parte de los ecosistemas, 
animales, etc. 
Esta posición tiene igualmente un respaldo en lo manifestado por la Corte Constitucional en 
sentencia T-016 de 2007, M.P. Humberto Antonio Sierra Porto, en donde indicó que la 
perspectiva de derecho fundamental no deviene de la forma procedimental como ellos se 
hacen exigibles, sino porque todos están vinculados a valores de la Constitución, por lo que 
todos son fundamentales; indicó en esa oportunidad la Corte:  
“De acuerdo con la línea de pensamiento expuesta y que acoge la Sala en la 
presente sentencia, la fundamentalidad de los derechos no depende – ni puede 
depender – de la manera como estos derechos se hacen efectivos en la práctica. Los 
derechos todos son fundamentales pues se conectan de manera directa con los 
valores que las y los Constituyentes quisieron elevar democráticamente a la 
categoría de bienes especialmente protegidos por la Constitución. Estos valores 
consignados en normas jurídicas con efectos vinculantes marcan las fronteras 
materiales más allá de las cuales no puede ir la acción estatal sin incurrir en una 
actuación arbitraria (obligaciones estatales de orden negativo o de abstención). 
Significan, de modo simultáneo, admitir que en el Estado social y democrático de 
derecho no todas las personas gozan de las mismas oportunidades ni disponen de 
los medios – económicos y educativos - indispensables que les permitan elegir con 
libertad aquello que tienen razones para valorar. De ahí el matiz activo del papel 
del Estado en la consecución de un mayor grado de libertad, en especial, a favor de 
aquellas personas ubicadas en un situación de desventaja social, económica y 
educativa. Por ello, también la necesidad de compensar los profundos 
desequilibrios en relación con las condiciones de partida mediante una acción 
estatal eficaz (obligaciones estatales de carácter positivo o de acción)” (Corte 
Constitucional de Colombia, sentencia T-016 de 2007, M.P. Humberto Antonio 
Sierra Porto) 
Así, esta teoría de la integralidad de los derechos también puede ser aplicada para resolver la 
exigibilidad del derecho a la paz, de hecho, teóricamente hablando es la más consistente, 
pues más que pensar qué un conjunto de derechos es más importante que otros, se plantea 
la situación evidente de que todos lo son para los seres humanos, especialmente la paz, como 
derecho síntesis.  
La siguiente propuesta de esta teoría de integralidad debería centrase en una acción integral, 
en el sentido procedimental de hacer valor los derechos ante la justicia, pues si bien la 
sentencia de la Corte Constitucional referida entenderá esa visión integral, considerando que 
todo derecho es fundamental por vincularse a valores constitucionales, lo que nos haría 
pensar que todo derecho se resuelve por tutela, debe generarse una acción conforme a la 
razonabilidad de la integralidad y de los requerimientos vigentes para los derechos, debido a 
que no todos tiene el mismo tiempo de respuesta (36 horas, 10 días), no todos los manejan 
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por competencia los mismos jueces (acción de tutela y popular), por lo que se requiere una 
instrumentación integral que aborde el tema. 
4.3. Teoría de la justicia 
Dworking señaló que el derecho incorporaba los valores morales de la sociedad a través de sus 
principios regulativos (Mejía, 2006; 12) y por ese mismo cauce, señaló Rawls que una de las metas 
al alcance de la justicia como equidad es la de proporcionar una base filosófica y moral aceptable 
para las instituciones democráticas y afrontar así la cuestión de cómo han de entenderse las 
demandas de la libertad y la igualdad (Rawls, 2001).  
No obstante, se sigue en esta línea de justicia la propuesta de justicia de Amrtya Sen (2009) y su 
concepción de la justicia, la cual no solo parte de instituciones justas, como lo propone Rawls, sino 
también de acciones justas, enfáticamente en la vida de las personas, para lo cual se complementa 
con la Visión de Martha Nussbaum (2012), y su enfoque de crear capacidades, que implica resaltar 
la importancia de la capacidades de las personas más que el PIB interno para fijar el desarrollo 
humano y el de un país, pues ello implica que se requiere  de un escenario  en donde se puedan 
maximizar las capacidades y solo ello lo puede ser la paz. 
Para Sen (2009) no se parte realmente de la justicia sino de identificar las injusticias reparables en 
el mundo, por lo que el primer camino por el que opta es por el de pensar cómo se puede reducir 
la injusticia para avanzar a la justicia; para Sen (2009) la injusticia radica no tanto en las 
instituciones, como lo platea Rawls, sino en el comportamiento de las personas, especialmente de 
la forma con que las personas viven la vida.  
Empero, no hay que desconocer la importancia de la justicia institucional que puede haber 
planteado Rawls en palabras de Sen (2009), puesto que la búsqueda de paz no constituye un 
monopolio solo de las personas, debe haber también condiciones, como las procedimentales, que 
permitan la garantía de los derechos, de todos, como medios para alcanzar una justicia real; 
además, como se ha planteado en el segundo capítulo, la ampliación de concepto de Estado actual 
no solo a instituciones y a personas, obliga a que la búsqueda de la paz debe pasar por todos y 
todas, las personas y las instituciones. 
Es decir, este trabajo no tiene una línea exclusiva con la visión institucional o comportamental de 
la justicia, sino que toma de las ambas, o al menos las dos son necesarias, para alcanzar una 
justicia real, pues la búsqueda y obtención de la paz pasa necesariamente por el camino de la 
justicia, pero no solo de un actor material o inmaterial, sino de todos, debe haber tanto 
instituciones justas como comportamientos justos, ello debido a que la paz regula un sinnúmero 
de escenarios, los cuales no están solo circunscritos, por ejemplo, a lo humano sino que incluye 
también lo no humano. 
Para complementar la visión, es posible acudir a Martha Nussbaum (2012), quien tiene un 
denominado enfoque de las capacidades, pero no solo de lo humano, además de presentar una 
teorización más general que abarca más escenarios, tal y como ocurre con la paz. 
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Martha Nussbaum (2012), indica que el nuevo paradigma teórico presentado en el ámbito del 
desarrollo y las políticas públicas es conocido como “desarrollo humano” o también como el “de la 
capacidad” o “de las capacidades”, el cual se centra más en el accionar de las personas 
especialmente en “qué son realmente capaces de hacer y de ser las personas” (p.14). En palabras 
de la tratadista Martha Nussbaum (2012) el enfoque de las capacidades “(…) puede definirse 
provisionalmente como una aproximación particular a la evaluación de la calidad de vida y a la 
teorización sobre la justicia social básica (…) el enfoque concibe cada persona como un fin en sí 
misma y no se pregunta solamente por el bienestar total o medio, sino también por las 
oportunidades disponibles para cada ser humano” (p.38). 
Este nuevo enfoque, según Nussbaum (2012), tiene varias bases de las cuales parte para 
formularse: 1). Parte de definir que el bien de una sociedad deviene de promover a los pueblos un 
conjunto de oportunidades, que libremente ellos pueden o no hacer realizables (p.38); 2). Esto 
último significa que el enfoque de las capacidades se centra en la libre acción de las personas 
(p.38); 3). En cuanto a valores, Nussbaum indica que este es pluralista, pues elimina las 
clasificaciones jerarquizantes entre capacidades, como en la concepción tradicional de derechos 
en la que unos son más importantes que otros, por lo que para comprender cada una de las 
capacidades a profundidad debe hacerse un estudio de la naturaleza de cada una de ellas (p.38); y 
4). Este enfoque trabaja principalmente con la “(…) injusticia y la desigualdad sociales arraigadas,  
y, en especial, de aquellas fallas u omisiones capacidades que obedecen a la presencia de 
discriminación o marginación” (p.38), es decir, trabaja desde una concepción de paz positiva, 
atacando la injusticia. 
La aplicación de esta teoría es evidente, si Nussbaum (2012) plantea a partir de estos cuatro 
componentes del enfoque, la obligación del Estado de mejorar las condiciones de vida de las 
personas, como requisito para superar la injusticia, partiendo de las capacidades con que cuenta 
cada una de las personas, aquí se defiende que ello puede estar reflejado en el desarrollo de los 
derechos en general, no solo los fundamentales, para lo cual solo puede haber un espacio o un 
escenario que ello permita al máximo: la paz. Y debe indicarse que si bien Sen (2009) es un 
antecedente de este planteamiento, Nussbaum (2012) va más allá incluyendo a lo no humano 
como actor, como personas a la cual debe desarrollársele sus “capacidades”, por lo que se 
contaría con una teoría mucho más general, tal cual, como la que necesita la paz.  
En consecuencia se opta por la idead de que solo la maximización de las capacidades se puede dar 
en escenarios de paz, no de guerra por ejemplo, y que una de las formas de que ello sea 
promovido es por la defensa del derecho a la paz, derecho síntesis que promueve la realización de 
los demás, es decir, el derecho a la paz, sus efectiva garantía y protección, es el medio por el cual 
se puede generar el mayor desarrollo de las personas, y en consecuencia, de una país; ello 
también suponen una trasformación de la economía centrada en la guerra a una económica 
centrada en la paz, en el desarrollo social y cultural de un país, más que en el desarrollo 
armamentístico, la justicia pasaría por darle prevalencia al derecho a la paz en el escenario judicial 




4.4. Conclusiones al capítulo. 
Los derechos fundamentales son límites al ejercicio del poder, postulado que recoge el Estado 
de derecho entendido como limitación sustancial (desde un catálogo de derechos), lo cual se 
traduce en las características propias de un Estado constitucional. Sin embargo, debe 
ampliarse esa teoría a todos los derechos, pues ellos son todos importantes para las personas, 
así como vinculados directamente con valores constitucionales.  
Las posiciones expuestas respecto a la teoría de los derechos constituyen un fuerte acervo 
teórico para la garantía del derecho a la paz, sea como derecho fundamental, como derecho 
social fundamental o como derecho integral; las tres son igualmente válidas y es posible que 
puedan tener un efecto directo en la realidad constitucional, especialmente porque cuentan 
con un respaldo en diferentes líneas de decisión en la Corte Constitucional.  
La justicia es el medio por el cual se alcanza la paz, incluso, es posible que sean inescindibles, 
la paz y la justicia son lo mismo o dos caras de una misma moneda. Por tanto, no puede 
partirse de criterios de justicias específicos sino amplios, no puede hablarse que solo es 
justicia los comportamientos humanos o las instituciones que ellos crean, debe optarse por un 
modelo más general que alcance a todos.  
Teóricamente hablando, es posible fundamentar el derecho a la paz como sigue: el Estado de 
derecho es concebido como un límite jurídico  al ejercicio del poder, lo cual se puede encontrarse 
en los derechos, conduciéndonos esa preposición a hablar del Estado Constitucional; en este 
punto se divide la teoría, pues los derechos son muchos y para una parte de la doctrina ese límite 
solo puede ejercerlo los derecho fundamentales y los derechos humanos, pero existen otras 
posiciones, como la integralidad, que habla de igualdad entre los derechos, ninguno es más 
importante que otro sino que todos son condición necesaria para el ser humano; empero, ya sea 
que aborde al derecho a la paz como fundamental y humano o como un derecho integral, el límite 
que plantea al ejercicio del poder es claro: la limitación del ejercicio de la guerra (paz negativa), y 
además la superación de la injusticias presentes en el Estado o en la sociedad o en la cultura (paz 
positiva), en resumen se edifica como límite centrado en la eliminación de toda forma de 
violencia; finalmente, las teorías de la justicia respaldan ello, pues solo en un escenario de paz 
puede lograrse el máximo desarrollo de las personas, lo cual debe pasar no solo debe pasar por 
acciones e instituciones justas, para lograr el mayor desarrollo de las personas, lo cual es posible 
garantizar si el derecho a la paz es realmente exigible individualmente (dado que es claro su 
procedencia colectiva); asimismo, siendo la guerra el mejor escenario para atentar contra la 
dignidad humana, la paz, en cambio, es el escenario donde es posible su maximización, es el 





CAPITULO V. INSUMOS PARA LA SUPERACIÓN DE LA CRISIS DEL DERECHO A LA PAZ EN 
COLOMBIA.HERRAMIENTAS JURÍDICAS PARA LA GARANTÍA DE LA PAZ COMO DERECHO 
(SOLUCIÓN APLICADA) 
 
"Sabíamos que el mundo no sería lo mismo; algunas personas rieron, algunas 
personas lloraron, la mayoría se quedó en silencio. Recuerdo la línea de la escritura 
Hindú, el Bhagavad-Gita. Vishnu [dios hindú] está tratando de persuadir al príncipe 
para que cumpla con su deber y, para impresionarlo, toma su forma con múltiples 
brazos y dice: "Ahora me he convertido en la muerte, el destructor de los mundos". 
Supongo que todos pensamos eso, de una u otra manera". 
J. Robert Oppenheirmer, "el padre de la bomba atómica" tras el primer ensayo nuclear. 
“Afronto el mundo como es y no puedo permanecer sin hacer nada frente a las 
amenazas al pueblo estadounidense. Hablemos claro: el mal existe en el mundo. Un 
movimiento no-violento no podría haber detenido a los ejércitos de Hitler. Las 
negociaciones no pueden convencer a los líderes de Al Qaeda para que depongan 
las armas. Decir que la fuerza a veces es necesaria, no es un llamado al cinismo, es 
un reconocimiento a la historia; las imperfecciones del hombre y los límites de la 
razón” 
Barack Obama, Discurso de recepción del nobel de paz 
"La totalidad de lo que queda de mi fortuna quedará dispuesta del modo siguiente: 
el capital, invertido en valores seguros por mis testamentarios, constituirá un fondo 
cuyos intereses serán distribuidos cada año en forma de premios entre aquéllos que 
durante el año precedente hayan realizado el mayor beneficio a la humanidad. 
Dichos intereses se dividirán en cinco partes iguales, que serán repartidas de la 
siguiente manera: (….) 
Una parte a la persona que haya trabajado más o mejor en favor de la fraternidad 
entre las naciones, la abolición o reducción de los ejércitos existentes y la 
celebración y promoción de procesos de paz”.   
Testamento de Alfred Nobel 
 
5. Propuestas jurídicas  
Teniendo en cuenta que aún se presentan limitantes para la exigibilidad, protección y 
concreción del derecho a la paz, aquí se presentan unas concreciones para ir eliminando esos 
obstáculos, para que cualquier persona que considere conculcado su derecho a la paz lo 
pueda exigir a través de la acción de tutela. 
Lo que aquí presento son una serie de propuestas o contribuciones para renovar el papel de la 
paz como derecho, de hacer más real su exigibilidad, sea como derecho colectivo fundamental 
o como derecho fundamental, o como un derecho integral en igualdad con todos, es de vital 
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importancia que se propongan nuevos escenarios para su reivindicación, y el escenario que 
aquí se defiendo, no como exclusivo sino complementario a todas las vías de paz, es el 
jurídico.  
Teniendo en cuenta que los inconvenientes por los que atraviesa el derecho a la paz pueden 
enmarcarse en dos puntos, primero, la inexactitud de saber si es posible su exigencia por vía 
judicial tutela, y segundo, los argumentos en contra del derecho a la paz que plantean la falta 
de concreción del mismo, aquí se presentan dos soluciones para ello.  La primer propuesta se 
basa en atacar la constitucionalidad del Decreto reglamentario de tutela, 2591 de 1991, no en 
general, sino en cuanto a que consideró el derecho a la paz como colectivo; y la segunda, 
presentar tres escenarios, adicional al de la Corte Constitucional y los derechos de los 
desplazados, en que se puede concretar el mismo. 
5.1. Acción de inconstitucionalidad  
En esta propuesta se busca declarar inexequible, de manera condicionada, el apartado del 
numeral tercero del artículo 6 del Decreto 2591 de 1991, que indica que la paz es un derecho 
colectivo, en el entendido que el derecho a la paz también es fundamental. 
Se transcribe a continuación el artículo con el aparte pertinente y subrayado el que se 
pretende accionar: 
“ARTICULO 6º-Causales de improcedencia de la tutela. La acción de tutela no 
procederá: (…)  
3. Cuando se pretenda proteger derechos colectivos, tales como la paz y los demás 
mencionados en el artículo 88 de la Constitución Política. Lo anterior no obsta, 
para que el titular solicite la tutela de sus derechos amenazados o violados en 
situaciones que comprometan intereses o derechos colectivos siempre que se trate 
de impedir un perjuicio irremediable” 
Las bases para sustentar una demanda de inconstitucionalidad parten de dos presupuestos 
principales: 
1). La competencia asignada al presidente en la reglamentación de la tutela (aunque en 
realidad fue un Decreto con fuerza de ley), que deviene del literal b) del artículo transitorio 5 
de la Constitución Nacional; debido a que el Presidente no podía fijar la clase de derecho que 
era la paz cuando ello ya había sido estipulado por el constituyente primario, y máximo, la voz 
constitucional debe ser interpretada por la Corte constitucional para determinar qué clase de 
derecho era.  En ese sentido, el otorgamiento de la facultad al Presidente fue reglamentaria, 
no de creación de nuevos escenarios o de derechos.  
2). La regresividad, pero entendida en los derechos en cuanto a su conceptualización. Si el 
constituyente primario determinó que era un derecho fundamental y lo ubicó en el 
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correspondiente capítulo para ello, no podía asignarle el Presidente un rango menor a este o 
al menos debió haber aclarado ello.  
3). La propia Corte Constitucional ha reconocido su carácter de fundamental, por lo que no 
puede pensarse que sea exclusivamente un derecho colectivo, debe verse que la línea de 
decisión de la paz como derecho fundamental se encuentra desde el inicio de la Corte 
(aunque la de colectivo también).  
5.2. Presupuestos para ser exigible 
Teniendo en cuenta que la segunda critica o problema es la indeterminación de la exigibilidad 
del derecho a la paz como derecho subjetivo se presentan tres breves escenarios para ello, 
advirtiendo de todas maneras que las exigencias del derecho a la paz pueden ser variadas y se 
pueden entrecruza en cualquier tiempo, además de verse la posibilidad de alegarse junto a 
otros derechos, tal y como ocurre generalmente cuando se acciona en tutela; en todo caso, 
mi planteamiento acá es que el derecho a la paz es exigible por tutela cuando existe cualquier 
acto constitutivo de violencia, en las tres formas que presupone el concepto de paz actual, 
que atente contra los derechos de las personas.  
Aquí puede desprenderse la crítica de la amplitud de ello, pues puede pensarse que cualquier 
violación de derechos implica violencia, ergo, cualquier violación a los derechos de las 
personas puede acudir a solicitar a la garantía del derecho a la paz; para solucionar ello, 
puede circunscribirse la propuesta a la forma de entendimiento a los conceptos de paz 
planteados en el primer capítulo, los cuales restringirían el accionar de este derecho, pero 
ello en sí mismo sería amplio y abarcaría todas las relaciones sociales y estatales; quizás ello 
no es malo per se, puesto que la complejidad del derecho a la paz así lo platea, además debe 
resaltar la importancia que la Constitución Colombiana ha otorgado a la paz en general, 
regulando amplios escenarios con ello.  
Sin embargo, aunque existen escenarios en la justicia en donde se puede incoar la acción de 
tutela para garantizar el derecho a la paz, no todos son coincidentes con la reconstrucción 
realizada en el primer capítulo, puesto que algunas competen exclusivamente al fuero interno 
de la persona (paz interna), como el perdón, así será necesario delimitar a partir de lo que es 
posible decidir en el caso, si la decisión tiene eco en la realidad, para poder establecerse si es 
procedente o no. 
5.2.1. En conflicto armado 
Este es el único escenario que ha reconocido la Corte puntualmente en los derechos de los 
desplazados, la ida básica parte de la garantía del DIH, el derecho a la paz es una proyección 
de él, entendido en sentido de paz negativa.  
Pero si ello es así, es posible igualmente vincularlo a otros derechos, no individualmente 
alegándolo solo, sino en conjunto, por ejemplo, con el derecho a la objeción de conciencia. 
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Existe una situación adicional que puede aplicarse en todo tiempo (en tiempos de paz y de 
conflicto armado), y la exigencia de vías de paz a los poderes estatales; ello se desprende de 
la sentencia del Consejo de Estado del 31 de julio de 2014 con radicado 5000-23-42-000-
2014-02077-01(AC). 
En esta sentencia el Consejo de Estado decidió una tutela en la que una persona solicitaba la 
continuidad del proceso de paz sin importar el candidato que asumiera la presidencia de 
Colombia en el año 2014; la alta Corporación decidió negar la tutela, debido a que no existía 
en cabeza del accionante un derecho subjetivo vulnerado, es decir, entendió que aunque la 
paz puede ser de un derecho fundamental este se reputa colectivo cuando se asocia a la 
ausencia de guerra, sumado a que no puede ningún ciudadano exigirle al Estado que vía en 
busca de la paz debe emplear; indicó como ratio decidendi lo siguiente: 
“De lo anterior la Sala observa que del contenido intrínseco y del desarrollo  
constitucional y legal de la paz no se deriva ningún derecho subjetivo en cabeza  del 
actor que sea amparable mediante la  acción de tutela dado que ningún ciudadano 
tiene el derecho de exigirle  al Estado que utilice un mecanismo específico con el fin de 
lograr la paz.  Así pues, al carecer de un contenido prestacional claro la paz no es 
susceptible de protegerse mediante la acción de  tutela, por lo que el actor carece de 
legitimación por activa”  
Teniendo en cuenta lo que se ha argumentado en este trabajo de investigación, la sentencia 
no se comparte por lo siguiente: 1). La jurisprudencia de la Corte Constitucional reconoce el 
carácter de fundamental del derecho a la paz, siendo él un derecho colectivo en cabeza de 
todos y todas, pero también uno fundamental en cabeza de cada uno; 2). La carta 
constitucional de 1991 es fundamentalmente de paz, es decir, tiene un esquema en la 
búsqueda pacifica de ella, no solo de salidas violentas, como la acción armada, sino también 
de la solución pacífica de conflictos, como se puede desprender no solo de los postulados 
constitucionales, sino del desarrollo legislativo y jurisprudencial de ellos; 3). La paz como 
derecho fundamental implica un derecho subjetivo en cabeza de las personas, siendo el 
planteamiento más básico el de paz negativa como ausencia de guerra, mismo que ha 
reconocido la Corte constitucional en sus decisiones (derechos de los desplazados), por lo que 
cada persona individualmente considerada tiene derecho a vivir en paz y no en un contexto 
de guerra; en ese sentido, también las personas tendrían derecho a un concepto más 
ampliado de paz, pues también tiene derecho a la ausencia de violencia en todas sus 
manifestaciones (paz positiva), lo cual también implicaría la erradicación de la violencia 
estructural, pues ella también implica la garantía de la participación democrática en las 
construcción y decisiones del Estado; 4). La propia ley que regula los partidos políticos indica 
que ellos se encuentran encaminados al logro de la paz, no de la guerra, por lo que la 
Constitución y las leyes se convierten en límites a las propuestas de los candidatos a 
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presidencia, siendo uno de ellos la consecución de la paz, no solo por vías violentas, sino por 
medio pacíficos; la Ley 130 de 1994 en su artículo 6 indica:  
“Principios de organización y funcionamiento. Los partidos y movimientos políticos 
podrán organizarse libremente. Sin embargo, en el desarrollo de su actividad están 
obligados a cumplir la Constitución y las leyes, a defender y difundir los derechos 
humanos como fundamento de la convivencia pacífica y a propender al logro y 
mantenimiento de la paz, en los términos del artículo 95 de la Constitución Política. 
En las regiones, los partidos o movimientos políticos gozarán también de libertad y 
autonomía para su organización y podrán pertenecer al partido o movimiento que a 
bien tengan nacionalmente”5 
Y tal como se vio que el artículo 95 superior, al que remite la ley citada, indica que es deber 
del colombiano incentivar y mantener la paz, es claro que ello también se convierte en 
obligación de los partidos políticos. 
Esta es una clara aplicación de lo que aquí se introdujo como paz constitucional (II capítulo, 
numeral 2.2.2.), puesto que implica la garantía de los derechos de las personas, así como 
promueve la acción política, pero dentro del marco constitucional que ello implica, siendo en 
nuestro concepto, procedente esta acción de tutela para exigir una forma determinada de 
paz como lo es las vías pacíficas a través del derecho; por tanto, esta nueva forma de 
exigencia subjetiva puede ser requerida en cualquier tiempo, pues implica más la 
participación política, sin atender al contexto de violencia que ella implique, en los estrictos 
términos constitucionales.  
5.2.2. En transición a la paz y en escenarios de posconflicto  
Aquí se incluyen una gran variedad de factores, es importante que ellos estén vinculados, 
entre otros, a la prohibición de elementos que propicien el retorno al conflicto, evitar, por 
ejemplo, que si un acuerdo de paz se firma en cambio de gobierno sea válido así sea que la 
personas que ascienda al poder intente revertirlo, lo que es acorde con el planteamiento 
inicial de paz constitucional anteriormente señalado. 
Asimismo, la exigencia del derecho a la paz en este escenario, debe estar vinculado 
directamente, por ejemplo, a los acuerdos alcanzados si existió un conflicto armado previo 
(como en el caso de Colombia), y se podría solicitar junto con los derechos de las víctimas, o 
de las personas que dejan las armas, como cuando no se le han cumplido con los acuerdos 
alcanzados para su reingreso a la sociedad civil.  
 
 
                                                          
5
 Negrilla y subraya fuera del texto original.  
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5.2.3. En escenarios de paz 
Siendo la paz un requisito para ejercer la democracia, debe indicarse que sí es posible que las 
personas soliciten su protección del derecho a la paz en materia de elecciones, cuando los 
candidatos no propongan líneas de ejercicio del poder fundado en concesiones de paz 
positivas, pues es claro que la Carta Constitucional así lo exige, no solo por su contenido de 
valor sino por ser un deber, tal y como se señaló en primer lugar. 
Existe además otra variedad de situación para la implementación del derecho a la paz, por 
ejemplo, la eliminación de violencia simbólica o cultural, cuando las personas consideren 
violados algún derecho con esa clase de violación; de todas maneras, como no existe un 
derecho absoluto, ello debe verse en armonía con la labor del juez constitucional y los 
derechos fundamentales desarrollados en Colombia,  pues podría caerse en el pensamiento 
de alegar derecho a la paz, por violencia cultural, cuando existen exposiciones de arte en 
contra de determinado dogma religioso, vulnerando así la libertad de cultos, por ejemplo; es 
posible que ello pueda ser así alegado, aunque la decisión de la existencia de una violencia de 
carácter cultural o simbólico, depende más de la interpretación que de ella de el juez.  
En todo caso, puede alegarse que la violencia simbólica o estructural, como atentado al 
derecho a la paz, puede alegarse en todos los casos en que el Estado promociona ello, así 
como también los medios de comunicación, lo cual también se deja al margen de decisión del 
juez constitucional, aunque ello se desprende de los postulados constitucionales y de las 
obligaciones en cabeza de todos y todas en pro de la paz; asimismo, en los caso de existir 
violencia de género, es posible solicitar la defensa del derecho a la paz.  
La paz ambiental también sería exigible, por ejemplo, a través de hechos constitutivos de 
violencia animal, de degradación del ambiente, etc; aunque ello nos vincula directamente al 













Las conclusiones básicamente se pueden resumir en las encontradas en cada capítulo, que 
han sido elaboradas a partir del estudio de cada uno de ellos. No obstante, puede recogerse 
unas ideas generales al trabajo de investigación como sigue: 
1). La paz es un concepto acumulativo no circunscrito a definiciones singulares, la paz es 
ausencia de guerra, pero también mucho más. Esa característica debe ser asimilada al 
derecho a la paz, que finalmente va a recoger las pretensiones de la reconstrucción 
conceptual de paz, que a la final es la conceptualización de la paz como derecho humano. Ello 
implica que el programa conceptual de la paz no solo es un planteamiento teórico, sino una 
propuesta política-jurídica de concreciones en el ámbito internacional. 
2). La paz tiene fuertes conexiones con la formación del denominado Estado Moderno, que 
pasó por la centralidad del poder incluyendo la centralidad jurídica, a esta última se le otorgó 
la función de garantizar la paz interna estatal, lo cual sería replicado en el ámbito 
internacional, tanto teóricamente (Kant) como históricamente (surgimiento de la Sociedad de 
naciones, por ejemplo). Por tanto, el papel del derecho más que un conjunto inerte de 
normas, es el de genera paz en la comunidad, en el estado, en la sociedad, es el papel vivo del 
derecho la garantía de la paz. 
3).  En Colombia, aunque existe el decreto que reguló la tutela que puede ser utilizado para 
impedir el desarrollo del derecho a la paz, es posible igualmente encontrar en la 
jurisprudencia constitucional posiciones que validad el carácter fundamental de éste, e 
incluso que demuestran un avance significativo en el núcleo esencial de este. Sin embargo, la 
posición actual no deja de ser imprecisa, pues solo hay un caso reconocido, y además ha 
regresado solo al núcleo esencial del derecho a la paz como paz negativa, sin percatarse que 
anteriormente la había definido como condición necesaria de los derechos humanos. 
4). El problema del derecho a la paz en Colombia, pasa por dos factores: A). la regulación de 
tutela del Decreto 2951 de 1991, que lo cataloga exclusivamente como derecho colectivo; y 
B). las impresiones en cuanto sus ámbitos de exigibilidad y su imposibilidad de reclamarse 
como derecho autónomo en un proceso de tutela, es decir, alegando solo este derecho en un 
proceso.  
5). De todas maneras, es posible justificar teóricamente la razón de un derecho humano, 
fundamental o integral a la paz, como limite al ejercicio del poder del Estado, primero, como 
forma de detener la guerra (paz en sentido negativo), y segundo, por ejemplo, mediante la 
eliminación de las injusticias, la participación democrática (paz positiva) y en general de toda 
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